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	A Marta, mi mujer, y a la pequeña familia que hemos formado juntos: nuestros hijos (Nacho, Dámaso y Jacobo), nuestras nueras (Casilda y Laura), nuestros nietos ya nacidos (Dámaso, Mafalda y Sofía) y el que está por nacer, a quien:

	Le regalaré un capacho,

	pero con la condición 

	de que, si nace varón, 

	ha de ser su nombre Nacho. 

	Sería pues así el tercero

	de un escalafón fecundo

	que, aprendiendo del segundo,

	haría feliz al primero.
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	PRÓLOGO

	 

	 

	Los responsables públicos no debemos olvidar nunca que nuestro sueldo se paga con dinero público, y que históricamente los impuestos van ligados a la Génesis de la democracia contemporánea (desde nuestras Cortes, al famoso «No taxation without representation» en los EE. UU.), y que materializan la responsabilidad inherente a la libertad. Nuestra propia Transición se hace posible gracias a la puesta en marcha de un sistema impositivo a la altura de los tiempos. Los impuestos hacen patria, construyen una sociedad cohesionada y justa, y permiten que se den las condiciones para que cada uno lleve a cabo su proyecto personal. En fin, el libre mercado no sería tal sin la compensación y corrección necesaria a través de los impuestos, para lograr la igualdad de oportunidades y la libre competencia. 

	Pero cuando los impuestos dejan de ser justos y progresivos, cuando pasan a ser abusivos y confiscatorios, corremos el riesgo de que una institución necesaria se convierta en una losa, que produzca los efectos opuestos a los buscados, y lleve al hartazgo ciudadano. Los impuestos abusivos o ineficientemente gestionados se convierten en el arma de los demagogos de uno u otro signo; ahogan la iniciativa privada; y hacen que el clientelismo político, el voto cautivo, y el efecto expulsión en la economía, destruyan el tejido productivo y pongan en peligro la libertad y la prosperidad.

	Por eso este libro de Ignacio Ruiz-Jarabo me parece muy relevante, y especialmente en los momentos en los que vivimos. 

	España es uno de los mejores lugares del mundo para vivir. Gracias a la Constitución y a nuestra democracia liberal, hemos alcanzado niveles de prosperidad y bienestar nunca vistos antes.

	La acción del sector público ha sido fundamental en este camino, y seguirá siéndolo sin duda en los próximos años. Pero no debemos perder la perspectiva: un Estado sólido solo es posible y deseable bajo una defensa férrea del libre mercado, de la propiedad privada, de la libertad, del Estado de Derecho, de la separación de poderes y de la persona como eje sobre el que articular las políticas públicas. 

	Para que una sociedad sea próspera y pueda garantizar los derechos fundamentales y un estado de bienestar, hay una condición indispensable: la libertad.

	Este libro trata sobre eso. Y lo hace, además, aludiendo a la memoria colectiva de todos los madrileños y españoles. En el año 2021, Madrid se llenó de ilusión ante una convocatoria electoral que enfrentó a dos modelos sociales y económicos: el socialista y el liberal.

	Madrid es la región más próspera de España porque es libre y abierta. Llevamos décadas bajando los impuestos con unos resultados que sirven como ejemplo en todo el mundo. Pero, además, también eliminamos barreras burocráticas innecesarias y tenemos una administración pública al servicio de los empresarios y de los ciudadanos, y no al revés.

	Hay quien dice que el modelo de Madrid no se puede exportar al resto de España. Yo creo que sí se puede y, es más, nuestro país ya ha demostrado que podemos ser una de las diez economías más sólidas del mundo gracias a las políticas liberales. También, en los últimos años, tenemos ejemplos en otras regiones, en las que aplicando las mismas ideas que Madrid la economía y el dinamismo social mejoran de forma similar, como ocurre en Andalucía. 

	Desafortunadamente, esto no es algo que compartamos en todo el espectro político. Hay quien se empeña en subir impuestos, poner trabas a la vida cotidiana de empresarios, trabajadores y familias, y atacar a las regiones que lo hacemos bien. 

	Hoy España va camino de convertirse en un absurdo fiscal, en lugar de ser el espacio de oportunidades y buena calidad de vida que llevamos siendo durante décadas. 

	No es cierto que en España se recaude poco. Si eliminamos el efecto de la economía sumergida –que es, en buena medida, consecuencia directa de la asfixia fiscal a la que estamos sometidos– el peso de los ingresos tributarios sobre el producto interior bruto nacional es muy similar al de la Unión Europea.

	Lo que sí que es cierto, es que somos uno de los países con mayor tasa de paro de toda la Unión Europea, uno de los que tiene el tejido empresarial más atomizado, uno de los que más economía sumergida tiene, y uno de los que más retrasados se está quedando en términos de renta per cápita. ¿Cómo pretendemos recaudar lo mismo que nuestros socios europeos con una situación así?

	Es necesario pasar de un sistema fiscal extractivo, cuyo objetivo fundamental es incrementar la recaudación, a otro que busque incrementar las rentas de los ciudadanos. 

	Según la OCDE, la diferencia entre el coste laboral asumido por la empresa por cada asalariado y el salario neto percibido por el trabajador, es del 39,3 %. O, dicho de otra manera, casi 4 de cada 10 euros desembolsados por la empresa acaban en manos de Hacienda. Esto supone casi 5 puntos más que la media de la OCDE y, mientras hay muchos países en los que está bajando, en el nuestro se mantiene constante en el mejor de los casos.

	Esta desconsideración para con el contribuyente, afecta a todos los ámbitos económicos. Según el Instituto de Estudios Económicos, una empresa paga un 30 % más de impuestos que la media de la Unión Europea; las cotizaciones sociales pagadas por el empresario suponen el 13 % del coste laboral, frente al 13 % de media; tenemos el tercer peor resultado en términos de imposición patrimonial, y las continuas subidas a los autónomos en los últimos años están convirtiendo el empleo por cuenta propia en un verdadero ejercicio de riesgo. 

	No es cierto que España necesite impuestos que rayan lo confiscatorio para asegurar el estado de bienestar que nos hemos dado con unos servicios públicos de primera calidad. Queda mucho por hacer en términos de reducción de gasto superfluo, eficiencia del gasto público y combatir la compra de votos con el dinero de todos. 

	La “hernia fiscal” a la que se refiere Ignacio Ruiz-Jarabo en este magnífico texto tiene cura, pero necesitamos liderazgo político y firmes convicciones para llevarla a cabo. Contamos con el respaldo del electorado. Ahí están los resultados del pasado 4 de mayo en Madrid, o la voz del 46 % de los contribuyentes que, según el Centro de Investigaciones Sociológicas, consideran que pagan muchos impuestos. Ahora falta el impulso político para revertir la situación y volver a situar a nuestro país donde se merece.

	Por ello quiero felicitar al autor por esta obra. Gracias a su experiencia y a sus conocimientos estoy segura de que será un libro de obligada lectura y consulta para quien, como yo, cree que una España mejor es posible, pero para eso necesitamos el máximo respeto a la Constitución y a nuestra historia, una apuesta decidida por los valores de la democracia liberal y un sistema fiscal justo, que piense en los ciudadanos y en el futuro.

	Y en ese camino Ignacio Ruiz-Jarabo, al igual que todo el que apueste por la libertad, contará con mi apoyo y el de mi Gobierno en la Comunidad de Madrid, donde, contra viento y marea, estamos consiguiendo hacer realidad el verdadero espíritu político y económico que diseñaron los artífices de nuestra Transición, en un respeto a la tradición que se renueva cada día gracias a los que vienen a esta segunda casa de todos a innovar y prosperar en libertad.

	 

	Isabel Díaz Ayuso

	Presidenta de la Comunidad de Madrid

	 

 

	 

	 

	 

	Presentación de Ignacio Ruiz-Jarabo

	 

	 

	Escribir un libro no es una tarea fácil. Menos aún que el libro llame la atención, provoque la curiosidad necesaria para comenzar su lectura, y no digamos ya que haga inevitable continuarla y terminarla con la seguridad de que el tiempo dedicado a ello ha valido la pena y se ha llegado a la última página con más conocimiento, más experiencia y más claras convicciones que cuando uno lo abrió por primera vez, tal vez con la simple intención de hojearlo atraído por su edición, por su título o por el nombre del autor.

	Todo ello lo ha conseguido, una vez más, Ignacio Ruiz-Jarabo, en esta ocasión además con un título tan acertado como sugerente e incluso, para algunos, polémico, sobre todo para los no demasiado iniciados en el territorio del pensamiento liberal.

	Ignacio Ruiz-Jarabo es el perfecto guía para adentrarse en una cuestión que conoce como pocos y que está en la misma base de las decisiones que, por el camino de la libertad, llevan a un país al crecimiento y al éxito, o que por el camino contrario - como desgraciadamente sufrimos - por aquel que el autor llama la “hernia fiscal”, conducen al estrangulamiento, la asfixia, el empobrecimiento y la ruina.

	El Profesor Ruiz-Jarabo, al que llamo así con toda la intención y todo el significado de la palabra, mayúscula incluida, no sólo parte de los amplios y profundos conocimientos en materia fiscal que atestiguan su pertenencia desde muy joven, por oposición, al cuerpo de Técnicos Auditores del Ministerio de Hacienda y, apenas dos años después, al Cuerpo Superior de Inspectores de Hacienda del Estado, o su paso como inspector financiero y tributario en distintas delegaciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, así como por el Tribunal de Cuentas y su posterior labor docente en la Escuela de Hacienda Pública como Jefe de Estudios, Subdirector y Director, sino que además dispone de la experiencia y la perspectiva que le proporcionan haber desempeñado diversos puestos como alto cargo en el Gobierno de la Nación. 

	Entre 1996 y 1998 fue Director General del Catastro y Director de Recaudación de la Agencia Tributaria y, entre 1998 y 2001, Director General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. De 2001 a 2004 desempeñó el puesto de Presidente de la SEPI (Sociedad Estatal de Participaciones Industriales).  

	Es decir, Ignacio Ruiz-Jarabo fue una de las personas clave que hicieron posible, durante las dos legislaturas en que gobernó el Presidente José Mª Aznar, la mayor bajada de impuestos y el mayor proceso de liberalización y de privatización que ha vivido nunca la economía española. Fue entonces cuando tuve la enorme satisfacción de conocerle, en aquellos años en los que ambos, con diferentes responsabilidades, tuvimos ocasión de contribuir a que España entrara por derecho propio en el euro, alcanzara sus mejores datos de crecimiento económico y empleo, tuviera superávit en sus cuentas públicas y recuperara el lugar que le corresponde en el mundo. Me consta que Ignacio se siente tan orgulloso de ello como todos quienes formamos parte de aquel milagro que consistió en algo tan simple y a la vez, tan complejo, como creer en la libertad y ponerla en práctica.

	 

	Javier Fernández-Lasquetty Blanc

	Consejero de Hacienda, Economía y Empleo 

	en la Comunidad de Madrid

	 

 

	 

	 

	 

	INTROITO

	 

 

	 

	 

	 

	Origen y razón de ser del libro

	 

	 

	Creo conveniente que la introducción del libro arranque con una explicación sobre el título, Impuestos o libertad, con el que he decidido bautizarlo. Al hacerlo, anticipo al lector el sentido básico de mi posición sobre el fenómeno impositivo. Vamos a ello.

	Además de ser la decimoctava letra de nuestro abecedario, la o como palabra es una conjunción disyuntiva que, según nos enseña el diccionario de la RAE, expresa la alternativa entre dos personas, cosas o ideas. La utilización de esta forma antitética presenta como ventaja la sencillez del mensaje expresado y, por ello, la facilidad de su comprensión por aquellos a los que va dirigido.

	En la dirección expuesta, no hace ni un año que así pudo comprobarse en la fiesta democrática que supone todo proceso electoral. En efecto, con motivo de las elecciones autonómicas de Madrid celebradas en mayo de 2021, Isabel Díaz Ayuso recurrió a la antítesis entre dos ideas para transmitir de manera sencilla a los madrileños las opciones entre las que debían elegir. Los ciudadanos de Madrid entendimos con facilidad el mensaje transmitido y manifestamos claramente nuestra preferencia. Y así, entre las dos opciones que teníamos, decidimos de manera mayoritaria elegir la libertad y rechazar el socialismo.

	Concurre además una circunstancia especialmente relevante, y es que, en la confrontación electoral de Madrid, entre las ofertas confrontadas tenían un significativo peso los diferentes modelos tributarios propugnados. El de la entonces candidata y hoy presidenta madrileña, avalado por su previa gestión al respecto, apostaba por la moderación fiscal, por liberar progresivamente a los individuos de la restricción a la libertad individual que supone la sobretributación. El modelo alternativo, blandido por la izquierda y por la extrema izquierda, era la antítesis del anterior. Identificado por las subidas impositivas ya implementadas a nivel nacional por Pedro Sánchez, ofrecía una réplica a nivel autonómico de la citada voracidad impositiva.

	Reitero que la elección de los madrileños a la hora de introducir en las urnas nuestra papeleta no dejó lugar a dudas. Optamos por la mayor libertad que supone una tributación moderada e inteligente y rechazamos la pérdida de libertad que supone una fiscalidad agresiva y voraz.

	Pero, volviendo a la sencillez de los mensajes, lo acaecido con la fórmula «socialismo o liberad» en las elecciones autonómicas de Madrid constituye, en mi opinión, una evidencia empírica de lo conveniente que resulta transmitir de modo inconfundible lo que desea transmitirse. Sin miedo a la reacción de los que no compartan la idea transmitida. Sin complejos ante la posible descalificación que pueda recibirse de aquellos a los que les desnuda el contenido del mensaje. Y, por lo expuesto, sin esa mordaza que se autoimponen con tanta frecuencia los que no se atreven al debate de las ideas.

	Es la conjunción de todo lo expuesto lo me ha animado a que el título de este libro expresara de modo sencillo, «a lo Ayuso», la disyuntiva existente entre los impuestos y la libertad. En mi criterio, nada es más cierto como que el aumento de los primeros constituye una reducción de la segunda y que, recíprocamente, la disminución de aquellos supone una devolución a los individuos de parte de su libertad previamente hurtada.

	Lo creo así porque tengo como firme convicción que cada euro que el Estado detrae impositivamente —ergo, de forma coactiva— al individuo supone una agresión a la libertad individual. Y así lo es por un motivo formal y por otro material. Creo obligado explicar mi posición.

	En cualquier Estado democrático, también en España, el establecimiento de un impuesto exige la existencia de una norma que haya sido aprobada por el órgano que representa la soberanía popular. Así se entiende desde que los anglosajones acuñaron el conocido principio Non taxation whitout representation. Bien, pero la legalidad y/o la legitimidad de la norma impositiva no impide que, como cualquier norma que impone obligaciones, constituya una restricción a la libertad individual.

	Sucede así en las normas reguladoras de la circulación, en las que limitan el uso de la vía pública, en las que obligan a disponer de un documento identificativo, en las que imponen horarios para la actividad comercial, o en las destinadas a ordenar el urbanismo. No es discutible que cada una de estas suponga una merma de libertad, y tampoco lo es en el caso de las normas impositivas. Cuestión distinta es que la reducción de libertad que supone cualquier norma para el individuo obligado a cumplirla pueda encontrar su justificación porque suponga una protección de la libertad o de los derechos de otros o venga justificada por una efectiva contribución al bien común.

	Admitiendo como posibles ambos supuestos, la justificación de los impuestos hasta el límite en el que resulten justificables no puede, en ningún caso, esconder la realidad incontestable de la restricción de libertad que representan.

	Entrando ya en la materialidad del asunto, es obligado concretar la faceta de libertad individual que resulta restringida por el establecimiento de los impuestos. ¿Cuál es la libertad afectada? Pues nada menos que la libertad de decidir el destino de los recursos económicos que ha generado cada individuo. Aunque sea de sobra conocido el proceso, no es baladí reflejar cómo acontecen los hechos: 1) una persona destina a trabajar la mayor parte del tiempo en el que permanece despierta, sea como empleado, sea como directivo o sea como empresario, en cuyo caso además de su trabajo aporta también la asunción del riesgo económico inherente a su negocio; 2) fruto de su esfuerzo y, en su caso, del riesgo asumido, el individuo obtiene un determinado nivel de recursos, y 3) una vez obtenidos, llega el Estado y de modo coactivo le detrae una buena porción de lo ganado.

	El proceso descrito refleja que esa figura abstracta llamada Estado, que no aporta ni el esfuerzo personal ni el riesgo económico, se apropia de lo legítimamente generado por cualquiera de nosotros y, con ello, hurta la libertad de decidir el destino de los recursos incautados a su legítimo generador. En mi opinión, pocos supuestos vitales constituyen una agresión tan grande a la libertad como la exigencia de los impuestos.

	¿Deberían desaparecer entonces los impuestos? No planteo semejante cosa, pues es evidente que la vida en común exige la realización de gastos comunes; un nivel mínimo de fiscalidad debe existir como requisito imprescindible para dar cobertura financiera a las necesidades colectivas; resulta tan imprescindible como las normas que regulan la circulación.

	Ahora bien, del mismo modo en el que la mayoría de la sociedad rechazaría ordenanzas sobre la circulación que resultaran excesivas por exceder de lo necesario, debería rebelarse también contra el exceso de tributación que se exige a los individuos.

	Si se observa con cierto detalle el presupuesto de gastos del Estado, se comprueba hasta qué punto una buena parte de los recursos que nos son detraídos mediante coacción posteriormente se dirigen a un sinfín de destinos susceptibles de considerarse innecesarios. Es más, esa observación detallada conduce a recordar la frase que se atribuye a Milton Friedman: «Cobramos cada vez más impuestos a los que trabajan para regalar cada vez más dinero a los que no trabajan». Personalmente creo que esta frase constituye un retrato perfecto de lo que representa el mal llamado estado del bienestar, que, en realidad, debería denominarse Estado financiador de los no contribuyentes.

	¿Por qué sucede así? ¿Por qué se destinan tantos recursos a financiar actividades innecesarias e improductivas? Es una cuestión ya analizada, y bien analizada, por los partidarios de la teoría de la elección colectiva. Los procesos electorales y las coaliciones «progasto» que les siguen son los causantes del despilfarro de los recursos previamente detraídos mediante el poder de imperio del Estado a los individuos que los generaron con su esfuerzo y, en ocasiones, con su riesgo.

	Claro que, en lo anterior, y citando ahora a Felipe González, podría decirse aquello de: «Todos somos iguales, pero unos somos más iguales que otros», porque coincidiendo absolutamente en la tesis de los componentes de la teoría de la elección colectiva, constituye un hecho histórico que en las coaliciones «progasto» la ideología y la praxis de izquierda son considerablemente más intensas que las de la derecha.

	A la causa anterior debe añadirse la auténtica prostitución del concepto de igualdad que tiene lugar en el pensamiento de la izquierda política. Pretender igualar las condiciones de vida del que se ha esforzado y del que no lo ha hecho, del que ha asumido un riesgo económico y del que no se ha atrevido a hacerlo, del que ha cosechado un éxito y del que no fue capaz de lograrlo, constituye la mayor acción desigualitaria que pueda imaginarse. Pero, lamentablemente, esa concepción prostituida de la igualdad es la que predican las personas de izquierda.

	Al predicarla, están abogando por una organización social en la que desaparezca el incentivo individual como motor del progreso social. Entre las muchas cosas que ha demostrado la historia de la humanidad, una es indiscutible: la desaparición del incentivo individual al esfuerzo, la posibilidad de alcanzar un mejor estatus de vida, provoca que desaparezca el esfuerzo personal. El hombre nuevo con el que soñó el Che Guevara no existe, es el sueño de una noche de verano del que acabó convertido en asesino de masas. La fracasada experiencia cubana así lo demuestra, y también la asimismo fracasada experiencia del llamado socialismo real implantado en la antigua Unión Soviética y en los países aplastados por sus tanques. Y, por si fuera poco, ahí está el ejemplo viviente del horror norcoreano para atestiguarlo. En lo que respecta a China, constituye un execrable ejemplo de falta de libertad y de desprecio a los derechos humanos, que, no obstante, se asume internacionalmente con sumisión por constituir el gran mercado donde países y empresas aspiran a vender sus mercancías.

	Todas las experiencias de implantación del socialismo que hemos señalado en el párrafo anterior fueron construidas utilizando como bandera la igualdad, pero habiendo prostituido previamente el concepto. Y en todas ellas, aunque pueda parecer sorprendente, los individuos soportan un nivel extremo de imposición, si bien en el modelo conocido como imposición implícita.

	En efecto, frente a lo que sucede en los países donde prima el Estado de derecho, en los que la carga fiscal que se exige a los individuos es exigida de modo transparente, permitiendo primero que obtengan los ingresos para después detraerles los importes que legalmente procede en función de los impuestos que han sido aprobados por el poder legislativo (es inevitable remitirnos al aforismo anglosajón antes citado), en los países gobernados bajo las ideas socialistas los impuestos implícitos se detraen a los individuos mediante la ignominiosa determinación del salario que obtienen por su trabajo. El Estado socialista anticipa la detracción del impuesto a sus súbditos, a los que, de ese modo, se les oculta la auténtica imposición (tributaria) a la que se les somete.

	Tengo la fortuna de haber vivido al respecto una experiencia personal impagable, que tuvo lugar durante el periodo en el que fui director de la Escuela de Hacienda Pública (1992-1996), centro de selección, formación y perfeccionamiento de los funcionarios de nuestro Ministerio de Hacienda. Apelando a la indulgencia del lector, me propongo compartirla con él.

	El desplome del imperio soviético provocó que se cortara de raíz la ayuda que destinaba a Cuba, país cuya economía sobrevivía entubada al presupuesto de la extinta URSS. El abrupto cese de la asistencia financiera provocó un auténtico shock económico en la isla, hasta el punto de que la mayoría de la población pasó hambre durante varios meses (las estadísticas oficiales reflejan una pérdida de peso de 3-4 kg por cubano).

	Ante semejante drama, Felipe González acudió a La Habana con el propósito de ayudar a Cuba a salir de la grave crisis que atravesaba. En aquel viaje se hizo la famosa fotografía en la que se le veía junto a dos enormes bailarinas del célebre y mítico Tropicana mientras Fidel Castro contemplaba sonriente la escena.

	El caso es que González le manifestó a Fidel que España estaba dispuesta a volcarse en la ayuda a los cubanos y a intentar que la Unión Europea nos secundara en la ayuda. Pero, eso sí, le solicitó que el régimen cubano se moviera en dos direcciones: la de una cierta apertura política y la de reformar su ineficiente modelo económico. El dictador cubano se comprometió a la primera —luego la incumpliría—, pero manifestó que no podía abordar la segunda, pues sus economistas solo conocían el sistema de economía asistida por Moscú. González propuso entonces enviar a Carlos Solchaga —acababa de dimitir como ministro— para que analizara la situación y propusiera el conjunto de reformas económicas que permitieran salir a Cuba del periodo especial, eufemismo con el que la dictadura cubana denominó a la gran crisis por la que atravesaba el país.

	Y allí se fue Solchaga. En el plano personal no se entendió en absoluto con los líderes cubanos —el desentendimiento fue mayúsculo—, pero hizo una certera diagnosis del problema y formuló un inteligente conjunto de recetas. Así, tras valorar las magníficas condiciones de las que disponía la isla para convertirse en un gran centro turístico internacional y constatar la ausencia de recursos financieros para construir las instalaciones necesarias para conseguirlo, Solchaga propuso la constitución de las llamadas empresas mixtas (con capital repartido al 50% entre el Estado cubano y una sociedad extranjera). Animó a los cubanos a facilitar que las empresas del exterior que invirtieran en Cuba obtuvieran beneficios, pero «luego les cobráis impuestos», les dijo.

	A su vez, propuso que el Estado aligerara la nómina de personal que tenía —todos los cubanos— permitiendo que parte pudiera desarrollar una pequeña actividad empresarial (taxistas privados, vendedores de artesanía y restaurantes familiares, popularmente denominados paladares), y «luego les cobráis impuestos».

	La reiterada referencia al cobro de impuestos fue refutada por Castro, que le espetó: «Tú sabes, Carlos, que nosotros no sabemos cobrarlos, desde la Revolución ya no existen en Cuba, no tenemos funcionarios que los conozcan, no se enseñan en la universidad, no tenemos libros que traten de ellos…». Solchaga le tranquilizó comprometiéndose a que, en ese punto, España podría ayudarles: «Nos sobran impuestos, así como funcionarios, profesores de universidad y libros que sepan o que versen sobre ellos. Os mandamos un equipo de asistencia técnica para que trabaje con vosotros en el diseño del sistema tributario cubano, en la construcción de vuestra administración tributaria y en la formación profesional de sus integrantes». Y ahí empezó mi inolvidable experiencia a la que he aludido hace unos párrafos.

	En mi condición de director de la Escuela de la Hacienda Pública formé parte de la Misión española de asistencia a Cuba en materia tributaria que dirigió el entonces director del Instituto de Estudios Fiscales, Juan Antonio Garde. Como componente de la Misión me desplacé a la isla en varias ocasiones, y en cada desplazamiento los dirigentes cubanos completaban las reuniones técnicas que teníamos entre nosotros con sucesivas charlas o conferencias que me proponían impartir ante diversos grupos para que divulgara ante ellos la novedad que iba a suponer en Cuba la aprobación y existencia de impuestos.

	Recuerdo perfectamente la reacción contraria de los que me escuchaban: «¡Son contrarrevolucionarios!», llegué a escuchar, y también: «La Revolución nos liberó de ellos, en el socialismo no caben, Fidel nos prometió no exigirlos». Y todas estas manifestaciones las hacían ingenieros, médicos y abogados a los que el Estado les pagaba un sueldo mensual de unos cuantos pesos cubanos no convertibles que, por su poder de compra en la isla, equivalían aproximadamente a 10 dólares estadounidenses. Como podrá comprenderse, no me atreví a decírselo, pero era evidente que eran víctimas de la mayor imposición posible: el Estado les detraía de su sueldo una descomunal carga fiscal, que les era incautada antes de cobrarlo. Esta es la imposición implícita, que constituye la mayor expresión de la reducción de libertad individual que suponen los impuestos.



	



	 

	 

	 

	 

	Estructura de la obra

	 

	 

	Partiendo de las ideas y reflexiones ya expuestas y a fin de desarrollarlas, el libro se estructura en seis capítulos de diferente extensión cuyo contenido y justificación paso a exponer brevemente.

	En el capítulo I se identifican las líneas rectoras que deben orientar el diseño de nuestro sistema tributario de acuerdo con el mandato que contiene la Constitución Española. Tras identificar los ocho principios impositivos reflejados en su artículo 31.1, procedo a analizar con detalle el posible cumplimiento o incumplimiento de cada uno.

	Podrá comprobar el lector que mi valoración no resulta especialmente optimista. En mi opinión son múltiples y muy variados los quebrantamientos anticonstitucionales que se encuentran presentes en el sistema fiscal que sufrimos los españoles.

	Como complemento a lo anterior, se describe en el capítulo II el conjunto de características —todas negativas para el contribuyente español— que concurren en la aplicación de los impuestos que sufrimos.

	El resultado acumulado es que los españoles vemos restringida nuestra libertad individual por el conjunto de impuestos que nos detrae el fisco, que el diseño legal de la detracción no cumple las directrices exigidas constitucionalmente y que, además, nuestro dinero nos es detraído con normas y prácticas poco edificantes que, en su conjunto, constituyen una auténtica hernia fiscal que sufrimos día a día.

	En el capítulo III se describen varios supuestos reales en los que el lector podrá comprobar la veracidad y la dimensión de la hernia fiscal que sufrimos. Con distinta relevancia, los casos descritos ponen de manifiesto los perjuicios que pueden llegar a sufrir aquellos individuos sobre los que recae con especial intensidad la citada hernia fiscal.

	Los siguientes capítulos (IV-VI) abordan tres cuestiones tributarias de indudable actualidad. Así, el capítulo IV contiene el análisis detallado de una variable tan mencionada en la bibliografía económica como la presión fiscal, frecuentemente utilizada de manera artificiosa por los enfermos de fiscofilia para intentar justificar su propósito de restringirnos aún más la libertad mediante nuevas subidas de impuestos.

	Por su parte, el capítulo V se destina a desenmascarar la llamada armonización fiscal autonómica, que no es sino la nueva añagaza que usan los fiscofílicos para intentar aumentar la carga tributaria que se nos exige y, de paso, disimular el fracaso económico de los territorios que gobiernan frente al éxito de los gobernados por los que abogan por una fiscalidad moderada.

	Finalmente, en el capítulo VI se realiza una breve valoración del reciente informe para la reforma fiscal, elaborado por el comité de expertos de la ministra Montero. La brevedad de la valoración se explica por haberse presentado el citado informe cuando este libro se encontraba ya en lo que antes se denominaba corrección de galeradas.



	


	 

	 

	 

	 

	CAPÍTULO I

	 

	 

	LOS IMPUESTOS EN LA CONSTITUCIÓN: 

	PRINCPIOS CONSTITUCIONALES

	 

 

	 

	 

	 

	I.1. Consideraciones preliminares

	 

	 

	Como no podía ser de otro modo, nuestra carta magna incluye en su texto lo que debe ser la orientación general de los tributos, cuestión más que lógica, obligada. Es así dado que en 1978 hacía ya mucho tiempo que era una realidad el estado fiscal o aquel que se financia básicamente a través de los impuestos. En este sentido, no debe olvidarse que, por ejemplo, los impuestos estatales (gestionados y recaudados por la Agencia Estatal de Administración Tributaria [AEAT]) representan aproximadamente el 85% de los ingresos no financieros del presupuesto del Estado.

	La citada orientación figura en el apartado 1 del artículo 3, precepto que está incluido en el Título I: De los derechos y deberes fundamentales, dentro del Capítulo III: De los principios rectores de la política social y económica.

	Expuesto lo anterior, procede transcribir el contenido del reseñado artículo 31.1, que establece que:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	Puede comprobarse que en el precepto transcrito se citan de modo explícito tan solo dos principios: IGUALDAD y PROGRESIVIDAD.

	Pero es evidente que, sin ser citados explícitamente como principios, en el artículo reproducido se está haciendo referencia también a los de: GENERALIDAD, SUFICIENCIA, CAPACIDAD, SISTEMATIZACIÓN, JUSTICIA y NO CONFISCATORIEDAD.

	Por ello, en definitiva, los principios constitucionales que, citados así o no, debería cumplir el sistema tributario español son los ocho siguientes:

	 

	GENERALIDAD
   SUFICIENCIA
      CAPACIDAD
         SISTEMATIZACIÓN
            JUSTICIA
               IGUALDAD
                  PROGRESIVIDAD
                     NO CONFISCATORIEDAD


	 

	No creo que pueda reprocharse a las Cortes constituyentes la inclusión de ningún principio que no mereciera estar incluido. Personalmente, creo que no sobra ninguno. Cuestión distinta es si se les puede reprochar alguna ausencia, circunstancia que creo también de modo personal que sí sucede. En síntesis, podría decirse aquello de: «Son todos los que están, pero no están todos los que son».

	En mi opinión, entre los principios impositivos que podrían haberse incluido en el artículo 31.1 de la Constitución podría haber sido conveniente que se incluyeran otros. Por ejemplo, el de simplicidad, el de eficiencia en la gestión, el de neutralidad o el de flexibilidad.

	De haberse incluido el principio de simplicidad, existiría un mandato constitucional contrario a la actual proliferación de los innumerables costes indirectos que recaen sobre el contribuyente español para cumplir sus obligaciones tributarias. De haberse incluido el principio de gestión eficiente, la orientación constitucional empujaría al buen uso de los recursos públicos por parte de la administración tributaria. De haberse incluido el de neutralidad, la directriz constitucional desaconsejaría el excesivo dirigismo del sistema tributario sobre las conductas privadas y su consecuente distorsión de la asignación de recursos. De haberse incluido el de flexibilidad, el consejo constitucional iría en la dirección de disponer de un sistema tributario elástico, capaz de responder con una sensibilidad en su volumen recaudatorio adecuada a los cambios habidos en la realidad económica.

	En cualquier caso, el contenido del artículo 31.1 es el que es, no siendo el propósito de este capítulo enmendar la plana a la Constitución. Por el contrario, la intención perseguida consiste en analizar con cierto detalle hasta qué punto nuestro sistema tributario es respetuoso con lo que ordena la Constitución española.

	Para realizar lo que acaba de ser anunciado, en las páginas siguientes se aborda el cumplimiento en la realidad tributaria española de los ocho principios constitucionales haciéndolo uno a uno y en el orden en el que figuran en el precepto reseñado.

	Realizado el análisis y basándose en él, y con el necesario esfuerzo de síntesis, se esbozará una visión global o de conjunto que dará pie a la emisión de un boletín de calificación en el que se evaluará nuestro sistema tributario utilizando formatos académicos.

 

	 

	 

	 

	I.2. Cumplimiento del principio de generalidad

	 

	 

	Recordando el artículo el 31.1 de la Constitución:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	Cierto es que el precepto reseñado no cita expresamente el principio de generalidad. Y que tampoco este término forma parte de su texto. Pero la referencia explícita que representan sus dos primeras palabras: «Todos contribuirán» deja lugar a pocas dudas sobre la voluntad constitucional relativa a que el esfuerzo tributario sea compartido por la totalidad de los españoles.

	Y totalidad puede considerarse equivalente a generalidad, dado que esta, según la RAE, es «la mayoría… o casi totalidad de los individuos u objetos que componen una clase o un todo sin determinación a personas o cosa particular».

	De ahí que hayamos incluido el de generalidad entre los principios constitucionales a cumplir y que, además, sea el primero en la relación por también el primero que se deduce de la redacción del artículo 31.1. Así:

	 

	GENERALIDAD
   SUFICIENCIA
      CAPACIDAD
         SISTEMATIZACIÓN
            JUSTICIA
               IGUALDAD
                  PROGRESIVIDAD
                     NO CONFISCATORIEDAD


	 

	Según la teoría de la Hacienda pública, el principio de generalidad exige que el deber de pagar los impuestos afecte a todos los individuos, sin que existan excepciones al respecto.

	En relación con lo anterior, se ha discutido mucho si la existencia de exenciones en las normas reguladoras de los diversos impuestos supone un incumplimiento del principio de generalidad dado que, por su propia esencia, toda exención excepciona de tributación a lo que está previamente sujeto (exenciones objetivas) o a quien resulta inicialmente obligado al pago del impuesto (exenciones subjetivas). Y es necesario recordar que el amplio conjunto de impuestos que integran el sistema tributario español está lleno de exenciones.

	Profundizando en lo expuesto, es preciso diferenciar entre las exenciones subjetivas, objetivas o de carácter técnico, según excepcionen de la sujeción al impuesto a determinadas personas, hechos, acciones o actividades o se deban a motivos de técnica tributaria para evitar determinadas disfunciones como puede ser la doble imposición.

	En puridad, solo las exenciones de carácter subjetivo podrían suponer una quiebra del principio constitucional de generalidad. Y en este punto conviene matizar que, por lo general, las existentes en nuestro sistema impositivo presentan un alto grado de justificación. Recurriendo al ejemplo más paradigmático, recordemos que el Estado no viene obligado al pago de impuestos, lo que resulta absolutamente lógico, pues ningún sentido tendría que se autoimpusiera la obligación de pagarse a sí mismo.

	Por el contrario, puede considerarse que no suponen incumplimientos del principio analizado ni las exenciones que están basadas en causas justificadas objetivamente ni aquellas que responden a motivos de técnica tributaria.

	En el primer supuesto se encuadra la existencia de un mínimo exento en nuestro impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF). Que aquellos contribuyentes cuya renta no alcance el importe de 5.500 euros no tributen por el impuesto y que aquellos cuya renta lo supere tributen exclusivamente por el exceso no resta un ápice a la obligada generalidad del sistema preconizada constitucionalmente. Primero, porque el citado importe es lo considerado renta mínima de subsistencia y no revelaría capacidad de pago alguna (circunstancia que motiva la exigencia de cualquier impuesto), y segundo, porque la excepción que supone la exoneración tiene alcance general y es aplicable a todos los sujetos pasivos del impuesto.

	En el segundo de los supuestos citados se sitúan aquellas exenciones cuya finalidad es evitar que un acto determinado resulte doblemente gravado. Sucede así en el deslinde entre el impuesto sobre transmisiones patrimoniales (ITP) y el impuesto sobre el valor añadido (IVA), donde el sometimiento de una compraventa a uno de estos impuestos implica la exención en el otro.

	En definitiva, puede considerarse que, en su configuración legal, el sistema tributario español respeta este importante principio de la imposición que es el de generalidad.

	Cuestión diferente es lo que ocurre en su aplicación práctica, pues en este caso la existencia del fraude tributario supone que aquellos que lo cometen escapan de la obligada tributación, provocando que la contribución al sostenimiento de los gastos públicos deje de ser general. Esta circunstancia obliga a dedicar un espacio a comentar el fraude fiscal en España, lo que pasa a realizarse inmediatamente.

	Es más que frecuente escuchar a unos y a otros afirmar que en España existe fraude fiscal. Lo afirman la generalidad de los políticos, las organizaciones representativas de los funcionarios de la Hacienda pública, los agentes sociales, los institutos de análisis y estudio y hasta la población cuando es encuestada al respecto.

	Sin duda, yo me sumo también a la afirmación general y manifiesto mi absoluta convicción de la existencia del citado fraude fiscal. Pero añado: ¿qué esperábamos? No conozco ninguna norma legal restrictiva de derechos —como sucede con cualquier norma por la que se exija un impuesto— que no resulte incumplida por algunos individuos. Así sucede con las normas de tráfico, con las medioambientales, con las que regulan la competencia, con las que rigen el urbanismo o con las del mercado laboral. El incumplimiento es consustancial a las normas que incorporan restricciones a la conducta humana. Está en el ADN del hombre.

	Bueno sería que todos aquellos que están obsesionados con el fraude fiscal reflexionaran de modo más sosegado sobre sus causas. Si lo hicieran, llegarían a concluir que la principal causa del fraude es la existencia de un nivel excesivo de impuestos, dado que entre el grado de exigencia impositiva y el volumen del fraude existe una evidente correlación positiva. La lógica de esta afirmación requiere poca argumentación, pues es obvio que, situados en cualquier impuesto, su tipo de gravamen se corresponde con el dividendo que puede obtener el que defrauda. A partir de ahí, en el binomio formado por el beneficio cierto e inmediato que supone la defraudación y el riesgo futuro —que puede o no concretarse— por defraudar, cuanto más alto sea el primero, más se propicia la existencia de individuos dispuestos a asumir el segundo.

	Insistiendo en el argumento expuesto, conforme más altos sean los tipos impositivos vigentes, mayor será la rentabilidad obtenida a través de la defraudación, de modo que resultará mayor el número de los que estén dispuestos a aceptar el riesgo que implica en términos de ser descubiertos y sancionados. Estirando el argumento, podemos afirmar que el único sistema impositivo en el que no habría fraude sería aquel que no existiera. Expresado de otra manera, siempre que haya impuestos, habrá fraude y, caeteris paribus, cuanto más exigentes sean, mayor será el fraude.

	Junto a los argumentos teóricos, existe una evidencia empírica de carácter internacional que avala la tesis que mantengo. Se trata de la utilización de los controvertidos paraísos fiscales. La proliferación de estos no es precisamente una constante en la historia de la fiscalidad. Al revés, su explosión como mecanismo de huida del sistema fiscal respectivamente existente en cada país y, considerado globalmente, de la generalidad de los sistemas tributarios viene marcada por una circunstancia concreta y una etapa determinada.

	En efecto, hay que situarse en el periodo que sigue al fin de la Segunda Guerra Mundial y en la (casi) general aplicación de las recetas socialdemócratas en los países de la Europa libre del llamado socialismo real con su consecuente política de sucesivas alzas fiscales. Fue en esa época cuando se produjo la explosión de los paraísos fiscales, que, con mayor o menor intensidad, se mantiene en la actualidad.

	La correlación entre ambos hechos parece clara. Cuando los impuestos se elevaron por encima del nivel de razonabilidad, se expandió el número de los contribuyentes que buscaron refugio en los territorios que no agredían con tanta intensidad su libertad. Así, la tesis mantenida parece confirmarse: a impuestos más altos, mayor incumplimiento de las obligaciones tributarias. En sentido contrario, con impuestos más reducidos, aumenta su cumplimiento.

	Recuperando el hilo argumental, he manifestado hace unos párrafos que me sumo a la convicción generalizada de la existencia de fraude fiscal en España. Cuestión diferente es compartir la convicción muy extendida sobre su volumen. Son varias las entidades o instituciones que se han atrevido a cuantificar la dimensión del fenómeno, y generalmente las diversas estimaciones lo cifran en elevadas magnitudes.

	Así, el sindicato de técnicos del Ministerio de Hacienda (GESTHA) ha estimado que la recaudación tributaria perdida por el fraude existente se eleva a 60.000 millones de euros, 30.000 más si se añade el fraude a la Seguridad Social. La EAE Business School se hace eco de un estudio de FEDEA en el que se estima que el volumen de fraude equivale al 3,5% del PIB, repartiéndose este porcentaje en partes prácticamente iguales entre el IRPF y el IVA. En el diario Público (2021) se afirmaba que la defraudación tributaria suponía una pérdida anual de 45.000 millones de euros de ingresos tributarios. Por su parte, Infolibre (también en 2021) publicaba que el fraude existente en España doblaba la media del de la Unión Europea, situándose en torno a los 60.000 millones de euros.

	Estos datos cuantitativos son compatibles con el cualitativo que reflejan las respuestas de los encuestados al respecto por parte del CIS en su última encuesta sobre OPINIÓN PÚBLICA Y POLÍTICA FISCAL (Estudio 3.332; julio de 2021).

	Así, a la pregunta:

	 

	En su opinión, ¿cree usted que en España existe mucho fraude fiscal, bastante, poco o muy poco?

	 

	La opinión manifestada en las respuestas no puede ser más contundente, toda vez que:

	 

	
Un 45,5% responde que «Existe mucho fraude fiscal».
Un 45,9% responde que «Existe bastante fraude fiscal».
Un 4,3% responde que «Existe poco fraude fiscal».
Un 0,5% responde que «Existe muy poco fraude fiscal».
Un 3,8% no sabe, no contesta.


	 

	Es decir: son una inmensa mayoría (91,4%) los ciudadanos encuestados por el CIS que opinan que existe mucho o bastante fraude fiscal frente a un exiguo 4,8% de aquellos que en su respuesta consideran que el fraude fiscal existente en España es poco o muy poco.

	Estas respuestas son compatibles con las obtenidas en otra encuesta anterior realizada por el Instituto de Estudios Fiscales (Ministerio de Hacienda) en 2008. En esta, el 52% de los que contestaron opinaban que en España el fraude estaba muy generalizado. Además, al ser preguntados por su opinión acerca de su evolución en los diez años previos (2007-2017), un 61% respondían que había aumentado (para un 27% había aumentado bastante y para un 34%, algo).

	Más que probablemente esta opinión social se encuentra considerablemente influenciada por la recurrente referencia en los medios de comunicación a las estimaciones cuantitativas del fraude que existen —las que he expuesto y otras—, y también a que son varios los grupos humanos a los que resulta de interés que la percepción social sobre el fraude esté agigantada.

	Les interesa a los políticos, pues la pretendida existencia de un gran fraude es la excusa perfecta para disculparse ante la sociedad por la excesiva detracción impositiva que sufrimos el común de los contribuyentes (si no existiera fraude…).

	Le interesa a la administración tributaria, pues la pretendida existencia de un gran fraude es la excusa perfecta para reclamar y obtener más medios materiales, humanos y económicos (si se quiere acabar con el fraude…).

	Les interesa a los funcionarios de la citada administración, pues la pretendida existencia de un gran fraude es la excusa perfecta para reclamar y obtener sucesivos aumentos retributivos (si se valorara más nuestra lucha contra el fraude…).

	Les interesa a los grupos políticos de izquierda, pues la pretendida existencia de un gran fraude es la excusa perfecta para redoblar su cruzada contra los empresarios, que, por supuesto, son los grandes defraudadores (si los poderosos no cometieran tanto fraude…).

	Insisto en que, con toda seguridad, la suma de estos mensajes escuchados y leídos reiteradamente y de las estimaciones cuantitativas antes reflejadas que también se escuchan y leen con reiteración condiciona la percepción social sobre el fraude que se evidencia en las respuestas al CIS. Las respuestas dadas a otras de las preguntas incluidas en la encuesta del CIS antes señalada parecen avalar la afirmación que he realizado. Así, a la pregunta:

	 

	Y, entre la gente que usted conoce que está obligada a declarar el IVA (profesionales, autónomos/as, etc.), ¿cuánta cree que declara realmente todos sus ingresos al hacer la declaración del IVA: toda o casi toda, bastante, poca o ninguna?

	 

	La respuesta es para mí incoherente con la realizada a la pregunta anterior porque:

	 

	Un 33% responde que toda o casi toda.
Un 25,1% responde que bastante.
Un 27,8% responde que poca.
Un 3% responde que ninguna.
Un 11,1% no sabe, no contesta.


	Veamos, un 91,4% consideraba que existe mucho o bastante fraude fiscal, pero un 33% afirmaba que los empresarios, profesionales y autónomos que conocen declaran todos o casi todos su ingresos, y un 58,1% (33 + 25,1) consideraba que lo no declarado por sus empresarios, profesionales o autónomos conocidos es nada o poco. Frente a este último porcentaje (58,1%) solo un 30,8% respondía que conoce a empresarios, profesionales o autónomos que esconden una parte significativa de su renta.

	Es decir, que la creencia relativa a que la magnitud del fraude existente en España es mucha o bastante manifestada por el 91,4% de los encuestados está conformada «de oídas», dado que prácticamente dos de cada tres de los que opinan así (58,1% sobre 91,4%) afirman que los empresarios y profesionales que ellos conocen sí cumplen adecuadamente (o casi) sus obligaciones tributarias.

	Como vemos, considerando conjuntamente las dos preguntas que estamos analizando, la posición mantenida por la mayoría de los preguntados en la encuesta puede resumirse así: «Los empresarios y profesionales españoles defraudan mucho a la Hacienda pública, pero ninguno de los que yo conozco lo hace». Parece claro que se trata de una apreciación escasamente consistente.

	Confieso que me gustaría conocer personalmente a alguno de los encuestados que pertenezca a la posición mayoritaria para hacerle una reflexión. Si hubiera tanto empresario defraudador como tú opinas, parecería lógico que alguno de los que tú conoces lo fuera. O bien, si ninguno de los empresarios que tú conoces es un defraudador, ¿por qué consideras que existen tantos empresarios que sí defraudan? Estoy convencido de que la respuesta sería más o menos la siguiente: «Lo dice todo el mundo, incluidos los funcionarios de Hacienda, y hasta hay investigaciones científicas que lo confirman».

	Es posible acudir a nuevos argumentos y datos que permiten poner en duda que la dimensión del fraude sea tan voluminosa como generalmente se afirma.

	Consideremos ahora que, según los últimos datos de la contabilidad nacional, los salarios constituyen la mayor parte de la renta existente en este país (48,3%), siendo menor la contribución que aporta el excedente de explotación o beneficios (42,8%). Admitamos ahora como hipótesis que, efectivamente, entre los empresarios está extendida una cierta conducta defraudadora. Pero haciendo números y dado que en los asalariados la comisión de fraude es prácticamente imposible, para que fuera cierto que el fraude en España es el 20%, tendrá que suceder que se esté ocultando al fisco el 50% de los beneficios empresariales. Sinceramente, parece un porcentaje difícil de creer. Más todavía: para que la dimensión del fraude estuviera en el 25%, el porcentaje de beneficios ocultados debería ser del 62,5%. Pura ciencia ficción, aunque así lo opinen el 91,4% de los encuestados por el CIS.

	Por ello, me reitero en que la opinión pública española sobre esta cuestión obedece a las múltiples y reiteradas ocasiones en las que recibe la información proveniente de los estudios e investigaciones que existen, debidamente utilizada por los diversos colectivos interesados antes referidos en jalear sus resultados.

	Pero, en fin, que sean los expertos demoscópicos los que opinen. Por mi parte, retomo el hilo de las estimaciones cuantitativas sobre la dimensión económica del fenómeno.

	Como ya habrá deducido el lector, personalmente considero poco fiables las estimaciones sobre el volumen del fraude. Primero, porque estimar es una tarea siempre compleja. Segundo, porque estimar aquello que deliberadamente se intenta ocultar resulta aún más difícil. Tercero, porque generalmente las estimaciones incorporan errores técnicos y/o conceptuales. Basta recordar que socialmente se identifica como fraude la tenencia de dinero o propiedades en paraísos fiscales, algo que es absolutamente legal, como no podía ser menos en un país que dice cumplir el principio de libertad de movimientos de capital.

	Sin haber realizado ninguna contraestimación, tengo como impresión que los porcentajes y cifras de fraude que se manejan están notablemente inflados. Además de las argumentaciones ya expuestas, me baso para ello en los informes periódicos que se realizan en el seno de la Unión Europea relativos al nivel de incumplimiento en el IVA y que son reseñadas en el Plan Estratégico de la AEAT 2020-2023 que figura —o figuraba— en la página web de la entidad.

	Según se refleja en el documento reseñado, los citados estudios encargados por la Comisión Europea y realizados por la entidad CASE ponen de manifiesto que el fraude existente en España en el citado impuesto es de aproximadamente un 3%. En concreto, del 4% en 2015, del 3% en 2016 y del 2% en 2017.

	(En este Plan Estratégico AEAT 2020-2023 se explica la relativa antigüedad de los datos por la metodología seguida en el estudio y por el nivel de profundidad con el que se realiza.)

	Estos porcentajes sitúan el fraude-IVA existente en España entre los bajos dentro de los 27 países miembros de la Unión Europea; resultan superiores exclusivamente a los correspondientes a Luxemburgo, Suecia y Chipre.

	Como vemos, referido al IVA, el fenómeno del fraude en España es, cuando menos, homologable a la realidad del resto de países miembros, circunstancia que desmiente categóricamente la opinión generalizada cuyo error estoy intentado demostrar.

	Se explica también en el Plan Estratégico AEAT 2020-2023 que en los informes de la Unión Europea se señala que las diferentes estimaciones del fraude que lo cifran en los porcentajes y cifras estratosféricos que hemos reseñado asignan la condición de defraudados los importes que, en realidad, se corresponden con el denominado tax policy o cifra correspondiente a la suma de las diversas exenciones, bonificaciones y deducciones legalmente previstas. Esta incidencia (defecto) provoca que su estimación del tax gap o porcentaje de defraudación resulte claramente sobreestimado.

	Prosiguiendo con la cuestión, en el Plan Estratégico AEAT 2020-2023 también se expone, ya como aportación propia, que en ocasiones se incurre en el error conceptual consistente en que, estimado el porcentaje existente de economía sumergida, automáticamente se considera como la dimensión porcentual del fraude fiscal. Se argumenta en el reseñado Plan que lo anterior es incorrecto, pues no es cierto que todo ingreso propio de la economía sumergida tuviera que tributar, dada la existencia de exenciones en los diversos impuestos, del importe mínimo vital en el IRPF, etc. Se aportan además los siguientes datos:

	- Estimación de la economía sumergida que existiría en España: 11,2% del PIB.

	- Porcentaje de dicha economía que tributaría en caso de emerger: 60% del total.

	Tras exponer el conjunto de datos y circunstancias que ofrecen una visión alternativa a aquella que considera a España como la guarida del fraude, es conveniente aquí y ahora realizar dos reflexiones dirigidas a todos los que coinciden en dimensionar el fraude fiscal habido en España en niveles estratosféricos.

	Primera, si fuera cierto lo que estiman —o afirman—, deberían afirmar seguidamente que la política antifraude aplicada en España desde hace años es un auténtico fracaso en toda regla. La entrega a la AEAT de unos medios materiales sin parangón en el resto de las administraciones públicas españolas, el reconocimiento legal de unas potestades agresivamente invasoras de los derechos civiles de los individuos, las campañas informativas o publicitarias sobre el deber de cumplir las obligaciones tributarias —Hacienda somos todos—, el carrusel de normas y medidas de pretendida represión del fraude fiscal, todo esto no habría resultado útil no ya para erradicar el fraude, sino siquiera para reducirlo si fuera cierto que el fraude fiscal tiene la dimensión que se pretende.

	Consecuentemente, de ser cierto el mantenimiento del fraude en la dimensión que preconizan, debería cesar el destino de ingentes cantidades de recursos económicos a la institución, así como las frecuentes e intensas restricciones a la libertad que suponen las numerosas medidas y acciones antifraude sucesivamente implementadas.

	La segunda reflexión ha de iniciarse con una constatación. Usualmente, aquellos que sobreestiman la dimensión del fraude son los más acérrimos partidarios de un aumento de la presión fiscal existente en España. Valgan como ejemplos los de los diarios Público e Infolibre. En sus respectivos equipos de redacción deben pararse a pensar y realizar una mera operación matemática. De ser cierto que el fraude fiscal existente en nuestro país está en torno al 20%, la presión fiscal real que sufríamos en 2020 los que pagamos impuestos sería del 46,25%. Es así, puesto que nuestra presión fiscal era aquel año en torno al 37% y, si las matemáticas no mienten, de existir un fraude del 20%, la presión fiscal efectiva para los contribuyentes cumplidores sería: 37% / 80% = 46,25%.

	Evidentemente, el 46,25% que resulta de lo afirmado por los fiscofílicos respecto al volumen del fraude deja sin justificación alguna su pretensión de nuevas subidas impositivas en nuestro país.

	En consecuencia, para no permanecer en una clara incoherencia intelectual, deberían descabalgarse de su creencia sobre la extensión del fraude o, alternativamente, de su propuesta de aumentar los impuestos. Mantener simultáneamente la creencia y la propuesta es incompatible con la lógica más elemental.

	Llegados hasta aquí, reitero lo que he expuesto antes. Aunque creo exageradas las estimaciones que cifran el fraude fiscal en torno al 20%, estoy convencido de su existencia. La cuestión estriba en valorar si esta provoca que podamos afirmar que se está incumpliendo el principio de generalidad que, por mandato constitucional, ha de regir en el sistema tributario español.

	Al respecto, es indudable que hasta con la estimación del fraude que realiza la Comisión Europea (3 o 4%) puede cuestionarse que el cumplimiento del principio sea óptimo. Pero es de justicia reconocer que lo anterior no se debe a un diseño defectuoso del sistema tributario tanto como a la existencia de conductas individuales incumplidoras de las normas vigentes. En mi opinión, tampoco puede culpabilizarse de esta insuficiente generalidad a los responsables de la gestión o aplicación de los impuestos, pues estos llevan a cabo, con mayor o menor acierto, una intensa actuación de lo que ellos llaman lucha contra el fraude.

	Consecuentemente, según lo que hemos expuesto hasta este momento, se podría considerar que el principio constitucional de generalidad es razonablemente respetado en la realidad tributaria española.

	Sin embargo, existe un borrón que pesa como un lastre sobre la consideración anterior. Nos referimos a las tres amnistías fiscales que se han aplicado en España desde 1978.

	Dos las aplicó el Gobierno de Felipe González, siendo Carlos Solchaga el ministro de Hacienda. La tercera se llevó a cabo bajo el mandato de Mariano Rajoy, siendo Cristóbal Montoro el responsable de idearla y aplicarla.

	En los tres casos, la regulación normativa de la amnistía esquivó este término en un burdo intento de camuflar el sentido de la medida. Pero en todos ellos la consecuencia era la misma: a los contribuyentes que habían incumplido sus obligaciones tributarias (que habían defraudado) el Estado les perdonó (total o parcialmente, en este caso en gran parte) su incumplimiento, con tal de que llevaran a cabo determinada actuación que se consideraba positiva para la economía nacional: suscribir determinados títulos de deuda pública o declarar y regularizar los ingresos y el patrimonio ocultados hasta entonces.

	En las tres experiencias, el resultado económico alcanzado fue ciertamente modesto y afectó gravemente a la igualdad entre los contribuyentes españoles. Pero esta última cuestión la trataré posteriormente. Lo que procede ahora es valorar si los procesos de amnistía suponen —supusieron— un quebranto al principio impositivo de generalidad.

	En mi opinión, no hay duda. Constituyen —constituyeron— un quebranto, y muy grave, a la orientación constitucional que mandata la inexistencia de excepciones injustificadas a la obligación de contribuir. Por ello, una excepción injustificada éticamente aunque haya sido legalmente establecida supone incumplir de manera flagrante, consciente y voluntaria el primero de los principios impositivos previstos en la Constitución.

	Es verdad que este incumplimiento flagrante, consciente y voluntario no tiene carácter permanente. ¡Faltaría más!, hasta aquí podía llegar la broma. Pero la regulación legal dada a las tres amnistías que se han aplicado, provoca que el propio Estado haya elaborado disposiciones legales con el fin de violentar expresamente la generalidad en el pago de los impuestos en un periodo acumulado de 14 años.

 

	 

	 

	 

	I.3. Cumplimiento del principio de suficiencia

	 

	 

	Recordando el artículo 31.1 de la Constitución:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	Observamos, como en el caso anterior, que, entre los principios impositivos que debe cumplir el sistema tributario español, en la Constitución no se cita literalmente el de suficiencia y que tampoco esta palabra aparece en el artículo constitucional reproducido. Con todo, el diccionario de la RAE nos habilita para considerar que la expresión sostenimiento de los gastos públicos que aparece como el objetivo de la contribución de todos implica la asunción constitucional del principio impositivo de suficiencia.

	Es así porque en el diccionario se define el sostenimiento como «la acción y efecto de sostener» y entre las acepciones de este verbo figura «Mantener», mientras que, por su parte, suficientemente (forma adverbial de suficiencia) se define como «bastantemente». Luego, no hay duda, según el artículo 31.1, la contribución de todos ha de ser bastante en relación con el gasto público, lo que en términos de la teoría de la Hacienda pública constituye el principio impositivo de suficiencia.

	Por consiguiente, coincidiendo además con todos los hacendistas españoles, el principio de suficiencia es uno de los preconizados por la Constitución para su cumplimiento por el sistema tributario español. Así:

	 

	GENERALIDAD
   SUFICIENCIA
      CAPACIDAD
         SISTEMATIZACIÓN
            JUSTICIA
               IGUALDAD
                  PROGRESIVIDAD
                     NO CONFISCATORIEDAD


	 

	Podríamos decir algo más, y es que la lógica obliga a considerar que el principio de suficiencia constituye la razón de ser de la existencia de impuestos, la única. En el actual estadio de la historia de la humanidad, carece de sentido que la finalidad de lo recaudado por cualquier impuesto tenga como destino acrecentar el patrimonio del monarca soberano o del dictador unipersonal, por más que puedan subsistir todavía algunos lacerantes ejemplos.

	Pero volviendo al aquí y ahora, es indiscutible e indiscutido que los impuestos existen para alcanzar la suficiencia, por lo que no puede negarse la preminencia de este principio sobre el resto. Estos constituyen orientaciones o requisitos a cumplir para modular el modo en el que ha de cumplirse con aquel. No hay más.

	La contundencia de nuestra afirmación determina la obligada valoración negativa que, lo anticipamos ya, merece nuestro sistema tributario, pues, como va a poder comprobarse, en su evolución histórica se muestra claramente insuficiente para sostener el gasto público, afirmación que realizamos con la máxima contundencia posible y, por tanto, superior a otras que hemos realizado y a otras que realizaremos.

	Es así porque, frente a lo que sucede con otros principios cuya medición cuantitativa es difícil o imposible pues incorporan un mayor o menor grado de subjetivismo, la comprobación del cumplimiento de suficiencia resulta ciertamente sencilla, empíricamente observable y estadísticamente fiable. Basta con observar el saldo obtenido (superávit o déficit) en la ejecución anual del presupuesto para poder determinar si el sistema tributario español es suficiente.

	Lamentablemente, el resultado de la comprobación es descorazonador. Así, contemplando lo sucedido en los últimos 39 años (los que van de 1982), nos encontramos con lo siguiente:
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	Fuente: Datosmacro (Expansión). Datos de déficit en euros.

	 

	Se refleja en el cuadro que salvo en un corto periodo de tiempo (de 2005 a 2007), las cuentas públicas se saldaron con números rojos. El citado y estadísticamente excepcional periodo coincide con el final de la etapa del Gobierno de Aznar, en la que se culminó su objetivo de erradicar el déficit público, y los primeros años del Gobierno de Rodríguez Zapatero, en los que se prolongó la inercia de la etapa precedente.

	Salvo la excepción comentada, una pequeña isla de cuatro o cinco años en un periodo de 39, la tónica generalizada es que la ejecución presupuestaria revela la insuficiencia del sistema tributario español, cuyos ingresos no cubren el volumen de gastos que deberían cubrir.

	Como resultado de lo anterior, nuestro déficit, que en 1982 era de 7.121 millones de euros, se ha situado en 2020 en 122.900 millones de euros, lo que supone un aumento en valores corrientes del 1,625%, tal y como se refleja en la parte derecha del cuadro anterior.

	Como el crecimiento anterior viene expresado en valores corrientes, conviene realizar las operaciones necesarias para expresarlo en valores constantes de 2020. Así se realiza en el cuadro, trasladando a valor de 2020 el importe del déficit cosechado en 1982 de acuerdo con la serie estadística de inflación publicada por el Instituto Nacional de Estadística (INE).

	Realizadas las operaciones pertinentes, se obtiene que el crecimiento en valores de 2020 del importe del déficit público entre 1982 y 2020 fue de un 357,57%. No obstante, debe tenerse en cuenta que el último año considerado (2020) se encuentra anormalmente afectado por el shock pandémico, circunstancia que produjo una reducción de los ingresos y un simultáneo aumento de los gastos. De no haber ocurrido así, es evidente que el déficit público hubiera sido inferior al que realmente se obtuvo y figura en la tabla (122.900 millones de euros) y su crecimiento inferior.

	Sin embargo, los datos reflejados no son los que resultan más significativos porque la medición auténticamente útil del déficit público en sentido económico no es su importe absoluto —ni siquiera tras la actualización de valores—, sino su importe relativo respecto al producto interior bruto (PIB). Esa es la variable comúnmente utilizada en economía para valorar el nivel de déficit público existente en un país, para realizar comparaciones sobre su evolución en el tiempo y para realizar comparaciones de evoluciones en el espacio (entre varios países referidos a un mismo ejercicio).

	En efecto, la relación déficit/PIB es la usada en economía para apreciar su auténtica dimensión. También es la que emplea la Unión Europea en su intento de lograr la disciplina fiscal de los diversos países miembros.

	Por lo expuesto, en el cuadro siguiente se refleja la evolución en el tiempo de la relación déficit público/PIB de la economía española, indicando adicionalmente en el lado derecho del cuadro el Gobierno existente en España en los sucesivos periodos.



	
Así:
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	* Dato parcial y provisional. De 2005 a 2007 hubo superávit; de ahí el signo menos y el color negro.

	 

	Con los datos que figuran en el cuadro anterior, puede obtenerse la media aritmética del déficit público habido en España en los 39 años considerados. El resultado es ciertamente desalentador, pues es del 4,48%, lo que quiere decir que, según esta medida estadística, en nuestra historia reciente, e incumpliendo de modo evidente lo contemplado en la Constitución, nuestro sistema tributario solo ha sido capaz de sostener (financiar) el gasto público en poco más de un 95% de su importe.

	Esta insuficiencia endémica del conjunto de nuestros impuestos ha provocado y provoca el conjunto de males característicos del déficit público que los economistas han estudiado y explicado sobradamente y que, por tanto, son de sobra conocidos.

	Entre ellos, quiero detenerme en su efecto inevitable sobre la deuda pública, a la que hay que acudir recurrentemente para financiar la actividad del Estado que no alcanza a financiarse con la recaudación tributaria. Pues bien, repárese en que el efecto acumulado de los sucesivos déficits públicos ha provocado que el volumen de deuda pública haya alcanzado en septiembre de 2021 —último dato del que dispongo al tiempo de redactar estas líneas— que el endeudamiento del Estado haya alcanzado lo que constituye, de momento, su récord histórico: 1.432.301 millones de euros. ¡Casi un billón y medio de euros!, un 122% del PIB.

	Como tanto la cifra en euros como el porcentaje que representa sobre el PIB son datos cuya auténtica dimensión no es suficientemente percibida por la generalidad de los españoles, suelo recurrir a traducirlos para intentar aumentar la reseñada perceptibilidad.

	En la dirección anunciada, el importe de nuestra deuda pública (casi un billón y medio de euros) equivale al importe de la totalidad de lo que recauda la Agencia Tributaria en siete años. A su vez, nuestra deuda pública per cápita, la que nos corresponde a cada españolito, es ligeramente superior a 30.500 €. Creo que constituyen dos medidas del elefantiásico volumen de la deuda pública de percepción más sencilla.

	Aun con todo, me he encontrado con escépticos que mantienen como tesis que, en realidad, la existencia del reseñado billonario nivel de deuda pública no afecta a la vida cotidiana de los españoles, que constituye solo un parámetro cuya trascendencia real exageramos los economistas. Bien, pues vaya otro intento de aumentar la perceptibilidad del problema. Deber lo que debemos nos obliga a un pago anual de 30.000 millones de euros por los intereses de la deuda, que viene a ser un 33% de lo que anualmente recauda la AEAT a través del IRPF. Visto de otro modo: si no tuviéramos deuda, el IRPF podría reducirse en una tercera parte.

	Todos los males que acabo de enunciar tienen un solo y único origen: la permanente incursión de nuestras cuentas públicas en nuestro malhadado déficit.

	Volvamos a los datos históricos para constatar una circunstancia ciertamente significativa. Nuestros gobiernos de izquierda finalizaron su mandato con un déficit público superior al que recibieron. Por el contrario, los gobiernos de derecha redujeron el déficit durante el suyo.

	Así es en términos aproximados, pues los cambios de Gobierno tuvieron lugar durante el ejercicio, Felipe González heredó un déficit del 5,6% y en su legado estaba situado en el 6,7%. Recibido este, Aznar fue capaz de reducirlo al 0,1%, porcentaje que dejó en herencia a Zapatero. Cuando este se fue del Gobierno, el déficit había vuelto a crecer y rondaba ya el 10%. Durante el Gobierno de Rajoy este volvió a disminuir, situándose en el 2,5%. Finalmente, con el actual Gobierno, ha vuelto a dispararse, alcanzando el 10,9% en 2020 y, según dato provisional, el 8,5% al finalizar 2021.

	Este comportamiento del déficit público, que aumenta en las etapas de gobierno de la izquierda y disminuye en las etapas de gobierno de la derecha, es fácilmente visible en el siguiente gráfico, en el que se refleja el déficit existente en cada cambio de Gobierno o, en el caso del actual Gobierno, el último dato existente.
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	Puede verse que la representación gráfica de la ratio déficit/PIB del déficit del periodo 1982-2021 es una línea con dientes de sierra que tiene pendiente positiva en los periodos de gobierno socialista y negativa en las etapas de gobierno popular.

	La evidencia anterior demuestra que la insuficiencia de nuestro sistema tributario es una clara constante histórica, sí, pero no todos nuestros gobernantes han contribuido a ello con la misma intensidad. Los datos acreditan que, casualmente, Felipe González, Rodríguez Zapatero y Pedro Sánchez han sido —el último cuando menos hasta ahora— los campeones en la carrera por conseguir peores resultados. En sentido contrario, a Aznar y a Rajoy se les puede achacar una menor responsabilidad por la insuficiencia crónica de nuestro sistema tributario.

	En cualquier caso, los datos son los datos y, malos o peores según las diferentes etapas de gobierno, en conjunto no permiten más que un único diagnóstico: el sistema tributario español incumple claramente el principio impositivo de suficiencia que recomienda o preconiza el artículo 31.1 de la Constitución.

	Sin embargo, emitido el incontestable diagnóstico anterior, es obligado profundizar en la cuestión, observando detenidamente aquellos datos que determinan la existencia de déficit y su tamaño.

	Operando del modo descrito, la primera cuestión que se descubre es que la persistencia histórica del déficit público viene coexistiendo con notables aumentos de la recaudación tributaria proporcionada por el sistema impositivo, como puede comprobarse en la tabla siguiente, en la que se refleja el importe de los ingresos recaudados en España desde 1995 hasta 2020.

	Así.
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	Fuente: Datosmacro (Expansión). Datos en millones de euros.

	Vemos que en el periodo 1995-2020 los ingresos han pasado de ser de 150.434 millones de euros en 1995 a 418.656 € en 2020, lo que representa un aumento del 178% en valores corrientes y un 69,28% en valores constantes (de 20, una vez considerado el efecto debido a la inflación.

	Sin duda, ambos porcentajes están influenciados a la baja por la disminución acaecida en 2020 a consecuencia de la pandemia. En ausencia de esta, los porcentajes de crecimiento, tanto en términos reales como monetarios, serían todavía mayores.

	No obstante, conviene proporcionar una medida relativa del crecimiento de nuestros ingresos indicando el porcentaje que representan respecto al PIB anual, cuestión que figura en la siguiente tabla:
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	Puede comprobarse que el porcentaje ingresos/PIB aumentó más que significativamente durante la etapa constituida por los sucesivos mandatos de Felipe González (del 23,4 al 32%). Desde entonces, la ratio ha variado con menor intensidad, pues entre 1996 y 2020 se ha movido entre el 32 y el 37%.

	Acudiendo de nuevo a un gráfico similar al anteriormente utilizado para el déficit público, representamos los valores del porcentaje analizado (ingresos/PIB) en cada uno de los cambios de Gobierno habidos:

	 

	Se comprueba que solo Rodríguez Zapatero entregó el Gobierno con un porcentaje ingresos/PIB inferior al existente cuando inició su mandato.

	En cualquier caso, la tendencia creciente de los ingresos (más nítida en términos absolutos, más suave y con altibajos en términos de su relación con el PIB) exige liberar, al menos parcialmente, al sistema tributario español de culpabilidad en el incumplimiento del principio de suficiencia. Y esto es así porque, como hemos comprobado, nuestros impuestos vienen consiguiendo proporcionar al Estado un volumen creciente de recursos.

	Siendo así, debe necesariamente dirigirse la culpa, al menos en su mayor parte, al otro gran componente de los presupuestos generales, es decir, al gasto público, cuya evolución en el tiempo, como van a acreditar los datos que se expondrán a partir de ahora, es claramente responsable del carácter crónico de nuestro déficit público.

	Veamos, si no, las cifras anuales del gasto público:
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	Fuente: Datos macro (Expansión). Datos en millones de euros.

	Compruébese que si en 1982 el gasto público en España era de 45.334 millones de euros, en 2020 se elevó hasta 588.279, aumentando así un 1,197%. Es cierto que este dato no tiene en cuenta el efecto de la depreciación monetaria, pero, según figura también en el lado derecho de la tabla, una vez realizada la correspondiente actualización de valores, se obtiene que el crecimiento en términos reales de la ratio gasto/PIB ha sido de un 368%.

	Verdaderamente, ante un ritmo tan desbocado de crecimiento en los gastos, no hay sistema tributario que pueda proporcionar la suficiencia recomendada constitucionalmente. Así no hay manera.

	En consecuencia, yo me inclino decididamente por considerar atenuado el fracaso del sistema tributario en el cumplimiento del principio de suficiencia, pues siendo cierto que lo incumple, también lo es que el citado fracaso trae su causa en el descontrol de los gastos del Estado.

	Dada la culpabilidad que acabamos de achacar al gasto público, vamos a comprobar cuál es la evolución de lo que representa respecto al PIB anual.

	 

	Así:
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	Puede observarse en la tabla anterior que entre los años 1982 y 2020 el gasto público ha pasado del 35,88 al 52,40% del PIB, un crecimiento espectacular, pero espectacularmente espeluznante, si bien es cierto que pueden observarse también los significativos cambios habidos en la evolución de la ratio gasto público/PIB durante las etapas de los diferentes Gobiernos que han existido.

	En el sentido expuesto:

	- En los años de Felipe González, el porcentaje gasto/PIB aumentó del 35,88 al 44,10%.

	- En el mandato de Aznar, el porcentaje gasto/PIB se redujo del 44,10 al 38,80%.

	- En el gobierno de Zapatero, el porcentaje gasto/PIB aumentó del 38,88 al 46,20%.

	- En la etapa de Rajoy, el porcentaje gasto/PIB disminuyó del 46,20 al 41,70%.

	- En el tiempo que lleva Sánchez, el porcentaje gasto/PIB ha crecido del 41,70 al 52,40%.

	Como vemos, se reproduce el comportamiento ya observado —evidentemente, no es casualidad— en el caso del déficit Público. El peso relativo del gasto público sobre el PIB aumenta durante los gobiernos socialistas y disminuye durante los populares.

	La percepción de lo anterior se completa con el correspondiente gráfico:
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	De nuevo nos encontramos con una línea con dientes de sierra cuya pendiente es positiva en las etapas gobernadas por la izquierda (peso creciente del gasto público) y negativa en las épocas de gobierno de la derecha (peso decreciente del gasto público).

	Es interesante completar lo expuesto hasta ahora con una visión simultánea de la evolución del déficit público, de los ingresos públicos y de los gastos públicos. Dado que de los segundos solo disponemos de datos a partir de 1995, la serie temporal que vamos a observar es la que comprende el periodo que va de 1995 a 2020, ambos años incluidos.

	Contemplándolo en primer lugar a valores corrientes, tenemos que:
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	(El déficit público es menor que el exceso de los gastos públicos sobre los ingresos tributarios dada la existencia de otros ingresos públicos no financieros.)

	Vemos que el aumento del gasto público (183,73%) ha sido mayor que el correspondiente a los ingresos tributarios (178,30%). Concurriendo lo anterior con que el importe de partida era superior en los gastos que en los ingresos (207.338 frente a 150.434 €), la consecuencia es que el crecimiento en términos monetarios del déficit público se ha disparado, pues entre los años 1995 y 2020 su importe ha aumentado un 293,07%.

	Para contemplarlo en valores constantes (referidos a 2020), debemos operar del siguiente modo:

	 

	Análogamente a lo expuesto antes, el gasto público ha crecido en mayor medida que los ingresos tributarios (72,58 el primero frente al 69,28% los segundos), aumentando el importe del déficit público entre 1995 y 2020 (medido en valores de 2020) un 139,09%.

	En todo caso, lo relevante es que, pese al notable aumento de los ingresos públicos durante el periodo 1985-2020 (171.343 € en términos absolutos a valor constante; un 69,28% en términos porcentuales), el mayor crecimiento del gasto público durante el mismo periodo (247.415 € en términos absolutos y también a valor constante; un 72,58% en términos porcentuales) determina que:

	1.º El volumen de los ingresos tributarios detraídos a los españoles sigue siendo insuficiente para cubrir el importe de los gastos públicos.

	2.º La insuficiencia ha aumentado de 1995 a 2020.

	En efecto, ambas circunstancias quedan reflejadas en la siguiente tabla:
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	En efecto, tanto en un año como en otro se produce la insuficiencia, circunstancia que se da prácticamente en todo el periodo intermedio, con la excepción de un reducido periodo de tiempo al que ya nos hemos referido. Resulta significativo el aumento de la insuficiencia (169.623 en 2020 frente a 93.550 €).

	Gráficamente:
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	También podemos señalar que el aumento de la insuficiencia también sucede si se mide en la proporción que representa el volumen del gasto público, lo que se comprueba al completar la tabla anterior con una última fila:
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	Para poder observar la evolución en el tiempo de la insuficiencia de los ingresos tributarios, recurriendo a datos que figuran en tablas anteriores, hemos elaborado esta otra:
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	En la tabla se observa que, durante los 26 años considerados, el importe de los ingresos tributarios fue siempre inferior al de los gastos públicos. La inexistencia de déficit público en el reducido periodo de tiempo al que antes hemos aludido se debe al importe del resto de ingresos no financieros obtenidos por el Estado.

	Por último, vamos a representar esta permanente superioridad del gasto público sobre la recaudación tributaria mediante el siguiente gráfico:
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	En negrita: porcentaje del gasto público sobre el PIB entre 1995 y 2020.

	En gris: porcentaje de los ingresos tributarios sobre el PIB entre 1995 y 2020.

	Como síntesis de todo lo expuesto a lo largo del desarrollo del presente apartado, podemos enunciar la siguiente:

	•      El sistema tributario español incumple sistemáticamente el principio constitucional de suficiencia, como queda reflejado en la cuasipermanencia de déficit público.

	•      Hasta ahora el grado de incumplimiento o la insuficiencia del sistema han aumentado cuando gobierna la izquierda y disminuido cuando lo hace la derecha.

	•      En todo caso, la principal causa del incumplimiento del principio de suficiencia se encuentra en la evolución especialmente alcista del gasto público, cuyo crecimiento en el tiempo es ciertamente notable medido en valores corrientes, y también, aunque lógicamente con menor intensidad, si se expresa en valores constantes.

	•      La insuficiencia se constata también al medir los gastos públicos y los ingresos tributarios por referencia a la proporción que respectivamente representan sobre el PIB, pues en todos los años considerados el citado porcentaje es mayor en el caso del gasto público.

	•      Constatado que la insuficiencia del sistema tributario español trae su causa en la dimensión relativa del gasto público, se constata también que hasta ahora el porcentaje de lo que dicha variable representa sobre el PIB ha aumentado cuando gobierna la izquierda y se ha reducido cuando lo hace la derecha.

	En cualquier caso, pese a todos los atenuantes que se deducen del desarrollo del apartado y que figuran en las conclusiones que acabamos de exponer, lo cierto y verdad es que, como dato objetivo, el sistema tributario español incumple radical y sistemáticamente el principio constitucional de suficiencia.

 

	 

	 

	 

	I.4. Cumplimiento del principio de capacidad

	 

	 

	Recordemos una vez más el artículo 31.1 de la Constitución:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	Vemos que la capacidad económica no es enunciada constitucionalmente como principio rector del sistema tributario, pero sí es citada literalmente en el artículo 31.1. Por tanto, debe incluirse automáticamente en el elenco de principios constitucionales que orientan lo que debe ser la configuración de nuestro conjunto impositivo, cuestión que pasamos a cumplir.

	 

	GENERALIDAD
   SUFICIENCIA
      CAPACIDAD 
         SISTEMATIZACIÓN
            JUSTICIA
               IGUALDAD
                  PROGRESIVIDAD
                     NO CONFISCATORIEDAD


	 

	Sucede, sin embargo, en mi opinión, que el carácter explícito de la mención a la capacidad económica como criterio para modular la tributación no está suficientemente acorde con la claridad de lo que se expresa con ella. Me baso para afirmarlo en las diversas acepciones que del término capacidad ofrece la RAE. Solo una de las cinco ofrecidas en su diccionario resulta compatible con su utilización acompañada de la voz económica y el resultado que se obtiene a efectos tributarios dista mucho de ser satisfactorio. La citada acepción compatible es la identificada como número 3, según la cual capacidad es, en física, «volumen o magnitud».

	Utilizando la reseñada acepción, debería considerarse que el mandato constitucional ordena que en el sistema tributario español los diversos tributos que lo integran tengan que exigirse según el volumen o la magnitud de los recursos económicos de los que disponga aquel al que se le obliga a pagarlos.

	Tras el razonamiento empleado, para considerar cumplido el principio constitucional de capacidad, debemos verificar si en cada ocasión que el Estado realiza una exigencia tributaria a cualquier individuo éste dispone del volumen o de la magnitud de recursos que lo justifique.

	Para intentar descubrirlo, conviene recordar previamente cómo es el proceso seguido por el Estado para la exigencia de los impuestos que nos reclama, proceso que en un ejercicio de simplificación podemos representar en forma de esquema:

	 

	IDENTIFICACIÓN DE SIGNOS DE CAPACIDAD
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ESTABLECIMIENTO DE LOS IMPUESTOS
[image: Image]
DEFINICIÓN DE LOS HECHOS IMPONIBLES
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DETERMINACIÓN DE LAS BASES TRIBUTARIAS
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MODULACIÓN DEL IMPORTE A PAGAR


	 

	Y que tiene una sencilla descripción.

	El Estado identifica cuáles son los signos, indicios o circunstancias que ponen de manifiesto la capacidad económica o de contribuir de cualquier individuo —recordemos, la disposición de un volumen o una magnitud de recursos económicos—. Tras la identificación, procede a establecer los correspondientes impuestos con los que decide gravar las manifestaciones de capacidad reveladas, definiendo en cada uno de los establecidos su respectivo hecho imponible, que se corresponde en cada caso con la concreta manifestación de capacidad que se procede a gravar. Definido el hecho imponible, se mide la dimensión de la capacidad económica que ha de gravarse mediante la determinación de la base imponible y, en su caso, de la liquidable. En este punto resulta trascendental aclarar que la base del impuesto debe corresponder al signo o la manifestación de capacidad que origina la exigencia del impuesto. Carece de sentido que en la base tributaria de un impuesto se incluyan importes ajenos al signo de capacidad que lo origina. Finalmente, con la aplicación de los tipos de gravamen, deducciones, recargos, etc., se fija el importe que se va a exigir a cada individuo que resulte obligado a pagar el impuesto.

	Prosiguiendo la exposición, constatamos que se acepta universalmente que los signos que revelan la capacidad contributiva de un individuo son los siguientes:

	La obtención de ingresos

	      La realización de gastos

	            La adquisición de bienes o derechos

	                  La propiedad de bienes o derechos

	Y podemos constatar también que son estos signos los que se encuentran detrás de los principales impuestos que nos exige el fisco español. Así, es por obtener ingresos por lo que se nos exige pagar el IRPF o el impuesto sobre sucesiones y donaciones (ISD); es realizar gastos lo que nos hace pagar el IVA o los impuestos especiales; son las adquisiciones de bienes o derechos que realizamos lo que origina que el Estado nos exija el ITP o el IVA según los casos, y es la titularidad de activos patrimoniales por lo que nos hacen pagar en el impuesto sobre el patrimonio (IP) o en el impuesto sobre bienes inmuebles (IBI).

	Hasta aquí no podría haber queja respecto al cumplimiento por parte del sistema tributario español del principio constitucional de capacidad, pues cada impuesto que nos hacen pagar se corresponde efectivamente con un signo, un indicio o una manifestación de disponer de una magnitud o de un volumen de recursos susceptibles de ser gravados.

	Ahora bien, es a partir de aquí cuando surgen las cuestiones controvertidas, pues es en el resto del proceso representado en el esquema anterior donde se quiebra en ocasiones el binomio capacidad real-exigencia tributaria. Un repaso somero y parcial a algunos de nuestros impuestos servirá para ilustrarlo.

	Empecemos por el IRPF, que es el impuesto más importante del sistema. Su exigencia debe responder a la existencia de una capacidad económica puesta de manifiesto por la obtención de ingresos. Hasta aquí no hay problema. No puede cuestionarse que todo aquel que resulta obligado a pagar el IRPF lo es porque ha obtenido ingresos. A partir de aquí empiezan las disfunciones, que no son pocas.

	Preguntémonos: ¿se mide adecuadamente en la base liquidable del IRPF la capacidad económica o de pago puesta de manifiesto por la obtención de ingresos? Como respuesta y emulando a Adolfo Suárez, diré que puedo afirmar y afirmo que no. Es más, rotundamente, no. Como apoyo de lo respondido, pueden traerse a colación diversos ejemplos.

	El primero se refiere a las reiteradas imputaciones de renta —sí, imputaciones— establecidas en las disposiciones que regulan el IRPF. Por su propia denominación, las rentas imputadas no han sido obtenidas, circunstancia que descalifica absolutamente su tributación. Además, en ocasiones sucede que la denominada renta imputada no es más que una renta inventada.

	En el IRPF se incluye en la base del impuesto un importe imputado al contribuyente por la segunda y sucesivas viviendas que sean de su propiedad y no se encuentren arrendadas. Convengamos que la titularidad de viviendas adicionales a la que constituye la residencia habitual de un contribuyente que no se encuentren arrendadas no supone la obtención de ingreso alguno, por lo que no concurre la manifestación de capacidad económica que constituye el hecho imponible del IRPF. Por tanto, se trata de una anomalía técnica evidente en la estructura del impuesto. Es el caso de la llamada imputación de ingresos por las viviendas que posea un individuo adicionalmente a la que constituye su residencia habitual y que no se encuentren arrendadas. Computar (inventar) un ingreso (calculado como un determinado porcentaje sobre el valor catastral) y hacer pagar por él en el IRPF constituye un atentado al principio de capacidad económica aplicable en dicho impuesto (la revelada por la obtención de ingresos). Es así porque la segunda y ulteriores viviendas vacías no generan ningún ingreso al contribuyente.

	Claro que la titularidad de las viviendas constituye una manifestación de capacidad económica. Por ello, es eso —la titularidad— lo que debe ser gravado, debiéndolo ser en los impuestos que someten a tributación el fenómeno de la propiedad, como el IP o el IBI. Pero hacer tributar de manera artificial la titularidad de un bien en el IRPF, cuyo hecho imponible es la obtención de ingresos, representa gravar una capacidad económica inventada, gravar unos ingresos que no existen y que solo figuran en la imaginación del fisco.

	Otro ejemplo presente en el IRPF lo encontramos en la fiscalidad del rescate de los planes de pensiones. Con independencia del modo empleado para rescatarlos (en forma de capital, en forma de renta o combinando ambas), es innegable que lo rescatado es la suma de lo aportado previamente y de los rendimientos que han generado las aportaciones.

	Consecuentemente, cada vez que un individuo rescata su plan de pensiones, lo que recibe (en cualquiera de las formas antes enunciadas) es la suma de un capital que ya tenía (las aportaciones que había realizado) y de la renta generada por el citado capital (los rendimientos de sus aportaciones). Incomprensiblemente, en el IRPF se somete a tributación la totalidad del importe rescatado. Es decir, se cobra el impuesto por lo que realmente sí es un ingreso (los rendimientos del plan) y también por lo que no es más que la restitución de un capital (la recuperación de las aportaciones). La incongruencia es máxima, y el abuso también. Se está considerando ingreso lo que no es más que una modificación del modo en el que un individuo conserva su patrimonio.

	Como vemos, nuestro IRPF, impuesto que en teoría grava los ingresos que se obtienen, en realidad acaba gravando lo que en absoluto son ingresos, cuestión que afecta negativamente al cumplimiento del principio constitucional de capacidad. Es claro que, optando (en el IRPF) por gravar la obtención de ingresos como signo de la capacidad de pago, toda consideración artificial como ingreso de lo que no lo es supone desvirtuar la tributación de la capacidad que se pretende gravar. Pero no es el IRPF el único tributo que presenta este tipo de reparos. Vayamos a otros casos.

	Sabemos que en el ITP y actos jurídicos documentados (AJD) la adquisición de una vivienda tributa en la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas (TPO), presentando la tributación una intensidad variable en cada comunidad autónoma. En varias el tipo de gravamen exigido y aplicado es el 6% (p. ej., en Madrid). En otras llega a ser hasta el 10% (p. ej., en Cataluña y en la Comunidad Valenciana). La base del impuesto es el precio de adquisición de la vivienda adquirida.

	Reiteramos la pregunta formulada anteriormente: ¿se está midiendo así adecuadamente la capacidad económica puesta de relieve con la adquisición? Y reitero la respuesta: puedo afirmar y afirmo que no, rotundamente no.

	Es así porque la medida de la capacidad económica que se manifiesta al adquirir una vivienda es la parte del precio de adquisición que se paga al contado y no la totalidad del precio. ¿Qué capacidad económica o de pago demuestra un individuo por el importe de la deuda que debe asumir, endeudándose hasta las cejas, al adquirir, solo o con su pareja, la vivienda que va a constituir su residencia habitual? Precisamente lo que está demostrando es la ausencia de capacidad para afrontar el pago al contado.

	Podrán esgrimir los fiscofílicos que el que se endeuda demuestra tener unas determinadas expectativas de ingresos futuros. Es verdad, pero los posibles futuros ingresos serán demostrativos de capacidad de pago cuando se concreten, si es que se concretan, y no antes. Y, de concretarse, ya pagarán en el impuesto que grava la obtención de ingresos (IRPF). Resulta obvio que, de acuerdo con el principio constitucional de capacidad, el único importe que debería gravarse por el ITP en el supuesto considerado es la parte de precio pagada al contado, nunca la dejada a deber.

	Lo expuesto se percibe aún con mayor nitidez acudiendo a la comparación entre dos compradores que adquiriesen dos viviendas semejantes, una cada uno, pero existiendo una diferencia entre ambos: el primero puede pagarla recurriendo a sus ahorros sin necesidad de asumir crédito hipotecario alguno; el segundo, no disponiendo de ahorro suficiente, se ve obligado a endeudarse de manera significativa. Sin duda, las circunstancias expuestas revelan que el primero dispone de mayor capacidad de pago que el segundo. Pues bien, ignorando lo anterior, las normas que regulan el ITP hacen pagar el mismo importe a ambos contribuyentes. Es imposible considerar que la capacidad económica esté bien medida en los dos casos. Necesariamente en uno de los dos el impuesto exigido no se adecua a la capacidad de pago del comprador.

	En el mismo impuesto y referido a la misma cuestión, al constituir un préstamo hipotecario en la condición de prestatario ha existido hasta hace bien poco otra disfunción similar. En este caso, en la modalidad de AJD, en la que, de nuevo, se exigía el citado AJD al prestatario. En reciente sentencia, el Tribunal Supremo ha anulado la disposición legal que determinaba lo anterior, pero su vigencia, que incumplía también el principio constitucional de capacidad por las razones ya expuestas, ha estado vigente desde 1978.

	Sin duda, en los dos últimos casos comentados puede percibirse como, en determinadas ocasiones, la legitimidad constitucional del basamento en la capacidad económica del contribuyente está —o ha estado— ausente de los impuestos que se nos exigen.

	Es ilustrativo reflexionar acerca de la causa de lo expuesto porque hacerlo nos mostrará el habitual modus operandi de nuestra Hacienda pública. Como sabemos, el ITP es un tributo clásico cuya existencia viene de largo. Sin embargo, la generalización del préstamo hipotecario como figura instrumental para facilitar la adquisición de inmuebles es un fenómeno relativamente reciente en el tiempo. Así las cosas, tenía sentido que antaño la base tributaria del impuesto no contemplara la posible existencia de la compra a crédito. Sin embargo, con el uso generalizado del préstamo hipotecario que existe hogaño, carece de sentido la omisión normativa del modo en el que se financia la adquisición del inmueble cuya compra resulta gravada con el impuesto. Pero sucede que, en lo que hace a su actualización en el tiempo, el poder tributario suele comportarse con una marcada asimetría.

	En efecto, conforme cambia la realidad económica, es evidente que surgen nuevas modalidades de manifestaciones de renta y riqueza que, en puridad, pueden y/o deben ser gravadas con nuevas figuras impositivas o mediante la extensión de las que ya existen. Pero, en paralelo, los cambios acaecidos en la economía o en los propios sistemas fiscales determinan que, de operar con una lógica simétrica, deberían eliminarse aquellas figuras tributarias que devienen en obsoletas, así como reducir la exigencia impositiva exigida a los ciudadanos en determinadas figuras cuando las nuevas circunstancias así lo aconsejen.

	No es así, pues nuestro sistema tributario tiene por costumbre actualizarse solo en contra del contribuyente. Es fácil percibirlo escuchando o leyendo las posibles reformas que se proyecta realizar. Así, actualmente y ante el desarrollo de las nuevas tecnologías, ya se está planteando la necesidad de diseñar un conjunto impositivo que grave la economía digital. De manera análoga, ante la necesidad de defender al planeta impulsando la economía verde, también se baraja la posibilidad de introducir impuestos medioambientales. No hay nada que oponer ni a una cosa ni a la otra. Pero, con el mismo criterio de adaptación de lo tributario a la realidad de cada momento, nuestro fisco debería plantearse la supresión de aquellas figuras impositivas que, con el paso del tiempo, se han quedado absolutamente obsoletas. Los países de nuestro entorno lo han hecho o lo están haciendo. Los responsables del fisco español, cual don Tancredo, miran para otro lado.

	El final del párrafo anterior obliga a una referencia, siquiera breve, a dos impuestos que deberían suprimirse del universo tributario español. El primero, el ineficiente IP, que ya no existe en ningún país de la Unión Europea pero que en España el Gobierno parece querer revitalizar. El segundo, el arcaico ISD, injusto donde los haya, suprimido ya en la mayoría de los países de la Unión Europea, pero mantenido en España con una exigencia impositiva (tipos de gravamen) considerablemente superior a la existente en los países que todavía lo conservan.

	Recuperando el hilo por el que buscábamos la presencia o la ausencia de respeto al principio de capacidad de pago en los tributos que se nos exigen, es obligado realizar una parada en las tasas, pues estas, aunque tengan un peso recaudatorio escaso, son figuras que generalmente se exigen con absoluta abstracción de la capacidad económica del obligado a pagarlas. Así se desprende de la propia definición legal de tasa que figura en la Ley General Tributaria y así se deduce de un gran número de las tasas hoy existentes.

	Acudiendo a un ejemplo ciertamente significativo, ¿qué relación con la capacidad económica de un individuo tiene la tasa que se le exige cuando solicita la primera expedición o la renovación de su documento nacional de identidad? En la misma dirección, ¿qué relación existe entre la tasa exigida por expedir o renovar el pasaporte y la capacidad de pago del que solicita su expedición o renovación? Valga, por supuesto, que los importes exigidos son exiguos, pero es obligado convenir que estas tasas y muchas otras de las exigidas son tributos que desoyen de plano el cumplimiento del principio de capacidad económica incluido en el texto constitucional.

	Me queda por exponer una cuestión ciertamente compleja que afecta al timming de la exigencia de los impuestos. Por lo general estos se han de pagar en un momento más o menos próximo a aquel en el que tiene lugar la manifestación de capacidad que los origina. Así sucede en el caso de los impuestos indirectos, y así puede considerarse que sucede también en el caso de los directos, porque si bien es cierto que tanto en el IRPF como en el impuesto sobre sociedades (IS) su declaración o su autoliquidación se realizan varios meses después de finalizado el periodo impositivo (año natural) al que se refieren, también lo es que con determinada periodicidad se van realizado las retenciones e ingresos a cuenta en el primero, así como los pagos fraccionados en el segundo. De ese modo, los sucesivos pagos exigidos por el fisco tienen lugar de manera más o menos acompasada con los momentos en los que se produce la manifestación de capacidad que los origina.

	Como excepción a lo descrito, hay que mencionar los supuestos de liquidaciones practicadas por la administración tributaria rectificando las autoliquidaciones presentadas por los contribuyentes. Si nos situamos en el escenario de una comprobación o inspección tributaria, lo frecuente es que, a su terminación, la administración tributaria acuerde liquidaciones relativas a periodos impositivos ya lejanos en el tiempo, cuatro o cinco años atrás. Esto quiere decir que el pago de la cuota resultante es exigido cuatro o cinco años después del momento en el que se produjo la manifestación de la capacidad de pago que es considerada a posteriori por la administración tributaria.

	En esas condiciones, nada nos garantiza que, cuando se le exige el nuevo pago, el contribuyente disponga de la capacidad económica para afrontarlo, originándose un problema fáctico que, frecuentemente, es irresoluble.

	Cierto es que, si la liquidación administrativa es correcta, no cabe alegar que en la situación descrita se esté vulnerando el principio de capacidad, pero es indudable que el lapso de tiempo transcurrido entre los dos sucesos (disposición de capacidad y obligación de pagar el impuesto) es uno de los problemas graves que dificultan la aplicación del sistema tributario y cuya solución o cuando menos reducción de intensidad deberían abordarse. Pienso que, al menos, existen dos posibles medidas para atemperar el problema descrito.

	Una consiste en acortar el periodo de tiempo que puede transcurrir entre la disposición de la capacidad económica detectada a posteriori y el momento en el que se detecta, cuestión que exigiría reducir el plazo de prescripción, por ejemplo, a dos años, periodo de tiempo suficiente para que una administración tributaria, organizada adecuadamente y que utilice eficazmente sus recursos, pueda efectuar las comprobaciones que considere oportunas.

	La otra consistiría en aumentar las facilidades para el pago aplazado de las deudas tributarias. Lamentable e incomprensiblemente, desde hace años nuestra administración tributaria camina en el sentido contrario, restringiendo la concesión de aplazamientos y endureciendo las condiciones de aquellos que se conceden.

	Reconozco que la disgresión realizada en los últimos párrafos no forma parte en sentido estricto del análisis del cumplimiento en nuestros tributos del principio constitucional de capacidad. No obstante, he creído conveniente su inclusión, pues atañe a un problema real que se presenta con harta frecuencia en la práctica y que suele provocar situaciones que tienen una salida difícil o imposible.

	Tras la exposición que acabamos de realizar, es hora de ofrecer su correspondiente síntesis. Y esta, en función de lo que se ha expuesto, es fácilmente adivinable.

	Así, puede considerarse que, básicamente, el diseño legal del conjunto de figuras que integran nuestro sistema tributario sí resulta en general coherente con la capacidad económica de los contribuyentes obligados a su pago, si bien existen determinadas excepciones, unas cuantitativamente relevantes y otras no, en las que la determinación de los importes exigidos en diversos tributos no guarda relación alguna con la capacidad de pago del contribuyente.

 

	I.5. Cumplimiento del principio de sistematización

	 

	 

	Recordando el artículo 31.1 de la Constitución:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	Sucede como en el principio anterior (capacidad económica). El artículo 31.1 tampoco menciona el principio de sistematización, pero se refiere al «sistema tributario», cuando podría haber dicho «mediante un conjunto de tributos» o «mediante los tributos previstos en las leyes». Sin embargo, ha incluido la voz sistema, seguida de tributario. Es innegable que la Constitución consagra el principio de sistematización. Así:
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	Resulta pues constitucionalmente obligado que la regulación legal del conjunto de nuestros tributos tenga como características el orden, la integración, la coordinación… todo lo que configura un sistema como el «conjunto de reglas y principios sobre una materia racionalmente enlazados entre sí», según la definición que proporciona la RAE.

	Pues, en mi opinión, cualquier parecido entre nuestro sistema tributario y un conjunto racionalmente enlazado de reglas y principios que regulen los impuestos es pura ciencia ficción. Es más, precisamente una de las características más acusadas de nuestro ordenamiento tributario es su carácter asistemático.

	De hecho, puede afirmarse que en su estadio actual sigue siendo la consecuencia del «acarreo histórico» de sucesivas normas, tal como era calificado en los manuales de Hacienda pública que estudiábamos en la década de 1980, un conjunto de reglas exageradamente dispersas, con demasiada frecuencia incrustadas en normas de carácter no tributario, incoherentes entre sí y que carecen de cualquier finalidad común que no sea la de obtener recaudación, proveer de recursos a las arcas públicas. Sin duda, esta es la principal razón de ser de cualquier impuesto, pero no estaría de más que, adicionalmente, la multitud de figuras tributarias que sufrimos los españoles compartieran algún otro objetivo (p. ej., estar conjuntamente orientadas a favorecer el crecimiento económico) y, sobre todo, que resultaran armónicas en su conjunto.

	La ausencia de sistematización trae su causa en las decisiones políticas adoptadas en materia fiscal. Con frecuencia, —demasiada— se abordan reformas referidas exclusivamente a un impuesto. Casi nunca se ha adoptado la decisión de reformar el sistema en su conjunto, aunque existe una excepción que es de justicia mencionar. Se trata de la llamada reforma de Fernández Ordóñez, que fue aprobada poco después de instaurarse la democracia y, efectivamente, supuso modificar simultáneamente los impuestos estatales que configuraban nuestra imposición directa (IRPF e IS) al tiempo de crear otro (impuesto extraordinario sobre el patrimonio).

	Desde entonces, cada modificación tributaria ha sido siempre parcial, alterando la configuración de solo un impuesto y, por tanto, con absoluta ausencia de cualquier vocación sistematizadora. Queda por ver si el comité o comisión de expertos constituida por María Jesús Montero propone una reforma fiscal integral que incorpore la sistematización hoy ausente o si sus propuestas no van más allá de aumentar la tributación, idear algún impuesto verde y restringir la autonomía financiera de las comunidades autónomas.

	Nos hemos referido a que frecuentemente se introducen modificaciones parciales en el ordenamiento tributario. Sucede que en no pocas ocasiones constituyen la reacción a la anulación judicial de preceptos, a la que responde el fisco con una rapidez inusitada aprovechando cualquier ley que esté en su última fase de elaboración y aprobación para colar en una disposición adicional el remedio al problema creado.

	Podrían citarse muchos ejemplos de lo expuesto, pero la reciente reforma al «corre-corre» del impuesto municipal de la plusvalía declarado parcialmente anticonstitucional o la nueva regulación improvisada de los registros realizados por la Inspección de Hacienda tras lo sentenciado por el Tribunal Supremo son dos buenas muestras de los varios vicios que caracterizan en nuestro ordenamiento tributario:

	1.º) La violación por las normas tributarias de disposiciones de rango superior. De ahí la declaración de anticonstitucionalidad y la anulación reseñadas en el párrafo anterior.

	2.º) La extrema velocidad con la que, expulsada del ordenamiento una disposición, se introduce su sustituta. La celeridad no es buena cuando se trata de legislar.

	3.º) La inclusión de la nueva disposición ideada en la primera disposición no tributaria cuya tramitación esté más próxima a finalizar.

	Además, en muchos casos (desde luego, en los dos citados: registros y plusvalía municipal) nuestro fisco ha emulado al barón de Lampedusa, aparentando dar una nueva regulación para sustituir ipso facto la anulada por otra que devuelve la cuestión a los mismos términos que provocaron su anulación.

	Por si fuera poco lo expuesto hasta ahora, la legislación tributaria española es víctima de la deficiente técnica legislativa habitualmente empleada en nuestro país. Es decir, con una redacción que roza la podredumbre gramatical y de sintaxis frecuentemente farragosa y en ocasiones ininteligible; con la inadecuada utilización de los instrumentos normativos, que, según algún autor, llega al extremo de incluir en una disposición adicional lo que debería figurar en una transitoria al tiempo de incluir en una disposición transitoria lo que es propio de una disposición adicional, y con la aprobación de decretos legislativos mediante los que se aprueban textos refundidos de normas tributarias en los que, con un infumable descaro, se incluyen en el ordenamiento auténticas novedades tributarias —no a refundir—, incumpliendo el espíritu, la letra y el ámbito objetivo de lo que debe ser un texto refundido.

	Podemos aportar un dato que avala la falta de sistematización del ordenamiento tributario. Según figura en el LIBRO BLANCO para la reforma fiscal en España, obra colectiva recientemente publicada por el Instituto de Estudios Económicos (IEE) (febrero de 2022), concretamente en el capítulo introductorio, elaborado por el propio Instituto (página 43), nuestro sistema tributario está integrado por «un número de normas que se sitúa por encima de las 200.000». No hay más que añadir. Un conjunto legislativo con tal número de disposiciones es todo menos un sistema.

	No queda claro en la fuente reseñada si la citada cifra de normas (¡200.000!) se refiere exclusivamente al sistema tributario estatal o si incluye también las disposiciones autonómicas. Realmente da igual; el despropósito seguiría siendo descomunal, toda vez que, si estuvieran incluidas las normas de 18 sistemas tributarios (el estatal y los 17 autonómicos), la media de disposiciones por cada uno de los 18 sistemas sería de 11.111 disposiciones. Y como a cada contribuyente le afectan como mínimo dos sistemas (el estatal y el autonómico de la comunidad en la que resida), cada contribuyente residente en España estaría obligado por 22.222 disposiciones de carácter tributario. ¡Menuda zarandaja!

	Como se expone en el LIBRO BLANCO para la reforma fiscal en España, la inconcebible multiplicidad de normas tributarias es causa de muchos males, entre ellos: la inseguridad jurídica provocada al contribuyente por el inasumible número de normas que debe conocer y aplicar; el incumplimiento involuntario de las obligaciones tributarias, provocado por el extravío del contribuyente en el laberinto normativo; los conflictos resultantes en los procesos de comprobación tributaria, o la gran litigiosidad existente.

	Es posible aportar otro dato más. Como todos conocemos, cada año, cuando ya se encuentra avanzada la primavera, comienza la denominada Campaña de renta, periodo en el que venimos obligados a presentar nuestra declaración del IRPF. Es absolutamente obligado reconocer que, en las sucesivas campañas, la Agencia Tributaria realiza un enorme esfuerzo para ayudar a los contribuyentes españoles a cumplir su obligación de presentar la declaración, en la que se incluye la autoliquidación del impuesto.

	El citado esfuerzo se concreta en una magnífica oferta de un conjunto variado de instrumentos de información y asistencia a los contribuyentes. Uno de estos instrumentos es la publicación de un manual o guía donde se explica al lector cómo debe realizar su autoliquidación. Pues bien, el último publicado (que se refiere al periodo impositivo 2020 y, por tanto, a la última campaña desarrollada) consta nada más y nada menos que de ¡1.466 páginas! Que un impuesto exigido a las personas físicas, con millones de contribuyentes, la mayoría comunes —no empresarios—, necesite tal volumen de páginas para ser explicado indica por sí solo la calidad de nuestras normas tributarias.

	Relacionado con lo anterior puedo relatar una anécdota interna del Ministerio de Hacienda. Los funcionarios vinculados a la regulación y gestión del IRPF coloquialmente denominan folleto-ley a las guías de renta. De esa manera se hace referencia a que, ante la multitud y dispersión de las normas que regulan el IRPF (y cualquier otro impuesto), la mejor manera de resolver una duda o una controversia surgida en el seno del propio Ministerio es acudir al llamado folleto-ley. Esta anécdota dice mucho a favor de la calidad técnica de las guías elaboradas por la Agencia Tributaria, pero también, y esta vez a la contra, del grado de sistematización (escaso, casi nulo) de nuestra legislación tributaria.

	En este escenario, y como se expone en la fuente que hemos reseñado, los incumplimientos tributarios existentes en España responden con frecuencia a la imposibilidad fáctica de conocer (y entender) el galimatías jurídico que regula las obligaciones tributarias que han de cumplirse. Puede afirmarse así que una parte no insignificante del llamado fraude fiscal viene inducida por el propio Estado, que, estableciendo un ordenamiento tributario imposible de abarcar por los contribuyentes, provoca que estos acaben incumpliendo contra su voluntad cualquiera de las 22.222 normas que han de cumplir en su relación con el fisco. ¡Menudo disparate!

	No es difícil prever que, tras leer lo expuesto hasta ahora, algunos lectores opinen que la sistematización que vengo reclamando es un imposible técnico; que, dada la variedad de tributos existentes y la complejidad técnica de su regulación, la falta de sistematización es una consecuencia inevitable. Por mi parte, les animaría a considerar que nada hay imposible en la vida salvo volver a ella una vez perdida. Y descendiendo al ámbito tributario, me remito a una laudable experiencia práctica llevada a cabo en España en el ámbito regional.

	En 2013, el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Castilla y León aprobó un texto refundido de sus disposiciones legales en materia tributaria, lo que supuso refundir en una sola norma la totalidad de la regulación autonómica de los tributos que gestionaba la Comunidad.

	Las ventajas de todo tipo que se derivan de una actuación como la llevada a cabo por la comunidad castellanoleonesa son obvias y benefician a todos: a los contribuyentes, a los profesionales del asesoramiento fiscal, a órganos y funcionarios de la administración tributaria autonómica; en definitiva, al conjunto de la sociedad.

	Me resisto a aceptar que una labor similar sea imposible de llevar a cabo en el conjunto del sistema tributario español con el correspondiente alcance que podría llegar a tener. Si se decidiera emprender la tarea, el resultado sería igual de ventajoso para el común de los españoles que la experiencia llevada a cabo en Castilla y León para los castellanoleoneses. Pero, desgraciadamente, no se divisa en el fisco español ninguna voluntad tendente a realizarla.

	El conjunto de consideraciones que se han hecho hasta este momento en el presente apartado no permite más que una posible conclusión, que, además, es tan evidente como contundente. Nuestro sistema tributario es cualquier cosa menos un sistema. No dispone de ninguna de las características que permiten calificarlo así. En definitiva, y en respuesta al objetivo perseguido, es obligado afirmar que nuestra legislación tributaria incumple absolutamente el principio constitucional de sistematización que se refleja en el artículo 31.1.

 

	 

	 

	 

	I.6. Cumplimiento del principio de justicia

	 

	 

	Recordando el artículo 31.1 de la Constitución:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	Tan evidente es que la característica de justicia del sistema no se cita como principio como evidente resulta que la Constitución aboga por que esté presente en el universo de nuestros tributos, toda vez que se exige que el sistema sea justo.

	Consecuentemente, el principio de justicia debe incorporarse al elenco de principios del sistema tributario español que son preconizados constitucionalmente.
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	Constatado lo anterior, precisar o delimitar lo que significa justo en el ámbito tributario no es tarea sencilla. De entrada, para hacerlo no resulta aplicable ninguna de las múltiples acepciones que proporciona la RAE en su diccionario.

	Pero es que, adicionalmente, la propia esencia de lo que es un impuesto, un tributo que es exigido sin contraprestación directa alguna (a diferencia de las tasas o las contribuciones especiales), dificulta significativamente concebir lo que significa el calificativo de justo aplicado a un sistema tributario No puede discernirse si un impuesto es justo en función de lo que recibe a cambio aquel que lo paga, toda vez que por definición la realización de su pago no habilita individual o personalmente al pagador a la percepción de nada a cambio.

	Tampoco valdría para la finalidad perseguida (precisar lo que representa la justicia de un sistema tributario) comparar lo que un individuo paga globalmente por la totalidad de impuestos que le son exigidos y el conjunto de prestaciones que percibe del Estado financiadas por la recaudación tributaria global obtenida. De concebirse así la justicia tributaria, un sistema tributario que se calificara como justo provocaría que la distribución del gasto público resultara discriminatoria, percibiendo un mayor volumen de prestaciones públicas aquellos individuos que tuvieran un mayor nivel de tributación, circunstancia que nadie entendería como justa.

	En función de lo expuesto, solo restaría considerar que la referencia a la justicia tributaria ha de entenderse vinculada a la distribución de la carga tributaria entre los diferentes individuos, concepción que conduce inevitablemente a la comparación interpersonal; es más, a todas las comparaciones internacionales posibles. De esta idea surgen las manidas, manoseadas y vulgarizadas frases del tipo: «Que pague más quien más tiene» o «que pague más quien más gane».

	Claro que el cumplimiento de lo reflejado en ambas oraciones nos conduce inevitablemente a los principios de igualdad y de capacidad (calificados constitucionalmente como principios que figuran en el artículo 31.1 de la Constitución como basamentos del sistema tributario justo), precisamente las dos únicas características.

	En mi opinión, aparte de compartir lo anterior, creo posible elaborar otra acepción de la justicia tributaria que, lejos de alternativa, resulta complementaria a ella. Consiste en la adecuada reciprocidad entre el sacrificio fiscal exigido por el Estado a la sociedad en su conjunto y el nivel de servicios públicos que, merced al citado sacrificio, el Estado provee globalmente a los ciudadanos.

	No hay duda respecto a que esta concepción globalizada de lo que es la justicia tributaria hace que la percepción de su posible existencia o inexistencia dependa de la percepción que a su vez se tenga respecto de la utilización del gasto público, de manera que, si se aprecia que existe ineficacia, despilfarro o corrupción en el uso de los recursos dispuestos por el Estado, se debería apreciar la existencia de injusticia en el sistema tributario.

	Rematando la formulación de la idea que acabo de ofrecer: un sistema tributario sería justo si el Estado utilizara adecuadamente los recursos detraídos al conjunto de los individuos, devolviendo a la sociedad en forma de bienes y servicios públicos aquello que previamente se le ha arrebatado. Por el contrario, un sistema tributario sería injusto si la devolución por el Estado a la sociedad no se correspondiera con los ingresos detraídos por cualquiera de las tres circunstancias antes señaladas: ineficacia, despilfarro o corrupción.

	Como vemos, hemos resuelto la indeterminación del concepto justicia tributaria con dos acepciones que consideramos complementarias y que nos permiten ya pasar a intentar descifrar si el sistema tributario español es justo (como exige la Constitución) o, por el contrario, injusto.

	En una primera aproximación, encontrar en el sistema español supuestos concretos en los que cualquier comparación interpersonal revelara un trato injusto entre los comparados resultaría sencillo. Esto quiere decir que, utilizando esta acepción, nuestro sistema tributario estaría lleno de injusticias y, por tanto, sería injusto. Pero insisto en considerar que el método de las comparaciones interpersonales me parece más adecuado en el análisis del cumplimiento de los principios de capacidad y de igualdad.

	Desgraciadamente, todavía es más sencillo señalar casos de ineficacia, de despilfarro o de corrupción en la utilización del gasto público, cuestión que supone que también en la segunda acepción de lo que significa la justicia tributaria nuestro sistema es injusto. Y lo sería porque la sociedad recibe del Estado un conjunto de bienes y servicios inferior al que se correspondería con los recursos que le detrae coactivamente a través de los tributos, debiéndose la diferencia a la fuga de recursos públicos provocada por los supuestos de ineficacia, despilfarro o corrupción en la gestión del gasto público.

	Más allá de mi opinión —de mis opiniones— ofrece interés conocer la que existe en el seno de la sociedad española, que vamos a obtener de dos preguntas incluidas en la encuesta del CIS reseñada anteriormente.

	Vamos a reproducir en primer lugar las dos preguntas con objeto de intentar ubicarlas en cada una de las acepciones de justicia tributaria que venimos considerando. Así, las citadas dos preguntas son:

	 

	Y ¿cree usted que, en general, los impuestos se cobran con justicia, esto es, que pagan más quienes más tienen, o no lo cree así?

	 

	En general, teniendo en cuenta los servicios públicos y prestaciones sociales existentes, ¿diría usted que, en conjunto, la sociedad se beneficia mucho, bastante, poco o nada de lo que pagamos a las administraciones públicas en impuestos y cotizaciones?

	 

	Leyendo el contenido de la primera pregunta, que, además, incluye el término justicia, constatamos que se utiliza de acuerdo con la primera de nuestras acepciones, la vinculada a las comparaciones interpersonales. De hecho, recurre a una de las que hemos denominado frases manidas o vulgarizadas («que paguen más los que más tienen»).

	Por su parte, el texto de la segunda pregunta constata que se inquiere por la posible correspondencia existente entre los recursos detraídos a la sociedad por el Estado y lo que este devuelve a aquella en forma de servicios y prestaciones. Es decir, aun sin citar el término, se está preguntando por la segunda de las acepciones de justicia tributaria que hemos considerado anteriormente.

	Celebrando la oportunidad que para el objetivo del presente apartado supone disponer de estas dos preguntas en la encuesta del CIS, es el momento de conocer las respuestas dadas por los encuestados, recordando, eso sí, que, según mi opinión personal, el sistema tributario español es injusto en cualquiera de las dos acepciones que venimos considerando.

	Pues bien, las respuestas dadas por los encuestados a la primera pregunta son:

	 

	Un 14,2%: «Sí, se cobran con justicia».
Un 81,4%: «No lo cree así».
Un 4,4%: no sabe, no contesta.


	 

	La contundencia de lo respondido es más que elocuente. Los encuestados que consideran injusto el sistema tributario español (81,4%) constituyen una mayoría aplastante que prácticamente sextuplica a aquellos (solo un 14,2%) que lo creen justo, dado que:

	81,4% / 14,2% = 5,73

	Es indudable que, de acuerdo con los resultados de la encuesta, los españoles valoran muy negativamente el modo en el que se distribuye entre el conjunto de contribuyentes la carga impositiva global que nos exige el fisco. En la percepción social, nuestro sistema obtiene un suspenso rotundo en lo que hace a la justicia tributaria.

	Los datos señalan que la sociedad española opina como yo. Perdón: que yo opino como la sociedad española.

	Adicionalmente, resulta tremendamente significativo el número de respuestas habidas (14,2% + 81,4% = 95,6%), pues indica que prácticamente todos los encuestados disponen de una opinión al respecto.

	No constituyendo el método de encuesta un procedimiento infalible de evaluación del cumplimiento del principio constitucional de justicia tributaria, sí incorpora todo el valor de representar la opinión de la sociedad española, máxime si se tiene en cuenta el ingente esfuerzo de los propagandistas del fisco para intentar vendernos la bondad del fenómeno y la justicia existente de la detracción de recursos. Habrá que deducir que estos esfuerzos, especialmente el encaminado en la segunda dirección, están fracasando.

	Personalmente, me atrevo a aventurar el motivo del fracaso. Y es que no hay campaña divulgativa, publicitaria, propagandística, adoctrinadora o como quiera calificarse que pueda imponerse a la realidad que se percibe en el bolsillo de cada cual. Si se desea que los españoles consideremos que nuestro sistema tributario es justo, la única medida eficaz es diseñarlo con justicia.

	Bien, es el momento de pasar a la segunda de las preguntas formuladas en la encuesta del CIS que también hemos considerado vinculada a la idea de justicia tributaria, entendiendo esta en la segunda de las acepciones que hemos formulado anteriormente.

	Las respuestas recibidas de los encuestados tampoco dejan lugar a duda en esta ocasión, toda vez que:

	 

	Un 7,6% responde que «Mucho».
Un 28,6% responde que «Bastante».
Un 52,8% responde que «Poco».
Un 5,8% responde que «Nada».
Un 5,3% no sabe, no contesta.


	 

	Puede observarse que son mayoría holgada (58,5% = 52,8% + 5,8%) los que consideran que los bienes y servicios recibidos por la sociedad en contraprestación por los impuestos exigidos por el Estado son comparativamente escasos frente a los que opinan lo contrario (36,2% = 7,6% + 28,6%). Estos datos implican que, también respecto a la segunda acepción de justicia tributaria que hemos considerado, la sociedad española considera que el sistema tributario español es injusto.

	Como en el caso anterior, se constata que mi opinión es la misma que la de la sociedad española.

	En definitiva, es la propia sociedad española la que opina que, en su globalidad, pagamos muchos impuestos para lo que recibimos o que el Estado nos detrae coactivamente muchos recursos para los que nos acaba devolviendo en forma de bienes públicos, servicios y prestaciones públicos. En definitiva, según la acepción de lo que es la justicia tributaria, el sistema tributario español es injusto.

	Recordemos que esta falta de correspondencia entre lo que el Estado nos quita y nos da que percibe la sociedad española solo puede deberse —lo apuntábamos unos párrafos atrás— a que la sociedad española considera que una parte de lo que se nos detrae coactivamente mediante los impuestos se escapa por los agujeros de la corrupción y del despilfarro. No hay otra explicación posible. Y, a fuer de ser claros, también en esta ocasión yo opino exactamente igual que la sociedad española.

	Sobre el agujero de la corrupción, basta leer y escuchar los medios de comunicación para tener conocimiento de su expansión en todos los niveles del Estado, central, autonómico y local, y de cómo salpica a todos los partidos políticos que han tenido o tienen responsabilidades de gobierno en cualquiera de los tres niveles citados.

	Sobre el agujero del despilfarro, basta recordar el conjunto —que, además, es creciente— de subvenciones, subsidios, ayudas, etc., concedidos por las más variopintas circunstancias para confirmar que cada vez es más cierto lo que dijo Milton Friedman cuando afirmó que cada vez se cobran más impuestos a los que trabajan para hacer más regalos a los que no trabajan.

	Bien, el caso es que, como síntesis de la exposición del presente apartado, debe exponerse que el sistema tributario español no cumple el principio impositivo de justicia que figura en el artículo 31.1 de la Constitución.



	



	 

	 

	 

	 

	I.7. Cumplimiento del principio de igualdad

	 

	 

	Recordando el artículo 31.1 de la Constitución:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	Estamos ante la primera ocasión en la que toca analizar el cumplimiento de un principio impositivo que figura así citado en la Constitución. No es por tanto necesario incluirlo en la lista de los principios constitucionales, pues viene ya incluido de origen. De manera que:

	 

	GENERALIDAD
   SUFICIENCIA
      CAPACIDAD 
         SISTEMATIZACIÓN
            JUSTICIA
               IGUALDAD
                  PROGRESIVIDAD
                     NO CONFISCATORIEDAD


	 

	Mira que la palabra igualdad evoca sentimientos atractivos, pero es un hecho que evocándola se han llevado a cabo históricamente auténticas atrocidades, la mayor de todas, la millonada de asesinatos cometidos con la guadaña del socialismo real.

	Volviendo a lo nuestro, y acudiendo de nuevo a la RAE, encontramos dos acepciones que pueden utilizarse en el ámbito tributario. Según la primera, igualdad significa «equivalencia entre dos cantidades o expresiones»; según la segunda, es el principio que reconoce a todos la misma capacidad ante la ley.

	La segunda de las acepciones aplicada al ámbito tributario tiene su proyección en el derecho tributario formal, conjunto de normas que regulan los procedimientos de aplicación de los tributos, lo que la excluye del objetivo de nuestro análisis.

	Nos queda exclusivamente la primera (equivalencia entre dos cantidades). Sería ilógico pensar que el artículo 31.1 de la Constitución dirigiera el sistema tributario español a una configuración en la que todos los españoles pagásemos la misma cantidad o igual importe de impuestos. Y, además, sería una recomendación incompatible con los principios constitucionales de capacidad y de justicia (este en una de las acepciones que hemos considerado) que ya hemos analizado (también lo sería con el de progresividad que está por analizar).

	Tal como hemos visto en apartados anteriores, los principios de capacidad y de justicia requieren que la carga fiscal exigida a cada individuo resulte distinta para individuos con posibilidades diferentes, cuestión que conduce necesariamente a interpretar el principio constitucional de igualdad en la forma en la que ha sido tradicionalmente concebido por los hacendistas y que se resume coloquialmente así: «Tratar de manera igual a los iguales y de manera desigual a los desiguales».

	Sobre la segunda parte de la frase no cabe matiz alguno. Considerados los individuos de dos en dos, el principio de igualdad obliga a que sea más exigido aquel que es favorecido en la desigualdad o aquel que dispone de una mejor situación económica previa. Como vemos, el principio de igualdad no obliga a nada que no resulte ya obligado por los principios de capacidad y de justicia.

	Sin embargo, la primera parte (tratar de manera igual a los iguales) sí requiere ser matizada. Es así porque, de llevarse a su extremo máximo o más radical, el principio de igualdad sería incompatible con la estructura del Estado moderno, presente en la generalidad de los países, donde existe un grado, mayor o menor, de descentralización, que sería imposible con la visión radical de la frase «Tratar de manera igual a los iguales».

	Así sucede también en España, pues nuestra Constitución instaura el Estado autonómico, reconociendo un nivel considerable a las comunidades autónomas (y, en menor medida, también a los municipios), de manera que, si se entendiera que tratar de manera igual a los iguales implica que la fiscalidad soportada por cualquier español ha de ser exactamente la misma con independencia del territorio en el que resida, se estaría negando la descentralización territorial instaurada constitucionalmente y, en definitiva, propugnando la vuelta al estadio absolutamente centralista del Estado.

	Desarrollando más lo anterior, la visión reduccionista del principio de igualdad conduciría a que ninguna comunidad autónoma tuviera competencia normativa para regular ningún tributo, pero también a que toda capacidad normativa desapareciera de los ayuntamientos. Esto quiere decir que, por ejemplo, el tipo de gravamen del IBI tendría que ser el mismo en los más de 8.000 municipios existentes en España; y todavía más, que la actualización de los valores catastrales, parámetro respecto al que se determina la base del IBI, se realizara simultáneamente en todos los municipios españoles. Es obvio por lo expuesto que la visión reduccionista del principio de igualdad no solo es incompatible con la propia Constitución, sino que, además, va contra la lógica.

	Por si fuera poco lo anterior, sucede que la propia Constitución confirma de modo evidente que considera compatible el principio impositivo de igualdad con la existencia de competencias diferenciadas entre los distintos territorios. Lo hace al recoger el primero en su artículo 31.1 y al reconocer los derechos históricos de los territorios forales, motivo por el que, como sabemos, en España existen 15 comunidades autónomas de régimen fiscal común y otras dos de régimen fiscal foral (Navarra y País Vasco).

	Descartada definitiva y contundentemente la visión reduccionista del principio impositivo de igualdad, merece la pena detenerse todavía un cierto tiempo en realizar alguna precisión más sobre el alcance de dicho principio impositivo.

	Así, al descartar la visión reduccionista, hemos aceptado que el principio de igualdad sea compatible, por ejemplo, con la situación en la que dos españoles con idéntica situación económica sufran una carga impositiva distinta según la comunidad o el municipio en el que residan. Esta aparente paradoja se resuelve considerando que la diferenciación expuesta no resulta obligatoria e inevitablemente por el diseño del sistema tributario, pues, de ser así, claro que se incumpliría el principio de igualdad; por el contrario, proviene del diferente modo en el que cada comunidad o cada municipio utilizan la autonomía que les reconoce la Constitución, como sucede en cualquier ámbito distinto al tributario, sin que nadie cuestione que esto suponga la ruptura del principio general de igualdad de los españoles ante la ley.

	A mi entender, la clave radica en que, por estar en un sistema democrático, son los residentes en cada comunidad o municipio los que eligen a sus respectivos gobiernos regionales o municipales. A partir de ahí, y referido a cualquier ámbito, también al tributario, se constata la proyección del principio constitucional de igualdad, pues todos los españoles, residan donde residan, tienen igualdad a la hora de poder elegir entre los diferentes modelos tributarios, autonómico o municipal, que se les ofertan en los respectivos procesos electorales.

	Alcanzado el punto al que hemos llegado, constatar si en el sistema tributario español se trata igual a los iguales y de modo desigual a los desiguales implica la referencia a las múltiples comparaciones internacionales posibles, cuestión ya abordada en al apartado anterior relativo al principio de justicia, por lo que, evitando al lector la reiteración de argumentos, me limito a dar alguno adicional.

	Así, es contrario a la igualdad dar en el IRPF un tratamiento desigual a los rendimientos del trabajo y a algunos del capital respecto al resto de los rendimientos del capital. Es contrario a la igualdad dar un tratamiento desigual al beneficio obtenido en la venta de inmuebles según la fecha de su adquisición. Es contrario a la igualdad dar un tratamiento desigual al rescate de los planes de pensiones según la fecha en la que se realizaron las aportaciones. Es contrario a la igualdad dar un tratamiento desigual al dinero destinado a la adquisición de la vivienda habitual según la fecha en la que fue adquirida. Y así sucesivamente.

	Junto a lo expuesto ahora, la igualdad de trato fiscal ha sufrido en España tres agresiones de enorme dimensión económica y ética. Me refiero a las tres amnistías fiscales que, con diferente instrumentación y respectivas denominaciones eufemísticas, trataron de disimular lo que eran y se saltaron a la torera el principio constitucional de igualdad en materia tributaria.

	La primera tuvo lugar en 1985 con Felipe González de presidente y Miguel Boyer de ministro y, a través de ella, se conoció y consintió la tenencia de dinero no declarado a la Hacienda pública (ni al obtenerlo ni al mantenerlo) con tal de que fuera prestado al Estado a bajo interés mediante los famosos pagarés del tesoro. En la misma ley se idearon los famosos activos fijos con retención en origen (AFROS), instrumentos de inversión que permitían blanquear dinero negro pagando lo que más o menos equivalía a su tributación en el IRPF (mediante una retención del 45%) pero con exoneración de cualquier sanción por su ocultación previa.

	Las dos medidas carecían de cualquier ética y constituyeron un monumento a la desigualdad tributaria. Se daba una oportunidad de esquivar la aplicación de las normas sancionadoras previstas en la legislación tributaria a aquellos contribuyentes que venían ocultando al fisco sus rentas y/o sus patrimonios. El escándalo interno que, por vergüenza y dignidad, se produjo en determinadas áreas del propio Ministerio de Hacienda provocó la dimisión del que era entonces secretario de Estado de Hacienda, José Víctor Sevilla, que dio lugar al encumbramiento de José Borrell, que lo sustituyó.

	La segunda acaeció en 1991, siendo también Felipe González presidente y, en este caso, Solchaga ministro de Hacienda. Se emitió la llamada deuda pública especial, cuyo tipo de interés (2% anual) era considerablemente inferior al de mercado, y se animó de modo insistente a que la suscribieran aquellos que mantuvieran dinero negro, prometiéndoles la más absoluta inacción del fisco respecto al origen del dinero empleado en la suscripción.

	De nuevo, la desigualdad de trato hacia los contribuyentes fue escandalosa, favoreciendo el fisco de manera indigna a los que habían incumplido sus obligaciones tributarias.

	Años después fue Zapatero el presidente que se sumó a la práctica de amnistiar a los contribuyentes incumplidores. Sucedió en 2010 con Elena Salgado de ministra de Hacienda. El Gobierno tuvo conocimiento fehaciente de un número determinado de contribuyentes que mantenían dinero en cuentas bancarias en Suiza que nunca se había declarado ante la Hacienda pública y,, en vez de aplicar la legislación tributaria (realizar las comprobaciones necesarias, regularizar la situación de los afectados y proceder a la imposición de las correspondientes sanciones), decidió enviarles una amable carta invitándoles a que se pusieran al día con el fisco. Suponía concederles una oportunidad extra lege de la que no disfruta ningún contribuyente español que resulta pillado en cualquier falta por el fisco.

	La desigualdad de trato y, por tanto, el incumplimiento del principio impositivo de igualdad, volvió a ser clamorosa, pero en esta ocasión, con mayor gravedad que en las dos anteriores, dado que en esta el trato desigual se dirigió a favor de un número concreto de personas perfectamente identificadas, de las que se conocían sus nombres y apellidos.

	Por este motivo, la desigualdad tributaria acordada por Zapatero y Salgado constituye la más ignominiosa de todas las amnistías fiscales instrumentadas en España.

	Llegamos por fin a la cuarta y última, que, por ser la más reciente, seguro que resulta la más recordada. Tiene lugar con Mariano Rajoy en la presidencia del Gobierno y con Cristóbal Montoro al frente del Ministerio de Hacienda (en su segunda etapa). Este ideó la denominada declaración tributaria especial, por la que cualquier contribuyente que hubiera ocultado al fisco ingresos y patrimonio podía ponerse al día sin más que pagar una sola vez un 10% de los ingresos que hubiera ocultado y, por supuesto, sin que le fuera impuesta sanción alguna.

	La violación del principio de igualdad volvía a ser flagrante. Cualquier contribuyente cumplidor que había pagado al fisco por sus ingresos hasta prácticamente el 50% y aquellos que habían incumplido se ponían al día con el pago de un exiguo 10%. Más aún: a aquellos que no habían cumplido y habían sido descubiertos por la AEAT se les hacía pagar el citado 50% en la liquidación administración junto con una sanción del 150% sobre la cuota resultante. Frente a esto, los amnistiados por Montoro saldaron sus cuentas con el raquítico 10% reseñado.

	Semejante desigualdad de trato significó, como las tres amnistías anteriores, una conducta escandalosamente indigna del fisco español, un atentado a la ética y un fraude descomunal a los millones de contribuyentes españoles que cumplen religiosamente con la pesada carga fiscal que se les exige. Por lo que aquí interesa especialmente, supuso quebrantar flagrantemente el artículo 31.1 de nuestra carta magna como acertadamente ha dejado expuesto el Tribunal Constitucional con la sentencia en la que ha declarado la inconstitucionalidad de la amnistía de Montoro.

	Habrá constatado el lector que el único presidente de Gobierno que no ha salido retratado es José María Aznar, porque fue el único que no cometió la tropelía de aplicar amnistía fiscal alguna. Y hay que hacer una mención a Adolfo Suárez, pues él tampoco sale, pero debe constar que en su etapa también fue aplicada una amnistía fiscal. Eso sí, ocurrió antes de aprobarse la Constitución, por lo que no se puede imputar, como a González, a Zapatero y a Rajoy, haber violentado el principio impositivo de igualdad mandatado constitucionalmente.

	El breve relato de la auténtica historia negra del fisco español que constituyen las sucesivas cuatro amnistías fiscales emborrona su legitimidad de ejercicio ante varias generaciones de contribuyentes. No en balde, con la acumulación de su respectiva aplicación, son prácticamente 20 años los que han quedado marcados por la afrenta de una injustificable y antiética desigualdad perpetrada en cuatro plazos.

	Contradiciendo a Carlos Gardel, es incierto que 20 años no son nada. Suponen prácticamente la mitad del periodo que lleva vigente la obligatoriedad constitucional del principio impositivo de igualdad (desde 1979 hasta nuestros días). Que esa mitad del citado periodo esté manchada por la legalización de la desigualdad tributaria resulta una fechoría insoportable.

	Que, además, la fechoría fuera cometida en unas páginas del Boletín Oficial del Estado redactadas en el caserón de la calle de Alcalá (antigua Casa de la Aduana) en la que trabajan los cerebros pensantes de la fiscalidad española constituye un especial agravante. Es fácil imaginar la vergüenza que debieron pasar los preciosos relojes de la magnífica colección allí ubicada y la desesperación que debieron sufrir los frescos pintados por Goya cuando desde el techo del salón Carlos III fueron testigos de la preparación de las cuatro innobles tropelías que se cometieron.

	Pido perdón al lector y solicito su indulgencia por esta pequeña concesión a la nostalgia, fruto de la rabia contenida que me produce recordar los cuatro episodios relatados, que, repito, constituyen la historia negra, negrísima, de la Hacienda pública española.

	Y, recuperando el hilo argumental del apartado, es inevitable que la suma de lo expuesto a lo largo de su desarrollo determine que el principio impositivo de igualdad que reconoce la Constitución ha sido reiterada y recurrentemente incumplido por el sistema tributario español.

 

	 

	 

	 

	I.8. Cumplimiento del principio de progresividad

	 

	 

	Recordando una vez más el artículo 31.1 de la Constitución:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	Puede verse que el de progresividad es, junto con el de igualdad, uno de los dos principios impositivos que son citados en tal condición en nuestra Constitución. Su incorporación a nuestra lista no puede ser discutida:

	 

	GENERALIDAD
   SUFICIENCIA
      CAPACIDAD 
         SISTEMATIZACIÓN
            JUSTICIA
               IGUALDAD
                  PROGRESIVIDAD
                     NO CONFISCATORIEDAD


	 

	Evidentemente, la progresividad no es sino la cualidad que atesora aquel o aquello que es progresivo, término del que constan dos acepciones en el diccionario de la RAE. La primera va destinada claramente a las personas, por lo que debemos quedarnos con la segunda: «Que progresa en cantidad o en perfección».

	Sin duda, la progresividad fiscal reseñada en la Constitución como orientación obligada de nuestro sistema fiscal no va referida a la perfección, sino al progreso (aumento) de la cantidad de impuesto exigido.

	Es en el sentido anterior como viene siendo entendido de manera unánime por los estudiosos de la Hacienda pública, quienes consideran que, referido a un impuesto, este es progresivo si la cantidad que exige como pago aumenta (progresa) en mayor medida (proporción) que la base tributaria (imponible o liquidable) sobre la que se calcula.

	En definitiva, para que un impuesto atesore la condición de progresividad, se precisa que la proporción entre la cuota y la base aumente (progrese) conforme vaya incrementándose la segunda.

	La técnica matemática para conseguir lo anterior consiste en la utilización de varios tipos de gravamen que, ordenados de menor a mayor, van aplicándose a diversos tramos de la base, también ordenados de menor a mayor. Se configuran así las llamadas escalas progresivas de tipos o tarifas progresivas de impuestos.

	Así concebida, puede percibirse que la progresividad de un impuesto constituye una profundización en la aplicación del principio impositivo de capacidad económica, que se vería cumplido con la mera aplicación de un tipo único, pues la proporción que este supone sobre la base tributaria ya hace crecer la cuota del impuesto conforme crece aquella, cumpliéndose siempre que, a mayor base, mayor cuota. Por tanto, se está modulando el importe de impuesto que se exige en función del parámetro que mide la capacidad económica revelada que origina la exigencia del impuesto, que es la base, de manera que, a mayor capacidad, mayor importe de impuesto a pagar.

	La aplicación del principio de progresividad cumple la condición anterior pero, como anticipábamos, va más lejos, pues lo que exige no es que a cada aumento de base le siga un incremento de cuota, sino que a cada aumento de base le siga un incremento de la cuota proporcionalmente mayor o, lo que es lo mismo, que conforme aumenta la capacidad económica gravada, crezca en mayor medida (proporción) el importe del impuesto exigido.

	A partir de aquí surge una cuestión relevante: ¿es necesario que todos y cada uno de los impuestos tengan carácter progresivo para que el sistema tributario cumpla esta condición o principio? Existe unanimidad entre los hacendistas en dar una respuesta negativa a la pregunta anterior y, por el contrario, en considerar que es suficiente con que uno o varios de los impuestos tengan dicha condición para considerar que un sistema tributario atesora el principio de progresividad en su conjunto; eso sí, siempre que el impuesto o los impuestos progresivos tengan una relevancia recaudatoria significativa.

	La postura de no exigir el carácter progresivo en la totalidad de los impuestos tiene una lógica aplastante porque lo contrario (su exigencia) conduce a un absurdo que, además, provocaría un alejamiento o abandono del principio de capacidad, como quedará explicado en los párrafos que siguen.

	En efecto, resulta lógico aplicar una tarifa progresiva en los impuestos directos, sobre todo en los que gravan la renta y el patrimonio personales, pues en ambos casos se somete a tributación la totalidad de la renta o del patrimonio del contribuyente. Ambos parámetros son indicadores óptimos de la capacidad global de un individuo, por lo que gravarlos progresivamente constituye una correcta profundización del principio que obliga a modular la exigencia tributaria en función de la capacidad económica o de pago del obligado a pagar. No sucede lo anterior en los impuestos que gravan las adquisiciones realizadas a título gratuito (ISD), pues en este supuesto lo gravado no es la capacidad global de la que se dispone, sino que la base del impuesto mide tan solo el aumento de capacidad que se ocasiona con la adquisición realizada que se realiza lucrativamente.

	Pensemos en dos individuos con una gran diferencia de capacidad económica entre ellos: el primero con una renta y un patrimonio notablemente superiores a los del segundo. Ahora pensemos que ambos reciben la herencia de su padre o de su madre, resultando que el importe de lo heredado por el segundo es mayor que lo recibido por el primero. De aplicarse una tarifa progresiva en el ISD —como lamentablemente sucede en España—, la proporción del importe heredado que se llevará el fisco será mayor en el caso del contribuyente con menor capacidad económica (el segundo) y menor en el caso del individuo que dispone de mayor capacidad de pago (el primero). La incongruencia es palmaria. Aplicar una tarifa progresiva en el ISD daña de manera innegable el principio de capacidad económica.

	Como hemos anticipado, el citado daño se produce en el sistema tributario español, en el que, inadecuadamente, se aplica una tarifa progresiva en el impuesto. La propia ley que lo regula lo reconoce de modo implícito al establecer un coeficiente corrector que aumenta la cuota inicialmente calculada por la aplicación de la tarifa en función del importe del patrimonio previo del heredero o donatario: si se aplica una corrección, es que hay algo que corregir. Además, la aplicación del coeficiente corrector no corrige siempre el efecto nocivo que sobre el principio de capacidad tiene la aplicación de la tarifa progresiva; todo depende de los respectivos importes de lo que se adquiere y de lo que se tenía antes de la adquisición.

	Lo que acabamos de explicar supone un primer borrón al modo en el que se cumple el principio de progresividad en nuestro sistema tributario, pero no es el único.

	Hemos expuesto anteriormente que, en general, la progresividad resulta adecuada en los impuestos directos. Completamos esta afirmación con su complemento lógico: resulta inadecuada en los impuestos indirectos. Es obvio: la adquisición onerosa de un bien o derecho solo constituye una manifestación puntual, aislada y ocasional de la capacidad económica poseída por el que realiza la adquisición que puede guardar o no relación con su capacidad global de pago. Por dicho motivo, graduar progresivamente el impuesto exigido en función de una manifestación de capacidad exclusivamente puntual, aislada y ocasional carece de sentido y de progresividad e incluso puede llegar a ser regresivo.

	Como venimos haciendo en ocasiones, es conveniente recurrir a la técnica comparativa para ilustrar y apoyar la afirmación realizada. Pensemos de nuevo en dos individuos, el primero con una capacidad económica notablemente superior a la del segundo. Y ahora pensemos que ambos realizan la adquisición de un bien, derecho o servicio, siendo el importe de lo adquirido por el segundo superior al importe de la adquisición del primero. De aplicarse una tarifa progresiva en el correspondiente impuesto indirecto que grave la adquisición, el sistema estaría siendo más exigente con el segundo individuo (el de menor capacidad) que con el primero (el de mayor capacidad). No cabe mayor absurdo.

	El razonamiento utilizado conduce a la obligatoriedad de que en todos los impuestos indirectos (¡en todos!) se aplique un tipo de gravamen único que, eso sí, pueda variar según la naturaleza de lo adquirido, pero en ningún caso en función de su importe. Esto significa, expresado en los términos del principio impositivo que estamos analizando, que en los impuestos indirectos no se aplique nunca la progresividad, que el tipo aplicado nunca varíe según el importe de lo adquirido.

	Pero en el sistema tributario español sí se realiza lo anterior. Existen varias comunidades autónomas que han optado por diferenciar el tipo al que gravan en el impuesto sobre transmisiones patrimoniales las adquisiciones de inmuebles según el importe de la adquisición, aplicando tipos superiores a los de las adquisiciones realizadas a mayor precio e inferiores a los de aquellas cuyo precio es menor.

	Semejante aberración lógica y técnica, lejos de ser progresiva, puede llegar a ser escandalosamente regresiva. Vuelve a ser conveniente recurrir a la comparación interpersonal. Si el individuo con gran capacidad económica adquiere, como inversión, un pequeño apartamento y el que tiene una capacidad de pago mucho más modesta adquiere una vivienda de más importe, la aplicación de tipos diferenciados según el importe de lo adquirido provocará que se aplique un tipo más alto al segundo contribuyente que al primero. ¡Valiente progresividad!

	Pues bien, esta aberración lógica y técnica que puede conducir a casos tan regresivos como el ilustrado se aplica en algunas comunidades autónomas españolas, entre otras, Extremadura o la Comunidad Valenciana. En esta, por ejemplo, los tipos aplicables en el ITP al gravar la adquisición de inmuebles son del 4, 8 o 10% según el precio de la respectiva adquisición. Menuda barbaridad: si don Enrique Fuentes Quintana saliera de su tumba y se enterara, se volvía a morir.

	En cualquier caso, esta circunstancia constituye un segundo borrón al cumplimiento del principio de progresividad por parte del sistema tributario español.

	Tras haber analizado los dos borrones al principio de progresividad existentes, digamos que tanto en nuestro IRPF como en nuestro IP se aplican tarifas progresivas de tipos de gravamen. Es lógico, pues en ambos supuestos se grava la totalidad de la renta o del patrimonio. Lo ilógico es que siga existiendo este segundo impuesto que no se exige en ningún país de la Unión Europea. Pero esto es una cuestión aparte y se trata en otro momento.

	Como, además, tanto el número de contribuyentes como el resultado recaudatorio del IP tienen una importancia menor, lo relevante es observar cómo se realiza la aplicación del principio impositivo de progresividad en el IRPF, que, como sabemos, es el impuesto más importante de nuestro sistema tributario, pues representa aproximadamente el 40% de la recaudación total que obtiene anualmente la Agencia Tributaria.

	Expuesto lo anterior, y dado que en nuestro sistema tributario se aplican tarifas progresivas tanto en el IRPF como en el IP, podría parecer que se está cumpliendo el principio constitucional de progresividad. Sin embargo, es obligado manifestar que, al menos en el IRPF, se aplica la progresividad… de aquella manera.

	Así es, pocas cuestiones resultan tan escandalosamente defectuosas como la denominada progresividad del IRPF español. Y no es ya tanto por la existencia de tipos diferenciados para la base general y para la base del ahorro —que también— como por que la propia tarifa progresiva que se aplica a la base general del impuesto constituye un auténtico monumento a la deficiencia técnica y a la injusticia social. Semejante afirmación requiere una adecuada justificación, cuestión que pasamos a realizar de forma detallada.

	Para hacerlo, empezaremos por recordar cuál es la tarifa estatal aplicable a la base general del impuesto:
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	Como es sabido, esta tarifa coexiste con la tarifa autonómica aplicable en cada una de las comunidades autónomas, que fija cada comunidad utilizando para ello sus competencias normativas en el impuesto.

	El uso de esta competencia ha desembocado no ya en la aplicación de tipos diferentes según las diversas comunidades, sino también en la definición de distintos tramos de base en la tarifa.

	Por ello, y con una finalidad estrictamente operativa, vamos a considerar el supuesto hipotético de una comunidad que determinara su tarifa autonómica replicando exactamente la tarifa estatal. Esta hipótesis permite simplificar las operaciones matemáticas y por tanto el análisis sin suponer más que una desviación insignificante sobre la realidad.

	Según la hipótesis adoptada y enunciada, la cuota íntegra total (estatal y autonómica) correspondiente a la base general del impuesto se determinaría mediante la siguiente escala de tipos impositivos:
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	Debe observarse que esta tarifa total que hemos adoptado es el resultado de multiplicar la tarifa estatal por dos las columnas segunda, tercera y cuarta de la tarifa estatal.

	Por lo expuesto hasta ahora, es claro que aplicando a la base general de cualquier contribuyente la tarifa reflejada en el último cuadro se obtiene su cuota íntegra total (estatal y autonómica) de la base general.

	Llegados a este punto, hemos calculado la cuota íntegra total (estatal y autonómica), que se corresponde con 50 posibles importes de bases tributarias, siendo el de la primera 0 € y aumentando las siguientes de forma sucesiva en 12.450 € sobre la inmediata inferior. Y, obtenidas las correspondientes 50 cuotas, hemos calculado para cada una de las 50 bases consideradas el tipo medio resultante (cuota/base) / 100.

	Los respectivos tipos medios obtenidos en cada caso representan el porcentaje de la base tributaria que, si es el caso, se paga al fisco, es decir, la carga fiscal exigida al contribuyente.

	Es obvio que el principio de progresividad exige que dicha carga fiscal (el citado tipo medio) aumente conforme sea mayor la base tributaria.

	El resultado obtenido tras realizar nuestros cálculos es el siguiente:
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	Como puede comprobarse, la tabla anterior evidencia que en nuestro IRPF sí se cumple el principio de progresividad, pues ordenadas de menor a mayor las 50 bases del impuesto que hemos considerado, el tipo medio aumenta en todos los casos. Así sucede desde que, empezando por un 0% para una base de 0 € va creciendo hasta llegar a un 45,54% para una base de 610.050 € y, entre medias, un 23,43% para una base de 37.350 €, un tipo medio del 41,35% para una base de 298.800 € o del 44,76% para una base de 498.000 €, por citar varios supuestos intermedios.

	Los datos expuestos y, por extensión, todos los que figuran en la tabla anterior suponen que la cuota a pagar por el IRPF aumenta en mayor proporción que aquella en la que aumenta la base (refiriéndonos siempre a los rendimientos sometidos a la tarifa general), por lo es indudable que, efectivamente, se cumple el principio de progresividad.

	Sin embargo, una observación detenida de la tabla anterior permite descubrir que el ritmo de crecimiento del tipo medio de gravamen no es en absoluto constante. Ni siquiera está próximo a serlo. Antes al revés: resulta manifiestamente patente que la velocidad de su aumento decrece de manera notable. Vemos así que:

	- Al aumentar la base de 12.450 € a 24.900 €, el tipo medio crece un 1,22% (23,43-22,21%).

	- Al elevar la base de 37.350 € a 49.800 €, el tipo medio se incrementa un 2,88% (28,37-25,49%).

	- Al aumentar la base de 199.900 € a 211.650 €, el tipo medio crece un 0,37% (40,70-40,43%).

	- Al elevar la base de 398.400 € a 410.850 €, el tipo medio se incrementa un 0,16% (43,86-43,70%).

	- Al aumentar la base de 597.600 € a 610.050 €, el tipo medio crece un 0,07% (45,54-45,47%).

	Se percibe claramente que el aumento del tipo medio de gravamen sufre una ralentización considerable, pues partiendo de un crecimiento del 1,22%, que incluso se incrementa al 2,88%, alcanza después una zona de claro ralentí con incrementos cada menos relevantes (0,37, 0,16 y 0,07%).

	Los datos descritos constituyen ya un claro indicio de la existencia de disfuncionalidades graves en la progresividad del impuesto. No obstante, su plena confirmación resulta de representar gráficamente la curva de tipos medios.

	Así, si representamos gráficamente la evolución del tipo medio de gravamen (eje vertical) conforme aumenta (de 12.450 € en 12.450 €) la base del impuesto (eje horizontal), obtenemos la siguiente representación gráfica:
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	El gráfico no deja lugar a dudas. La curva discontinua que refleja la evolución del tipo medio de gravamen presenta una enorme variación en su pendiente, lo que pone de manifiesto que la intensidad de la progresividad del impuesto varía más que significativamente según el importe de la base, pudiéndose distinguir varias zonas.

	En una primera zona, hasta que la base del impuesto se sitúa en torno a 60.000 €, la pendiente de la curva es notablemente acusada, hasta el punto de aproximarse a una recta vertical. Esto quiere decir que hasta entonces la progresividad es tremendamente acusada. Pequeños incrementos de base provocan grandes aumentos del tipo medio de gravamen.

	En una segunda zona, que va desde el límite anterior (60.000 €) hasta que la base se aproxima a 180.000 €, la pendiente de la curva va suavizándose paulatinamente, lo que indica que va disminuyendo la progresividad con relativa rapidez. En esta zona, pequeños incrementos de base provocan aumentos moderados del tipo medio de gravamen.

	En una tercera zona, desde el límite superior de la anterior hasta que la base se sitúa alrededor de 400.000 €, la curva está considerablemente aplanada. Es decir, la progresividad es ya muy limitada. Pequeños incrementos de base provocan aumentos muy reducidos del tipo medio.

	Finalmente, en la zona final, cuando la base es superior a 400.000 €, la curva es ya prácticamente plana, con una pendiente próxima a 0, lo que significa que en esos niveles de renta el impuesto ha dejado de ser progresivo. Pequeños incrementos de base no tienen casi efecto sobre el tipo medio de gravamen.

	De lo descrito puede extraerse la siguiente síntesis o conclusión:

	La progresividad del IRPF es muy elevada para los primeros aumentos de la base del impuesto y posteriormente va moderándose de manera paulatina hasta prácticamente desaparecer.

	Esta conclusión evidencia que la progresividad aplicada en el IRPF, además de ser deficiente técnicamente, resulta absolutamente injusta porque a cualquier contribuyente la actual progresividad del IRPF le proporciona un castigo en relación con los contribuyentes que tienen menores ingresos y superior al premio que recibe respecto a los contribuyentes cuyos ingresos son superiores. 

	Las dos conclusiones enunciadas están debidamente acreditadas por los datos cuantitativos que hemos aportado y son fácilmente perceptibles en el gráfico anterior. No obstante, dada la relevancia de la cuestión, conviene profundizar en ello.

	Según los datos que figuran en el cuadro anterior y que están reflejados en el gráfico, puede percibirse que la injusta asimetría que hemos señalado golpea especialmente a aquellos contribuyentes cuyos ingresos se encuentran entre 30.000 € y 100.000 €. Es decir, la clase media integrada por profesionales liberales, cuadros medios y predirectivos de empresa, autónomos con cierto éxito, etc., es la que resulta especialmente perjudicada por la defectuosa progresividad de nuestro IRPF. Comparados con los individuos que tienen menos ingresos, estos sufren una progresividad tremendamente intensa. La carga tributaria que se les exige es mucho mayor. Por el contrario, comparados con los contribuyentes con ingresos superiores, la progresividad sufrida por estos resulta claramente atenuada, existiendo un aumento más moderado de la carga fiscal que se les exige.

	Por decirlo de otra manera: un contribuyente cuyos ingresos se encuentran entre 30.000 € y 100.000 € es tratado con una clamorosa asimetría: con una acusada desigualdad en su contra frente a los que tienen ingresos inferiores y con una menor desigualdad a su favor frente a los que tienen ingresos superiores. La situación descrita, que concurre para todos y cada uno de los contribuyentes cuyos ingresos se encuentran en el intervalo reseñado, es notoriamente injusta, y su causa estriba en la deficiente aplicación de la progresividad llevada a cabo en nuestro IRPF.

	Alcanzada la conclusión, podría pensarse que su causa viene originada por una recurrente incompetencia técnica que, desgraciadamente, acaece en todos los que han sido y son responsables del diseño legal del IRPF. No hay tal cosa; para nuestro pesar, la causa en infinitamente más grave. Vamos a poder comprobarlo con la prolongación del análisis que estamos realizando.

	Empecemos por preguntarnos —y responder— cuál sería una progresividad técnica y equitativamente adecuada o, lo que es lo mismo, cómo debería aumentar el tipo medio de gravamen resultante conforme crece la base del impuesto. La respuesta es sencilla: de manera lineal, es decir, que un aumento de base del mismo importe —12.450 € en el caso que estamos analizando— debería suponer siempre el mismo incremento en el porcentaje del tipo medio de gravamen resultante de aplicar la tarifa.

	La condición anterior tiene su correspondiente representación gráfica evidentemente en una línea recta y, por tanto, con una pendiente constante con independencia de la zona de base tributaria en la que nos encontremos.
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	Una tarifa progresiva con crecimiento lineal de los tipos de gravamen como la representada en este gráfico evitaría la asimetría antes descrita y, consecuentemente, la injusticia que acarrea.

	Es fácil imaginar que en este momento el lector se encuentre ciertamente incrédulo dada la descomunal diferencia existente entre las respectivas representaciones gráficas de la progresividad real y de la ideal.

	Espero que no lo sea por el desarrollo argumental, analítico y gráfico de la exposición, sino por otra cuestión más desconcertante: ¿cómo es posible semejante fallo técnico? ¿No tiene el Ministerio de Hacienda sesudos profesionales en su seno? ¿No se dan cuenta ellos del desatino que supone la actual tarifa del IRPF?

	Querido lector, como hemos anticipado, la respuesta es todavía peor. Claro que los funcionarios de Hacienda son sesudos profesionales y técnicos competentes. Claro que son conscientes de la aberración técnica que supone la tarifa del IRPF. Pero, como pasa casi siempre en el fisco (al menos en el español), el objetivo recaudatorio manda, la obtención de más y más ingresos ¡como sea! se impone a cualquier otra consideración, responda esta a la adecuación técnica, a la justicia o a la fidelidad en el cumplimiento del mandato constitucional del artículo 31.1.

	Así es. Todo, incluso el mandato constitucional de existencia de progresividad (lógicamente, que fuera justa y adecuada), resulta sacrificado en aras de aumentar la recaudación del IRPF. Todo se sacrifica para detraer a los individuos el mayor volumen posible de recursos.

	Para proporcionar una idea gráfica del efecto de recaudación o efecto de detracción que supone aplicar la defectuosa progresividad que se aplica en el IRPF, nada mejor que superponer las dos curvas representativas de la evolución del tipo medio de gravamen ante incrementos de la base que hemos reflejado separadamente.

	Así:
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	En negrita, la actual progresividad del IRPF.

	En gris, la progresividad lineal del IRPF.

	El gráfico refleja las dos curvas representativas de las dos modalidades de progresividad antes citadas. La línea roja representa la que sería una progresividad ideal (adecuada y justa) y la línea azul la progresividad real (inadecuada e injusta). La imagen que muestra simultáneamente las dos habla por sí sola. Y la enorme diferencia entre ambas indica de manera muy expresiva el efecto-recaudación o efecto-detracción que obtiene el fisco español merced a la defectuosa progresividad que contiene la tarifa de tipos de gravamen del IRPF. No obstante, no está de más una somera explicación.

	1.º) El tipo máximo del impuesto, llamado tipo marginal (49%), se encuentra prácticamente en el límite de lo que es admitido en el ámbito internacional sin ser considerado confiscatorio a partir de la conocida sentencia del Tribunal Constitucional alemán que cifraba en el 50% el tipo máximo aplicable en el impuesto personal sobre la renta dado el múltiple número de otros impuestos (directos e indirectos) que debía pagar un contribuyente.

	2.º) El citado tipo máximo aplicado actualmente en España para los niveles de renta superiores a 300.000 € determina que los tipos medios resultantes sean necesariamente inferiores. Como hemos visto en los cuadros anteriores, con una base de 610.000 €, el tipo medio que resulta es del 45,54%.

	3.º) Lo anterior determina que la recaudación (la detracción) por el IRPF no puede ser aumentada con incrementos del tipo marginal del impuesto.

	4.º) Por lo expuesto, para aumentar la recaudación (la detracción) el único recurso que le queda al fisco español es aplicar consciente y deliberadamente una tarifa del impuesto claramente defectuosa e injusta que incorpore la asimetría antes descrita.

	5.º) El efecto logrado puede visualizarse así:

	•      De aplicarse una tarifa con productividad lineal, la recaudación (la detracción) obtenida sería la representada por el área comprendida entre la línea roja y el eje horizontal.

	•      Al aplicar la defectuosa tarifa que se aplica, la recaudación (la detracción) que se obtiene es la representada por el área comprendida entre la línea azul y el eje horizontal.

	•      Esto quiere decir que la recaudación (la detracción) obtenida de manera innoble por la aplicación consciente y deliberada de una tarifa defectuosa e injusta está representada por el área comprendida entre la línea azul y la línea roja.

	•      Es evidente que la dimensión del efecto logrado es considerable; de ahí que nuestro fisco recurra a semejante tropelía. Como hemos señalado con carácter previo, todo vale para recaudar (detraer) recursos de los individuos.

	Ya dispone el lector de la explicación del porqué se aplica en el IRPF español una progresividad tan defectuosa técnicamente y que resulta tan injusta, en especial para los contribuyentes que integran lo que puede considerarse la clase media.

	En mi opinión, lo que acabo de explicar constituye un hecho de extraordinaria gravedad y con unas consecuencias materiales de dimensiones colosales. Debe recordarse que, como hemos señalado previamente, el IRPF es el impuesto que más contribuye a la recaudación total de nuestro sistema tributario y que, además, debería ser (junto con el marginal IP, que debería desaparecer) el único impuesto que implementara la progresividad tributaria proclamada en la Constitución. Pues bien, considerando ambas circunstancias, cabe constatar que el diseño legal del IRPF en lo que se refiere a función de dotar al sistema tributario de la progresividad constitucionalmente alentada está absolutamente viciado por la más prosaica finalidad de recaudar más ¡como sea! Resulta más que desalentador, y evidentemente incide en un aspecto al que ya nos hemos referido en varias ocasiones: la escasa, escasísima, legitimidad de ejercicio de nuestro fisco.

	Sin duda. En absoluto vamos a discutir aquí la legitimidad de origen del fisco español. La tiene concedida constitucionalmente, pero su habitual modus operandi determina que su legitimidad de ejercicio se encuentre en un nivel freático.

	Poco o nada hay que añadir a la exposición que ya se ha realizado. Solo cabe confirmar que, por la inadecuada aplicación de la progresividad en impuestos que no deberían ser progresivos y por la considerable aberración técnica (regresiva) aplicada en el único que debería ser progresivo, nuestro sistema tributario incumple de manera palmaria el principio impositivo de progresividad contenido en el artículo 31.1 de la Constitución.

 

	 

	 

	 

	I.9. Cumplimiento del principio de no confiscatoriedad 

	 

	 

	Reproducimos una vez más el artículo 31.1 de la Constitución:

	 

	«Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo, inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio».

	 

	La prohibición constitucional consistente en que el sistema tributario español pueda ser confiscatorio no se refleja en la Constitución en un principio, pero se expresa con una claridad y una contundencia («en ningún caso») difícilmente superables. Consecuentemente, se debe incorporar al grupo de los principios constitucionales en materia tributaria.

	 

	GENERALIDAD
   SUFICIENCIA
      CAPACIDAD
         SISTEMATIZACIÓN
            JUSTICIA
               IGUALDAD
                  PROGRESIVIDAD
                     NO CONFISCATORIEDAD


	 

	Si, como hasta ahora, iniciamos nuestro análisis acudiendo al diccionario de la RAE, encontramos que confiscatorio (lo que no puede ser el sistema tributario español) es lo relativo a confiscación, que es la «acción y efecto de confiscar», y que este verbo significa «penar con privación de bienes que son asumidos por el fisco».

	Así, entendida literalmente la única acepción que da la RAE al verbo confiscar, nos encontraríamos con que, sin más, absolutamente todos los impuestos son confiscatorios porque, y no pueden caber dudas, cualquier impuesto supone privar al contribuyente de un bien (el importe dinerario de la cuota tributaria) que era suyo hasta que tiene lugar su exacción.

	Parece claro que es obligado restringir el concepto de confiscación, pues de no hacerlo estaríamos abocados a calificar el final del artículo 31.1 de absurdo integral, toda vez que estaría prohibiendo que fuera confiscatorio un sistema (el tributario) que, de acuerdo con la acepción no restringida, constituiría en sí mismo una confiscación.

	Con el fin enunciado, si buceamos en la historia de la teoría de la Hacienda pública, encontramos dos acepciones del término confiscación, una más antigua y otra más actual.

	En la concepción más añeja se consideraba confiscatorio el impuesto que en su exacción obligaba a pagar una cantidad de dinero que excedía del importe del objeto imponible que estaba gravando.

	Según esta consideración tradicional, un impuesto que grave la renta personal es confiscatorio cuando obliga a pagar al fisco una cifra superior a los ingresos obtenidos. Por su parte, la confiscatoriedad se daría en un IP cuando la cantidad a pagar fuera mayor que el valor del patrimonio gravado. Por último, un impuesto que grave el consumo o gasto sería confiscatorio si el importe exigido por el fisco es mayor que la cifra gastada en consumir.

	Esta concepción evolucionó en lo que respecta a los impuestos que gravasen el patrimonio, pasando a considerar que también eran confiscatorios los que no pudieran ser pagados con los ingresos de origen patrimonial (p. ej., la antigua leva sobre el capital). Pese a lo positivo de esta evolución, por extender el concepto de confiscatorio y, en consecuencia, resultar más favorable para el contribuyente, lo cierto es que su solvencia técnica no era excesiva. Era así porque, en definitiva, hacía depender la existencia o inexistencia de confiscación del mayor rendimiento que el contribuyente fuera capaz de obtener de su propio patrimonio.

	En cualquier caso, dado que los sistemas tributarios evolucionaron hacia un estadio en el que existe una multiplicidad de impuestos, el concepto de confiscación también evolucionó, surgiendo la que hemos denominado concepción más moderna de la confiscación tributaria. Según esta, la confiscación es aquella situación en la que el individuo gravado no puede hacer frente con sus ingresos al pago del conjunto de impuestos que se le exigen, viéndose obligado a reducir su patrimonio para cumplir las exigencias del fisco.

	Como vemos, cabe la utilización de dos acepciones de confiscatoriedad. Lo grave del asunto es que, en cualquiera de los dos casos, el sistema tributario resulta confiscatorio, tal como quedará evidenciado. Pero eso será después de realizar una incursión en el contexto social del asunto que se está analizando.

	En la dirección apuntada, debe constatarse que quedará para los anales de la historia del respeto de algunos de nuestros políticos a la Constitución la actuación de Pablo Iglesias en la campaña electoral de abril de 2019. Recordarán los lectores que, en todos los debates televisados —en todos—, el líder de Podemos (creo recordar que entonces aún no se llamaba Unidas Podemos) hizo el numerito de salir acompañado de un pequeño texto de la Constitución. Y en todos (todos, todas, todes, que diría su pareja, Irene Montero), para explicar la política tributaria que propugnaba su formación política, buscó el momento de leer el artículo 31.1 del texto constitucional. Ahora bien, al leerlo, Iglesias procedió reiteradamente a su mutilación, toda vez que siempre omitió la frase «que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio» con la que finaliza el citado precepto.

	Como no fue una vez, sino varias (en realidad, en todas las ocasiones en las que tuvo a bien repetir la escenificación o el numerito), es evidente que, también en materia fiscal, Iglesias y su formación leen e interpretan la Constitución a su manera. Les vale lo que les gusta (igualdad y progresividad, aunque esta se aplique de la manera innoble con la que es aplicada) y no les vale lo que les disgusta (la prohibición de la confiscatoriedad).

	Lo descrito no es una mera anécdota pues, desbordando el ámbito de lo anecdótico, resulta ciertamente representativo de la posición que en materia de política fiscal mantiene en España la izquierda de la izquierda. Así, además de la tergiversación constitucional antes mencionada, en mi opinión quedó claro que Podemos está dispuesto —aún más, pretende— a que, mediante el sistema tributario, se confisque a los españoles parte de su patrimonio, pero, claro, sería a los que ellos llaman ricos porque, en su criterio, la confiscación debe constituir un avance social más.

	La relevancia de la cuestión no alcanzaría la extrema gravedad que tiene si la formación que lideró Iglesias no formara parte de la coalición que gobierna España. Pero habiendo morados en las sillas del Consejo de Ministros y necesitando el PSOE sus votos en el Congreso de los Diputados, el absoluto desprecio de Podemos hacia el principio constitucional de no confiscatoriedad resulta ciertamente alarmante, sobre todo porque, como vamos a exponer, en el sistema tributario español está ya presente la confiscación, por lo que, aumentando esta aún más, el incumplimiento del principio constitucional resultaría ya groseramente punitivo.

	Hemos afirmado que la confiscación existe ya en nuestro sistema fiscal, y en efecto así es, tanto en la acepción antigua del término como en la moderna. Empezando con la primera y con el ejemplo más escandaloso, hay que referirse al régimen liquidatorio y sancionador vinculado a la declaración tributaria de bienes y derechos en el exterior, que el Tribunal Europeo de Justicia ha anulado recientísimamente al tiempo que se corregían las pruebas de este libro.

	El citado régimen (liquidatorio y sancionador) vinculado a la declaración informativa que fue ideado por Cristóbal Montoro y aplicado inicialmente por el Gobierno de Rajoy y después por el de Pedro Sánchez es:

	1.º) Considerar, sin admisión de prueba en contrario, que cualquier bien o derecho no declarado en el modelo 720 (popularizado como identificativo del engendro jurídico y tributario que constituye la regulación de la obligación informativa de poseer bienes y derechos en el exterior) se considera renta no declarada por el contribuyente obligado a cumplimentar y presentar el citado modelo.

	2.º) Imputar la citada renta que se considera no declarada al ejercicio más antiguo entre los no prescritos, y hacerlo mediante una presunción que no admite prueba en contrario.

	Esta presunción (iuris et de iure) es claramente un exceso legal inadmisible, un abuso jurídico insoportable. Pase que se considere renta el importe o valor del bien o derecho no declarado, pero que no se admita la prueba aportada por el contribuyente que pueda acreditar que la adquisición del bien o derecho es lo suficientemente antigua para haberse realizado en ejercicios ya prescritos es inadmisible. Supone obviar la realidad y someter a los individuos a una tributación artificial y artificiosa diseñada de modo antijurídico a capricho del legislador y sin más objetivo que detraer recursos al contribuyente del modo que sea.

	Pero aún más. La imputación de la renta al ejercicio más antiguo entre los no prescritos es otro abuso del fisco porque quiebra la habitual y lógica imputación de una renta no declarada al ejercicio en el que se descubre. Pero, claro, imputarlo como se hace en el régimen del 720 al ejercicio más antiguo posible supone provocar artificialmente el devengo de intereses de demora durante un periodo de cuatro años.

	3.º) Imponer una sanción del 150% sobre la cuota resultante del IRPF tras la imputación explicada anteriormente.

	4.º) Imponer sanciones de carácter fijo (cuantías predeterminadas) por cada dato omitido.

	La lectura de los cuatro puntos expuestos proporciona una visión suficientemente clara del carácter abusivo del régimen liquidador y sancionador vinculado a la obligación del modelo 720. Pero, por lo que interesa y aquí ahora, es obligatorio afirmar que se trata de un supuesto de flagrante confiscación.

	En efecto, la imputación en el IRPF del valor del bien o derecho no declarado determinará una tributación superior al 45%, tipo que se alcanza con tal de que la base del impuesto sea superior a 60.000 €. Luego, en concepto de cuota del IRPF, al contribuyente afectado se le exigirá el 45% del valor de su bien en el exterior.

	Puesto que la sanción es el 150% de la cuota resultante de la imputación, tendremos que el importe de la sanción será el 67,5% del valor del bien: 45% × 150% = 67,5%

	De manera que la suma de cuota y sanción será del 112,5% del valor del bien o derecho no declarado: 45% + 67,5% = 112,5

	Por si fuera poca la dimensión ya alcanzada de lo enunciado hasta ahora (exigencia del 112,5% del valor del bien o derecho), hay que sumarle los intereses de demora artificialmente devengados (por lo anteriormente explicado), que aproximadamente serán un 15% del valor del bien: 3,75% × 4 = 15%

	Siendo la suma de cuota, interés y sanción un 127,5% de lo que valga el bien o derecho que no fue declarado en su día: 112,5% + 15% = 127,5%

	Y el porcentaje obtenido (127,5% del valor del bien) tiene un carácter de mínimo, pues aún se le deben añadir las sanciones que, por importe fijo, se imponen por los datos omitidos (hasta 5.000 € por cada dato).

	Una vez recuperados de la sorpresa, del susto y del estupor, es obligado convenir que el régimen vinculado a la obligación del 720 es flagrantemente anticonstitucional por resultar indubitablemente confiscatorio. Se exige al contribuyente infractor más de un 127,5% del valor del bien sobre el que ha cometido la infracción administrativa de no declararlo a la Hacienda pública.

	Aunque parezca mentira, en un país democrático (España) constituido en Estado de derecho y cuya Constitución prohíbe el carácter confiscatorio del sistema tributario, la aberrante y anticonstitucional norma del 720 ha estado vigente diez años, de 2013 a 2022, por mor y gracia de Cristóbal Montoro, inventor del engendro y su primer aplicador, y de María Jesús Montero, su entusiasta sucesora en la aplicación del bodrio. Ambos con la anuencia de sus respectivos presidentes de Gobierno (Mariano Rajoy y Pedro Sánchez).

	Pero por si fuera poco, al inconcebible y anticonstitucional régimen de liquidación y sanción vinculado al modelo 720 se le añade la inconcebible imprescriptibilidad incluida en la norma porque, como hemos anticipado, no se concede al contribuyente afectado por su aplicación la posibilidad de demostrar que el bien no declarado le pertenece desde hace más de cuatro años (cinco, seis, siete o 27), lo que representa en definitiva que la infracción administrativa que supone el incumplimiento de la obligación de declarar un bien en el exterior no prescribe nunca.

	Para mayor inri, esta infracción administrativa que no prescribe nunca y que se sanciona del increíble modo que ha sido descrito resulta absolutamente imposible de subsanar por parte del contribuyente, pues, transcurrido el plazo legal para la presentación de la declaración, cualquier declaración extemporánea no tiene ningún efecto atenuante para el contribuyente. Explicado de otro modo: todas las abusivas consecuencias previstas legalmente recaen en el contribuyente incluso en el supuesto de haber presentado la declaración exigida con un solo día de retraso.

	Es así de grande la atrocidad. En un ordenamiento jurídico como el español en el que prescriben los delitos de prevaricación, cohecho y cohecho impropio (relacionados con la actividad de los responsables políticos con cargo público), el delito de violencia contra la mujer, los delito contra la Hacienda pública y hasta los delitos de sangre, resulta que una infracción administrativa consistente en no presentar una declaración tributaria de carácter meramente informativo (o presentarla un día después del plazo normativamente previsto) ¡no prescribe nunca! No cabe mayor absurdo jurídico y, por ende, mayor abuso del fisco. Afortunadamente, así lo ha reflejado la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

	En efecto, además de declarar la norma contraria a la libertad de circulación de capitales —recordemos, uno de los pilares del mercado interior, base de la propia Unión—, el Tribunal de Luxemburgo ha sentenciado que la norma anulada incluye un régimen sancionador «especialmente represivo» y una «desproporcionada imprescriptibilidad», vulnerando en definitiva la seguridad jurídica de todos los afectados.

	Además de celebrar que todavía queden jueces en Europa, se necesita una reflexión adicional sobre la cuestión que estamos analizando. Desde que se publicó la norma, fuimos cantidad los conocedores de los temas tributarios que avisamos por todos los medios posibles (escritos, radiofónicos y televisivos) de la atrocidad anticonstitucional, la barbaridad técnica y el abuso inadmisible del fisco que suponía. Pasado un tiempo, los medios de comunicación se hicieron eco de las primeras víctimas de su aplicación, ciudadanos a los que el fisco exigía un 127,5% (o más) del valor de cualquier bien o derecho situado en el exterior que no hubieran declarado. Más adelante, el aviso —serio, además— provino de la propia Comisión Europea, que abrió al Reino de España un expediente de infracción.

	Todo fue en vano. El fisco español fue absolutamente refractario a todos y cada uno de los avisos descritos y mantuvo la vigencia y aplicación de la escandalosa norma. Aún más, en los documentos destinados a comunicar a la sociedad sus actividades y el resultado derivado de las mismas, el Ministerio de Hacienda no dudó en pavonearse del «éxito» anual logrado con su aplicación. Mercedes Serraller, periodista hoy en www.vozpopuli.com, se ha preocupado de sumar los importes imputados por el fisco a los sucesivos «éxitos» provocados al aplicar las normas del 720 y ha obtenido la cifra de 150.000 millones de euros.

	La conclusión es obvia. Se trata de un importe detraído de un modo u otro, de manera directa o indirecta, a los contribuyentes españoles de forma ilegal, sea por liquidaciones y sanciones administrativas, sea por declaraciones realizadas por los contribuyentes ante la amenaza que suponía la norma que ahora se ha anulado. Desde luego, no es un paradigma de buena fe por parte de la Hacienda pública española. Así no se logra la legitimación moral ante los contribuyentes.

	Por otra parte, debemos resaltar que ha tenido que ser el Tribunal Europeo de Justicia el que anulara la barbarie, sin que ni el orden jurisdiccional español ni nuestro Tribunal Constitucional hubieran puesto remedio al saqueo. Así tampoco se obtiene la legitimación moral de los juzgados y tribunales, incluido el que tiene por responsabilidad ser garante de la constitucionalidad de las normas.

	Aunque quizás haya sido así mejor, pues resulta previsible que, de haber sido el Tribunal Constitucional español el que hubiera expulsado del ordenamiento jurídico las normas de liquidación y sanción vinculadas al modelo 720, hubiese dado por buenos los importes liquidados y las sanciones impuestas administrativamente hasta la fecha de la anulación. No en balde ha actuado de modo similar en dos casos bochornosos, la primera vez cuando, tras decretar anticonstitucional la obligada acumulación de rentas en el matrimonio que disparaba la tributación en el IRPF de manera estratosféricamente injusta, consideró que «a lo hecho, pecho» y que lo recaudado anticonstitucionalmente no debía ser devuelto, y la segunda, más reciente, con la determinación de la base tributaria en el impuesto municipal de plusvalía, en el que se ha vuelto a dar por buenos los importes detraídos de manera anticonstitucional a los contribuyentes afectados. De manera que, aunque pueda resultar paradójico, casi ha resultado mejor que el Tribunal Constitucional mirara bochornosamente por la ventana en la cuestión del 720.

	Tras esta incursión sobre al asunto 720, extensa por obligada, procede recuperar el hilo del relato. Y, recuperándolo, vamos a referirnos a otro caso de confiscación fiscal presente en el sistema tributario español. Se encuentra en el IRPF y consiste en el tratamiento dado a los planes de pensiones y, en concreto, a los importes obtenidos en su rescate.

	Recordemos que las aportaciones realizadas por un individuo a un plan de pensiones constituyen la utilización de unos recursos ya dispuestos por el aportante. Al realizarlas no hace más que sustituir un activo (dinero líquido) por otro (la aportación). Cuando llegado el momento el citado individuo procede al rescate del plan, recibe el importe de los derechos consolidados en el modo en el que él desee (en forma de capital, en forma de renta o en forma mixta combinando las dos anteriores). Los derechos consolidados no son sino la conjunción de las aportaciones que ha ido realizando y de la rentabilidad que la correspondiente Comisión Gestora del Fondo de Pensiones ha sido capaz de conseguir con el dinero aportado.

	En consecuencia, es obvio que, al rescatar su plan de pensiones, en el individuo se producen las siguientes dos circunstancias:

	1.ª) Recupera las aportaciones realizadas, es decir, vuelve a sustituir un activo (en este caso, la parte de los derechos consolidados que se corresponde con sus aportaciones) por otro (dinero en efectivo).

	2.ª) Materializa un ingreso, que es la parte de los derechos consolidados que se corresponde con la rentabilidad obtenida de sus aportaciones.

	Es conveniente subrayar lo expresado en los dos puntos anteriores. Solo es ingreso lo reflejado en el segundo punto, la rentabilidad generada durante años y que recibe en el momento del rescate; el resto de lo recibido al rescatar su plan de pensiones es la recuperación de un importe que ya era suyo cundo realizó la correspondiente aportación.

	Cualquier persona bien intencionada, fuera cual fuese su profesión y nivel de conocimientos, afirmaría que en el IRPF debería tributar exclusivamente el segundo componente de los derechos consolidados que se rescatan (punto 2.º), pues solo ellos constituyen un ingreso; el resto (punto 1.º), no. Sin embargo, el fisco español no opera como cualquier persona bien intencionada y, así, las normas del IRPF obligan a tributar al individuo por el importe total de los derechos rescatados, por lo que constituye realmente un ingreso y por lo que no constituye más que la recuperación de sucesivos importes previamente aportados.

	Lo aplicado en la cuestión analizada equivale a que en la amortización de un préstamo se considerase ingreso del prestamista la recuperación del principal prestado y se le hiciera pagar por ello en el IRPF. La atrocidad es igual de grande.

	Pero como estamos hablando de posibles confiscaciones, debemos considerar que, al considerar como ingreso lo que no es más que la recuperación del capital aportado, la fiscalidad del rescate de un plan de pensiones supone, ni más ni menos, que el fisco se queda con una parte del capital rescatado. Obviamente, para vestir el saqueo (es una moderna leva sobre el capital), la ley del IRPF construye el artificio de calificar como ingreso lo que es una recuperación de capital.

	Un artificio como el descrito sirve para enriquecer (injusta y abusivamente) al fisco a costa del individuo que creyó en la bondad de los planes de pensiones, pero no vale para camuflar la auténtica confiscación que supone.

	Otro supuesto de confiscación existente en el sistema tributario español lo encontramos en el ISD. El citado tributo constituye un auténtico arcaísmo donde los haya y, por ello, resulta injustificada su presencia en cualquier sistema tributario moderno. Así se entiende en nuestro entorno geográfico y político, siendo ya mayoría los países de la Unión Europea que lo han suprimido y, por el contrario, minoría aquellos que aún lo mantienen. Y, entre estos, todos salvo Bélgica y España lo exigen con unos tipos impositivos ciertamente moderados, incluso simbólicos. La Hacienda pública española, junto con la belga, tienen el dudoso honor de ser las únicas que mantienen una alta exigencia a sus contribuyentes en un impuesto auténticamente obsoleto.

	Pero es que, además de su obsolescencia, la exigencia del impuesto en España alcanza límites difícilmente compatibles con el principio constitucional recogido en el artículo 31.1 por varios motivos.

	En primer lugar, por el tipo impositivo que puede llegar a aplicarse. Así, la aplicación de la escala de gravamen y de los coeficientes multiplicadores previstos legalmente puede llegar a provocar que a un heredero o donatario se le exija hasta el 81,6% del importe de lo recibido en herencia o en donación. Es una auténtica barbaridad como nivel de exigencia en cualquier tributo, y más aún si se trata de uno tan atrabiliario como el que grava las sucesiones y donaciones.

	Pero es que, además, centrándonos en el caso de la herencia, es obligado señalar que, en la mayor parte de los casos, lo recibido por los hijos por heredar a sus progenitores se limita a la vivienda en la que estos residían, la vivienda familiar. Esto determina que, junto al ISD (tributo autonómico), al heredero o donatario se le exija simultáneamente la llamada plusvalía municipal (tributo local). Ocurre además que, dado el carácter líquido de los impuestos exigidos, el plazo obligado en el que han de pagarse y la condición ilíquida del inmueble recibido, este han de venderlo los herederos para pagar aquellos, momento en el que surge el fisco estatal para gravar en el IRPF la ganancia patrimonial obtenida en la venta.

	Como vemos, el fallecimiento del padre o de la madre de un contribuyente provoca que los tres niveles del fisco español (estatal, autonómico y local) se lancen a por el heredero con el fin de apropiarse de una parte de la herencia en una actitud escasamente decorosa y claramente demostrativa de una voracidad recaudatoria ilimitada. La suma de las tres detracciones señaladas puede llegar a ser, según los casos, superior al valor de la vivienda heredada, quebrándose así la prohibición constitucional relativa al carácter no confiscatorio de los impuestos. Pero, en cualquier caso, no hay justificación moral alguna que habilite la triple tributación (estatal, autonómica y municipal) que se genera al heredarse la vivienda de los progenitores.

	Pese a lo expuesto, todavía existen fiscofílicos españoles que pretenden justificar el mantenimiento del ISD argumentando que es un tributo favorecedor de la igualdad de oportunidades. El argumento es un absurdo integral, pues pretender igualar a través de la fiscalidad de la herencia las oportunidades de la generación siguiente a los finados, mal entendidas como la igualdad de los patrimonios recibidos, conduciría a un Estado más que comunista, en el que la propiedad privada sería permitida exclusivamente en la generación que es capaz de generarla. Suelo argumentar en los debates en los que participo que pretender igualar el patrimonio que recibirán mis hijos con el que van a recibir los descendientes de Ana Patricia Botín cuando ella y yo fallezcamos como instrumento de igualación de oportunidades supone un error conceptual y la violación de un derecho constitucional.

	Es un error conceptual porque la igualdad de oportunidades no requiere en absoluto la igualdad de patrimonios. Insisto: considerarlo así es ir incluso más lejos de lo que ha sido la praxis en los países donde se llevó a cabo la nefasta y fracasada experiencia del socialismo real.

	Es una violación de un derecho constitucional (el derecho a heredar) dado que, para lograr que los hijos de Ana Patricia Botín y los míos heredasen lo mismo, se debería prohibir que los de ella heredasen.

	Y quien dice Ana Patricia Botín, dice Amancio Ortega, Florentino Pérez, Ignacio Sánchez Galán, Juan Roig, etc., esa fobia a los ricos que nubla las intenciones de la izquierda española.

	Es conveniente profundizar algo más en el carácter supuestamente progresista que atribuyen al ISD nuestros fiscofílicos. Volviendo al supuesto más frecuente de la herencia de la vivienda del progenitor que es necesario vender para pagar el impuesto, es preciso señalar que, además, las normas del impuesto obligan en la práctica a una venta ineficiente o por debajo del valor de mercado, a lo que popularmente se califica como malvender. Así resulta por el corto plazo concedido para el pago del impuesto y por la exigencia de un tipo de interés, anormalmente alto en términos comparativos, en caso de solicitar un aplazamiento del pago.

	El conjunto de lo expuesto ha provocado que en los últimos años estén creciendo a un elevado ritmo el número y la proporción de herederos que renuncian a la herencia de sus padres. Volviendo al supuesto más frecuente en el que lo heredado se limita a la vivienda familiar, ofrece interés resaltar lo que sucede tras la renuncia a heredar. Así, en ausencia de herederos, el patrimonio del fallecido corresponde al Estado. Recibida por este la vivienda del fallecido, se enajenará en subasta pública, resultando sencillo prever la condición del adquirente en la misma. En efecto, con toda seguridad, el adjudicatario no será un desempleado, tampoco un trabajador que esté cobrando el salario mínimo interprofesional, ni siquiera un empleado que cobre el salario medio. Por el contrario, más que probablemente, el adquirente tendrá un nivel medio-alto de ingresos, un nivel medio-alto de patrimonio o ambas cosas a la vez. Y, además, también con toda probabilidad, el precio de adquisición (el del remate de la subasta) será notoriamente inferior al valor real o de mercado de la vivienda subastada. En definitiva, habrá un beneficiado que forme parte de los ricos, en terminología de los fiscofílicos. Valiente resultado final para un impuesto pretendidamente progresista.

	Llegados aquí, no podemos renunciar a mencionar la situación territorial existente en el impuesto sobre sucesiones. Este es un tributo cedido a las comunidades autónomas que, basándose en la cesión, son las competentes para su gestión y comprobación, disponiendo también de cierta capacidad normativa. En uso de esta, algunos gobiernos autonómicos (Madrid es la comunidad autónoma pionera), conscientes del atropello que supone el impuesto, han acordado bonificar al 99% la exacción de la herencia entre padres e hijos, así como entre cónyuges, hasta prácticamente eliminar la tributación del impuesto.

	Gracias a ello, los contribuyentes que tienen la fortuna de residir en el territorio de los gobiernos autonómicos sensibles al carácter injustificado de esta exigencia impositiva ven aliviada su contribución. Pero aquí entra en juego la enfermedad fiscofílica de la izquierda española, que ha anunciado reiteradamente desde el Gobierno de la nación su voluntad de quebrar la autonomía financiera de las comunidades autónomas reduciendo su actual capacidad normativa en el impuesto para hacer obligatoria una mayor exigencia fiscal a sus contribuyentes. La gravedad tributaria, jurídica y política de la pretensión es de tal dimensión que ocupa un capítulo del libro, por lo que aquí no nos detenemos más en su análisis.

	Tras referirnos a tres supuestos concretos de confiscación tributaria según su acepción tradicional, es el momento de analizar si nuestro sistema fiscal es o no confiscatorio en función de la acepción más moderna del término. Recordemos que, según esta, existe confiscación cuando la exigencia global o conjunta de impuestos obliga a un individuo a desprenderse de parte de su patrimonio para poder pagarlos.

	Evidentemente, la condición descrita sucede siempre que los ingresos que deba pagar un individuo sean inferiores a los impuestos que tenga que pagar. Es obvio que para considerar incumplida la prohibición establecida en el artículo 31.1 de la Constitución no ha de ser necesario que todos los individuos sufran la confiscación prohibida constitucionalmente; basta con que el diseño o la configuración del sistema tributario la haga factible para algunos individuos para que podamos afirmar su carácter anticonstitucional.

	Las consideraciones expuestas nos conducen a una cuestión ciertamente interesante y trascendente: determinar el límite de los ingresos de un contribuyente que pueden ser detraídos por el fisco sin incurrir en confiscación. En este punto vamos a referirnos a la interesante publicación del Instituto Juan de Mariana en el que se recogen diversas experiencias internacionales junto a la española.

	Se señala en la publicación el antecedente alemán, cuyo Tribunal Constitucional declaró en 1995 que lo exigido por los impuestos no podía superar el 50% de las rentas de un individuo, pues de superarse se pasaría de una tributación por solidaridad a estar trabajando para otros (para el Estado y para aquellos que reciben lo que aquel reparte).

	Es relevante lo anterior porque, según el criterio señalado, en España habríamos traspasado de largo el umbral que nos introduce en el «estar trabajando para otros». Desde luego está traspasado con creces en el ISD, en el que, como hemos visto, el fisco nos puede exigir hasta el 81,6%. Pero es que, sin necesidad de recurrir al citado ejemplo, podemos afirmar que, con carácter general, el umbral del 50% es traspasado ampliamente en nuestro país.

	Es así. Hemos visto previamente al reflejar la tarifa del IRPF en el análisis de la progresividad de nuestro sistema que a aquellos contribuyentes cuyos ingresos son de 112.800 € se les exige pagar en el IRPF el 36,88% de su renta. Si destinan el 63,12% restante a consumir, el montante de IVA que pagarán se elevará al 13,25% de sus ingresos: 63,12% × 21% = 13,25%

	Resultando así que la suma de IRPF e IVA supera el 50% de su renta: 36,88% + 13,25% = 50,13%

	Nótese que hemos considerado que la totalidad del consumo tributa en el IVA al 21%, lo que dará pie a los fiscofílicos a decir que parte de lo consumido tributa en el citado impuesto al 11 y al 4%. Es verdad, pero también lo es que otra parte del consumo tributa en los impuestos especiales, en los que lo detraído por el Estado llega a ser del 50%. Considerar el 21% la tributación media del consumo es razonable.

	Volviendo al 50,13% obtenido como porcentaje aproximado de los ingresos de un individuo que son detraídos por el Estado mediante la suma de impuestos directos e indirectos, constatamos que, de acuerdo con el criterio del Tribunal Constitucional, nuestro sistema tributario es claramente confiscatorio al superarse el límite del 50%.

	Es posible el contraargumento que esgrime que un contribuyente con 112.800 € tiene una evidente capacidad de ahorro, por lo que no gastará en consumo toda su renta libre del IRPF. Sin duda, es posible, pero entonces resulta probable que con su ahorro adquiera una vivienda y se encuentre entonces con la exigencia del ITP (hasta el 10% del precio de adquisición en algunas comunidades autónomas) y que deba pagar a partir de entonces el IBI, una renta inventada en el IRPF si se trata de la segunda vivienda y hasta por la posible ganancia patrimonial de nuevo en el IRPF si en algún momento se le ocurre venderla. Todo ello, además del IP (salvo que resida en Madrid) y el resto de impuestos y tasas que se cobran por doquier. Y aún quedaría por sumar la cuota de Seguridad Social correspondiente al empleado o al autónomo.

	Vamos, que no hay duda: con el criterio del 50% que considera el Tribunal Constitucional alemán, no son precisamente casos aislados los contribuyentes españoles que sufren la anticonstitucional confiscación.

	Hay otra prueba de esta afirmación. Varios institutos de estudios (entre ellos, la Fundación Civismo) llevan tiempo determinando lo que denominan el día de la liberación fiscal, que es la fecha del año natural a partir de la que cual los ingresos percibidos por los españoles resultan libres, dado que lo percibido hasta ese día coincide con el volumen de impuestos y cotizaciones sociales que nos son detraídos por el Estado. Pues bien, año a año, el citado día de la liberación fiscal resulta ser uno de los primeros días del mes de julio, hecho que demuestra que, para la media de los españoles, el fisco se lleva más del 50% de sus ingresos.

	En todo caso, el absoluto desprecio del sistema tributario español por el límite de la confiscatoriedad establecido por el Tribunal Constitucional alemán se refleja en la Ley 19/1991, del IP, en la que se establece que la suma de las cuotas tributarias por este impuesto y por el que grava la renta de las personas físicas no podrá ser superior al 60% de la base de este último. Es decir, se admite que solo con dos impuestos el fisco detraiga a cualquier contribuyente hasta el 60%, diez puntos porcentuales por encima del límite del 50%.

	Otro antecedente internacional es el caso de Francia, país de tradición más estatista que Alemania. Debido a esta característica, el Consejo Constitucional francés decretó en 2012 que el límite máximo de la tributación global de cualquier contribuyente estaba en el 75% de los ingresos de cada individuo, porcentaje considerablemente más laxo que el impuesto por el Tribunal Constitucional alemán.

	Sin duda, con este criterio más estatista serían menos los casos de contribuyentes españoles víctimas de una tributación confiscatoria, pero el fenómeno subsistiría. Siguiendo la mecánica seguida antes, recordemos que, según la tarifa del IRPF, en casos de rentas muy altas puede llegar a pagarse en este impuesto hasta el 49% de los ingresos. Añadiendo el 21% correspondiente al IVA por el consuno de la renta libre del IRPF, lo pagado por ambos impuestos sería del 59,71% de los ingresos percibidos: 49,8% + (21% × 59,2%) = 59,71%

	Si se añaden todos los demás impuestos y cargas sociales que recaen sobre las personas físicas perceptoras de ingresos antes enumerados, es evidente que, con nuestro actual sistema tributario, existen contribuyentes a los que el fisco español les detrae un porcentaje de su renta superior al 75% y, por consiguiente, serían víctimas de la confiscación tributaria siguiendo el criterio del Consejo Constitucional de Francia. No es aceptable esgrimir que seguramente son una minoría y además sus ingresos son extraordinariamente altos. No lo es, porque nuestra Constitución prohíbe el alcance confiscatorio del sistema tributario «en cualquier caso», no lo ha prohibido «salvo para los muy ricos».

	Otro precedente relevante es el proporcionado por la Corte Suprema de Argentina, que consideró incompatible con el derecho a la propiedad y con la economía de mercado una tributación que detraiga al individuo porcentajes superiores al 33%. Ni que decir tiene que con este criterio la tarifa del IRPF español ya resulta por sí sola confiscatoria para una buena parte de los contribuyentes españoles.

	Analizados tres precedentes internacionales, el alemán, el francés y el argentino, hora es de preguntarnos cuál es la situación en España, y en este punto el drama no puede ser mayor. Nuestro Tribunal Constitucional, siempre tan proclive a sacar las castañas del fuego al fisco, también lo ha hecho en esta cuestión. Así, según publica el prestigioso blog HAY DERECHO (22 de mayo de 2020), «el Tribunal Constitucional ha venido interpretando la prohibición de confiscatoriedad como la imposibilidad de que el sistema tributario consuma la riqueza de los contribuyentes. En concreto, dispone el Tribunal en numerosas sentencias que “lo que se prohíbe no es la confiscación, sino justamente que la imposición tenga ‘alcance confiscatorio’”, e indica que el sistema fiscal tendría dicho alcance si “mediante la aplicación de las diversas figuras tributarias vigentes se llegara a privar al sujeto pasivo de sus rentas y propiedades”».

	Puede observarse que nuestro garante máximo de la Constitución es, con mucho, el órgano de garantías constitucionales menos garantista de los cuatro que se han reflejado en los párrafos anteriores, aunque para ello tenga que realizar disquisiciones lingüísticas tan sofisticadas como diferenciar entre la prohibición de confiscar y la de tener alcance confiscatorio, que ya son ganas de diferenciar.

	Pero, en fin, es ya una práctica conocida del Tribunal Constitucional español su exacerbado sentido profisco, como ha demostrado santificando la exacción anticonstitucional realizada por la Hacienda pública española en el IRPF (antaño) o en la plusvalía municipal (hogaño).

	Solo cabe decir como curiosidad que, según la literalidad del criterio expresado por el Alto Tribunal, un sistema tributario que se apropiara del 100% de las rentas de un español no llegaría a ser confiscatorio. Valiente garante de la constitucionalidad y, en especial, del artículo 31.1 de la Constitución.



	



	 

	 

	 

	 

	I.10. Evaluación global de la constitucionalidad del sistema tributario

	 

	 

	Analizado individualmente el grado con el que nuestro sistema tributario cumple cada uno de los ocho principios impositivos enunciados en el artículo 31.1 de la Constitución, procede emitir la correspondiente evaluación global o de conjunto.

	Hemos visto que en el diseño legal de los diferentes impuestos puede considerarse básicamente cumplido el principio constitucional de generalidad. También hemos contemplado que el incumplimiento parcial en la práctica de este se debe al fraude fiscal, fenómeno que, en principio, debería ser ajeno a los diseñadores del sistema tributario, lo que lleva a considerar aprobado el primero de los exámenes al que hemos sometido a nuestro sistema tributario.

	No obstante, como hemos considerado el laberíntico conjunto de normas tributarias una de las causas del fraude fiscal existente, el inicial aprobado debe concederse con reparos.

	Después hemos comprobado la evidente insuficiencia de nuestro sistema tributario que, de manera lacerante, incumple recurrentemente la obligación constitucional de sostener los gastos públicos, lo que obliga a otorgarle un suspenso en el cumplimiento del principio constitucional de suficiencia.

	Sin embargo, hemos comprobado también que el citado incumplimiento viene provocado por la incontenible evolución al alza del gasto público, por lo que el indubitable suspenso inicial debe acompañarse de un atenuante.

	Respecto al principio constitucional de capacidad, en nuestro análisis hemos visto que, en general y aunque con excepciones, sí subyace la existencia de capacidad económica o de contribuir detrás de cada exigencia impositiva. Puede darse así por aprobado el cumplimiento de este principio, si bien ha de ser con reparos debido a las reseñadas excepciones.

	Hemos concluido más tarde que, pese a esta denominación, el sistema tributario español es todo menos un sistema, pues constituye en realidad un «asistemático conjunto de normas tributarias». Ergo, en este punto no hay dudas: suspenso con todas las de la ley.

	En lo que hace al cumplimiento del principio de justicia, nuestro análisis ha conducido a considerar que el sistema tributario español peca de injusticia. No tanto por lo que respecta a la distribución de la carga impositiva —que también— como sobre todo por la desigualdad entre lo que nos detrae el Estado en forma de impuestos y lo que nos devuelve después en forma de prestaciones y servicios públicos. Se llevaría así un suspenso, que debe matizarse pues la injusticia no es intrínseca a los impuestos exigidos, sino a la deficiente contraprestación que recibimos a cambio.

	Peor parado sale nuestro sistema tributario al juzgar el modo en el que cumple el principio impositivo de igualdad, pues si bien hemos considerado que pese a algunas deficiencias en el diseño legal de los diferentes impuestos en líneas generales podría llegar a darse por cumplido, hemos constatado que la existencia en el tiempo de cuatro amnistías fiscales supone un enorme baldón que emborrona de plano la igualdad entre los contribuyentes españoles, favoreciendo además la desigualdad a los incumplidores frente a los cumplidores. Así, en este punto, hay que otorgarle un aprobado con reparos.

	En cuanto al principio constitucional de progresividad, hemos evidenciado que en el principal y casi único impuesto donde procede aplicar dicha característica, el IRPF, se aplica de manera harto defectuosa, con un comportamiento en los diferentes tramos de renta claramente dispar y, por tanto, defectuosa, completamente esclavizada al servicio del objetivo recaudatorio. Esta lacerante subordinación del objetivo más noble de lograr una adecuada progresividad a favor del más innoble de aumentar la recaudación a toda costa merece calificarse con un suspenso sin paliativos.

	Finalmente, ha quedado constatado que el mandato constitucional que prohíbe al sistema tributario español ser confiscatorio no se cumple en nuestro ordenamiento, pues para cerciorarse del incumplimiento no es preciso que la confiscación esté presente en todos los impuestos; basta con comprobar que concurra en determinados supuestos concretos para individuos determinados, y así ha quedado acreditado que sucede en nuestro sistema. No queda más remedio, por tanto, que calificar el sistema tributario español en esta materia con un nuevo suspenso.

	Tras el repaso y/o síntesis que hemos finalizado, podemos cumplimentar el boletín escolar de calificación del sistema tributario español, cuya configuración es la siguiente:

	[image: Image]

	El boletín de calificación que acabamos de elaborar es suficientemente expresivo. Por suspender en seis asignaturas, en cuatro sin atenuante alguno, y aprobar solo dos, en ambas con reparos, al sistema tributario español no se le puede dar por aprobado el curso.

	Probablemente, aplicando las laxas leyes educativas emanadas del actual Gobierno de coalición, sucedería lo contrario, que un alumno con estas calificaciones sí pasara de curso. Pero como en este caso la valoración refleja exclusivamente mi opinión personal y por supuesto subjetiva, el decisor único soy yo. Y, utilizando esta condición de acuerdo con la lógica y con el irrenunciable criterio de mérito (aunque el Gobierno haya renunciado a él), doy por suspendido el curso a nuestro sistema tributario.

 

	 

	 

	 

	CAPÍTULO II

	 

	 

	APLICACIÓN DEL SISTEMA TRIBUTARIO:

	LA HERNIA FISCAL DEL CONTRIBUYENTE

	 

 

	 

	 

	 

	II.1. Consideraciones preliminares

	 

	 

	Si resulta importante el análisis de la mayor o menor adecuación del diseño de nuestro sistema tributario a los principios de la imposición que se establecen en la Constitución, no lo es menos analizar cuál es el resultado de la aplicación práctica de los impuestos que lo conforman.

	A fin de cuentas, como solemos decir los hacendistas, un sistema tributario vale lo que vale su aplicación, pues de nada sirve un diseño excelente —que, por otra parte, como hemos visto, no es precisamente el caso del español— si su aplicación incorpora un nivel elevado de deficiencias, de incomodidades, de inseguridades y de riesgos para el contribuyente.

	A estas alturas del partido, todos los que me hayan leído o escuchado conocen mi valoración crítica respecto al modo en el que se nos exigen los impuestos a los españoles. Es mi creencia que a la exigencia material o carga económica que representa por los recursos que nos son detraídos se añaden un conjunto de cargas adicionales de todo tipo hasta provocar que el pago de impuestos en España constituya una auténtica hernia que mantiene estrangulada la vida de los españoles, cualquiera que sea su condición, trabajador, directivo, profesional liberal o empresario, y cualquiera que sea su nivel económico, más o menos potente. Estamos así, y así lo puedo y quiero expresar, ante lo que constituye una auténtica hernia fiscal.

	Esta hernia fiscal, según yo considero, se configura por la acumulación de un conjunto de circunstancia, todas negativas, que recaen sobre el contribuyente español en su relación con el fisco hasta provocar que, en última instancia y en lo que respecta al fenómeno tributario, nuestra situación sea de extrema subordinación frente al Estado, más allá de cualquier concepción lógica, razonable y, sobre todo, justa, y, en cualquier caso, impropia de lo que debe ser la relación entre individuo y Estado en pleno siglo XXI.

	Sucede en definitiva que, con la imposición del sistema tributario, los españoles soportamos primero una intensa restricción de nuestra libertad individual, para sufrir después un avasallamiento por parte del Estado. Este, porque así se lo hemos concedido, dispone de un poder a todas luces excesivo, que además utiliza de manera inclemente para entrar en nuestras vidas como un elefante en una cacharrería.

	La conjunción del elevado nivel de libertad que se nos hurta con la existencia de un sistema tributario notablemente exigente, las extremadamente abusivas potestades administrativas —legalmente establecidas pero abusivas al fin— y la ausencia de la necesaria moderación al utilizarlas determinan que la hernia fiscal que sufrimos haya alcanzado una dimensión que yugula nuestro quehacer cotidiano hasta límites próximos a la asfixia vital.

	Sin perjuicio de apoyar la afirmación anterior en el conjunto de datos, hechos, argumentos y valoraciones que se expondrán a lo largo de este capítulo, no resulta difícil anticipar ahora algunos sencillos ejemplos que suponen una pequeña muestra.

	En orden a lo expuesto, es obligado referirse a la permanencia de ciertos vestigios de la cultura administrativa decimonónica en determinadas organizaciones e instituciones públicas en las que todavía están por introducirse los valores de calidad y de servicio al ciudadano. Todos nos hemos enfrentado alguna vez a actitudes de nuestros servidores —eso son o eso deberían ser los funcionarios y los organismos públicos— que, por el trato que nos dan, ejercen realmente un auténtico «poder de señor» en el sentido que esta expresión tiene en el derecho.

	Conviene referirse a algún ejemplo concreto para evitar hablar siempre en el nivel de lo teórico. Para hacerlo, me referiré a la incorporación masiva del instrumento digital en la relación entre Administración y ciudadanos. Es indiscutible que la digitalización constituye una oportunidad para mejorar el servicio público que desarrollan nuestras administraciones. La posibilidad de relacionarse digitalmente con la Administración, de realizar trámites desde un ordenador o incluso desde un teléfono móvil, de hacer consultas con cualesquiera de estos dos instrumentos, supone una opción ciertamente positiva para el ciudadano y para la Administración.

	Sin embargo, cuando la posibilidad o la opción se convierten en obligación, empieza a resultar discutible que se trate siempre de una mejora. Primero, porque no todos los individuos se sienten cómodos con la relación digitalizada; para algunos representa incluso una barrera infranqueable. Segundo, porque la digitalización obligatoria dificulta al ciudadano resolver sus problemas con la celeridad que en ocasiones necesita. Tercero, porque la digitalización supone un encorsetamiento de los formatos que complica la comunicación del individuo con la Administración.

	En relación con lo expuesto, la vicepresidenta Calviño se ha embarcado en una cruzada para lograr que las entidades bancarias sean sensibles a las dificultades o a las preferencias de una parte de sus usuarios respecto a la digitalización de sus servicios. Me parece correcto y oportuno. Pero por la misma causa, debería embarcarse también en una cruzada similar para lograr lo mismo de las administraciones públicas.

	Recurro a otro ejemplo, la generalización del sistema de cita previa. Qué duda cabe de que esta es una ventaja para el ciudadano que quiere evitar el riesgo de encontrarse con una larga cola cuando desea efectuar un trámite o realizar una consulta ante la Administración. Su existencia como opción sería una clara ventaja para los ciudadanos. Pero haber convertido la cita previa en el único y obligatorio cauce para acceder a la Administración supone haber convertido la ventaja en desventaja. Prohibir el acceso en persona a una oficina administrativa para obtener una información de nivel primario, para resolver una duda elemental o un sencillo problema o para recibir la conveniente orientación sobre cómo resolverlos cuando son menos sencillos es un importante hándicap para el ciudadano. La obligación de solicitar una cita previa (por supuesto, además de manera digitalizada) implica un inevitable retraso hasta de varias semanas en proporcionar al ciudadano el servicio que requiere.

	Lamentablemente, casi todos los elementos o circunstancias que conforman la hernia fiscal del contribuyente español tienen una dimensión mayor que la de los dos ejemplos que acabo de exponer. Y no son pocos los contribuyentes españoles que la han sufrido en sus carnes. Tres de los casos reales que se expondrán en el capítulo posterior así lo atestiguan.

	Antes de finalizar este breve preámbulo al presente capítulo, he de solicitar indulgencia al lector por haber retorcido el lenguaje en la denominación de algunas de las lacras que integran la hernia fiscal que nos atenaza.

	Mi vocación por la escolástica y mi afición al efectismo me han empujado a que todas las denominaciones finalizaran en dad, elaborando así la siguiente relación de las lacras integrantes de nuestra hernia fiscal:

	 

	EXIGIBILIDAD
   FORMALIDAD
      TRASPASABILIDAD
         COMPLEJIDAD
            VARIABILIDAD
               SEVERIDAD
                  INFERIORIDAD
                     DESIGUALDAD
                        AGRESIVIDAD
                           LITIGIOSIDAD
                              ETERNIDAD
                                 VERACIDAD
                                    EJECUTIVIDAD
                                       EMBARGABILIDAD


	 

	Habrá comprobado el lector que para conseguir mi propósito he tenido que retorcer el lenguaje, llegando incluso a inventarme algunas palabras. Pido humildemente perdón por ello confiando en que, efectivamente, el lector me lo perdonará. A fin de cuentas, no es más que un inocente capricho.



	



	 

	 

	 

	 

	II.2. La exigibilidad

	 

	 

	La primera lacra que alimenta el tamaño de nuestra hernia es la excesiva exigibilidad que presenta nuestro sistema tributario. Los recursos que nos detrae coactivamente el Estado a los individuos son excesivos y han alcanzado un nivel nunca visto en la historia de España.

	Que nuestros impuestos son excesivos es una conclusión que puede alcanzarse por varios caminos diferentes, todos útiles. Merece la pena exponer algunos de los posibles.

	La conclusión puede alcanzarse de forma intuitiva sin más que realizar un rápido repaso a los impuestos que nos son exigidos. De ese modo, teniendo en cuenta que aquel individuo que perciba el salario medio español (27.000 €) sufre en el IRPF un tipo medio de gravamen en torno al 25% y suele pagar por su gasto en consumo un 21% (tipo general del IVA), deducimos que, exclusivamente por los dos impuestos citados, al común de los españoles se les detrae el 46% de sus ingresos (con los ingresos reseñados, el ahorro será inexistente o escasamente significativo).

	El porcentaje deducido (46%) se verá incrementado por el pago de otros impuestos «menores» (estatales, autonómicos y locales), por lo que es fácil percibir que cualquier español medio sufre una detracción del fisco en torno al 50% de sus ingresos, y de ahí para arriba conforme mayores sean los ingresos que perciba.

	Ciertamente, es mucha la libertad restringida que supone el reseñado 50%. Que el destino de la totalidad de ingresos generados mediante el esfuerzo y trabajo individual sea objeto de una codecisión a partes iguales entre el individuo que los genera y el Estado resulta difícilmente aceptable.

	La aproximación intuitiva que acabamos de exponer resulta coincidente con los estudios que realizan anualmente diversas entidades o instituciones (entre otras, la Fundación Civismo), que calculan cada año cuál es el día de nuestra «liberación fiscal» o día en el que, hasta entonces, nuestros ingresos se los lleva el fisco y desde entonces nos quedan libres. En efecto, con pequeñas variaciones de año a año y de entidad a entidad, por lo general el día de la «liberación fiscal» suele caer en la primera quincena de julio.

	Así, en función de lo expuesto, no puede sino considerarse que nuestro sistema fiscal resulta ciertamente exigente para los contribuyentes españoles, quedando así justificado que la exigibilidad pase a ser la primera de las circunstancias que conforman la hernia fiscal que nos estrangula:
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	Que nuestros impuestos son excesivos es además la opinión de la propia sociedad española, según cabe deducir de la encuesta del CIS a la que ya hemos hecho referencia en varias ocasiones. En dicha encuesta figura la siguiente pregunta:

	 

	¿Diría usted que lo que los/as españoles/as pagamos en impuestos es mucho, regular o poco?

	 

	Se trata de una pregunta directa, directísima, y absolutamente clara, en la que no caben interpretaciones alternativas, por lo que la respuesta dada ofrece una enorme significación. Y lo respondido fue:

	 

	Un 46,2%: «Mucho».
Un 40,2%: «Regular».
Un 8,9%: «Poco».
Un 4,7%: no sabe, no contesta


	 

	Los datos hablan por sí solos. El porcentaje de los que consideran muy exigentes los impuestos que nos obligan a pagar quintuplica el de los que consideran laxa la exigencia (el 46,2 frente al 8,9%), situándose otro porcentaje significativo (40,2%) en una posición intermedia.

	Queda así justificado considerar la exigibilidad como una de las lacras que conforman la hernia fiscal.

	Se complementa lo anterior con otra de las preguntas realizadas por el CIS:

	 

	Y en comparación con otros países más avanzados de Europa, ¿piensa usted que en España se pagan más, igual o menos impuestos?

	 

	Y comprobamos que vuelve a ser significativa la respuesta obtenida en la encuesta, dado que:

	 

	Un 39,6% responde que «Más».
Un 15,6% responde que «Igual».
Un 30,5% responde que «Menos».
Un 14,3% no sabe, no contesta.


	 

	Es decir, son más (39,6%) los que consideran que nuestro sistema tributario resulta más exigente que el de los países avanzados de Europa que los que opinan lo contrario (30,5%), respuesta que es compatible con la ofrecida a la pregunta anterior, pues, obviamente, los países europeos más avanzados son los que tienen una mayor fiscalidad (excepción hecha de los escasos países que puedan aplicar todavía el modelo de imposición implícita).

	Esto quiere decir que, conjugando las dos respuestas, la opinión preeminente de la sociedad es que, tanto en términos absolutos como comparativos, en España se pagan muchos impuestos.

	Y, ciertamente, parece que acierta en su opinión nuestra sociedad, como se deduce del análisis realizado por el IEE (LIBRO BLANCO para la reforma fiscal en España, febrero de 2022), en el que se investiga lo que sucede en la presión fiscal normativa con los resultados que pasamos a exponer.

	La presión fiscal normativa es un indicador desarrollado por el citado IEE para comparar la intensidad de la carga fiscal que supone el diseño legal de un sistema tributario al margen de cuál sea la recaudación real obtenida con su aplicación. Así entendida, la presión fiscal normativa hace abstracción del fraude o incumplimiento fiscal que pueda existir en una economía y, consecuentemente, es un indicador óptimo para medir la carga fiscal que soporta el conjunto de contribuyentes que sí cumplen sus obligaciones tributarias.

	Así definida y entendida la presión fiscal normativa, el análisis realizado por el IEE concluye con que la existente en España en 2021 se sitúa en el 112,8% de la que existe como media en el conjunto de los países de la Unión Europea. Y, por poner algún ejemplo concreto, es mayor que la existente en Grecia (112,2% de la media de la Unión Europea), en Dinamarca (111,6%), en Bélgica (106%), en Irlanda (101,2%), en Países Bajos (94,4%), en Suecia (88,7%) o en Luxemburgo (83,2%).

	Los datos anteriores corroboran la opinión de los españoles, pues confirman que pagamos muchos impuestos, bastante más que los que residen en el resto de países de la Unión Europea (un 112,8 frente a un 100%). Claro: los que no pagan impuestos porque los evaden no pagan nada, pero los que sí pagamos lo hacemos en demasía, percepción que tiene clara la sociedad española.

	En el escenario descrito, nadie en su sano juicio debería proponer aumento alguno de la carga fiscal existente en España, pues cualquier nueva subida de impuestos haría elevarse aún más la diferencia hoy existente entre el resto de los europeos y los españoles. Sin embargo, nuestros fiscofílicos no solo llevan dos años y medio subiéndonos todos los impuestos, sino que defienden y proyectan aplicar nuevas subidas.

	Así, si la sociedad española no lo impide, la actual lacra de nuestro sistema fiscal que supone su excesiva exigencia se verá incrementada aún más. Expresaré más que un deseo un auténtico sueño: qué bonito y reconfortante sería poder contemplar cómo la voluntad conjunta de los españoles abortara cualquier proyecto de subida fiscal.

 

	 

	 

	 

	II.3. La formalidad

	 

	 

	Por si fuera poca la exigencia de la carga fiscal existente, los españoles nos enfrentamos a un sistema tributario que, además, nos supone también en alto grado lo que los hacendistas denominamos coste fiscal indirecto, el conjunto de obligaciones y molestias adicionales al importe del dinero que se nos detrae, de manera que esta exigente formalidad representa otra lacra que se añade a la de la exigibilidad:
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	Y, en efecto, al contribuyente español se le imponen un conjunto relevante de obligaciones formales en el total de las normas tributarias que regulan la aplicación de los impuestos. En función del conjunto de formalismos exigidos parece como si a nuestro fisco le preocupara más la formalidad que la materialidad.

	Es así con carácter general. Pensemos en un contribuyente común que acuerda con otro particular la concesión de un préstamo. Pues bien, por encima de las evidencias que acreditan realidad de lo acordado y realizado, contrato suscrito, entrega inicial del dinero prestado por parte del prestamista al prestatario y pagos sucesivos del segundo al primero para atender los vencimientos pactados, el ordenamiento tributario le obliga a presentar una declaración por el ITP-AJD, aunque, dada la exención prevista, no deba pagarse importe alguno por el citado impuesto.

	¿Qué sentido tiene entonces la obligación formal de presentar la declaración? Ninguna; solo la exigencia de un coste indirecto más, salvo su posible utilización posterior en contra del contribuyente, pues no son infrecuentes los supuestos en los que la administración tributaria mantiene la inexistencia del préstamo con el único argumento de no haberse presentado la citada declaración en el IRPF.

	Pensemos en otras obligaciones de carácter formal que recaen también sobre cualquier contribuyente común, empezando por la obligatoria conservación durante todo el periodo de prescripción de todos los documentos con posible trascendencia tributaria. El reseñado periodo supone que, por ejemplo, cualquier documento que afecta a su declaración del IRPF ha de ser guardado durante un periodo de hasta 5 años y medio (el que va del 1 de enero de un año al 30 de junio del quinto año siguiente). Pero si en el camino sucede cualquier incidencia que interrumpe la prescripción (p. ej., algo relacionado con la posible devolución que se hubiera solicitado), el marcador de la prescripción se pone a cero y se reinicia de nuevo el cómputo del plazo de cuatro años, con lo que la obligación de custodia de los documentos puede alcanzar —insisto— para un contribuyente común los siete u ocho años. Claramente excesivo.

	Prosiguiendo con el caso de un contribuyente común, está obligado también a comunicar fehacientemente a la administración tributaria los cambios de domicilio o de residencia o las adquisiciones de inmuebles que realice (algo que parece innecesario, dado que esta información llega a la Administración a través de las notarías).

	Lo peor del caso es que cada obligación formal ideada por la administración tributaria lleva aparejada la correspondiente sanción que, como se verá en otro apartado posterior, no suele ser precisamente simbólica.

	Pero bueno, la auténtica lacra en materia de obligaciones formales sucede cuando un español se atreve a iniciar una actividad empresarial o profesional. En ese momento, y bajo la amenaza de ser sancionado en caso de incumplirlas, cae sobre él una cascada de obligaciones que ha de cumplir, empezando por las llamadas obligaciones censales (alta o inicio de actividad, cambio en el tipo de actividad, cese temporal o baja definitiva), siguiendo por las de carácter contable o registral (libro de facturas emitidas, libro de facturas recibidas y libro de contabilidad) y continuando por las de carácter declarativo (las trimestrales de IVA, la anual de IVA, la de los cobros y pagos anuales, la anual del IRPF, las periódicas de los pagos fraccionados, las mensuales de retribuciones satisfechas y retenciones practicadas y la anual por el mismo concepto). Por referirnos a un ejemplo, todas estas obligaciones recaen en un operario de fontanería que se disponga a operar por su cuenta. Y, por supuesto, también debe contestar en un plazo perentorio (también bajo amenaza de sanción) cualquier requerimiento de datos que le dirija la administración tributaria.

	Refiriéndonos al ejemplo que hemos usado, ¿ha investigado la administración tributaria si entre los múltiples operarios de fontanería que se instalan por su cuenta algunos deciden trabajar «sumergidos» exclusivamente para evitar el lastre que hemos descrito? Es posible que merezca la pena investigarlo y, una vez investigado, quizás fuera conveniente aligerar el lastre.

	En mi opinión, el problema descrito sucede porque en el proceso de elaboración de las normas que regulan las obligaciones formales que se imponen a los contribuyentes no existe el adecuado contrapeso.

	Veamos: es comprensible y hasta cierto punto legítimo que los responsables del cumplimiento tributario aspiren a disponer de la máxima información posible y que, además, anhelen recibirla de varias fuentes como medio de poder realizar los contrastes o chequeos de los datos recibidos. La aspiración y el anhelo pueden entenderse. Pero alguien (dentro de la propia administración tributaria) debería velar por la imprescindible proporcionalidad de lo que va a exigirse a los contribuyentes. Como ocurre en tantas facetas de la vida, sucede también en este caso que lo mejor es enemigo de lo bueno y, al final, la persecución de la perfección acaba desembocando en la más imperfecta de las soluciones.

	Y efectivamente, la relación de obligaciones formales que recae en el valiente que se atreve a establecerse como autónomo constituye un auténtico lastre o lacra para el atrevido. Se trata de uno más de los hándicaps con los que el Estado dificulta a los emprendedores y al emprendimiento.

 

	 

	 

	 

	II.4. La traspasabilidad

	 

	 

	Seguimos dando forma a la hernia fiscal que supone en España la aplicación de los impuestos:
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	Debo comenzar por disculparme por el uso del término traspasabilidad, que, evidentemente, no existe como palabra en la preciosa lengua española. Es uno de los excesos a los que me refería anteriormente.

	Emitida la disculpa, con el término empleado quiero hacer referencia al general traspaso que realice el Estado al contribuyente de la carga de esfuerzo o trabajo al realizar la liquidación de los impuestos, cuestión que no ha sido siempre así.

	Al contrario, remontándonos en el tiempo, la práctica habitual para cobrar un impuesto se estructuraba en tres etapas. En la primera, el contribuyente venía obligado a suministrar todos los datos necesarios a la administración tributaria. En la segunda, era esta la que realizaba las operaciones de liquidación para determinar en sede administrativa la cuota que resultaba a pagar. En la tercera, la cuota determinada era comunicada al contribuyente, quien, al conocerla, debía proceder a su pago.

	De hecho, esta mecánica operativa subsiste aún en determinados impuestos. La llamada plusvalía municipal es un ejemplo y el IBI, otro.

	Sin embargo, desde hace tiempo la administración tributaria ha optado por otra mecánica infinitamente más sencilla y cómoda para ella, al tiempo que infinitamente más compleja e incómoda para el contribuyente sobre el que recae y, además, un considerable riesgo. Surgen así las declaraciones tributarias que obligan a incluir las llamadas autoliquidaciones, mediante las que se instaura en contra del contribuyente su obligatoriedad de liquidar el impuesto determinando la cuota que ha de pagar.

	Así sucede en los impuestos más importantes de nuestro sistema tributario. Entre otros, en el IRPF, en el IS o en el IVA.

	Sin duda, la aparición del fenómeno de la autoliquidación supuso —supone— el traspaso de una carga de trabajo que no es insignificante, dada la habitual complejidad que implica. No obstante, esta última cuestión es objeto del siguiente apartado, por lo que será tratada entonces. En este momento procede referirnos a otras cuestiones.

	Vamos a considerar como hipótesis que sea razonable traspasar al contribuyente la carga de practicar la liquidación. Y vamos a estudiar si también lo es el resto de las consecuencias que se derivan de lo anterior.

	La primera consecuencia es que, presentada una autoliquidación, la administración tributaria se reserva el derecho de poder rectificarla si considera que es incorrecta. Resulta completamente natural y lógico, pues lo contrario sería conceder a la autoliquidación realizada por el contribuyente un valor de acto administrativo; es más, induciría a la práctica de autoliquidaciones deliberadamente incorrectas en beneficio indebido del que las practica y en perjuicio, también indebido, de la Administración. Por ello, en la hipótesis que hemos formulado (que sea razonable obligar al contribuyente a liquidar los impuestos), nada hay que oponer a que la Administración —faltaría más— pueda rectificar las autoliquidaciones que, según ella, sean incorrectas.

	La segunda posible consecuencia es ya otra cosa. En nuestro ordenamiento jurídico se plantea con amplitud la posible aplicación de sanciones por la presentación de autoliquidaciones incorrectas, amplitud que la administración tributaria lleva a la práctica de modo aún más amplio. Sobre ambas circunstancias debe reflexionarse.

	Bien está que pueda considerarse razonable —así lo hemos aceptado como hipótesis— traspasar la carga de trabajo al contribuyente, pero que se la sancione por que su autoliquidación sea correcta a juicio de la administración tributaria constituye un exceso y lo es porque sería lógico sancionarle si su conducta consiste en ocultar ingresos que haya obtenido y también si se inventa gastos inexistentes o se aplica deducciones sin haber realizado la actividad que habilita la deducción. Pero si su conducta no supone ni ocultación de ingresos ni invención de gastos o de deducciones, existiendo tan solo discrepancias en las operaciones de liquidación realizadas, no puede considerarse la existencia de mala fe en el contribuyente. Y, en ausencia de mala fe, no está justificada la imposición de sanción al contribuyente.

	Sin embargo, no es así, dado que, por el contrario, el contribuyente español es generalmente sancionado cada vez que la autoliquidación que se le obliga a practicar no coincide con los criterios que, a posteriori, mantiene la administración tributaria, aunque aquel ni haya omitido ingresos obtenidos ni haya inventado gastos deducibles ni se haya aplicado deducciones sin fundamento.

	Lo explicado supone una carga adicional más para los contribuyentes españoles. No es solo que se les traslade la carga de trabajo que supone realizar la liquidación de los impuestos, sino que al trasladársela se les hace incurrir en un evidente riesgo económico en forma de la posible sanción a la que nos hemos referido.

	Bien, podría afirmarse que el traslado de la carga de trabajo no representa un excesivo esfuerzo para los contribuyentes que realizan actividades empresariales, pues por el desarrollo de estas ya disponen de una cierta estructura (interna o externa) para atender trabajos de carácter administrativo. Es cierto, pero esto no justifica que se les traslade también un riesgo económico.

	Y desde luego, para el común de los contribuyentes resulta escasamente justificada la carga de trabajo que se les traslada obligándoles a realizar la autoliquidación, y qué decir ya del traslado del riesgo asociado a ella.

	En este punto, los fiscofílicos esgrimirán el enorme esfuerzo que realiza la administración tributaria en la campaña de renta —y magnífico, añado ya— para ayudar al contribuyente común a cumplir la obligación impuesta de realizar su autoliquidación. Aporto entonces la siguiente reflexión.

	Efectivamente, las anuales campañas de renta —insisto, magníficas— suponen para la administración tributaria un gran esfuerzo y también un gran coste económico, ambos claramente superiores a los que representaría practicar ella misma las liquidaciones con los datos aportados por los contribuyentes. Entonces, ¿qué ventaja le reporta el modelo actual frente al alternativo? Ninguna, salvo la posibilidad, ampliamente utilizada, de sancionar después a todos los contribuyentes que ven después rectificadas sus autoliquidaciones.

	En función de lo expuesto, resulta que el auténtico lastre que supone para el contribuyente común verse obligado a autoliquidarse el IRPF (carga de trabajo y riesgo de sanción) constituye también un lastre inicial para la administración tributaria (carga de trabajo y coste económico de las campañas de información y asistencia), del que solo se resarce posteriormente mediante la imposición masiva de sanciones a un número elevado de contribuyentes.

	¿Tiene algún sentido? Verdaderamente, es hora de repensarse el modelo de gestión del IRPF y acabar así con la lacra que supone para la inmensa mayoría de los contribuyentes españoles.

 

	 

	 

	 

	II.5. La complejidad

	 

	 

	Otra seña de identidad claramente negativa de nuestras normas tributarias es su alto grado de complejidad, característica que por sí sola constituye una evidente lacra —otra más— que debemos incorporar a la relación de las presentes en la aplicación de nuestro sistema tributario:
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	Debemos empezar por reconocer que objetivamente la realidad económica sobre la que debe actuar la fiscalidad es compleja, pero lo cierto es que las disposiciones que regulan los impuestos y su aplicación no hacen sino añadir complejidad a la complejidad. Además, creo firmemente que una buena parte de la complejidad añadida es absolutamente innecesaria y, por tanto, absolutamente evitable. Siendo así, no está de más meditar sobre las posibles causas del problema señalado, como no lo estaría que los responsables del asunto dedicaran un esfuerzo y un tiempo a intentar resolverlo o, cuando menos, a reducir su dimensión.

	Puede que el exceso innecesario de complejidad de las normas que regulan los tributos se deba a un deseo de perfeccionismo por parte de sus redactores en un loable intento de elaborar en cada caso la mejor de las normas posibles (ya hemos expuesto que la búsqueda de la solución perfecta desemboca en las soluciones más imperfectas). Puede que el exceso de complejidad se deba a la obsesión antifraude de los altos funcionarios del Ministerio de Hacienda, quienes, queriendo cerrar las puertas al campo, acaban elaborando jeroglíficos muchas veces ininteligibles. Puede que el exceso de complejidad se deba a las modificaciones posteriores de los textos inicialmente elaborados en el Consejo de Ministros debidas a los pactos políticos que deben hacerse en el Parlamento. Puede que el exceso de complejidad se deba a la incapacidad de los que elaboran las normas. O puede ser que se deba a la combinación de varias de las causas expuestas. Pero lo cierto y verdad es que el conjunto de las disposiciones que conforman nuestro ordenamiento jurídico constituye un auténtico y disparatado monumento a la complejidad.

	A lo anterior se suma una redacción por lo general desafortunada que, con más frecuencia de la deseable, resulta harto farragosa, con constantes remisiones encriptadas a preceptos de la misma norma y de otras, dificultando hasta el límite e incluso imposibilitando una lectura lineal de la disposición que se está leyendo.

	Para completar la jugada, la técnica legislativa presente en nuestras disposiciones tributarias no es la más afortunada: se transige en disposiciones adicionales, se adiciona en disposiciones transitorias, se innova en textos refundidos, etc.

	La acumulación de las circunstancias expuestas explica que estemos ante una de las lacras más lacerantes de todas las que recaen sobre los españoles a la hora de cumplir las obligaciones tributarias que se les impone. Para el común de los contribuyentes, entender el contenido de las normas tributarias resulta una tarea prácticamente imposible, pero incluso para los entendidos en la materia, son múltiples las dudas y los interrogantes interpretativos que genera su análisis.

	Solo así puede explicarse la necesidad de los múltiples servicios con multiplicidad de canales que ha de emplear la AEAT para desarrollar su función de información y asistencia al contribuyente, función que cumple una eficacia y calidad destacables hasta el punto de constituir un paradigma de excelencia.

	Yo he afirmado en diversas ocasiones, y ahora me reafirmo en ello, que la AEAT es la mejor administración tributaria del mundo en lo que hace al apoyo prestado a los contribuyentes. Y he señalado y señalo ahora que las magníficas campañas anuales de renta son un magnífico ejemplo de lo afirmado. Pero no puede obviarse que la propia amplitud e intensidad de los servicios de ayuda que pone en marcha la institución constituye una prueba evidente que acredita la existencia del problema que venimos señalando: la complejidad de las normas que el contribuyente está obligado a cumplir.

	Pueden citarse algunos ejemplos que ilustran la cuestión. Como es sabido, la AEAT publica periódicamente los denominados manuales prácticos o guías informativas, que contienen las instrucciones y orientaciones necesarias para que el contribuyente pueda cumplimentar las declaraciones tributarias y practicar las autoliquidaciones que se le exigen en cada caso. Fijémonos en los últimos manuales publicados respecto a los tres grandes impuestos de nuestro sistema tributario.

	El último Manual Práctico de IVA publicado (2021) consta de 310 páginas, lo que supone una considerable extensión para una guía informativa, pero es que la extensión del último Manual Práctico del Impuesto sobre Sociedades (2020) alcanza las 733 páginas. Sin duda, necesitar extenderse hasta el reseñado número de páginas pone de manifiesto que aquello que debe explicarse para poder cumplimentar la declaración y practicar la autoliquidación de los respectivos impuestos es cualquier cosa menos sencillo.

	No obstante, el auténtico paroxismo se alcanza en el IRPF, cuyos declarantes son en su inmensa mayoría contribuyentes comunes que no desarrollan ninguna actividad empresarial. Pues bien, el último Manual Práctico del IRPF que ha publicado la Agencia Tributario (2020) consta de 1.325 páginas. Se dice pronto, que para explicar al común de los contribuyentes cómo debe cumplimentar su declaración anual deban consumirse 1.325 páginas. Esto indica que la actual regulación del impuesto es un auténtico arcano.

	En una línea similar, vamos a referirnos ahora al programa INFORMA, otra medida de apoyo que la AEAT ofrece a los contribuyentes españoles cuya génesis y contenido paso a explicar. INFORMA es un instrumento de pregunta-respuesta a través del que aquel contribuyente que tenga cualquier duda de carácter común o elemental puede plantearla a la AEAT para que esta proceda a resolverla. Las preguntas formuladas y las respuestas evacuadas figuran en la página web de la entidad debidamente clasificadas por impuestos y, dentro de estos, por materias para facilitar que cualquier contribuyente pueda acceder a la resolución de dudas ya resueltas.

	En realidad, y sin perjuicio de las preguntas que puedan formularse por los contribuyentes, la base de datos del programa INFORMA se nutre básicamente de las preguntas que se autoformula la propia AEAT a fin de aclarar las dudas que, según el criterio de la propia entidad, se le pueden plantear a los contribuyentes españoles. Fue una idea afortunada surgida en su día en el seno del Departamento de Gestión Tributaria —omitiré el nombre de la funcionaria [directiva] responsable, pues conozco fehacientemente su escasa afición a la notoriedad— que ha demostrado su eficacia y su utilidad.

	Pero lo relevante del caso para la cuestión que estamos tratando es conocer el número de preguntas que se ha autoformulado la Agencia Tributaria con objeto de resolver las dudas más comunes o elementales que pueda tener un contribuyente. Pues bien, según puede comprobarse en la página web de la entidad, a diciembre de 2021 el citado número ascendía a 144.000.

	Que la propia AEAT haya considerado necesario o conveniente resolver un número tan elevado (144.000) de dudas (comunes o elementales) que la normativa a aplicar pueda generar a los contribuyentes es una prueba objetiva del galimatías en el que se ha convertido el ordenamiento tributario español.

	Tengo la incómoda sensación de estar consumiendo un espacio excesivo para argumentar lo que no necesita tanta argumentación, pues estoy convencido de que la totalidad de los que fueran preguntados al respecto opinarían que sí, que la regulación de los impuestos es muy compleja y, además, innecesariamente compleja. Consecuentemente, doy por finalizado el tema, pero no sin constatar lo que es obvio: la excesiva complejidad es una lacra más que añadir a las que ya llevamos descritas.

 

	 

	 

	 

	II.6. La variabilidad

	 

	 

	Al recién comentado lastre de la complejidad de las normas tributarias se le añade otro, que es su increíble variabilidad, característica que pasa a formar parte de nuestra hernia fiscal:
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	Las consecuencias negativas que acarrea el inconcebible frenesí de cambio que acompaña a las normas tributarias son evidentes y, lejos de remediarse con el tiempo, es un problema enquistado, cuando no progresivamente agravado. Los responsables de nuestro ordenamiento tributario parecen empeñados en cambiar cada vez más rápido lo recientemente cambiado, incluso antes de disponer de la información que les permita valorar el acierto o error cosechado en el cambio precedente.

	A cada norma le sucede con inusitada rapidez otra que la sustituye o modifica, siendo cada vez menor el periodo de tiempo transcurrido entre modificación y modificación. Expresado de otro modo: la velocidad del cambio normativo aumenta a un ritmo tan trepidante que hasta para los profesionales de la materia resulta difícil identificar y recordar la regulación vigente en cada momento.

	Voy a recurrir a un ejemplo, en este caso vivido en primera persona. En los tiempos, desgraciadamente ya lejanos, en los que ejercí la función inspectora, al inspeccionar varios periodos impositivos a un contribuyente, el IRPF si era persona física, el IS si era jurídica, debía aplicar cuatro conjuntos normativos diferentes, uno por cada año de los que eran objeto de comprobación. Este era el panorama entonces y este sigue siéndolo ahora, pero, eso sí, agravado por el ritmo creciente del cambio al que me he referido anteriormente. De hecho, actualmente es frecuente que incluso dentro de un mismo periodo impositivo sean varias las normativas aplicables, siendo una fecha intermedia del año la frontera entre la aplicación de una norma y de aquella que la derogó.

	Sin duda, esta variabilidad normativa aumenta la dificultad de su aplicación que se deriva de la complejidad antes comentada, hasta el punto de provocar que, para cualquier ciudadano normal o para cualquier pyme española, realizar las autoliquidaciones que le exige el fisco se convierte en una auténtica carrera de obstáculos. Pero, eso sí, con la amenaza que supone saber que cualquier error, por nimio o justificado que sea, será sancionado por la administración tributaria.

	De modo análogo a como hemos intentado anteriormente explicar las causas de la complejidad, ofrece interés intentar identificar ahora el motivo o los motivos de esta inconcebible variabilidad de las disposiciones que rigen nuestra realidad impositiva. En este caso, considero que la volatilidad obedece básicamente a la enfermiza obsesión antifraude que invade los despachos del Ministerio de Hacienda.

	En efecto, obsesionados (innecesariamente, pues nada es más cierto como que toda norma que crea obligaciones provoca su incumplimiento) por la existencia del fraude fiscal al que, además, adjudican un volumen sobredimensionado, los responsables de nuestro fisco tienen una actitud excesivamente reactiva ante cualquier hecho, indicio o síntoma de una posible conducta defraudadora. Esta actitud les lleva a responder siempre con la promulgación una nueva norma, otra más, que a su juicio impedirá el fraude que han detectado o creído detectar. La cadena de sucesos que sigue a esta reacción no suele ser precisamente positiva.

	Si el indicio o síntoma de posible fraude constituye una falsa alarma, el cambio normativo habrá sido innecesario y contraproducente: innecesario por la falsedad de la alarma y contraproducente pues se habrá complicado aún más el ya complejo entramado normativo aumentando la dificultad de su correcto cumplimiento.

	En el supuesto de existencia real de la conducta defraudadora avistada, existen dos posibilidades: que la modificación normativa que intenta atajarla esté acertadamente diseñada o que no lo esté. De no estarlo, se habrá errado el tiro, fracasando en el objetivo perseguido y, de nuevo, se habrán introducido nuevas dificultades a la generalidad de los contribuyentes. Pero aun en el supuesto de acertar en el disparo, se habrá taponado una vía de fraude, es cierto, hasta que inmediatamente después los que defraudan ideen o encuentren un camino alternativo para defraudar, eso sí, con el siguiente incremento de las dificultades ocasionadas a los que quieren cumplir adecuadamente sus obligaciones fiscales.

	Recomiendo a todo aquel que tenga curiosidad por comprobar el fenómeno descrito que realice una incursión por la evolución de las normas tributarias y descubrirá la reiterada presencia del siguiente bucle diabólico: 1) percepción (acertada o equivocada) de una nueva modalidad de fraude; 2) nueva norma antifraude; 3) nueva percepción (acertada o equivocada) de una modalidad novedosa de fraude; 4) nueva norma antifraude. Y así hasta la saciedad, en una especie de tornillo sin fin.

	Y, sin embargo, de ser ciertas las sucesivas estimaciones que se realizan sobre el volumen del fraude fiscal existente en España, resulta que su dimensión se mantiene decepcionantemente estable en el tiempo. Una de dos: o las estimaciones sobre el volumen del fraude son un auténtico fiasco o todo el esfuerzo antifraude que se desarrolla (normativa y operativamente) constituye un descomunal fracaso, debiéndose insistir una vez más en que, adicionalmente, el citado esfuerzo afecta más que negativamente a la seguridad jurídica del conjunto de los contribuyentes.

	De ser acertadas mis consideraciones (acepto deportivamente que pueden ser erróneas), bueno sería que los responsables de la Hacienda pública española se despojaran de la obsesión antifraude que les atenaza. Estoy convencido de que hacerlo redundaría en ganancias sustantivas para todos. Ellos podrían dedicar los significativos esfuerzos que hoy dedican a la fallida tarea a otras más fructíferas y la generalidad de los contribuyentes nos veríamos liberados de la tortura que supone tener que cumplir unas normas que se han diseñado y se aplican pensando exclusivamente en la minoría que pretende incumplirlas.

	Me parece oportuno relatar un hecho real que acontece con frecuencia en las reuniones que se celebran en los despachos del Ministerio de Hacienda en las que se trata de la normativa reguladora de los impuestos. El efecto acumulado de la complejidad y la variabilidad normativas suele provocar que los presentes en la reunión duden sobre la solución legal dada a cualquier cuestión concreta. La duda suscitada provoca que alguno de los presentes recurra a resolverla mediante la consulta al llamado folleto-ley. Consultado este, los presentes aceptan la solución que en él se contiene y dan por resuelta la duda.

	¿Qué es el folleto-ley? se habrá preguntado el lector. Pues se trata del manual práctico de cada impuesto que elabora anualmente la Agencia Tributaria para cada impuesto al que nos hemos referido en el apartado anterior. Pero la reflexión es obligada. Que los propios técnicos y directivos del Ministerio de Hacienda deban recurrir a la consulta del llamado folleto-ley evidencia la maraña legislativa en la que se ha convertido la regulación de cada uno de los impuestos que se nos exigen. Pocas dudas pueden caber sobre la lacra que supone lo anterior.



	


	 

	 

	 

	 

	II.7. La severidad

	 

	 

	Recordemos brevemente que, según ha quedado expuesto hasta ahora, al contribuyente español se le traslada por parte del Estado la carga que supone liquidar los impuestos, resultando además que para hacerlo debe aplicar unas normas que son ciertamente complejas y notablemente variables en el tiempo, y también que el traslado implica un riesgo considerable, pues el contribuyente es sancionado de manera casi automática ante cualquier error que cometa en su obligada autoliquidación.

	Sucede que al lastre acumulado de todo lo anterior se acrecienta porque el régimen sancionador tributario es considerablemente severo, como vamos a comprobar. Pero antes de ello, incorporamos el lastre o lacra de la severidad sancionadora a la lista representativa de los elementos que integran la hernia fiscal:
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	Comenzaremos por referirnos al universo de infracciones tributarias legalmente tipificadas. Son 17 y su tipificación de acuerdo con la propia redacción legal (Ley General Tributaria) es la siguiente:

	1.      Infracción tributaria por dejar de ingresar la deuda tributaria que debería resultar de una autoliquidación.

	2.      Infracción tributaria por incumplir la obligación de presentar de forma completa y correcta declaraciones o documentos necesarios para practicar liquidaciones.

	3.      Infracción tributaria por obtener indebidamente devoluciones.

	4.      Infracción tributaria por solicitar indebidamente devoluciones, beneficios o incentivos fiscales.

	5.      Infracción tributaria por determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o créditos tributarios aparentes.

	6.      Infracción tributaria por imputar incorrectamente o no imputar bases imponibles, rentas o resultados por las entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas.

	7.      Infracción tributaria por imputar incorrectamente deducciones, bonificaciones y pagos a cuenta por las entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas.

	8.      Infracción tributaria por no presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico, por incumplir la obligación de comunicar el domicilio fiscal o por incumplir las condiciones de determinadas autorizaciones.

	9.      Infracción tributaria por presentar incorrectamente autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzcan perjuicio económico o contestaciones a requerimientos individualizados de información.

	10.      Infracción tributaria por incumplir obligaciones contables y registrales.

	11.      Infracción tributaria por incumplir obligaciones de facturación o documentación.

	12.      Infracción tributaria por incumplir las obligaciones relativas a la utilización y a la solicitud del número de identificación fiscal.

	13.      Infracción tributaria por resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la administración tributaria.

	14.      Infracción tributaria por incumplir el deber de sigilo exigido a los retenedores y a los obligados a realizar ingresos a cuenta.

	15.      Infracción tributaria por incumplir la obligación de comunicar correctamente datos al pagador de rentas sometidas a retención o ingreso a cuenta.

	16.      Infracción tributaria por incumplir la obligación de entregar el certificado de retenciones o ingresos a cuenta.

	17.      Infracción en supuestos de conflicto en la aplicación de la norma tributaria.

	A continuación expongo varios comentarios a la relación anterior:

	*      Diecisiete parece un número claramente excesivo de infracciones tributarias. Sin duda, el legislador ha pretendido que cualquier posible incidencia que pueda aparecer en el cumplimiento de las obligaciones tributarias constituya una infracción y, por tanto, sea sancionable.

	*      Como puede apreciarse, la sistematización del cuadro de infracciones tributarias es manifiestamente mejorable.

	*      Puede apreciarse que la redacción de cada una de las infracciones tipificadas es también susceptible de una manifiesta mejora.

	Pero, en fin, de lo que se trata es de desarrollar el primero de los comentarios realizados y, al respecto, se constata que, para el ordenamiento jurídico tributario, todo es infracción.

	Es preciso además relacionar lo anterior con las restricciones de carácter formal que se imponen para poder computar efectivamente como deducibles los gastos que legalmente son así admitidos o para poder aplicar efectivamente las reducciones, deducciones o bonificaciones. En todos estos casos, el rigorismo formalista impide que la fiscalidad se corresponda con la realidad, siempre en perjuicio del contribuyente. Nada importa que esté absolutamente acreditada la materialidad de la circunstancia o conducta que, según las normas, posibilita la deducción de un gasto o la aplicación de una reducción, deducción o bonificación. La propia norma que la establece o con frecuencia otra disposición de rango menor que la desarrolla se encargan de establecer el conjunto de formalismos suficientes para restringir notablemente su aplicación efectiva.

	Como resultado, el incumplimiento de cualquier nimiedad de carácter formalista impide la deducibilidad de un gasto o la aplicación de una deducción, incrementando injustamente el importe de impuesto a pagar para, a continuación, ser calificado como infracción y, consecuentemente, ser objeto de la pertinente sanción. La consecuencia es que se aumenta la detracción de dinero al contribuyente. No importa el modo o la manera de lograrlo.

	Es cierto que en la propia Ley General Tributaria se contempla la posible exoneración de la responsabilidad del contribuyente admitiendo que las acciones u omisiones tipificadas como infracciones pueden no dar a lugar a la imposición de sanciones cuando se haya puesto la diligencia necesaria para el cumplimiento de sus obligaciones por parte del contribuyente (p. ej., en el supuesto de una interpretación razonable de la norma aplicable).

	Sin embargo, es cierto también que, en la práctica, la administración tributaria solo entiende razonable su propia interpretación y sanciona la totalidad de los casos en los que rectifica la autoliquidación del contribuyente. Además, los sancionadores (en realidad, los que proponen las sanciones) lo explican personalmente de esta peculiar manera: «Es que, si no propongo la sanción, mi propuesta de liquidación pierde fuerza».

	Sobre lo anterior, sucede además que el régimen legal de sanciones aplicable a la casuística tabla de infracciones tipificadas es ciertamente severo. Es suficiente una lectura rápida del Título IV de la Ley 58/2003, General Tributaria, para cerciorarse del carácter ciertamente represivo de su contenido en lo que respecta a las sanciones que se establecen en ella.

	La alegría con la que se establecen sanciones por importe del 50, 100 y 150% de la cifra no ingresada por el contribuyente es sorprendente, sobre todo en el caso del segundo de los porcentajes señalados, y ya muy especialmente en el tercero.

	Que se aplique un porcentaje del 15% por solicitar una devolución que la Administración considere improcedente parece excesivo ¡solo por solicitarla!, toda vez que su obtención efectiva no tiene lugar hasta su comprobación administrativa. Que se apliquen los porcentajes antes citado del 50, 100 y 150% por haber obtenido una devolución improcedente carece de justificación toda vez que la administración tributaria dispone de seis meses desde que es solicitada hasta que deba llevarse a cabo, plazo que además puede sobrepasar —de hecho, sobrepasa— a su caprichoso antojo. Esto quiere decir que, en cualquier devolución improcedente que se haya llevado a cabo, la responsabilidad está compartida entre contribuyente y Administración, por lo que son injustificadas las sanciones reseñadas.

	Que se imponga hasta 6.000 € de sanción por la presentación de una declaración fuera de plazo sin haber provocado perjuicio alguno a la Hacienda pública no puede ser justificado.

	Es preciso recordar que en el primer apartado de este capítulo, al referirnos a la primera de las lacras que engrosan nuestra hernia fiscal, hemos considerado —coincidiendo con la opinión de la sociedad española— que los importes de impuestos que se nos exigen son claramente excesivos. Por ello, la alegre aplicación de los porcentajes del 50, 100 o 150% sobre unas cuotas excesivas determina que la suma de cuota y sanción resulte ya estratosférica.

	Con todo, el récord represivo en materia sancionadora corre a cargo del previsto en el caso de la declaración de bienes y derechos en el exterior (la del conocido modelo 720). Que tras imputar —de aquella manera— una renta al contribuyente la sanción prevista sea del 150% de la cuota resultante de la discutible imputación es, sin más, directamente inadmisible. Que a dicha sanción se le acumulen otras por importe fijo de hasta 5.000 € por dato omitido aumenta la inadmisibilidad. Con razón, al tiempo de anular este particular régimen sancionador, el Tribunal Europeo de Justicia lo ha calificado de «extremadamente represivo».

 

	 

	 

	 

	II.8. La inferioridad

	 

	 

	La configuración de la relación jurídico-tributaria presente en nuestro ordenamiento contiene un claro desequilibrio en favor del fisco y en contra del contribuyente. Si bien el desequilibrio existe ya con un carácter general en la relación jurídico-administrativa que enfrenta a Administración y administrado, en el ámbito tributario esta inferioridad legal de los individuos frente al Estado se acrecienta y, además, resulta especialmente perjudicial por afectar siempre a nuestros bolsillos.

	La preeminencia legal que los individuos concedemos al Estado suele justificarse por la representación y defensa del interés general que se atribuye frente al meramente particular que representa y defiende el individuo. Pero, debo insistir, en materia tributaria la inferioridad del contribuyente frente al fisco alcanza una dimensión excesiva, hasta constituir un nuevo y claro lastre que incorporar a nuestra hernia fiscal:
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	Hay que reconocer que, como en cualquier Estado de derecho, en España se protege al individuo mediante el principio de legalidad, que obliga a la Administración a respetar en su actuación las leyes y demás disposiciones. Pero cuando la desigualdad está reflejada, recogida y santificada en las propias normas, con un conjunto desorbitante de potestades administrativas, como sucede en el ámbito tributario, la garantía que supone para el individuo el principio de legalidad resulta en buena medida evaporada.

	Sucede así porque el Estado usa y abusa de lo que los administrativistas denominan autoatribución de potestades, inundando la legislación de potestades o prerrogativas a su favor. En ocasiones, incluso se da el caso por el que, establecida una potestad en una norma de rango legal, su posterior desarrollo reglamentario expande la potestad legal hasta límites auténticamente inauditos. Como resultado, los españoles nos encontramos en una situación de tremenda inferioridad ante la administración tributaria.

	Hubo un momento histórico determinado en el que nuestras autoridades fueron conscientes de la injusta situación existente y apostaron por reequilibrar la relación jurídico-tributaria. Así, en 1996, a poco de constituirse el primer Gobierno Aznar, se inició un proceso de reforma que culminó con la aprobación el 26 de febrero de 1998 de la Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, que, como vamos a exponer, supuso una auténtica revolución por las muchas medidas de protección al individuo que contenía. En efecto, entre ellas podemos citar:

	-      La creación del Consejo de Defensa del Contribuyente, órgano al que se encargaba la vigilancia del desarrollo de la relación entre la administración tributaria y los ciudadanos, con especial atención a las quejas de estos por actuaciones incorrectas e indebidas de los funcionarios y servicios de la Hacienda pública.

	-      El establecimiento de un plazo máximo para que se finalizaran las inspecciones de Hacienda (12 meses con carácter general y 24 en casos especiales), evitando así la eternización de las actuaciones inspectoras que colapsaban al inspeccionado y prorrogaban sine die su incertidumbre ante el resultado final de la inspección.

	-      La tramitación en procedimientos separados de las actuaciones administrativas tendentes a la liquidación de impuestos y a la imposición de sanciones tributarias como medida que evitase la mutua contaminación entre ambas actuaciones administrativas.

	-      La suspensión automática hasta el término de la vía administrativa de las sanciones tributarias que fueran objeto de recurso o reclamación a fin de impedir la ejecutividad de las sanciones impuestas por la Administración hasta que esta las confirmara en la última instancia administrativa competente en cada caso.

	-      El derecho de los contribuyentes a acceder al expediente administrativo con anterioridad a que la Administración adoptara sus acuerdos de liquidación o de imposición de sanción, aumentando así significativamente el derecho a la defensa del contribuyente.

	-      El reembolso del coste en el que incurría el contribuyente para aportar las garantías suficientes que permitieran suspender la ejecución de las liquidaciones administrativas que fueran recurridas o reclamadas si, finalmente, en estas se anulase la liquidación recurrida o reclamada.

	Con las medidas que incluía —las citadas y otras—, la ley reseñada no situaba en igualdad de condiciones al Estado y al individuo, pero reducía de manera no despreciable la previa desigualdad existente. Sin embargo, con el paso del tiempo, el espíritu que iluminó la Ley de Derechos y Garantías se ha apagado, no solo porque desde entonces no ha vuelto a darse un solo paso hacia adelante hacia la igualdad jurídica, sino porque, malhadadamente, se han dado bastantes hacia atrás.

	Como ejemplo, traeremos a colación que el Consejo de Defensa del Contribuyente ha sido totalmente descafeinado, en las normas y en la práctica, hasta convertirse en poco más que un florero; que el plazo general de las inspecciones tributarias se ha elevado de 12 a 18 meses o que el reembolso del coste de las garantías ha quedado en la práctica reducido exclusivamente al de los avales, toda vez que la Administración no acepta ninguna otra garantía para acordar la suspensión de una liquidación recurrida o reclamada.

	En definitiva, la consecuencia de todo lo expuesto es la radical inferioridad de la posición jurídica del contribuyente frente a la que dispone la administración tributaria. Las posibles disputas entre ambos se asemejan a la lucha entre David y Goliat sin que aquel disponga de la honda para su defensa.

	La dimensión del conjunto de potestades y prerrogativas establecidas determina que no resulta exagerado afirmar que en el ámbito tributario los españoles seguimos siendo súbditos antes que ciudadanos.

 

	 

	 

	 

	II.9. La desigualdad

	 

	 

	Al describir la situación de inferioridad que presentan los derechos del contribuyente frente a las desorbitadas potestades de la Administración, hemos puesto de relieve la asimetría existente unos y otras. Probablemente, la mejor manera de percibir lo anterior es realizar un zoom sobre algunas de las situaciones que enfrentan a la administración tributaria y a los contribuyentes e identificar la absoluta desigualdad con la que una y otros tienen que afrontarla.

	Previamente, incorporamos a la hernia fiscal la desigualdad como nuevo lastre o lacra:
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	En la dirección enunciada vamos a exponer como primer ejemplo de desigualdad la existente en el proceso que se sigue para sustentar un procedimiento de inspección tributaria a un contribuyente.

	Todo empieza con el acuerdo de inicio de las actuaciones, que corresponde adoptar a la administración tributaria, que, al hacerlo, decide también los impuestos y los periodos que serán comprobados, así como si la comprobación resultará total o parcial.

	Una vez iniciadas, es la administración tributaria (la inspección de Hacienda) la que decide el ritmo de avance. Ella es la que determina las fechas de las reuniones que se celebrarán, la documentación que requiere el inspeccionado y el plazo concedido para aportarla. También es ella la que decide la información que se requiere a terceros, quedando solo al inspeccionado la mera posibilidad de una solicitud al respecto que, por supuesto, la inspección puede libérrimamente aceptar o rechazar. Es la inspección la que redacta o elabora las diligencias (actas de constancia de hechos) que reflejan el desarrollo de las sucesivas comparecencias del inspeccionado y el avance del procedimiento de comprobación, por lo que resultan fundamentales para sustentar la futura liquidación. Vamos a detenernos en esta última cuestión.

	Toda vez que su elaboración corresponde a la inspección, en la disposición legal correspondiente se establece como derecho a favor del contribuyente que las actas deben recoger las manifestaciones que él decida realizar. Vamos a comprobar que en este caso, como en tantos otros, los derechos reconocidos al contribuyente pueden acabar siendo poco más que una raya en el mar.

	Supongamos ahora que, realizada una manifestación por un contribuyente, el funcionario de la inspección decidiera no recogerla en el acta. ¿Qué puede hacer el contribuyente para hacer efectivo el derecho que no se ha respetado? Puede exponerlo en un escrito ad hoc o en las alegaciones que podrá hacer a las futuras actas, pero en un caso y en el otro será su palabra contra la del funcionario (manifestación escrita contra manifestación escrita) y, desgraciadamente, nuestra legislación concede preeminencia a lo que manifiesta el funcionario público. Como vemos, estamos ante un derecho de casi imposible materialización práctica.

	Con el conjunto de circunstancias expuestas, es evidente que el proceso de inspección avanza y se documenta del modo en el que desea la inspección tributaria. También es esta la que decide cuándo finaliza el procedimiento de comprobación, redactando y elaborando el documento con el que terminan las actuaciones (actas), quedando solo para al contribuyente la opción de firmarlas en conformidad o en disconformidad pero, eso sí, con la amenaza consistente en que, de mostrar su disconformidad, la futura sanción resultará agravada.

	Un procedimiento como el descrito supone la constitución de un conjunto probatorio claramente desequilibrado en una concreta y determinada dirección. Y, por si fuera poco, al contenido de las actas elaboradas por la inspección tributaria se le concede legalmente la presunción de veracidad.

	¿Puede considerarse que las condiciones expuestas resultan respetuosas con los derechos del contribuyente? Cualquier contribuyente español que haya tenido la desgracia de sufrir una inspección de Hacienda sabe que no. Además, cualquiera que haya sido inspeccionado es consciente de hasta qué punto el proceso descrito supone poner patas arriba su actividad empresarial, su pequeño comercio, su pequeño taller, su pequeña explotación agropecuaria o su pequeño despacho. Y, lo que es peor, ha sido testigo —y, en ocasiones, víctima— de cómo una inspección tributaria representa el mayor riesgo posible de desaparición indebida de su medio de vida.

	Es así porque en el supuesto de finalizarse la inspección tributaria con una liquidación administrativa que determine indebidamente una cuota a pagar excesiva, la pyme afectada carece de los recursos económicos y logísticos para soportar una batalla legal con la administración tributaria y, en consecuencia, sus probabilidades de sobrevivir son ciertamente escasas. En definitiva, la pyme que es objeto de una inspección tributaria se juega su supervivencia durante la propia inspección. Esta circunstancia la coloca en una lacerante desigualdad ante la administración tributaria que la obliga con más frecuencia de la que es éticamente razonable a aceptar sí o sí una terminación injusta de la inspección: aquella por la que queda obligado a pagar una cantidad que legalmente no le corresponde, pero que se ve obligado a aceptar para no abortar sus posibilidades de supervivencia.

	Es posible ofrecer otro ejemplo de asimetría injustificable entre administración tributaria y contribuyente. Es el caso de las consecuencias legales para una y para otro cuando sus actuaciones son equivocadas o incorrectas y propician un perjuicio a la otra parte.

	Así, sobre aquel contribuyente que realice ante la administración tributaria una actuación improcedente, puede recaer —de hecho, recae— la imposición de una sanción, en su caso, la liquidación del correspondiente recargo (por extemporaneidad o por entrar la deuda en fase ejecutiva y, por supuesto, el interés de demora por el tiempo transcurrido). Además, los tres conceptos penalizadores son acumulables, de manera que, con frecuencia, un contribuyente se enfrenta al pago acumulado de la sanción, de un recargo y de los intereses de demora. Ni que decir tiene que lo anterior supone que la deuda con la Administración llegue a duplicar e incluso a triplicar la cuota o el importe que no fue ingresado.

	Frente a lo anterior, cuando es la administración tributaria la que comete un error o una incorrección, sea del tipo que sea, y sea cual sea el modo en el que detecta o se reconoce lo recaudado indebidamente o lo devuelto indebidamente por defecto, la Administración no tiene más penalización que el interés de demora devengado en su contra, y no siempre por la totalidad del periodo en el que ha dispuesto del dinero que, en realidad, era del contribuyente. Como ejemplo, basta citar que, desde que se solicita una devolución que finalmente resulta ser procedente, el cómputo de intereses de demora a favor del contribuyente solicitante no se inicia hasta transcurridos seis meses desde la solicitud.

	La asimetría descrita es consecuencia directa de las normas tributarias, sin que su materialización requiera actuación discrecional alguna por parte de ningún funcionario público. No cabe ejemplo más ilustrativo de la desigualdad legal existente entre la administración tributaria y el contribuyente.

	A diferencia de lo que sucede con las lacras que hemos denominado severidad o inferioridad, esta nueva asimetría ni siquiera podría intentar justificarse por el interés general que se atribuye al Estado frente al particular atribuido al individuo. Lo descrito bajo el nombre de desigualdad no encuentra más causa posible que recaudar por recaudar, que aumentar la detracción de recursos al individuo de cualquier manera.

	Pero aun siendo esta última la asimetría más escandalosa en términos de penalizaciones por disponer indebidamente una parte del dinero que corresponde a la otra, conviene recordar que no es la única. Señalemos el caso de las retenciones y los pagos fraccionados, que son importes anticipados o a cuenta que recauda la Administración con varios meses de antelación (hasta 17) respecto al momento en el que el contribuyente está obligado al pago de su IRPF o de su IS, según los casos.

	Pues bien, estos importes adelantados no generan interés de demora alguno a favor del que anticipa el pago a la Administración. Y conviene recordar que el beneficio financiero de esta es más que notable. Centrándonos en el IRPF, la práctica totalidad de su recaudación, aproximadamente 80.000 millones de euros, se ingresa anticipadamente. Un mero cálculo matemático cifra en 1.200 millones de euros anuales el rendimiento financiero logrado por la administración tributaria a costa de los contribuyentes por obligar al pago anticipado del impuesto.

	También es desigual el trato legal que el propio Estado se da a sí mismo y a sus ciudadanos en situaciones empresariales excepcionales, como en el caso de la empresa que entra en concurso de acreedores. Llegada esta situación, la legislación mercantil abre una puerta a la posible superación de la crisis por parte del empresario concursado, posibilidad que debe sustentarse en el sacrificio parcial por parte de sus acreedores en orden a renunciar a una fracción del importe de su crédito como medio de lograr que la empresa en dificultades pueda subsistir salvándose así de la liquidación.

	Para ello se prevé la posibilidad consistente en que la junta de acreedores acuerde una quita o reducción proporcional de las deudas del concursado. Sin embargo, el Estado se autoconcede una posición privilegiada ante el resto de los acreedores privados, estableciendo que una parte de su crédito se considera deuda privilegiada y no tiene que correr la suerte que sea acordada por el conjunto de los acreedores, quedando al margen del esfuerzo colectivo para intentar salvar a la empresa que ha entrado en concurso.

	Es necesario plantearse a fondo la cuestión. Y al hacerlo, hay que partir de una pregunta: ¿quién debería estar objetivamente más interesado en evitar la desaparición de una empresa? Sin duda, además del propio empresario, el conjunto de los acreedores, pues la supervivencia del deudor constituye la mejor garantía de pago de sus deudas. Pero pensando en el interés general (actividad empresarial, puestos de trabajo en peligro e inestabilidad en los mercados), el Estado debería estar especialmente interesado (más que los acreedores privados) en evitar la liquidación. Sin embargo, en el ordenamiento jurídico el Estado dispone que él será el acreedor que menor esfuerzo deba realizar. Crasa contradicción.

	Existe otro ejemplo tan poco edificante como el anterior que se encuentra relacionado con la peculiar regulación del IVA. Como sabemos, en la liquidación del IVA los empresarios están obligados al ingreso de las cuotas devengadas en las operaciones de venta de sus productos y prestaciones de servicios. Lo paradójico del caso es que la citada obligación concurre aun en el caso en el que las facturas que hayan emitido resulten impagadas por sus clientes.

	Esto quiere decir que el empresario afectado por un impago de su cliente está no obstante obligado al pago a la administración tributaria del importe de IVA que él no ha percibido. Cualquier conocedor de la realidad empresarial sabe el enorme problema, muchas veces insalvable, que lo anterior supone para una empresa. De ahí surgió la promesa electoral realizada por Mariano Rajoy en la campaña electoral de 2011 de establecer un sistema de IVA-caja. Se trataba de limitar la obligación de una empresa ante la Administración, ciñéndola al ingreso de las cuotas de IVA facturadas que hubiera cobrado efectivamente, liberándola de tener que pagar las cuotas que a ella le hubieran resultado impagadas por sus clientes morosos.

	Para cumplir su promesa, tras resultar elegido el Gobierno de Rajoy, se estableció la prometida norma del IVA-caja. ¡Menuda tomadura de pelo! Efectivamente, la norma concedió a las empresas la posibilidad de acogerse al nuevo sistema de IVA-caja, pero aquella que se acogiera y pudiera no ingresar el IVA no cobrado, al final del segundo año en el que hubiera hecho su elección estaba obligada a pagar todo el IVA que no hubiera ingresado desde que adoptara la opción. En definitiva, la supuesta opción IVA-caja era una auténtica mentira. Se mantenía absolutamente la obligación del ingreso de todos los IVA devengados; tan solo se establecía un cierto retraso en la obligación.

	Otro ejemplo lo encontramos en la llamada Ley de la Segunda Oportunidad, norma que, intentando emular la existente en el mundo anglosajón, aspiraba a que la cosecha de un fracaso en su primer proyecto empresarial no condenara de por vida al empresario que había fallado en su intento.

	En el diseño de la reforma se planteaba que, en ausencia de la utilización de medios fraudulentos, el empresario pudiese resultar liberado (total o parcialmente) de las deudas acumuladas en su proyecto fracasado. Para ello se obligaba a la renuncia (total o parcial) de sus créditos a los acreedores, fueran proveedores de bienes, de servicios o de créditos. Pero, eso sí, de la renuncia quedaba expresamente excluido el crédito público (Hacienda pública y Seguridad Social). Es decir, el Estado obligaba al sacrificio a todos los acreedores privados, cuidándose mucho de resultar obligado él.

	Los tres ejemplos que acabamos de exponer constituyen tres muestras muy nítidas del diferente trato que el Estado se da sí mismo y a los particulares. La desigualdad resultante, en mi opinión injustificada e injustificable, es una lacra más de la hernia fiscal con la que el Estado nos oprime permanentemente.



	



	 

	 

	 

	 

	II.10. La agresividad

	 

	 

	Como hemos visto, el efecto acumulado de las lacras de severidad, inferioridad y desigualdad que ya se ha descrito determinan que el contribuyente español se encuentre literalmente en manos de la administración tributaria, pudiéndose afirmar que en manos de esta se encuentran su hacienda y su vida. Esta última no en el sentido biológico, pero sí en lo que se refiere a su hábitat emocional o a su estabilidad psicológica.

	Siendo lo anterior un drama en sí mismo, cabría como posibilidad que la propia Administración atemperara el uso de su descomunal fuerza en una suerte de autorregulación que moderara el uso de las exorbitantes potestades que hemos concedido al Estado.

	Lamentablemente no es así y, salvo en contadas excepciones —una se reseña posteriormente—, en el quehacer diario de la Administración no se observa la autolimitación que sería conveniente observar, lo que puede considerarse una utilización agresiva de sus prerrogativas, de manera que:
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	La utilización indiscriminada de las potestades y de las prerrogativas administrativas la perciben individualmente todos aquellos contribuyentes que resultan víctimas específicas de su uso. Como ya hemos anticipado, en el capítulo III se ofrecen determinados casos concretos que, con distinta relevancia, muestran la realidad que se afirma. En este momento la intención es referirnos a supuestos de alcance más general.

	Empezaremos por recordar un caso de nuestra reciente historia tributaria en el que la Administración usó y abusó de la posición dominante de la que dispone. Se trata del tratamiento fiscal de las prestaciones por maternidad. La lógica tributaria del IRPF invitaba —invita— a considerar que los importes recibidos por el citado concepto se consideran exentos del impuesto. Sin embargo, la redacción farragosa de las normas fiscales a la que antes nos hemos referido permitió a la Agencia Tributaria una interpretación absolutamente forzada de las disposiciones que regulan el impuesto para considerar lo contrario. Con base en la citada interpretación forzada, empezó a practicar multitud de liquidaciones administrativas a los contribuyentes afectados, cuya cuantía individual no era especialmente significativa pero que, en conjunto, sí significaba un importe relevante para la Administración.

	Esa forma de proceder es habitual en la administración tributaria. Dado que la cuantía exigida indebidamente a cada contribuyente no es elevada, la inmensa mayoría de los contribuyentes no impugnan la liquidación y, de ese modo, se engrosan indebidamente las arcas públicas. Aunque es posible que los escasos contribuyentes que recurran la liquidación obtengan un resultado positivo de su recurso, los que lo consigan serán una minoría, y la Administración se quedará con los importes liquidados (indebidamente) a la inmensa mayoría.

	Y así sucedió efectivamente. Los escasos contribuyentes que impugnaron las liquidaciones administrativas vieron que los tribunales económico-administrativos (TEA) del propio Ministerio de Hacienda —¡faltaría más! — confirmaron las injustificadas liquidaciones de la Administración. Solo unos pocos afectados decidieron acudir a la vía de lo contencioso.

	Entretanto, se publicó en varios medios de comunicación que, ante algunos supuestos de impago de las liquidaciones practicadas por la Agencia Tributaria, esta no dudó en acudir al embargo de las cuentas bancarias de aquellos que no pudieron hacer frente al pago de la deuda (indebida) que se les exigía.

	Volviendo al recorrido judicial del asunto y ya en sede contencioso-administrativa, el Tribunal Superior de Justicia (TSJ) de Madrid (julio de 2016) falló a favor de un contribuyente y en contra de la Agencia Tributaria, declarando que lo percibido en concepto de prestaciones por maternidad estaba exento del IRPF. Tras este pronunciamiento judicial, lo lógico, lo estético y lo ético hubiera sido que la Administración dejara de adoptar los acuerdos de liquidación que se estaban practicando. No fue así; la Agencia Tributaria, erre que erre y en contra del criterio del TSJ de Madrid, siguió rectificando las autoliquidaciones de los contribuyentes generando nuevas deudas (indebidas) y aumentando indebidamente lo recaudado.

	Un año después (junio de 2017), en una nueva sentencia, el TSJ de Madrid reiteró el criterio expuesto en la anterior: la prestación por maternidad estaba exenta del IRPF. ¿Qué hizo entonces la AEAT? Pese a la confirmación del criterio judicial, siguió manteniendo su criterio y, obviando el de los jueces, continuó practicando las liquidaciones ilegales. Para justificar la prolongación de la detracción indebida del dinero de los contribuyentes afectados y/o para aumentar el importe de lo así detraído, prolongó la disputa judicial recurriendo ante el Tribunal Supremo lo sentenciado por el TSJ de Justicia de Madrid.

	Finalmente, ya en octubre de 2018, el Tribunal Supremo zanjó la disputa: confirmó la sentencia del TSJ de Madrid y dio definitivamente la razón al contribuyente recurrente: los importes percibidos en concepto de prestación por maternidad estaban exentos del IRPF. Conviene pararse en este momento y analizar la situación creada tras el pronunciamiento del Tribunal Supremo. Evidentemente, al contribuyente que interpuso el recurso que dio lugar a este pronunciamiento la AEAT tenía que devolverle lo ilegalmente cobrado. Una suerte similar correría la escasa minoría de afectados que hubieran decidido recurrir las liquidaciones ilegales que les fueron practicadas. Pero para la mayoría de los contribuyentes que no habían dado el paso de recurrir la indebida liquidación administrativa, la suerte estaba ya echada, y lo estaba en su contra: al no haber interpuesto recurso alguno contra la liquidación recibida, esta había adquirido firmeza y, consiguientemente, no podrían recuperar el imparte que indebidamente se les había cobrado. Correlativamente, la AEAT (el Estado) se enriquecería indebidamente.

	De ese modo, la inmensa gran parte de los importes cobrados por la AEAT mediante liquidaciones practicadas ilegalmente durante el periodo 2014-2018 quedarían en su poder sin retornar a sus legítimos propietarios.

	Lo descrito es el resultado habitual consecuencia del modus operandi seguido por la Administración en casos similares al descrito. Esta es la «eficaz» praxis aplicada por el Estado mediante la que consigue detraer indebidamente recursos a una multitud de contribuyentes.

	Recuérdese que en el comienzo de este apartado aludimos a que, en contadas ocasiones, la administración tributaria sí pone coto al modus operandi o praxis que hemos relatado. Afortunadamente para los perceptores de la prestación por maternidad, en este asunto asistimos a una de esas honrosas excepciones.

	Sucedió entonces un hecho relevante que ilustra cómo sí es posible que una actuación ética por parte de la administración tributaria pueda soslayar el abuso normativo que padecen los contribuyentes. Un nuevo director general de la Agencia Tributaria —como es de justicia reconocérselo, voy a mencionar su nombre: Jesús Gascón— ideó un procedimiento para poder devolver a todos los contribuyentes el importe ilegalmente cobrado, fuera cual fuese la situación procedimental de cada caso. De ese modo, revirtió en el caso considerado los efectos del modus operandi que hemos descrito.

	En mi opinión, la actuación del nuevo director de la AEAT constituye un buen ejemplo de lo que debería ser la general actuación de la administración tributaria, que, sin abusar de la posición dominante que le concede la legislación, debe aplicar los principios de justicia y equidad en el desarrollo de sus funciones. Ya hemos dicho que se trata de una excepción, honrosa, meritoria y destacable, pero lamentablemente, excepción al fin y al cabo.

	Pasando a otro campo de actividad, mencionaremos brevemente la práctica sancionadora seguida por la administración tributaria. Ya se ha expuesto que el régimen sancionador previsto legalmente es considerablemente severo. Y podrá decirse entonces que la calificación de las infracciones y que, por tanto, la imposición y la graduación de las sanciones traen su causa en la obligada aplicación de aquel. Sin embargo, la posible exoneración de responsabilidad prevista en la Ley General Tributaria cuando no se aprecie mala fe o conducta dolosa en el contribuyente es un instrumento que permitiría atemperar la severidad con la que se sanciona al contribuyente español. No es así, pues en la práctica totalidad de los casos los funcionarios desisten de utilizar la opción legal señalada y, consecuentemente, proponen o imponen sanciones tributarias (según su función en el procedimiento) con motivo de cualquier rectificación en la autoliquidación practicada por el contribuyente.

	Lo anterior puede considerarse abusivo si se pone en relación con la significativa variabilidad de las disposiciones tributarias ya descrita. Desarrollando esta idea, debe considerarse que, cuando en su autoliquidación el contribuyente debe aplicar una disposición novedosa, aún no se conoce el criterio administrativo sobre el modo en el que ha de aplicarse. Es así porque el citado criterio administrativo se conforma en el tiempo cuando van conociéndose las respuestas dadas por la Dirección General de Tributos a las consultas tributarias que se le formulan o cuando los TEA resuelven las reclamaciones que les son interpuestas.

	Esto quiere decir que, en el primer año de aplicación de una nueva disposición, al practicar la autoliquidación que le resulta obligado practicar, el contribuyente desconoce la interpretación dada a la misma por parte de la administración tributaria. Con esta premisa, que años después y conocida ya la interpretación oficial de la norma se sancione al contribuyente por haberla interpretado años antes de manera diferente resulta claramente abusivo. Pues este abuso lo practica a diario la administración tributaria.

	Lo expuesto merece una reflexión adicional que ponga en relación varias de las lacras existentes en la aplicación de los tributos que ya hemos comentado. En esencia, y expuesto de manera no académica, la realidad es la siguiente:

	1.º) El Estado obliga al contribuyente a autoliquidarse los impuestos.

	2.º) El Estado se dedica a cambiar permanentemente las normas tributarias.

	3.º) El Estado tarda varios años en aclarar cómo debe aplicarse una norma tributaria.

	4.º) Cuando lo aclara, el Estado sanciona al contribuyente que la aplicó de modo diferente.

	Es fácil convenir que esta práctica no resulta demasiado edificante, que crea una notable inseguridad jurídica al contribuyente al que se le obliga a liquidar los impuestos y que resulta injusta y escasamente ética, pero también puede convenirse con facilidad que resulta tremendamente rentable para el Estado, pues le permite imponer multitud de sanciones y aumenta significativamente su recaudación.

	Pasando a otra faceta de la actividad de la administración tributaria, vamos a referir otra de sus prácticas habituales: la conducta que sigue cuando ostenta la condición de acreedor en un proceso concursal. Ya dijimos antes que una parte de su crédito se considera privilegiado (aproximadamente del 50% del monto total) y que este no sigue la ruta de las posibles quitas que pueden darse en el desarrollo del procedimiento.

	Por el contrario, el resto del crédito tributario (el subordinado) sí queda sometido a lo que pueda aprobar la junta de acreedores en orden a reducir el importe nominal de lo adeudado por el concursado. Ahora bien, la aprobación de cualquier quita requiere su aprobación por la reseñada junta válidamente constituida con un quorum determinado. La praxis consuetudinaria de la administración tributaria consiste en la inasistencia a la citada junta de acreedores, con lo que dificulta notablemente y en muchas ocasiones imposibilita su propia constitución. De ese modo, hace devenir en imposible la aprobación de cualquier quita.

	La consecuencia de esta práctica es uno de los motivos por los que la inmensa mayoría de los concursos de acreedores finaliza con la liquidación del concursado, que, en la perspectiva de los intereses generales, es la peor de las terminaciones posibles.

	Con base en lo descrito, bueno sería que la decisión de asistir o no a las juntas de acreedores en el marco de un proceso concursal dejara de ser una opción para la administración tributaria y que esta quedara obligada a la asistencia y a fundar debidamente el sentido de su voto. No puede entenderse razonable que un acreedor público se desentienda tan frívolamente del devenir de su deudor.

	Habrá observado el lector que las cuestiones señaladas vienen referidas a actuaciones de carácter general. Intencionadamente hemos huido de describir la forma individual de actuar por parte de los funcionarios de la administración tributaria. Estoy convencido que por haberlo sufrido en primera persona o por conocer casos concretos por boca de amigos, familiares o compañeros, el lector tiene una opinión clara al respecto. Tan solo voy a manifestar que yo la comparto plenamente.

	Una vez expuesto todo lo anterior, es obligado referirse a la relativa frecuencia con la que se leen o se escuchan en los medios de comunicación opiniones que relacionan de manera directa la agresividad con la que actúa la administración tributaria con el incentivo económico, bono o retribución variable que reciben sus funcionarios por el mayor o menor éxito logrado en sus actuaciones. Se trata de un tema complejo y, sin duda, delicado sobre el que conviene aportar claridad.

	De entrada, no es cierto que los funcionarios de la AEAT reciban una comisión o un porcentaje de las liquidaciones que, según los casos, proponen o acuerdan; tampoco sobre los importes que la entidad consigue recaudar mediante los embargos que realiza. No es así ni en un caso ni en otro.

	Por el contrario, sí es cierto que los funcionarios de la AEAT reciben un complemento de productividad o retribución variable en función del grado de cumplimiento de los objetivos que les ha marcado la institución.

	Lo anterior conduce a considerar la práctica seguida por la AEAT en la definición de sus metas anuales. Y, en este punto, sí es cierto que el importe de las liquidaciones acordadas o el importe recaudado mediante la práctica de embargos (por citar los dos supuestos antes citados) forman parte de los objetivos de la AEAT que se distribuyen territorialmente (delegaciones especiales o regionales, territoriales o provinciales, etc.) y acaban revirtiendo en objetivos personalizados.

	En consecuencia, sí es cierto que a través de todos los pasos intermedios que sea y utilizando los algoritmos que sea, concurre un hecho inevitable: cuantas más actuaciones nocivas se realicen contra los contribuyentes, mayor retribución variable perciben los funcionarios de la Agencia Tributaria. Las reseñadas actuaciones nocivas pueden ser las antes citadas: liquidaciones y embargos, pero también otras: reducción del importe de las devoluciones solicitadas, declaraciones de responsabilidad y acusaciones de delito fiscal.

	Y, siendo lo expuesto objetivamente cierto, surge ahora la cuestión subjetiva: ¿influye lo anterior en las decisiones adoptadas por los funcionarios? o, formulando la pregunta de otra manera: ¿aumentan la dureza de su actuación los funcionarios para obtener una mayor retribución variable? La cuestión es ciertamente delicada. Personalmente creo que en muchos casos —probablemente, la mayoría— prima la profesionalidad y la ética del funcionario. También he de decir que conozco casos concretos, de los que existen pruebas sonoras que se han hecho públicas, en los que algún funcionario explica explícitamente (a un compañero) la dureza con la que actúa debido a la retribución variable que va a obtener.

	En cualquier caso, considero que el mejor modo de evitar la duda presente en las preguntas antes formuladas sería un cambio radical de la manera en la que se determinan las retribuciones variables de los funcionarios de la AEAT. Enunciar lo anterior resulta sencillo; encontrar la fórmula alternativa, no. De hecho, he de confesar que yo no la encontré cuando me correspondió dirigir la Agencia Tributaria.



	



	 

	 

	 

	 

	II.11. La litigiosidad

	 

	 

	La generación de conflictos entre la administración tributaria y los contribuyentes españoles es una lacra inevitable por causa de otras que hemos analizado (entre otras, la exigibilidad, la complejidad, la variabilidad o la agresividad). Y la citada conflictividad se traduce en la enorme litigiosidad resultante, que pasa así a ser la décima lacra que procede analizar:
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	Como dato objetivo y por ello incontestable —luego hacemos referencia a las cifras—, cada año son numerosísimos los acuerdos adoptados por la administración tributaria que son objeto de recurso o reclamación por parte de los contribuyentes. Como en un plano lógico carece de sentido pleitear contra el Estado por pleitear, el volumen de los litigios provocados por la actuación de la administración tributaria constituye una prueba evidente del carácter conflictivo de sus decisiones.

	La citada conflictividad no es positiva para nadie, ni para el contribuyente ni para la Administración, ni para la propia imagen del Estado. No conozco ninguna otra faceta de su actividad que resulte tan contestada por los individuos, ¡ninguna! Y, sin duda, este hecho, su alta contestación, debería ser una preocupación de sus rectores. Incomprensiblemente, no es así. Parece que se asume con naturalidad o resignación que una actividad del Estado que se realiza a diario ante la práctica totalidad de los españoles debe resultar tan sumamente conflictiva y provocar un sinfín de litigios entre Estado y ciudadanos. Personalmente, me resulta incomprensible la exasperante pasividad al respecto.

	Pero bueno, vayamos a los números. Recurriendo a los datos procedentes de sucesivas memorias anuales de los TEA que figuran en un trabajo que elaboré conjuntamente con Gabriel Elorriaga y que fue publicado por el Instituto de Estudios Fiscales en el libro que se editó como homenaje a Juan Antonio Garde en su jubilación, el número de reclamaciones económico-administrativas presentadas en los tribunales económico-administrativos regionales (TEAR) fue de 127.121 en 2006, de 126.451 en 2007, de 152.196 en 2008, de 177.833 en 2009, de 198.532 en 2010, de 216.747 en 2011, de 223.417 en 2012, de 208.602 en 2013, de 207.053 en 2014 o de 204.698 en 2015.

	Enlazando la serie expuesta con los datos que figuran en la Memoria del Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) correspondiente a 2020 (última que se ha hecho pública), se observa que las reclamaciones interpuestas en 2016 fueron 192.005; en 2017, 194.219; en 2018, 200.562; en 2019, 180.916, y en 2020, 189.358.

	Como puede verse, las cifras son todo menos despreciables. Que en 2020, por referirnos a los datos del último año publicado, casi 200.000 españoles consideraran que el Estado había actuado ilegalmente contra su patrimonio exigiéndoles una deuda improcedente supone un auténtico agujero negro en la relación Estado-individuos. Como, además, el volumen anual de reclamaciones se mantiene estable en torno a las 200.000, la lógica estadística obliga a considerar que son millones de españoles los que alguna vez han pleiteado contra el Estado sobre cuestiones tributarias o, lo que es lo mismo, que son millones de españoles los que consideran que aquel ha utilizado sus potestades administrativas para liquidar ilegalmente una deuda tributaria a su favor.

	Quien no piense que lo anterior supone una ruptura de la confianza de los individuos en el Estado carece de la suficiente sensibilidad para entender que éste se debe a aquellos, que son los que le financian y le conceden sus poderes para organizar la vida en común, no para abusar del conjunto de hombres y mujeres que integramos la sociedad; de ahí mi perplejidad ante la indiferencia de nuestros gobernantes por la preocupante conflictividad que genera la gestión del sistema tributario español.

	Siguiendo con los números, a las reclamaciones anteriormente señaladas se añaden las económico-administrativas presentadas en única instancia ante el TEAC y los recursos de alzada interpuestos ante este organismo contra resoluciones desestimatorias emitidas por los TEAR. Entre ambas suman: 4.473 en 2006, 4.439 en 2007, 8.899 en 2008, 6.518 en 2009, 6.490 en 2010, 7.124 en 2011, 8.581 en 2012, 7.860 en 2013, 7.965 en 2014, 10.701 en 2015, 8.868 en 2016, 7.611 en 2017, 7.153 en 2018, 7.971 en 2019 y, finalmente, 10.974 en 2020.

	Si agrupamos las dos series históricas que hemos reflejado y sumamos sus cifras, obtenemos el número total de impugnaciones realizadas ante los TEA de 2006 a 2020. Se refleja en el siguiente cuadro:
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	No está mal. Los datos reflejan de manera nítida el nivel de litigiosidad de nuestro sistema tributario. Salvo los tres primeros años considerados (2006-2008), de 2009 a 2020 el número anual de impugnaciones estuvo en torno a 200.000. Que anualmente los contribuyentes afectados consideren que existe esa cifra de liquidaciones contrarias a la legalidad es más que significativo. Una de dos: o los españoles tenemos una vocación litigiosa fuera de lo común o nuestra confianza en el buen hacer de la administración tributaria está bajo mínimos.

	Pero es que, adicionalmente, para valorar en su justa medida la relevancia de las cifras expuestas, debe considerarse que las impugnaciones serían aún más numerosas que las reflejadas en la tabla anterior de no ser por la concurrencia de los siguientes cuatro motivos:

	1.º) Porque en un amplio espectro de la sociedad española existe como creencia que, cuando la administración tributaria adopta una decisión, resulta imposible conseguir su reversión.

	2.º) Porque en otro espectro amplio de la sociedad persiste el miedo a que, como represalia a la interposición de recursos o reclamaciones contra los actos de la administración tributaria, ésta vaya a reaccionar de modo más represivo contra el recurrente o reclamante.

	3.º) Porque en muchas ocasiones la pequeña cuantía económica de la controversia suscitada desalienta al contribuyente a plantear el litigio debido a que no desea afrontar las molestias que le supone plantearlo o a que le resulta más gravoso el coste del asesoramiento o del abogado al que ha de recurrir para interponer la reclamación o el recurso.

	4.º) Porque, aunque resulte éticamente más que discutible, la propia normativa tributaria premia la renuncia a la reclamación y castiga la decisión de imponerla, castigo y premio que se sustentan con la imposición de mayor sanción al que reclama y de menor al que no lo hace.

	De no ser por las cuatro circunstancias que acabo de explicar, el número de litigios entre administración tributaria y contribuyentes sería todavía considerablemente mayor que el de los efectivamente planteados; por manifestarlo de manera alternativa, en la gran litigiosidad existente se oculta una conflictividad real considerablemente mayor.

	En los apartados que siguen a este analizaremos otros datos relativos a las reclamaciones que interponen los contribuyentes contra las liquidaciones que practica la administración tributaria, como el ritmo de las resoluciones y el sentido (estimatorio o desestimatorio) de estas, cuestiones ambas que ofrecen interés. Pero en este momento nos ceñiremos a reflexionar sobre lo que supone el elevado volumen de las reclamaciones interpuestas.

	Hemos comentado que, según figura en la tabla, el nivel de litigiosidad se mantiene bastante estable desde 2009, en torno a la cifra anual de 200.000. Esta relativa estabilidad pone de manifiesto que nada está cambiando en las circunstancias que la generan, cuestión que obliga a una reflexión adicional.

	¿Qué otra organización (pública o privada) aceptaría con tanta pasividad una impugnación tan frecuente de sus actos? Imaginemos una empresa que se enfrentara a 200.000 pleitos anuales. Sin duda, habría empeñado sus mejores esfuerzos en modificar su modus operandi. Imaginemos un ayuntamiento que viera que cada año 200.000 de sus habitantes impugnaran sus decisiones. Sin duda, modificaría radicalmente el modo de adoptarlas.

	Sin embargo, la administración tributaria acepta con una naturalidad tan asombrosa como exasperante es su inacción al respecto que año a año los contribuyentes impugnen 200.000 liquidaciones administrativas. Ni propicia el cambio de marco normativo de su actividad ni elabora protocolos de actuación de sus funcionarios ni favorece el cambio de la cultura administrativa imperante. No, a lo que se ve, la administración tributaria debe considerar que la culpa de la voluminosa litigiosidad existente es de los contribuyentes españoles y solo de ellos.

	A los datos y reflexiones ya expuestos procede añadir uno más: la litigiosidad es una causa de la ineficiencia de cualquier sistema. Su existencia provoca que numerosas empresas deban consumir esfuerzos y recursos en la defensa de los litigios interpuestos. La Administración debe consumir muchos esfuerzos y recursos en defender aquellos de sus actos que han sido objeto de impugnación, así como en resolver en sede administrativa los recursos y reclamaciones interpuestos.

	En consecuencia, aun no siendo sensible a los argumentos expuestos previamente, el Estado debería ser sensible al motivo económico que aconseja disminuir radicalmente la litigiosidad provocada por la aplicación del sistema tributario. Pues tampoco: nuestros responsables también son insensibles al coste económico que para todos supone la conflictividad fiscal.

	No cabe otra conclusión posible: estamos ante una lacra aceptada voluntaria y conscientemente por el Estado (administración tributaria). Es así de sorprendente, pero así de evidente.



	



	 

	 

	 

	 

	II.12. La eternidad

	 

	 

	La existencia de los llamados TEA como elemento específico de la revisión en vía administrativa de los acuerdos adoptados por la administración tributaria provoca que para los contribuyentes se demore especialmente la posibilidad de acudir a la justicia para que un juez o un tribunal (de verdad) dirima la controversia que mantiene con el fisco.

	Dado que es obligatorio agotar la vía administrativa y que el plazo legal (máximo) de resolución del que disponen los TEA para resolver las reclamaciones y los recursos que les llegan es de un año, puede estimarse que, en teoría, a un contribuyente se le está retrasando algo más de dos años la posibilidad de interponer un recurso contencioso-administrativo para que sea un juez o un tribunal (de verdad) el que resuelva su controversia con el fisco. Personalmente, creo que es un plazo excesivo.

	Sucede que, por si fuera poco el dilatado plazo teórico, en la práctica se dilata aún más debido a la excesiva litigiosidad existente (ya comentada) y a la incapacidad de los TEA (en definitiva, del Ministerio de Hacienda) para cumplir los plazos máximos previstos legalmente para resolver las reclamaciones y los recursos económico-administrativos que interponen los contribuyentes.

	La consecuencia de la reseñada incapacidad —ahora veremos los datos— es que la demora sufrida por el contribuyente para agotar la vía administrativa y poder acudir a la justicia sobrepasa los ya excesivos plazos legales y acaba por eternizarse. He aquí una nueva lacra con la que nos encontramos los contribuyentes españoles, que pasamos a incorporar a nuestra numerosa relación:
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	Hemos anunciado la exposición de los datos de esta nueva lacra y comenzaremos por reflejar la evolución de las reclamaciones y los recursos que han sido resueltos por la vía económico-administrativa en el periodo 2006-2020, según los datos que figuran en las sucesivas memorias anuales de los TEA que hace públicas el Ministerio de Hacienda:
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	Una rápida observación de los datos incluidos en la tabla permite constatar que las resoluciones emitidas por los TEAR son inferiores a las reclamaciones que les entran (según la tabla anterior a esta última) y que sucede igual en el caso del TEAC.

	Esto quiere decir que, además de su pasividad ante el fenómeno negativo de la litigiosidad que provoca la gestión del sistema tributario, el Ministerio de Hacienda tampoco se muestra especialmente diligente en lo que hace a la resolución administrativa de los litigios provocados. Es esta una opinión extendida, como puede comprobarse por la periódica repercusión que encuentra en los medios de comunicación. Veamos algunos ejemplos.

	El 9 de abril de 2019 El Economista publicaba un artículo de Francisco de la Torre (exdiputado de Ciudadanos, inspector de Hacienda y, en su día, dirigente de la Asociación Profesional de Inspectores de Hacienda) en el que, tras aportar diversos datos, obtenía como resultado que el TEAR de Madrid tardaba como media 2,13 años en resolver una reclamación. Recordemos que el plazo legal máximo para la resolución es de un año.

	El 27 de mayo de 2018 el diario Cinco Días se hacía eco de unas manifestaciones del entonces presidente del TEAC en las que «clamaba» por que se le suministraran más personal para poder acabar con el atasco de cumplir los plazos legales de resolución.

	Como vemos, se trata de opiniones relevantes que confirman la saturación de los TEA, su incumplimiento de los plazos legales y la inacción del Ministerio de Hacienda para resolver el problema.

	No obstante, conviene concretar la dimensión de la lacra. Para ello, vamos a reflejar cómo ha evolucionado el funcionamiento del TEAC: los asuntos pendientes de resolver al inicio de cada año, las reclamaciones y los recursos que le son interpuestos durante el año, los que resuelve, el déficit de los primeros frente a los segundos y, como resultado de lo anterior, el número de expedientes que quedan por resolver al término de cada año.
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	Es preciso aclarar que los datos relativos a los asuntos pendientes de resolver son de elaboración propia, toda vez que las memorias de los tribunales no suministran dicha información. Por lo expuesto, se desconoce el dato correspondiente a asuntos pendientes a 1 de enero de 2006, aunque es evidente que existían, dado que en dicho año y en el siguiente las resoluciones emitidas superan las reclamaciones y los recursos que entran.

	Con el hándicap indicado, puede observarse que ya en 2008 comienzan a acumularse asuntos pendientes de resolución (2.345) y que, con algún altibajo, llegan a ser de 16.183 al final de 2016. Se inicia entonces una reducción en 2017-2019, volviendo a aumentar durante 2020 y quedando al final de dicho año 13.051 recursos pendientes de resolver.

	Con los datos de la tabla puede deducirse que cualquier liquidación impugnada ante el TEAC nunca se resuelve en el año en el que se produce la impugnación. Es obvio, dado que los asuntos pendientes al inicio de cada año superan siempre los que se resuelven en dicho año.

	Y también se deduce que las liquidaciones impugnadas en un año tampoco son resueltas en el año siguiente al de su impugnación. Se constata comprobándolo del modo que se expone a continuación.

	Las 12.452 liquidaciones pendientes de resolver a 31 de diciembre de 2019 tienen que ser razonablemente las 7.971 impugnadas en dicho año más 4.481 que estaban ya pendientes a 31 de diciembre de 2018.

	Estas 4.481 liquidaciones que se habían impugnado en 2018 se resolvieron como pronto en 2020, es decir, dos años después de aquel en el que fueron impugnadas. Recordemos que el plazo máximo de resolución previsto legalmente es de un año.

	En definitiva, el incumplimiento de los plazos legalmente establecidos supone que, por ejemplo, un contribuyente de Madrid sufre un atasco de más de cuatro años mientras se sustenta la impugnación de su liquidación en la vía económico-administrativa (los 2,13 en el TEAR de Madrid calculados en el artículo publicado por Francisco de la Torre más otro tanto en el TEAC, según acabamos de deducir). Y hasta entonces, mientras los órganos del Ministerio de Hacienda se piensan cómo resuelven el recurso, el contribuyente tiene vetada la vía contencioso-administrativa para que los jueces puedan conocer el fundamento de su impugnación.

	La situación descrita resulta poco edificante, pues innegable es que el Ministerio de Hacienda tiene medios personales y recursos financieros de sobra para resolver el problema y sus dependencias han demostrado capacidad sobrada para resolver otros problemas organizativos y/o logísticos de gran envergadura. Como muestra, las magníficas campañas de renta que desarrolla anualmente la AEAT. Ergo, solo cabe una explicación: el Ministerio de Hacienda no tiene ni interés ni voluntad en resolver el problema que representa el atasco de sus tribunales administrativos.

	Esa ausencia de interés o voluntad es criticable, pues supone mantener conscientemente un servicio público con un funcionamiento claramente defectuoso. Pero lo es todavía más si se repara en el perjuicio que ocasiona a los contribuyentes. Es así porque desde que la administración tributaria adopta un acuerdo de liquidación este es ejecutable, por lo que o el contribuyente procede al pago del importe resultante o aquella despliega su actuación recaudatoria. En este escenario, la resolución por cualquier TEA de los litigios que les sean interpuestos supone un hecho en el que la Administración no tiene nada que ganar (si la resolución es desestimatoria, se mantiene la situación preexistente) y, por el contrario, tiene todo que perder (si la resolución es estimatoria), pues en este caso debe devolver lo que ha cobrado indebidamente. En consecuencia, el retraso existente en el cumplimiento de sus funciones por parte de los TEA beneficia a la administración tributaria y perjudica al contribuyente. No hay que darle más vueltas.

	A pesar de lo anterior, con cierta frecuencia se oye decir al Ministerio de Hacienda que la vía económico-administrativa (especialidad propia de la materia tributaria) constituye una ventaja para el contribuyente dado su carácter gratuito al no precisarse en ella disponer ni de letrado ni de procurador. Siendo esto último cierto, es más dudoso que, considerada en su conjunto, constituya la ventaja que se dice. Es cierta la gratuidad, pero personalmente no comparto que la vía económico-administrativa constituya una ventaja para aquel que impugna un acto de la administración tributaria. Podría serlo si fuera voluntaria, pero no es así. Como hemos dicho ya, para litigar con el fisco no es factible acudir a la vía contenciosa sin haber agotado previamente la económico-administrativa, con lo que esta se convierte en un tapón que retasa al contribuyente la posibilidad de que se le dé la razón en sede judicial.

	Para reflejar cómo funciona lo anterior, no hay nada mejor que un sencillo relato. Cualquier contribuyente que considere atropellados sus derechos por un acuerdo de liquidación de la administración tributaria que no se corresponda con su liquidación tributaria puede optar por interponer el inútil recurso de reposición —la administración liquidadora no se bajará del burro— o, dado que aquel es potestativo, acudir directamente a la vía económico-administrativa interponiendo la correspondiente reclamación ante el TEAR que corresponda. Con alta probabilidad —recuérdese el dato de la demora existente en el TEAR de Madrid— transcurrirá el plazo de un año establecido legalmente para que resuelva y el citado tribunal no habrá emitido su resolución.

	Cuando, por fin, el TEAR resuelva y desestime su reclamación, podrá interponer recurso de alzada ante el TEAC, que, a su vez, dispone también del plazo legal de un año para resolver. Pero también sucederá que, trascurrido el citado plazo, el TEAC tampoco habrá resuelto el recurso, incurriendo también en demora —recuérdese el dato que hemos deducido—.

	Y así, entre tapón y tapón, el recurso del contribuyente se retiene durante más de cuatro años por el Ministerio de Hacienda. Es cierto que ante las demoras que excedan el plazo legal el contribuyente puede considerar la existencia de silencio administrativo negativo, pero esta consideración le complica su actuación impugnatoria y, posiblemente, le incrementa el coste económico de llevarla a cabo (por los gastos de asesoramiento).

	Como vemos en el relato descrito, la existencia de la vía económico-administrativa supone al contribuyente un retraso mínimo de cuatro años hasta poder plantear judicialmente su recurso. Y para eso debe obviar el recurso de reposición para evitar demoras suplementarias. ¿Dónde está la ventaja de la vía económico-administrativa para el contribuyente?

	Si el Ministerio de Hacienda deseara sinceramente la existencia real de la ventaja que dice existir, lo tendría muy fácil: bastaría con que la citada vía fuera optativa, es decir, que cada contribuyente tuviera la libertad —qué poco le gusta esta palabra y este concepto al fisco español— de utilizar la vía económico-administrativa antes de acudir a la judicial o, por el contrario, que pudiese recurrir a esta directamente. Eso sí sería una ventaja. Con el actual diseño legal (carácter obligatorio de acudir a los tribunales internos del Ministerio de Hacienda) no hay tal ventaja. Además, es de cajón. La opción es una ventaja; la obligación, desventaja, diga lo que diga el Ministerio de Hacienda.

	Insistiendo en la cuestión, si el fisco español tuviera la preocupación que debería tener y no tiene por los largos e injustificables plazos con los que el Ministerio de Hacienda resuelve los litigios entre fisco y contribuyentes, vendría obligado a contemplar al menos las posibles opciones alternativas para la resolución de los litigios. Es el caso del arbitraje, solución aplicada en otros países para resolver determinadas controversias sobre la aplicación de los tributos y que admite dos opciones: arbitraje en derecho (solución más conservadora) y arbitraje en equidad (solución más atrevida).

	Pues bien, ni una ni otra han sido nunca siquiera estudiadas en serio por el Ministerio de Hacienda. Poco hay que explicar respecto a que la posible solución arbitral de conflictos entre Administración y contribuyente en los supuestos en los que así se contemplara permitiría resolver con mayor rapidez aquellos en los que se aplicara el arbitraje y que, a su vez, descargaría de trabajo a los TEA, permitiendo que también fuera más rápida la resolución de los litigios que, por sus características (importe, gravedad de la cuestión sobre la se litiga u otras), no pudieran resolverse arbitralmente.

	Pero tengo que insistir: el Ministerio de Hacienda ha mostrado un interés próximo a cero en analizar la viabilidad de instaurar el arbitraje tributario en España. Es una prueba más de la inconcebible indiferencia demostrada por el Estado ante la lacra que constituye para el contribuyente el largo periodo que ha de esperar hasta que la propia Administración le da o quita la razón en su disputa por constatar si lo que le ha sido detraído por el Estado resulta legal o ilegal.

 

	 

	 

	 

	II.13. La veracidad
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	De las muchas prerrogativas que el ordenamiento jurídico tributario concede a la administración tributaria en contra del contribuyente, destaca especialmente la presunción de veracidad concedida legalmente a lo que manifiesta cualquier inspector de Hacienda en un acta.

	Semejante atropello es consagrado en el artículo 144 de la Ley General Tributaria, que, bajo el título «Valor probatorio de las actas», dispone literalmente que «las actas extendidas por la Inspección de Tributos hacen prueba de los hechos que motiven su formalización y solo podrán rectificarse mediante prueba en contrario».

	Esta prerrogativa establecida en nuestro ordenamiento constituye una manifestación de la llamada autotutela de la Administración, cuya aplicación en el ámbito tributario es claramente abusiva en contra del contribuyente, pues impone a éste la carga de la prueba.

	Como es sabido, las actas son los documentos con los que finalizan las actuaciones de inspección y comprobación tributaria, si bien el procedimiento finaliza ulteriormente con la notificación del acuerdo de liquidación adoptado por el inspector jefe, alimentado fundamentalmente por el acta elaborada por el inspector actuario. Esto quiere decir que el contribuyente parte con una desventaja sustancial, pues se presume veraz lo que diga el inspector actuario, recayendo en el inspeccionado destruir la presunción legal de veracidad de lo manifestado por el fisco. Sucede además que quien decide sobre si ha resultado acreditada la ausencia de veracidad de lo manifestado en el acta por el inspector actuario es el inmediato superior jerárquico de este.

	Con estas reglas del juego, no son escasas sino escasísimas las ocasiones en las que un acta es rectificada por el jefe del funcionario que la elabora, resultando en definitiva que la abusiva presunción de veracidad sigue desplegando sus efectos, con razón o sin ella.

	Puede argumentarse, y de hecho así se hace, que la presunción de veracidad de las actas y de las liquidaciones tributarias administrativas no es sino una manifestación más de la presunción de legalidad de los actos administrativos que, como hemos anticipado, integra lo que en derecho administrativo se denomina autotutela de la Administración. Pero es hora ya de plantearse los límites que estamos dispuestos a conceder a esta prerrogativa, porque el Estado o la Administración son entes o ficciones del derecho, de manera que las prerrogativas que se les concede son ejercidas posteriormente por personas, en concreto por funcionarios públicos. Y es aquí donde debemos preguntarnos sobre la razonabilidad de conceder legalmente más credibilidad a lo que manifiesta un funcionario respecto de lo que manifiesta un particular que no lo es.

	Personalmente, manifiesto mi radical oposición a lo anterior. Considero inaceptable que, ante la existencia de dos opiniones contrapuestas, se conceda legalmente preeminencia a la del funcionario público frente a la mía. Como he trabajado más de 20 años en el Estado como funcionario, no veo razón alguna para que nuestra opinión prevalezca sobre la del que no lo es.

	Yendo al fondo del asunto, la razón de ser del privilegio concedido a la Administración —en realidad a sus funcionarios— reside en la primacía que se concede a los intereses generales sobre los particulares y a considerar que la Administración representa y defiende los primeros. La Administración sí, pero ¿los funcionarios también?, ¿siempre y en todos los casos?, ¿de verdad hay alguien que se cree que nunca un funcionario público adopta una decisión motivado por cuestiones distintas a los intereses generales? En mi opinión, creerlo así raya en la ingenuidad. En un plano de mera reflexión de la idiosincrasia de la naturaleza humana, es inevitable considerar que puede existir más de ocasión en la que un funcionario público adopte una decisión basada en motivaciones ajenas al interés público.

	No es en absoluto rechazable que, en ocasiones, la decisión adoptada por un funcionario puede estar influenciada por las consecuencias económicas que le puede reportar (la definición de los objetivos que les son establecidos y la determinación de su retribución variable en función del grado de cumplimiento así lo pueden provocar), el prestigio profesional que considera que le puede reportar, el posible enconamiento de la disputa personal con el individuo que va a resultar afectado por su decisión, etc., causas ajenas al interés general que, sin embargo, pueden condicionar la decisión adoptada por el funcionario público. Ante lo descrito, ¿qué razón ética justifica la presunción legal de veracidad de lo que manifieste y, en definitiva, de la decisión que adopte? Y, en sentido contrario, ¿qué razón ética justifica la presunción de falsedad de la opinión contraria manifestada por el individuo afectado?

	No creo que exista ninguna opinión imparcial que considere razonable justo y ético el escenario descrito. Por el contrario, conozco multitud de opiniones críticas con la existencia de esta prerrogativa por considerarla injustificada, desproporcionada y abusiva. Pero, desgraciadamente, la permanencia de esta medida legal no hace sino confirmar dos cuestiones: primera, que, ante la administración tributaria, los españoles somos súbditos antes que ciudadanos, y segunda, que la inmensa mayoría de españoles tienen un pánico insuperable a criticar en público lo que en privado consideran injustificado.

	Confieso que me he encontrado alguna opinión autorizada que me ha situado la presunción de veracidad de las actas de la inspección de Hacienda como una aplicación singular o proyección particular de la más general presunción de legalidad de los actos administrativos que se encuentra establecida en nuestro ordenamiento jurídico. A fin de cuentas, se me ha querido hacer ver que lo que ocurre con las liquidaciones tributarias acontece también con las multas de tráfico, pues en estas también se presume cierta la comisión de la infracción denunciada.

	De acuerdo en principio, pero mediante una multa de tráfico se te obliga a pagar 50, 75 o 100 € y, frente a esto, con un acta tributaria puede resultar arruinada tu vida y tu hacienda. Esta circunstancia es tan suficientemente grave que por sí sola motiva la expulsión de nuestro ordenamiento jurídico tributario de la presunción de veracidad que estamos analizando.

	Sin embargo, ninguno de los Gobiernos lo ha decidido y ninguno de los partidos políticos lo propugna. Podría pensarse entonces que no es tan grave el asunto y que los párrafos anteriores contienen una considerable dosis de exageración. La realidad es otra: los Gobiernos y los partidos que aspiran a ocuparlo resultan beneficiarios del atropello que supone la analizada presunción de veracidad. Es así porque todos ellos viven del presupuesto y este se nutre de los ingresos tributarios. Como muestra, un dato: de los ingresos no financieros del presupuesto del Estado, la recaudación obtenida por la Agencia Tributaria supone aproximadamente el 85%. En estas condiciones, nadie que gobierne y nadie que quiera gobernar está dispuesto a desprenderse de una herramienta legal que le acaba proporcionando una parte del citado porcentaje, aunque sea un instrumento tan injustificado y arbitrario como la concesión legal de veracidad a lo que diga en cualquier acta un inspector de Hacienda.

	A los argumentos conceptuales y éticos esgrimidos hasta ahora cabe añadir los datos que proporciona la evidencia empírica sobre el modo en el que se utiliza la prerrogativa de la presunción de veracidad. Los datos los proporcionan las sucesivas memorias anuales de los TEA, que reflejan el número de reclamaciones y los recursos presentados por los contribuyentes que se han estimados:
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	Se dice pronto. En los 15 años que transcurrieron entre 2006 y 2020, los propios tribunales internos del Ministerio de Hacienda dieron la razón al contribuyente 1.174.450 de veces, es decir, que, según ha reconocido el propio fisco español, en el periodo citado se acordaron 1.174.450 liquidaciones tributarias (y/o se adoptaron embargos) contrarias a la legalidad. Eso sí, en todos los casos los acuerdos adoptados se habían presumido previamente legales.

	¿A qué lógica responde lo anterior? ¿Cómo puede aceptarse semejante atrocidad? En mi opinión, la evidencia empírica que acredita que semejante volumen de actos administrativos presumidos legales (1.174.450) resultaron ser ilegales hace insostenible la presunción de legalidad de los acuerdos de la administración tributaria que son impugnados.

	Resulta de interés poner en relación las liquidaciones tributarias (y los embargos) que resultaron ser ilegales en relación con el total de las que fueron impugnadas. Utilizando datos que figuran en tablas anteriores, tenemos que:
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	El resultado obtenido supone que el 40,86% de las liquidaciones tributarias (y los embargos) acordadas por la administración tributaria que fueron impugnadas y se presumieron legales resultaron posteriormente anuladas por el propio Ministerio de Hacienda. Dicha anulación, como hemos analizado en este apartado, tuvo lugar a los dos, tres, cuatro o cinco años de haberse adoptado. Y durante estos dos, tres, cuatro o cinco años, los acuerdos ilegales se consideraron legales con considerables consecuencias perniciosas para los contribuyentes (y beneficiosas para el fisco) que pueden imaginarse y que son tratadas en los dos apartados siguientes a este. ¡Menuda barbaridad! Pero es una barbarie que los españoles aceptamos sumisamente. ¡Nosotros sabremos por qué!

	Más allá de la inexplicable sumisión de la sociedad española ante la situación expuesta, los datos revelan también una utilización inapropiada de sus prerrogativas por parte de la administración tributaria, entendiendo por uso inapropiado los acuerdos de liquidaciones (y los embargos) que finalmente resultan ser ilegales. Constatamos cómo ha evolucionado en el tiempo esta inadecuada actuación:
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	Puede constatarse que el porcentaje del 40,86% de los acuerdos ilegales entre los impugnados no ha sido una constante en el tiempo sino que, por el contrario, como la tabla anterior refleja, con algún altibajo, existe una tendencia creciente en el tiempo. Así, si en 2006 los tribunales internos del propio Ministerio de Hacienda resolvieron la ilegalidad del 33,67% de los actos de la administración tributaria acordados en los años previos, dicho porcentaje se elevó en 2020 hasta el 46,14%.

	Esta preocupante tendencia creciente se observa con más claridad en el siguiente gráfico:
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	En efecto, con las excepciones de 2010 (subida espectacular) y de 2018 (ligera bajada), la tendencia del porcentaje de liquidaciones tributarias practicadas por la administración tributaria que son años después declaradas ilegales sigue una moderada pero constante tendencia alcista.

	Lo anterior resulta sumamente preocupante y revela que, lejos de corregir la utilización abusiva de la potestad que supone la presunción de legalidad de sus acuerdos, la administración tributaria abusa crecientemente de la citada prerrogativa. Cada vez adopta más acuerdos ilegales que surten sus efectos hasta que años después el propio Ministerio de Hacienda se ve obligado a reconocer su ilegalidad.

	En mi criterio, la exposición desarrollada revela que, careciendo la presunción legal de veracidad de la legitimidad de origen necesaria en términos éticos y constituyendo ya de por sí una auténtica lacra para el contribuyente español, su abusiva utilización por parte de la administración tributaria (evidenciada con los datos expuestos) aumenta sideralmente la magnitud del citado lastre.

	Las nefastas consecuencias que esta lacra provoca en los contribuyentes españoles son objeto de análisis en los apartados que siguen a este, pero podemos anticipar que resultan de considerable dimensión y que, en ocasiones, el perjuicio ocasionado llega a ser irreversible.



	



	 

	 

	 

	 

	II.14. La ejecutividad

	 

	 

	A la presunción de legalidad de los acuerdos adoptados por la administración tributaria (básicamente, liquidaciones), en nuestro ordenamiento jurídico se le añade su ejecutividad. Esto quiere decir que, por presumirse legales, resultan inmediatamente ejecutivos y comienzan a tener efectos jurídicos desde que son dictados, incluso pese a que, como hemos visto, un porcentaje ciertamente elevado (46,14% en 2020) resultan ser posteriormente anulados por el Ministerio de Hacienda.

	No puede caber duda alguna respecto a que la ejecutividad inmediata de una dimensión tal de decisiones tributarias ilegales debe considerarse una lacra más de la aplicación del sistema tributario que se nos impone a los contribuyentes españoles:
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	En efecto, hemos visto que la Ley General Tributaria «concede» al contribuyente «la gracia» de intentar probar la falta de veracidad de las actas tributarias que previamente se han presumido legales, pero entretanto se sustenta el procedimiento para dirimir quién tiene razón: la Administración o el contribuyente, a la primera se le concede el privilegio de poder ejecutar el acto cuya legalidad o ilegalidad se está comprobando.

	Las consecuencias prácticas de lo anterior son tan tremendas como se puede imaginar el lector. Realizada una liquidación tributaria por la Administración e impugnada por el contribuyente, este viene obligado a su pago desde el momento en el que aquella practicó la liquidación. Por expresarlo en términos más comunes: por mucho que una liquidación esté recurrida y, por ende, nada asegure que sea correcta, el fisco está habilitado legalmente para exigir su pago y el contribuyente tiene la obligación de pagarla.

	Descrito de uno u otro modo, es indudable que constituye una prerrogativa exorbitante a favor del Estado. Como ya hemos anticipado, existen opiniones, evidentemente condescendientes con el fisco y sus prerrogativas, que esgrimen que lo anterior constituye en realidad una potestad existente en el ámbito más general del derecho administrativo y no solo en el tributario. Ya hemos señalado que las consecuencias no son las mismas cuando se concede la presunción de legalidad y su correlato de ejecutividad a lo afirmado por un funcionario de la Guardia Civil de Tráfico que impone una sanción reducida a un conductor que cuando se conceden a una liquidación tributaria que puede acabar con una actividad empresarial.

	Además, la práctica ausencia de límites a la ejecutividad de los actos administrativos es casi exclusiva de España. Así lo manifiesta Javier Barcelona Llop en su libro prologado por Martín Retortillo. Expone Barcelona Llop que el sistema jurídico español es el que más ampliamente contempla la potestad ejecutiva a favor de la Administración, describiendo otros supuestos menos estatistas, entre ellos los casos de Alemania, Francia o Italia.

	Enlazando con lo anterior, no sería malo que aprendiéramos del sistema de protección al contribuyente que existe en los Estados Unidos; no en balde es un país donde el aprecio y el respecto a la libertad individual son considerablemente mayores que los existentes en España. Por su relevancia, dedicaré unos párrafos a sintetizar la magnífica exposición que sobre la materia se realiza en la obra colectiva dirigida por Eva Andrés Aucejo y por Luis Manuel Alonso González (Universidad de Barcelona, 2015).

	En Estados Unidos existe un Servicio de Defensa del Contribuyente cuyo parecido con el consejo homónimo existente en España, como va a quedar expuesto, es pura ciencia ficción. El citado Servicio es de carácter estatal, pues sus funciones están vinculadas a la actuación del federal Internal Revenue Service (IRS), entidad semejante a nuestra Agencia Tributaria. No obstante, el IRS dispone de una estructura territorial, estando presente en todos los estados con al menos una oficina, que dirige el abogado del contribuyente, de los que existen tantos como oficinas.

	La función genérica asignada al Servicio de Defensa del Contribuyente consiste en proporcionar amparo a aquellos que lleguen a resultar atrapados en una situación de desprotección a consecuencia de las actuaciones del IRS debido a que este no ha podido, no ha sabido o no ha querido resolver el asunto por los procedimientos ordinarios. Así, si el abogado del contribuyente considera que un ciudadano estadounidense ha visto lesionar sus derechos individuales y sus pretensiones son razonables, asume un rol de intermediación con el IRS proponiendo y favoreciendo una solución equilibrada al problema suscitado.

	Es importante subrayar que la intervención del Servicio de Defensa del Contribuyente se produce incluso aunque el IRS haya actuado con arreglo a las normas legales vigentes. Su papel es facilitar la solución de situaciones de hecho objetivamente injustas en las que, por los motivos que sea, haya podido desembocar o esté desembocando un procedimiento tramitado por el IRS.

	Es cierto que el Servicio de Defensa del Contribuyente no tiene competencias de comprobación, liquidación o recaudación tributarias. Tampoco es un órgano de revisión de los actos del IRS. Como hemos explicado hasta ahora, su misión es de carácter mediador o conciliador y se desarrolla tanto en términos de derecho como de equidad.

	No obstante, como muestra de la potencia del citado Servicio, baste saber que, si considera que el resultado alcanzado o en vías de alcanzar por el IRS es inaceptable en términos de justicia y el daño causado o por causar al contribuyente resulta de imposible o difícil reparación, el Servicio tiene potestad para interrumpir el procedimiento en curso hasta que se logre una solución satisfactoria, pudiendo incluso suspender los efectos de decisiones ya adoptadas por el IRS. Y ambas competencias se extienden a las áreas de gestión e inspección tributarias, e incluso también a las de recaudación, es decir, puede paralizar un procedimiento de embargos. Como puede verse y tal como dije anteriormente, cualquier parecido con nuestro Consejo de Defensa del Contribuyente es ciencia ficción.

	Conviene recordar que su diseño organizativo y competencial tiene lugar ante el espectacular descrédito sufrido en 1988 por el IRS cuando se conocieron los múltiples abusos de poder y atropellos que estaba cometiendo contra los contribuyentes estadounidenses. ¿Tendrá que suceder un fenómeno similar de opinión pública en España para que se redimensionen las abusivas y desorbitadas prerrogativas que tiene el fisco español?

	Una vez conocida y envidiada la protección que disfrutan los contribuyentes estadounidenses debemos volver a la cruda realidad que supone el desamparo de los españoles para recordar que, en nuestro caso, acordado un acto de liquidación por la administración tributaria, el contribuyente queda irremediablemente obligado al pago, aunque por haberlo impugnado el destino final de la liquidación (su confirmación o su anulación) sea incierto. La obligatoriedad de pagar una deuda antes de confirmarse que está legalmente acordada supone un desequilibrio jurídico más a favor de la Administración y en contra del contribuyente.

	Si, como es lógico y racional, no existe solicitud de devolución que deba realizar la administración tributaria mientras no se haya confirmado la procedencia de devolver lo solicitado, ¿por qué entonces un contribuyente debe realizar el pago de una deuda previamente a confirmar que es procedente? Por la maldita presunción de veracidad que se concede a las actas y a las liquidaciones tributarias. La asimetría es escandalosa, máxime si se relaciona con otra cuestión ya expuesta anteriormente: aquel contribuyente que solicite (no que obtenga, sino simplemente que la haya solicitado) una devolución que posteriormente se declara improcedente, recibirá la imposición de una sanción, por lo que, ¿qué penalidad obtiene la administración tributaria o sus funcionarios por liquidar (y exigir el pago) una deuda que posteriormente resulta anulada? Ninguna, absolutamente ninguna. Otra asimetría injustificada y absolutamente injusta.

	Finalizando ya la exposición sobre la ejecutividad, me permito afirmar que no es difícil imaginar que el perjuicio que puede llegar a ocasionar a algunos contribuyentes es absolutamente irremediable. En mi ejercicio profesional como asesor fiscal he conocido varios casos espeluznantes. No son ni uno ni dos ni tres los empresarios que han visto desaparecer su empresa por la presión recaudatoria que supone la ejecutividad de las liquidaciones tributarias para que años después, cuando ya tenían todo perdido, obtengan la resolución administrativa del propio Ministerio de Hacienda o una sentencia judicial favorable que anulaba la liquidación tributaria originaria de su ruina. ¿Son conscientes de esto en los despachos del Ministerio de Hacienda? Si no lo son, hay que poner en duda su capacidad y su responsabilidad profesional. Si, por el contrario, lo son, lo que debería ponerse en duda es otra cosa.

	En cualquier caso, lo que resulta evidente es que la ejecutividad inmediata e indiscriminada de las liquidaciones tributarias practicadas por la Administración que son impugnadas constituye un auténtico atropello a la lógica, a la ética y a los derechos individuales más elementales.



	



	 

	 

	 

	 

	II.15. La embargabilidad
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	Siendo lacerantes la presunción de veracidad y la ejecutividad que ya hemos comentado, los efectos nocivos de una y otra no serían tan graves de no disponer la administración tributaria de la facultad de embargar los bienes y derechos del contribuyente que no ha pagado una deuda tributaria en el periodo voluntario de pago. Incluso más: tampoco serían tan graves aunque existiera dicha facultad, pero su utilización por la administración tributaria respondería a criterios de responsabilidad y proporcionalidad. Lamentablemente no es así, por lo que la gravedad real es la máxima.

	Aquellos lectores que lo desconozcan han de saber que, en el primer momento en el que por no ser pagada previamente una deuda tributaria pasa al llamado periodo ejecutivo, la primera reacción de la administración tributaria es embargar las cuentas bancarias del deudor. Como es fácil de percibir, el embargo supone una grave dificultad para cualquier contribuyente; basta pensar en los recibos que, por estar domiciliados, resultarán impagados: facturas de la luz, del gas, de la comunidad de propietarios y, sobre todo, del préstamo hipotecario comprometido para adquirir una vivienda. Es indudable que, si la deuda no fuera cierta y está pendiente de confirmarse o anularse por una instancia superior a la que la liquidó, los inconvenientes reseñados son claramente desproporcionados.

	Pensemos ahora que el deudor que no ha podido pagar la deuda, todavía provisional y susceptible de ser anulada, es un empresario. En este caso, el embargo administrativo de sus cuentas bancarias supone literalmente bloquear la actividad empresarial que desarrolla, creándole graves dificultades para la continuidad del negocio. Pero aún más: con frecuencia la administración tributaria embarga también los importes a pagar de los clientes de la empresa, con lo que se produce la imposibilidad absoluta de proseguir la actividad empresarial. Definitivamente, se acaba con el empresario, con la empresa y, por supuesto, con sus puestos de trabajo. Supóngase que la deuda que originó los embargos estuviera recurrida y formara parte del 46% de las que son posteriormente anuladas. El daño ocasionado resulta de todo punto irreversible.

	Por lo general, una actuación embargadora como la que acabo de describir resulta escasamente inteligente por ser poco eficaz para los fines de la Hacienda pública, pues matar al deudor es reducir las posibilidades de cobrar la deuda. De hecho, cuando desempeñé el puesto de director del Departamento de Recaudación de la Agencia Tributaria intenté impulsar la política de favorecer la subsistencia del deudor, facilitando en todo lo posible el pago de sus deudas. Estaba convencido y lo sigo estando de que su supervivencia es la mejor garantía del crédito público.

	Pero si además sucede que está absolutamente abierta la posible anulación administrativa o judicial de la deuda por haber sido impugnada, el frenesí embargador no carece solo de inteligencia, sino que resulta una barbaridad ética y moral. Desgraciadamente así sucede. Aunque pueda parecer mentira, en su gestión recaudatoria y, por lo que se refiere al uso de la facultad del embargo administrativo, la administración tributaria no diferencia entre las deudas firmes y las que carecen de firmeza.

	Esta dureza de la administración tributaria en la práctica de embargos se lleva a cabo pese a disponer de instrumentos que podrían amortiguar el efecto de la ejecutividad, como son la suspensión de la ejecución de la deuda y, en menor medida, el aplazamiento/fraccionamiento de su pago. Pero, lamentablemente, la administración tributaria tiene prácticamente desterrado el primero (la suspensión) y es notablemente restrictiva, cada vez más, en la utilización del segundo (el aplazamiento).

	La suspensión de la ejecución de las liquidaciones tributarias constituye una medida ciertamente apropiada para las liquidaciones que hayan sido impugnadas. Que la administración tributaria renunciara a cobrar las deudas que ha liquidado pero se encuentran en trance de poder ser anuladas parece la actitud lógica, ética y prudente, especialmente en aquellos casos en los que el cobro puede provocar un especial perjuicio al contribuyente. Lamentablemente no lo considera así por lo general la Administración.

	En efecto, según figura en la Memoria de la Agencia Tributaria correspondiente a 2020, el importe de las deudas suspendidas ascendía a final de dicho año a 995 millones de euros cuando el importe de deudas pendientes se elevaba a 23.992 millones de euros. Esto quiere decir que la AEAT solo tiene a bien acordar la suspensión de una deuda en el 4% de los casos (medido en importe). Por lo general, prefiere acudir al instrumento del embargo, pese al daño que su utilización ocasiona a los contribuyentes.

	Tampoco es aficionada la AEAT a conceder demasiadas facilidades a los contribuyentes mediante la concesión de aplazamientos. Sin considerar los que, por imperativo legal, se conceden con exención de garantías en los supuestos de deudas de reducido importe, cualquiera que haya solicitado un aplazamiento conoce las exigencias a las que se ha enfrentado, tanto por la aportación de garantías como por los reducidos plazos de pago que se conceden (por lo general, tres años como máximo). Y debe insistirse, una y otra cuestión suceden aun cuando por haber sido impugnada aún no se sepa si la deuda exigida se ha liquidado legal o ilegalmente.

	Las restricciones a la concesión de aplazamientos se endurecieron especialmente tras la constitución del Gobierno de Mariano Rajoy, pues el Ministerio de Hacienda aprobó una disposición prohibiendo el aplazamiento de las deudas originadas por importes que hubieran sido retenidos a terceros (retenciones a cuenta del IRPF) o repercutidos a terceros (cuotas de IVA repercutidas). La irracionalidad de la medida era —es— evidente. Basta imaginar la situación de una empresa en dificultades. La existencia de estas hace presumir que no esté obteniendo beneficios, por lo que no tendrá deudas correspondientes al IS, de manera que lo adeudado al fisco serán precisamente las retenciones-IRPF y las cuotas-IVA, y tanto unas como otras fueron excluidas de un posible aplazamiento. En definitiva, se prohibía la concesión de cualquier aplazamiento de deudas tributarias a cualquier empresa en crisis. No cabe mayor absurdo e, insisto, lo anterior aun en el caso de falta de firmeza de lo adeudado por haber sido impugnadas las liquidaciones que lo originaron. Así, las empresas en crisis fueron objeto de numerosos embargos por parte del fisco, aun no siendo firmes las deudas que se les exigían por estar pendientes de resolverse las impugnaciones realizadas. Absurdo y atropello.

	Por si todo lo anterior no fuera suficiente, en los últimos años el acoso recaudatorio contra el contribuyente se ha recrudecido de manera espectacular. Me retrotraigo a mi etapa de director de Recaudación de la AEAT para explicarlo. En aquel momento (1997 o 1998) propuse introducir en la normativa tributaria la figura del embargo cautelar, que es aquel que se lleva a cabo con anterioridad a que exista deuda tributaria y ante el riesgo de que, una vez liquidada, resulte ya incobrable.

	Indudablemente se trata de una medida dura, durísima, solo justificable ante aquellos posibles deudores futuros cuyos antecedentes permitan considerarles profesionales de la defraudación. Con ese espíritu se recogió y reflejó en la reforma legal que se llevó a cabo. Como muestra un dato, tras la solicitud de los funcionarios que estuvieran actuando en el procedimiento, la realización de un embargo cautelar requería la autorización o el acuerdo —no recuerdo bien— del delegado especial de la AEAT, que es el superior jerárquico máximo de este organismo en el ámbito territorial de cada comunidad autónoma.

	Años después el panorama ha cambiado radicalmente. En la actualidad, y en el curso de cualquier inspección desarrollada ante cualquier contribuyente, el propio inspector de Hacienda que la conduce puede acordar el embargo cautelar de los bienes y derechos del inspeccionado. Y no es lo malo que se pueda embargar tan fácilmente a cualquier individuo previamente a que exista una deuda; lo peor es que en la práctica se realiza con una inusitada frecuencia. Así, una medida que tendría que ser absolutamente excepcional, justificable solo ante casos extremos de contribuyentes con alto riesgo de defraudación y cuya decisión estaba reservada a un alto directivo de la administración tributaria, se aplica hoy de modo generalizado para el común de los contribuyentes y la adopta cualquier funcionario.

	Esta laxitud en la concesión a la Administración de la facultad de realizar embargos y, sobre todo, la alegría con la que se utiliza a diario constituye un ejemplo más del abandono del espíritu que iluminó la Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes.

	No se trata ya de que, orillando los instrumentos de la suspensión de una deuda o de su aplazamiento, la administración tributaria abrace la solución del embargo como forma habitual de cobrar una deuda, sino que con inusitada frecuencia recurre a la opción de embargar antes incluso de que exista una deuda, aplicando una medida absolutamente excepcional para los supuestos de contribuyentes absolutamente comunes.

	Si se medita con detenimiento lo que estamos describiendo, se llega fácilmente a una conclusión corrosiva: ¿qué sentido tiene realizar un embargo cautelar? Es evidente: se trata de evitar que, ante la posible liquidación de una deuda tributaria, un contribuyente decida desprenderse aparente y fraudulentamente de sus bienes y derechos con el fin de intentar impedir a la administración tributaria el cobro de la posible deuda futura. Ergo, todo embargo cautelar significa que al embargado se le está considerando un potencial delincuente capaz de cometer el delito de alzamiento de bienes.

	Por lo expuesto, resulta desproporcionada la frecuencia con la que se realizan actualmente los embargos cautelares. Significa que la administración tributaria considera que entre los contribuyentes españoles son muchos los dispuestos a cometer el reseñado delito. Esta desconfianza de la Administración hacia el común de los ciudadanos resulta incomprensible y, además, inaceptable. Desde luego, no es la mejor actitud para generar un clima de confianza recíproca entre Administración y ciudadanos.

	En cualquier caso y para finalizar este apartado, debe exponerse que las facilidades dispuestas por el Estado para embargar a los individuos por deudas existentes y firmes, pero también por deudas no firmes e incluso hasta por deudas inexistentes, resultan excesivas, y que la frecuencia con la que la administración tributaria utiliza dichas facilidades constituye un auténtico abuso hacia el contribuyente. Evidentemente, estamos ante la última gran lacra que nos impone el fisco en la exigencia de los impuestos.



	



	 

	 

	 

	 

	II.16. La hernia fiscal en su conjunto

	 

	 

	Tras haber constatado en el capítulo I que el sistema tributario español incumple significativamente en su diseño el mandato contenido en el artículo 31.1 de la Constitución, acabamos de constatar en este segundo capítulo que, además, la aplicación de los impuestos representa una auténtica hernia para el contribuyente español, que para cumplir sus obligaciones tributarias se enfrenta a 14 sucesivos lastres o lacras.

	Esta hernia fiscal provoca que cumplir lo exigido por el Estado en materia impositiva se convierta en una auténtica yincana en la que cada nuevo perjuicio se acumula al anterior configurándose en conjunto una pared vertical de elevada altura ante la que el sufrido contribuyente acaba siempre estrellado sin remedio.

	Intentar superar el muro es tarea difícil. Se precisan un alto grado de determinación (pelear contra el Estado no es sencillo, y menos si es en cuestiones tributarias, dadas las desproporcionadas potestades de las que dispone en esta materia), un elevado equilibrio emocional (la batalla es larga y llena de penalidades) y una situación económica que lo permita (los gastos de defensa jurídica y/o asesoramiento profesional no son exiguos). Dados estos requisitos, pocos son los contribuyentes que se deciden a emprender la batalla. Como ya hemos apuntado, de eso se aprovecha la administración tributaria, pues, por muchos abusos que se cometan, solo una parte reducida de los abusados se decidirán a iniciar la lucha. En definitiva, por mucho que éticamente sea rechazable, la práctica abusiva de la administración tributaria le sale muy rentable.

	Pero es que, además, del relativamente reducido número de contribuyentes que se decide a afrontar la cadena diabólica, unos pierden el equilibrio emocional en la batalla y a otros les abandona su determinación inicial. Por si fuera poco lo anterior, casi todos pierden la holgura económica inicial ante la aplicación de la ejecutividad de las deudas liquidadas por la Administración y el cúmulo de sucesivos embargos practicados por esta.

	En definitiva, superar la hernia fiscal que nos oprime es tarea de titanes. Pocos inician la aventura y casi ninguno puede llegar a terminarla. Esta es la realidad del panorama tributario existente en España.

	Admito que, ante mi exposición, cualquier lector pueda mostrar incredulidad. Si eso fuera cierto, sería harto conocido públicamente, puede pensar. Como no sucede así, deducirá que el autor del libro se ha excedido en su descripción. Voy a consumir unos párrafos para despejar estas posibles dudas generadas en el lector.

	Lo primero que debe tenerse en cuenta es que el número de víctimas del abuso del fisco que se concreta en la hernia fiscal que hemos descrito es proporcionalmente pequeño en relación con la población española. Es difícil y aventurado aportar una cifra pero, en función del número de los que son inspeccionados, es factible pensar que las víctimas del abuso no pasarán de ser unos pocos miles al año, es decir, aproximadamente un 0,00002% de los españoles.

	Lo segundo que hay que considerar es que la mayor parte de las citadas víctimas son empresarios, y estos saben bien que para la marcha de su negocio no es bueno publicitar la existencia de problemas con la administración tributaria (el caso de Agapito García, posteriormente expuesto, es un buen ejemplo). Esto quiere decir que son muy pocas las víctimas de la hernia fiscal que se deciden a hacer público el abuso del que están siendo víctimas.

	La tercera cuestión que debe considerarse se refiere a la general escasa disposición de los medios de comunicación a hacerse eco de las quejas de los que son atropellados por la administración tributaria (lo sucedido con el documental Hechos probados, también posteriormente reseñado, es otro buen ejemplo). Desconozco el motivo de lo anterior. Algunos apuntan a que, finalmente, las empresas de los medios son también contribuyentes y prefieren no resultar molestas al fisco.

	Lo cierto es que, por el conjunto de cuestiones expuestas, quizás también por alguna más, al fisco español le sale prácticamente gratis abusar del contribuyente. Y, en esas condiciones, abusa, y de qué manera.

	Lo anterior resulta sangrante cuando las actuaciones se desarrollan exclusivamente en el ámbito administrativo, en el que lo exigido al contribuyente se refiere a importes de dinero. Pero resulta incalificable —al menos yo prefiero no calificarlo— cuando las actuaciones se trasladan a sede penal y el contribuyente, además de su dinero, se juega también la pena de privación de libertad.

	Desconozco las estadísticas referidas al porcentaje de las denuncias por delito fiscal provocadas por la administración tributaria que han concluido en condena o, alternativamente, en absolución del acusado, pero tengo como muestra, evidentemente no representativa, los casos en los que he intervenido profesionalmente como perito aportado por la defensa del acusado.

	En la mayor parte de los supuestos señalados, afortunadamente el tribunal ha acabado absolviendo al acusado —como ya estoy jubilado, no estoy haciendo publicidad de mi actividad profesional—, pero, eso sí, entre medias, el indebidamente acusado soportó un auténtico vía crucis absolutamente inhumano.

	De entrada, la acusación que acabó demostrándose indebida o improcedente —no digo falsa— le supuso cinco, seis o siete años de una incertidumbre insoportable. La posibilidad de un fallo contrario a sus intereses siempre existe hasta que se conoce la sentencia absolutoria, y he vivido muy cercanamente la angustia casi ilimitada que puede llegar a provocar.

	Añádase la asfixia económica que se le provoca al acusado. El embargo de sus cuentas bancarias y el bloqueo de todo su patrimonio le deja en condiciones peores que precarias para su defensa jurídica y para su subsistencia. He constatado como frecuentemente los acusados de delito fiscal han de recurrir a los préstamos (cuando no a la caridad) de familiares y amigos próximos.

	Si además el acusado por delito fiscal es un empresario, la acusación tiene como efecto inevitable la muerte de su empresa (realmente, el homicidio). Es así como consecuencia del bloqueo patrimonial antes reseñado y de la pérdida de credibilidad que supone la acusación ante clientes, proveedores y bancos.

	Finalmente, y en una perspectiva sociológica, he conocido el descrédito social que se genera para aquel al que se le acusa de haber cometido un delito fiscal y cómo la acusación provoca problemas al acusado y a su cónyuge en su hábitat vital (conocidos, vecinos y amigos menos próximos), así como a sus hijos en el colegio o en su pandilla juvenil.

	Sin duda, todos los inconvenientes expuestos conforman un daño inevitable si el acusado es culpable y, por tanto, finalmente condenado. Pero, como expuse anteriormente, con frecuencia son daños absolutamente injustos, injustificados e incomprensibles en los muchos casos en los que la acusación resulta infundada, como se demuestra por la posterior absolución del acusado.

	Confieso que haber vivido la situación descrita (contribuyentes a los que en la acepción literal de la expresión se les ha arruinado, y no solo económicamente, sino también en su faceta vital, por la formulación de una denuncia infundada), me ha provocado un sabor extremadamente amargo porque la satisfacción por el éxito profesional que supone haber contribuido a salvar a un inocente queda emborronada por la plena consciencia de cómo el Estado (la administración tributaria, la Abogacía del Estado o la Fiscalía) puede llegar a provocar un daño tan intenso y tan injustificado.

	Confieso también que he consumido multitud de horas intentando imaginarme qué puede recorrer la cabeza y el corazón de los responsables concretos de la administración tributaria, de la Abogacía del Estado y de la Fiscalía en estos casos. ¿Serán conscientes del daño injustamente causado? ¿Se sentirán culpables? ¿Se arrepentirán de sus actuaciones y acusaciones?

	Confieso por último que, aunque mi información no es completa, tan solo me consta una ocasión en la que uno de los acusadores (una fiscal de Málaga) expresó sus disculpas por la acusación realizada al indebidamente acusado de delito fiscal que resultó absuelto.

 

	 

	 

	 

	CAPÍTULO III

	 

	 

	CASOS REALES DE LA HERNIA FISCAL

	 

 

	 

	 

	 

	III.1. Preámbulo

	 

	 

	Es posible que, tras la lectura del capítulo anterior, el lector considere que su contenido es una exageración, que la realidad no puede ser tan dura como allí se describe, que me he dejado llevar por la pasión… Quiero asegurarle que no he exagerado, que la realidad es tan dura como la he pintado y que, siendo cierto que en ocasiones puedo llegar a ser pasional, en esta ocasión incluso me he retenido en aras de la prudencia.

	Claro que no es cierto que en todas las relaciones entre administración tributaria y contribuyente español se patentice lo que denomino hernia fiscal. A fuer de ser reiterativo, quiero insistir en que muchas de las funciones realizadas por la administración tributaria, especialmente las relacionadas con el apoyo y la asistencia al contribuyente, constituyen para éste una ayuda ciertamente valiosa.

	También es cierto que, incluso cuando lo hecho por la administración tributaria son tareas de carácter más represivo (control, comprobación e inspección de lo realizado por un contribuyente), por lo general las desarrolla dentro de los límites de la normalidad. Disponiendo la Administración de muchas más prerrogativas que derechos el contribuyente, no es especialmente abusiva la utilización de aquellas.

	La cuestión estriba en las prerrogativas excesivas que existen y en que su posible uso abusivo también, lo que provoca como riesgo que un contribuyente resulte auténticamente atropellado por la maquinaria del Estado movida por determinados individuos: el o los funcionarios públicos en cada caso responsables. Que este riesgo exista ya constituye por sí solo una circunstancia rechazable. Que, además, en ocasiones se materialice, como sucede en tres de los casos que van a describirse, resulta inaceptable. Sin más.

	No sirve esgrimir que los casos tan graves como los que se describen en tres de los siguientes cinco apartados corresponden a una minoría. Con seguridad, así es. Pero los dramas y las injusticias lo son, aunque sean escasas sus víctimas. Y su existencia es un problema para el sistema. Por eso yo afirmo que la aplicación de nuestro sistema tributario constituye la hernia fiscal del contribuyente español.

	En cualquier caso, como nada obliga al lector a creer sin más lo que yo asegure, en el presente capítulo expongo una pequeña selección de casos reales que he conocido directamente, pues en los cinco he participado de modo activo desde el despacho de asesoría fiscal que he mantenido abierto hasta hace bien poco. En tres cuento con la autorización de los que fueron mis clientes para su inclusión de su caso en el libro, si bien, como es lógico, he omitido sus nombres. Otro es un caso públicamente conocido, sobre el que incluso existe un largometraje (el documental Hechos probados) que narra en detalle sus vicisitudes y en el que me limito a reproducir un artículo que publiqué en Vozpópuli. El último es una experiencia personal, pues fui yo el afectado por la existencia y el funcionamiento de la hernia fiscal.



	


	 

	 

	 

	 

	III.2. El caso de Agapito García

	 

	 

	Se trata de un caso bien conocido por la opinión pública, pues saltó a la luz con motivo de la primera publicación de la malhadada lista de deudores de la Hacienda pública. Lo que no se conoce suficientemente son:

	•      Los vericuetos para realizar la reforma legal que permitió la citada publicación.

	•      Las circunstancias por las que en ella apareció el empresario Agapito García.

	•      Las consecuencias que provocó su aparición en la reseñada relación.

	Para exponer lo anterior, paso a reproducir el artículo que publiqué en el diario digital Vozpópuli con motivo de la presentación del documental Hechos probados, en el que se narra con detalle y precisión lo sucedido.

	«Hechos probados: terror de Estado

	La relación jurídico-tributaria se ha convertido en una moderna representación de la lucha de David frente a Goliat

	Hoy, en la Seminci (Semana de Cine Internacional desarrollada en Valladolid), tiene lugar la proyección del documental Hechos probados. Se trata de una obra dirigida por Alejo Moreno que, magníficamente realizada, describe la escalofriante indefensión en la que se encuentra el ciudadano frente al ejercicio del poder casi absoluto y sin control efectivo del que disponen algunos órganos del Estado.

	El hilo conductor de la descripción es el drama sufrido por Agapito García Sánchez a consecuencia del poder imperial dispuesto por la Administración (en este caso, la tributaria) y, especialmente, de su libérrimo uso y abuso por parte de algunos funcionarios y autoridades.

	En el documental se muestra cómo el conjunto desorbitado de potestades dispuestas por la administración tributaria, explicadas y detalladas por un amplio y variado número de fiscalistas profesionales, convierte la relación jurídico-tributaria en una moderna representación de la lucha de David frente a Goliat. Pero, lo que aún es peor, en el documental se evidencia que, encima, Goliat hace trampas. Y, todavía más, que el árbitro del combate valida su conducta tramposa. Vamos a verlo explicando el nudo gordiano del proceso inquisitorial aplicado a Agapito García.

	Todo empieza con el obligado —término inadmisible con el que se define a los contribuyentes en la jerga del fisco— realizando una determinada venta cuyo precio percibe en dos ejercicios consecutivos. En ambos, su declaración a la AEAT fue idéntica, cada año por la parte del precio respectivamente cobrado.

	Inspeccionado el primero, la Agencia Tributaria consideró que había existido una infracción administrativa habiendo existido simulación en lo actuado por el contribuyente. Por ello, practicó una liquidación correctora e impuso la correspondiente multa. Ambas fueron objeto de recurso que transitó primero por la vía administrativa y posteriormente por la contencioso-administrativa.

	•      Prescripción y archivo

	Tiempo después, la misma AEAT comenzó la inspección del segundo año. Al realizarla, la inspectora actuante constató que, por haber transcurrido cuatro años, había prescrito su derecho a liquidar administrativamente. Legalmente, la citada funcionaria venía obligada a declarar la prescripción y a archivar el expediente.

	No fue así. En su deseo de lograr dinero para el fisco “como sea”, se le ocurrió que, si calificaba lo realizado por el contribuyente en el segundo año como delito fiscal, podría salvar la prescripción del caso, pues el delito prescribe a los cinco años (en vez de a los cuatro). Y, así, cometió la tropelía de realizar la denuncia por delito fiscal.

	•      La misma actuación no puede ser infracción administrativa en un año y delito fiscal en el siguiente. O es una cosa o es la otra, pero lo mismo en los dos años

	La contradicción es flagrante. La misma actuación no puede ser infracción administrativa en un año y delito fiscal en el siguiente. O es una cosa o es la otra, pero lo mismo en los dos años. Cuestión obvia en lógica y en derecho que, evidentemente, conocía la inspectora. Esta, sin embargo, adoptó la decisión injusta de realizar la doble calificación para la misma actuación.

	Siendo grave la decisión adoptada individualmente por una funcionaria, lo realmente grave es que su desafuero resultó avalado por sus superiores, santificado por el Servicio Jurídico del Estado y apoyado por la Fiscalía, pese a ser instituciones obligadas a cumplir la legalidad.

	Como era de esperar, la Audiencia Nacional acabó el caso quitándoles a todos ellos la razón, pues en su sentencia absolvió a Agapito y, además, declaró que, junto a la inexistencia de delito, tampoco había existido ni infracción alguna ni, por supuesto, la pretendida simulación.

	Sin embargo, como hemos dicho, el resultado de la primera inspección seguía en litigio contencioso-administrativo y, pese al triunfo judicial que inicialmente obtuvo también Agapito García, al final el Tribunal Supremo, en un recurso de casación extrañamente admitido y aún más extrañamente resuelto, desatendió la sentencia penal firme y sentenció que sí había existido simulación en el primer año, llegándose así a la paradójica situación final: estando judicialmente confirmado en vía penal que la actuación no fue simulada en el segundo ejercicio, se decreta judicialmente en vía contencioso-administrativa que la misma actuación supuso simulación en el primero.

	•      Fue vendiendo progresivamente sus bienes y, merced a la credibilidad que tenía ante las entidades bancarias, en el curso de unos años había conseguido pagar más de 20 millones de euros

	Como resultado del «sindiós» que hemos expuesto, Agapito García resultó finalmente deudor de la Hacienda pública, aunque lo fuera por un importe inferior a los 53 millones de euros que llegó a exigirle la Agencia Tributaria. Lo cierto es que, pese a todo, él decidió afrontar el pago de la deuda y, así, con un notable esfuerzo, prosiguió su actividad empresarial, fue vendiendo progresivamente sus bienes y, merced a la credibilidad que tenía ante las entidades bancarias, en el curso de unos años había conseguido pagar más de 20 millones de euros.

	Pero… en estas llegó Fidel, perdón, Cristóbal Montoro, que en una decisión atolondrada e inquisitorial decidió hacer pública la relación de deudores a la Agencia Tributaria. Lo hizo, pese a los informes críticos emitidos por todos los órganos que, preceptivamente, fueron consultados: Consejo de Estado, Consejo General del Poder Judicial, Consejo Fiscal, Agencia Española de Protección de Datos…

	Y en la primera lista publicada figuraba en primer lugar Agapito García. Las consecuencias fueron inevitables: 1) los bancos le cerraron el grifo, 2) él no pudo continuar con su actividad empresarial y 3) la Agencia Tributaria se quedó sin ingresar euro adicional alguno.

	Que la AEAT dejara de cobrar es solo imputable al que por entonces era ministro de Hacienda y que, en palabras de Esperanza Aguirre, “es socialista aunque él no lo sepa”. Pero haber provocado indebidamente la ruina personal, familiar y empresarial de Agapito García, así como la quiebra de su salud física y mental, debe ser imputado a la actuación coincidente de un reducido grupo de inspectores de Hacienda, abogados del Estado, fiscales, magistrados y del propio Cristóbal Montoro.

	Desde estas líneas, recomiendo la visualización de Hechos probados. Al verlo, el lector obtendrá inevitablemente una conclusión: “Si queremos ser un Estado de derecho en la realidad y no solo en la virtualidad del texto de las normas, hora es de poner coto al abuso en el uso de las prerrogativas y potestades de la Administración”».

	Tan solo merece la pena realizar un comentario adicional al contenido del artículo reproducido. Consiste en manifestar que la violación de derechos que supone la publicación de la relación de deudores resulta además completamente inútil para la recaudación de la Hacienda pública.

	Así se puede constatar comprobando que los deudores que figuran en la relación publicada un año siguen apareciendo en la siguiente, sin que se logre que la publicidad dada a su condición de deudores provoque el pretendido efecto de pagar su deuda. Lo anterior obedece a que la mayor parte de la deuda incluida en las sucesivas listas anuales se corresponde con la que tienen las empresas incursas en concurso de acreedores; el resto pertenece a deudores que son insolventes (reales o aparentes), por lo que, en cualquiera de los supuestos, publicar su condición no provoca el efecto-pago que se dice pretender.

 

	 

	 

	 

	III.3. El caso de EVM y MMGG

	 

	 

	Tras un proceso de comprobación de un grupo de empresas relativo al IVA y varios periodos (de 2013 a 2016) llevado a cabo por la inspección tributaria de la Hacienda Foral de Navarra, esta consideró que podía existir la comisión de un número elevado de delitos contra la Hacienda pública, de los que responsabilizaba a EVM y MMGG, cónyuges y socios de las empresas que conformaban el grupo.

	En los numerosos informes que habían elaborado, los inspectores forales mantenían que, a través de sus sociedades, EVM y MMGG habían ideado una trama para la confección masiva de facturas falsas en las que aparecían entregas inexistentes de bienes y prestaciones de servicios figuradas.

	Según se exponía en los citados informes, a través de la trama ideada EVM y MMGG habían logrado que sus empresas obtuvieran deducciones y devoluciones indebidas del IVA ante la Hacienda Foral de Navarra basándose en los importes del impuesto deducidos que se correspondían con las cuotas supuestamente soportadas que se reflejaban en las facturas mencionadas.

	El pretendido perjuicio económico ocasionado a la Hacienda Foral por la práctica descrita se cifraba en el importe de 4.551.374 € por parte de los inspectores tributarios forales.

	Ciertamente, de creer el contenido de la acusación, lo realizado por EVM y MMGG consistiría en un fraude a gran escala, en el que la cantidad defraudada era considerablemente elevada y que habría sido perpetrado de manera sistémica a través de un grupo de empresas preparadas para llevar a cabo una defraudación concienzuda.

	Conocidos el conjunto de informes acusatorios, la Fiscalía actuó como lo hace siempre en todos los expedientes de delito fiscal. Asumió de manera íntegra y de modo absolutamente acrítico todas y cada una de las conclusiones de los informes de la inspección tributaria y, basándose en ello, formuló las respectivas acusaciones, solicitando de la Audiencia Provincial de Navarra la condena de EVM y de MMGG por la comisión de ¡31 delitos! En concreto:

	- Quince delitos contra la Hacienda pública.

	- Quince delitos de falsedad documental.

	- Un delito de frustración contra la ejecución.

	En su acusación, la Fiscalía solicitaba también que se impusiera a los cónyuges EVM y MMGG las siguientes penas:

	1.º) En concepto de responsabilidad civil, al pago a la Hacienda Foral de Navarra de los siguientes importes:
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	Las respectivas cifras que figuran en el cuadro anterior se corresponden con los importes de IVA que presuntamente habrían defraudado las sociedades reseñadas según los diversos informes elaborados por los inspectores actuarios de la Hacienda Navarra. Dado el montante global resultante de la suma de los importes correspondientes a los 15 supuestos delitos, no es necesario consumir demasiado tiempo para subrayar la relevancia del fraude fiscal que se habría cometido según los funcionarios de la inspección navarra.

	2.º) Por la comisión de 15 delitos contra la Hacienda pública, las penas de privación de libertad (expresadas en meses) y las multas (expresadas en euros) que figuran en el siguiente cuadro:
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	Puede observarse que el importe global de las multas solicitadas (4.509.807 €) prácticamente coincide con el de las cuotas pretendidamente defraudadas (4.551.374 €), pues solo existe diferencia entre cuota y sanción en la sociedad I.

	En cuanto a las penas de privación de libertad, cabe resaltar que la suma de las solicitadas se eleva a más de 18 años.

	3.º) Por la comisión de 15 delitos de falsedad en documentos mercantiles u oficiales, las penas de privación de libertad (expresadas en meses) y las multas (expresadas en euros) que figuran en el siguiente cuadro:
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	En este caso, el importe de las multas solicitado por la Fiscalía (36.000 €) es considerablemente inferior al anterior.

	Por el contrario, la suma de las respectivas penas de prisión vuelve a ser considerable, pues en conjunto suponen 15 años.

	4.º) Por la comisión de un delito de frustración contra la ejecución, la pena de privación de libertad (expresadas en meses) y la multa (expresada en euros) que figuran en el siguiente cuadro:
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	Vuelve a ser moderada la sanción económica y considerable la solicitud de prisión.

	En definitiva, agregando los datos que figuran en los cuatro cuadros, el resumen de las penas y multas que solicitaba la Fiscalía basándose en la denuncia formulada por la inspección tributaria foral es este:
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	Como vemos, los cónyuges EMV y MMGG se enfrentaban a la petición de 9.103.18 € y de 453 meses de prisión (más de 37 años).

	Tiempo después de formularse una acusación del calibre que se ha descrito y con el terrorífico conjunto de penas que solicitó la Fiscalía, tuvo lugar la celebración del juicio (noviembre de 2021), que, dada la presentación de varias pruebas testificales y periciales por parte de la defensa de EVM y MMGG, unido a las declaraciones de los inspectores tributarios actuarios, se prolongó durante varios días.

	La sentencia de la Audiencia Provincial de Navarra (000007/2022), emitida el 28 de diciembre de 2021 y notificada el 19 de enero de 2022, considera que no resultó probado ni que las facturas fueran falsas ni, consecuentemente, que se hubiera ideado una trama para la confección masiva de facturas falsas. Ergo, considera también no acreditado el carácter indebido de las deducciones y devoluciones de IVA practicadas y obtenidas y, por ello, declara como hecho no probado el perjuicio económico para la Hacienda Foral que afirmaban esta y la Fiscalía. También se manifiesta en la sentencia que no ha quedado probado que EVM y MMGG utilizaran a sus empresas con la finalidad de ocultar bienes y dificultar el embargo de inmuebles por parte de la Hacienda Foral ni que esta resultara perjudicada por ello.

	Lógicamente, y basándose en lo anterior, en el fallo de la sentencia la Audiencia Provincial de Navarra absolvió a EVM y a MMGG de todos y cada uno los 31 delitos de los que habían sido acusados.

	Es fácil imaginar la satisfacción y la alegría que supuso para EVM y MMGG el fallo absolutorio conseguido y, como es fácil imaginar, también la inquietud, la zozobra, la angustia y hasta la desesperación que debieron vivir durante varios años hasta lograr su absolución. Enfrentarse a la solicitud de lo que para ellos solicitaba la Fiscalía debe ser lo más parecido a una sofisticada tortura, máxime cuando, según se deduce del fallo absolutorio, la acusación no se correspondía con la realidad de los hechos.

	Y ahora toca preguntar: ¿quién resarce a EVM y a MMGG de la tortura a la que fueron sometidos? ¿Quién les resarce de la inquietud, zozobra, angustia y hasta desesperación que se les provocó injustamente durante años? ¿Quién les resarce de la elevada cantidad de dinero que debieron emplear para su necesaria defensa jurídica? ¿Quién les resarce del perjuicio económico que les supuso el bloqueo de su patrimonio sufrido durante varios años? ¿Quién les resarce de las pérdidas económicas sufridas por sus empresas debido a lo anterior? ¿Quién les resarce del descrédito social que les supuso ser acusados en la forma en la que lo fueron? ¿Quién les resarce de los daños provocados en su salud física y en su estabilidad emocional?

	Las respuestas a todas las preguntas que acabamos de formular es la misma en todos los casos: ¡NADIE!, ¡absolutamente NADIE! Es así de ilógico, de injusto y, en mi opinión, de cruel. El Estado, usando varios de los instrumentos poderosísimos que le otorgamos los individuos, acusa indebidamente a dos de sus ciudadanos y realiza contra ellos un ataque furibundo y coordinado, afectando gravemente a su hacienda y a su vida. Cuando queda sentenciado que la acusación era indebida, el Estado se pone de perfil, mira frívolamente por la ventana y se presta a preparar otra acusación (que probablemente será también indebida) y a lanzar otro ataque (que con seguridad será furibundo y coordinado) contra otro u otros de los individuos empleando para ello los poderosísimos instrumentos que le hemos dado.

	Está claro que, en ocasiones como esta, la actuación del Estado merece ser catalogado como el peor enemigo del individuo. La paradoja es que somos los individuos los que creamos, mantenemos y financiamos al Estado. Y, además, le concedemos un poder casi omnímodo que utiliza contra nosotros.

	Tras el desahogo personal que suponen las reflexiones anteriores, voy a proporcionar al lector el conocimiento de un fragmento de la sentencia de la Audiencia Provincial de Navarra cuyas apreciaciones y valoraciones resultan tremendamente significativas.

	«SEXTO. De los delitos contra la Hacienda pública y falsedad documental

	[…] Y es aquí, en la valoración crítica de la pericia de los inspectores, donde la Sala aprecia ciertas inconsistencias derivadas, no solo de los informes propiamente dichos, sino, especialmente, de las aclaraciones emitidas en el plenario. En primer lugar, la Sala entiende y comprende la ingente cantidad de facturas aportadas a la inspección para su comprobación, pero, en esta vía penal, no cabe un pronunciamiento generalizado de falsedad por el mero hecho de que las mismas tengan defectos formales y sean calificadas, por la propia inspección, en vía administrativa, de “sospechosas”. Pues bien, la credibilidad de dichos informes, por generales, resulta insuficiente para fundar una sentencia de condena, más aun cuando en sus aclaraciones en el plenario, los mismos incurrieron, cuando menos, en contradicciones. Sorprende a esta Sala que los inspectores, pese a tener medios para ello, no procedieran a cursar visita formal a las instalaciones y, con otros funcionarios forales, proceder a comprobar la realidad y la data de las obras. Más sorprendente resulta su respuesta a preguntas de la defensa de las mercantiles, a quien el perito Sr. XX, interrogado sobre si comprobaron la realidad de las obras y las valoraron (cosa que si hicieron a la hora de imputar el delito de frustración de la ejecución, valorando los inmuebles aportados a la nueva mercantil), dijo que eso debían hacerlo los acusados, lo cual, si bien puede entenderse en vía administrativa (véanse la distintas sentencias dictadas en la vía contenciosa y aportadas a la causa por la acusación particular), no cabe en esta vía penal, debiéndose poner de relieve en este punto que la instrucción penal se limitó a recoger dichas conclusiones de la inspección, sin practicar diligencia alguna relevante, más allá de la declaración de los investigados. Pero es más: siendo uno de los motivos de crítica de sus informes la falta de comprobación o investigación de las empresas de Madrid, en definitiva, las emisoras de las facturas presuntamente falsas (por no ser de su competencia), los inspectores señalaron que mandaron una comunicación de sus actuaciones a la hacienda estatal, sin conocer el resultado ni si dichas empresas habían sido inspeccionadas y/o sancionadas, cosa que resultó imprecisa, a la vista de la documental aportada por el letrado de la Hacienda Foral al comienzo del juicio (las llamadas fichas rojas), admitiendo finalmente a preguntas de la Sala que sabían que las empresas de Madrid no habían sido objeto de inspección. Igualmente resulta inexplicable la postura de los peritos-inspectores en relación al acta del 4 de abril de 2014, ya que en el plenario afirmaron de forma rotunda que, pese a sus requerimiento, no se les aportó ningún proyecto, siendo que en dicha acta (documento del índice electrónico 434 del procedimiento abreviado), tras señalar que se personan en XXXXX, relatan que comparece XX, quien les entrega una serie de documentos, en contestación a sus requerimientos, que los inspectores recogen previa su descripción y entre los que los actuarios refieren que les fueron entregados diversos proyectos, firmando los dos actuarios y el Sr. XX de conformidad. Las explicaciones dadas sobre esta contradicción por el actuario fueron vagas e imprecisas.

	[…] Dicho lo cual, las defensas han aportado una serie de periciales, sometidas a contradicción en el plenario, a fin de acreditar la realidad de las prestaciones y servicios y de las facturas que le sirven de soporte documental.

	[…] Finalmente, en igual sentido, se presentó la pericial del Sr. XX discrepando de las conclusiones de los inspectores, de forma crítica pero muy didáctica y explicativa en sus aclaraciones en el plenario, señalando, a grandes rasgos, lo siguiente: que los propios inspectores en sus informes señalaron que debía primar la realidad material de la mayor parte de las operaciones incluidas en las facturas, pese a lo cual no llevaron actuación alguna encaminada a tal fin, negando sin más dichas obras y presumiendo falsas las facturas que ellos mismos calificaron de “dudosas”. Puso de relieve el perito que la propia Hacienda Foral dio por buenas dichas facturas a efectos del IS de las compañías afectadas, donde sí concedió validez a las facturas que no admitió en el IVA. Destacó el perito, dada la incompetencia de la Hacienda Foral de Navarra en orden a comprobar la situación tributaria de las emisoras de facturas sujetas al régimen fiscal común, que no se realizaron las necesarias comprobaciones a fin de haber podido obtener prueba directa que acreditase la pretendida falsedad o simulación de las facturas pretendidamente falsas o simuladas, constituyendo la base de sus acusaciones un conjunto de sospechas, conjeturas o meras probabilidades, presunciones especialmente graves cuando la AEAT consideró conformes a la realidad las facturas afectadas. Descartando los indicios sobre la falta de sentido del grupo, el perito lo rebatió señalando las virtudes de diversificar y utilizar mercantiles diversas para diversas actividades, tanto para minimizar riesgos como para un acceso más fácil a créditos o subvenciones.

	[…] En el caso de autos, de la prueba practicada no puede deducirse, sin ningún género de duda, la tesis sostenida por las acusaciones, menos aún a la vista de la ingente, precisa y muy cualificada prueba de descargo, aportada por los acusados.

	[…] Por ello, no procede condena por los delitos contra la Hacienda pública ni por los delitos de falsedad que han sido objeto de acusación».

	De manera que, según los magistrados juzgadores del caso:

	•      Se apreciaron inconsistencias en los informes de los funcionarios de la inspección tributaria de Navarra que constituían la base de la acusación.

	•      Se observaron inconsistencias en las declaraciones en juicio que realizaron los citados inspectores.

	•      Se detectó que, en dichas declaraciones, los funcionarios reseñados incurrieron incluso cuando menos en contradicciones en las reseñadas declaraciones.

	•      Se valoró como insuficiente la credibilidad de los informes basándose en los que formuló la acusación.

	•      Se manifestó la sorpresa por la ausencia de determinadas comprobaciones que resultaban necesarias y que la inspección foral, disponiendo de medios para hacerlas, desdeñó efectuar.

	•      Se constató que los inspectores tributarios declararon la falta de aportación por parte de EVM y MMGG de determinado documento cuando en realidad —así está acreditado en el sumario— sí les fue aportado.

	Más allá de la inexistencia de condena, el conjunto de las cuestiones apreciadas, observadas, detectadas, valoradas, manifestadas y constatadas por los magistrados proporciona una idea fidedigna de la absoluta falta de basamento de la acusación formulada contra EVM y MMGG, cuestión que suscita una duda razonable sobre la profesionalidad de los inspectores tributarios actuantes y, por supuesto, del fiscal que asumió de manera incomprensiblemente acrítica las conclusiones de aquellos.

	Pero, orillando las cuestiones relativas a la profesionalidad, mi interés se centra especialmente en la perspectiva humana (ética o moral) de los reseñados. ¿Es posible que sean indiferentes al daño ocasionado indebida e injustamente a EVM y a MMGG? ¿No tienen ninguna sensación de haber atropellado de manera inadmisible a dos individuos? Iré más allá: ¿pueden conciliar el sueño tras su inconcebible «hazaña»?

	Con toda sinceridad, ante la inverosímil hipótesis de que yo hubiera actuado como ellos, creo firmemente que me costaría hacerlo. Pero, claro, desconozco a qué altura tienen puesto su nivel de ética y moral los inspectores de Navarra que formularon la acusación y el fiscal que, aunque fuera cumpliendo órdenes de su superior jerárquico, la asumió y le dio forma.

 

	 

	 

	 

	III.4. El caso de DR

	 

	 

	Se trata de un supuesto de relevancia notoriamente inferior a la de los dos anteriores, casi anecdótica. Su inclusión entre los casos reales pretende mostrar el modus operandi seguido por el fisco español en su relación cotidiana con los contribuyentes. Veámoslo.

	A través de un conocido común, el contribuyente DR solicitó que le pudiera atender en la oficina en la que yo tenía instalado mi despacho de asesoramiento fiscal, sita en la calle Goya. Accedí sin problemas. DR trajo una comunicación recibida de la Gerencia Regional del Catastro en Madrid donde se le notificaba que se había acordado una alteración catastral en la que resultaba afectado y cuyos antecedentes paso a describir.

	DR era el liquidador de una sociedad en la que también era socio, si bien con un reducido porcentaje de participación. En el proceso liquidatorio se había procedido a la venta de un inmueble de la sociedad a un matrimonio en régimen de sociedad de gananciales.

	Para la formalización de la transmisión en escritura pública habían acudido a la notaría el propio DR en representación de la vendedora (sociedad en liquidación) y uno de los cónyuges compradores representando a la sociedad conyugal. Y así figuraba de manera clara y nítida en el texto de la escritura.

	Pese a ello, en la notificación recibida por DR, la Gerencia Regional del Catastro le comunicaba que, ante la información notarial recibida, se había acordado una alteración catastral por la que pasaba a figurar como propietario del 50% del inmueble vendido, avisándole a continuación que contra el acuerdo adoptado podría presentar un recurso de reposición ante la propia Gerencia Regional o, alternativamente, una reclamación económico-administrativa ante el TEAR de Madrid.

	DR no daba crédito a lo que se había comunicado, y razón no le faltaba: primero, porque alguien había interpretado —por decirlo así— el contenido de la escritura de un modo completamente alejado a lo que en ella se exponía. Él no había sido más que el representante de la vendedora y se había considerado comprador. «¿Quién lee las escrituras en el catastro?», me preguntó; y segundo, porque a partir de esa peculiar interpretación, sin haber contrastado nada con él, le habían adjudicado administrativamente la condición de copropietario de un inmueble. «¿Pueden hacer así lo que les venga en gana?», me preguntó también.

	No obstante sus dos sorpresas, y más allá de ironizar sobre el funcionamiento de nuestra Administración, DR no le daba demasiada importancia a lo sucedido. Comentó: «Es tan evidente el error que han cometido que no puede tener recorrido alguno. Solo me he permitido molestarte para que así me lo confirmes».

	Tuve que sacarle del error, advirtiéndole de que, si no se preocupaba de su subsanación, en la siguiente emisión masiva de recibos del IBI le llegaría uno que se correspondería con el inmueble cuya adquisición al 50% le habían adjudicado indebidamente. «¿Y cómo se subsana el error de estos espabilados?», fue su nueva pregunta. Le conduje al pie de recurso que contenía la notificación para que observara las dos únicas opciones que se le concedían: o reposición o reclamación.

	«O sea, que me obligan sí o sí a litigar», protestó. «¡Son la leche! No saben leer una escritura, se equivocan y ahora a mí me toca recurrir. ¿Es esto una administración tributaria del siglo XXI? Pero ¿no estamos en la Unión Europea?».

	El final de la historia es que, mediante el correspondiente recurso de reposición que, naturalmente, fue estimado se corrigió el estruendoso error cometido por el catastro.

	Expongo aquí varias reflexiones inevitables. Es imprescindible un cierto control de calidad en los acuerdos adoptados por la Administración y las consiguientes notificaciones tributarias que se envían a los contribuyentes. Vale que todo error humano siempre puede suceder y que, por tanto, hay que estar dispuesto a disculpar, aunque resulte tan inverosímil como interpretar del modo tan sui generis que he descrito una escritura pública, que, por cierto, no podía ser más sencilla. Pero para eso, para subsanar los errores humanos, se inventó hace tiempo el control de calidad. ¿Es que nadie revisa en el catastro el expediente basándose en el cual se modifica su base de datos jurídica? ¿Es que nadie revisa el contenido de una notificación antes de su envío? Si las respuestas son negativas, estamos abocados a que todos los errores humanos cometidos de entrada (que, a juzgar por lo visto, pueden ser muchos en el catastro), provoquen las consiguientes molestias a los individuos y la tramitación de un procedimiento administrativo que hubiera podido evitarse.

	Junto a lo exterior, ¿cómo es posible que sin control de calidad o revisión interna alguna y sin ningún contraste con el afectado se adopten actos administrativos? Parece que no es el mejor modo de acertar en su adopción. No es un buen ejemplo ni de eficacia ni de eficiencia en la actuación de la Administración. Tampoco lo es que, ante un error tan exuberante, se obligue al contribuyente, sí o sí, a litigar contra el Estado. ¿No cabía otro medio? En mi opinión, sí, pero en la del catastro, parece que no.

	Por último, he expuesto que —faltaría más— el recurso de reposición que se presentó fue estimado. ¿Cree el lector que en la resolución o en el escrito que acompañaba a su notificación figura un mínimo conato de disculpa? Por supuesto que no. ¡Qué coño va a tener que disculparse la Administración por sus errores! Equivocarse es su potestad y soportar las consecuencias de su error es la obligación del contribuyente, que por eso ahora es llamado obligado.

	En definitiva, y como respuesta a dos de las preguntas que me formuló DR, sí, formamos parte de la Unión Europea, aunque no lo parezca. Y sí, estamos en el siglo XXI, aunque con harta frecuencia nuestra administración pública siga empeñada en emular, no ya a la del siglo XX, sino a la del siglo XIX.



	



	 

	 

	 

	 

	III.5. El caso de EPS

	 

	 

	El 30 de julio de 2017 la delegación de la Agencia Tributaria de Cataluña notificó el inicio de actuaciones de comprobación e inspección a siete sociedades que conformaban un grupo empresarial. En todas el control accionarial y la administración correspondían a EPS.

	El 20 de septiembre de 2018, y tras la suscripción previa de las actas y la formulación de las correspondientes alegaciones, la AEAT notificó los acuerdos de liquidación adoptados. En seis de las sociedades la cuota a ingresar era 0, en tanto que en la séptima superaba los 5.000.000 €. Esta peculiar circunstancia obedecía a que la AEAT había decidido imputar a esta sociedad la totalidad de los ingresos, gastos, cuotas devengadas y cuotas soportadas correspondientes a todas las sociedades del grupo. Por otra parte, es también relevante exponer que a la citada cuota se había llegado a través de una estimación indirecta de las bases imponibles de la sociedad, método excepcional y que en este caso se había aplicado con unos criterios de estimación francamente estrambóticos.

	Como puede imaginarse, dentro del plazo habilitado para hacerlo, la sociedad afectada interpuso reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Cataluña (TEAR-C). Entre las varias alegaciones formuladas, se impugnaban los esotéricos cálculos realizados para estimar indirectamente la base imponible, así como la manifiesta ilegalidad de la liquidación unificada o agrupada que había practicado la Inspección, imputando todos los parámetros de siete sociedades a una sola.

	El 19 de marzo de 2021 el TEAR-C resolvió la reclamación presentada. Por su interés, paso a reproducir algunos fragmentos del texto de la resolución adoptada.

	Así, en el fundamento de derecho CUARTO de su resolución, manifiesta el TEAR-C:

	«CUARTO. Empezando por las cuestiones de índole formal y alterando el orden en el que estas son expuestas por el reclamante, hemos de hacer referencia a la alegación referente a la acumulación de las cuotas correspondientes a diversas y/o diferentes personas jurídicas realizada en sede de XXXXXX XXX, que no responde a ningún régimen tributario conocido.

	En efecto, ocurre que el acuerdo impugnado ha practicado una única liquidación ignorando la personalidad jurídica de las distintas sociedades comprobadas, así como prescinde de los conceptos legales de hechos imponible y sujeto pasivo de la obligación tributaria.

	[…] Para justificar este singular régimen de “unificación” aplicado por la Inspección, el acuerdo impugnado acude a los siguientes pretextos.

	[…] Lo que ha determinado esta única liquidación es el principio de eficacia administrativa y se ha fundamentado en una evidente gestión conjunta de la actividad.

	[…] Llegados a este punto resulta extremadamente difícil entender qué razones de eficiencia administrativa, gestión conjunta de la actividad o suministros conjuntos puedan llevar al órgano de aplicación de los tributos a ignorar lo que dispone el artículo 103.1 de la Constitución en el sentido de que la Administración ha de actuar con sometimiento pleno a la ley y al derecho.

	[…] Por las razones expuestas, el régimen de tributación implementado no puede ser confirmado, debiéndose estimar las alegaciones en ese sentido y anular la liquidación practicada por lo que a este régimen de “unificación” se refiere».

	Y, en efecto, la liquidación fue anulada por el TEAR-C, que tan solo confirmó uno de sus aspectos menores, cuya trascendencia en términos de cuota tributaria era próximo a 20.000 € frente a los 5.131.362 € que venía exigiendo la AEAT desde 2018.

	Como habrá detectado el lector, el caso que se está analizando es un supuesto grave en el que concurren varias de las circunstancias expuestas en el capítulo II y que forman parten de lo que se ha calificado como hernia fiscal del contribuyente español.

	De entrada, en 2018, utilizando la prerrogativa de presunción legal de veracidad de las actas tributarias, la AEAT practica una liquidación tributaria mediante la que determina que el importe a pagar por el contribuyente asciende a 5.131.362 €.

	Seguidamente, y pese a que la liquidación es impugnada, usando la prerrogativa de la ejecutividad de sus actos, la administración tributaria exige al contribuyente el pago del importe cuya legalidad está aún por decidirse.

	Como es fácil imaginarse, el afectado ni disponía del importe exigido ni podía afrontar su pago aplazado, pues este hubiera supuesto pagar mensualmente 180.000 € durante tres años o, alternativamente, 115.000 € cada mes durante cinco años.

	Ante la amenaza —como siempre, real— del uso de la prerrogativa de la embargabilidad, el contribuyente se vio obligado a aportar garantías hipotecarias a la AEAT por importe superior al debido, aportando inmuebles propios y ajenos en un proceso laborioso y costoso, pues le supuso un considerable esfuerzo de gestión (y negociación con los titulares de los inmuebles que no eran suyos), así como incurrir en gastos (notaría, registro y tasaciones) cuyo importe superó los 15.000 €.

	Pasados dos años y medio (ya en 2021), el propio Ministerio de Hacienda reconoció que la liquidación practicada en 2018, originaria de una auténtica debacle para el contribuyente, era ilegal. Así figura en la excelente resolución del TEAR-C que hemos reproducido parcialmente.

	Para más inri, y como consta en la aludida resolución, la ilegalidad en la que incurrió la administración tributaria era flagrante y grosera. Como muestra, reiteramos el siguiente párrafo de la resolución del TEAR-C:

	«Llegados a este punto resulta extremadamente difícil entender qué razones de eficiencia administrativa, gestión conjunta de la actividad o suministros conjuntos puedan llevar al órgano de aplicación de los tributos a ignorar lo que dispone el artículo 103.1 de la Constitución en el sentido de que la Administración ha de actuar con sometimiento pleno a la ley y al derecho».

	Pero así fue. Ignorando su obligación de someterse en actuación a la ley y al derecho, la administración tributaria procedió a exigir ilegalmente más de 5.000.000 € a la sociedad de ESP.

	Sin esperar a que el lector se recupere del estupor y de la indignación que le habrá provocado conocer lo que hasta ahora ha conocido, le anunciamos que el caso no concluyó aquí. En efecto, al haber confirmado el TEAR-C una cuestión solo menor de la liquidación ilegal de la AEAT — recordemos que su importe era en torno a 20.000 €—, la administración tributaria procedió el 21 de septiembre de 2021 a «ejecutar» la resolución del citado TEAR-C.

	En la citada «ejecución» procedió a practicar una nueva liquidación a la sociedad afectada. Ahora bien, en vez de cumplir escrupulosamente lo resuelto por el TEAR-C, decidió aprovechar la «ejecución» para incluir otras cuestiones, practicando una liquidación en la que exigió al afectado el importe de 333.163 €, liquidación basada de nuevo en la potestad que habilita para presumir veracidad de las actas tributarias y que, de nuevo, disponía de la prerrogativa de ejecutividad y habilitaba a la AEAT a la práctica de embargos al contribuyente.

	Comprobada la extralimitación de la administración tributaria, el contribuyente decidió impugnar la «ejecución» de la resolución del TEAR esgrimiendo que la AEAT había vuelto a actuar de manera ilegal.

	Esta nueva impugnación fue resuelta el 14 de febrero de 2022 por el TEAR-C, que, otra vez, dio la razón al contribuyente confirmando que, efectivamente, la inspección tributaria había vuelto a practicar una liquidación ilegal. Es interesante reflejar lo que manifiesta el citado Tribunal en el fundamento de derecho QUINTO de su resolución, por lo que paso a reproducirlo:

	«QUINTO. Sobre el segundo aspecto controvertido cabe recordar que en el acuerdo de liquidación se practicó una estimación indirecta de ingresos y gastos sobre la totalidad de una actividad que era desarrollada conjuntamente por varias sociedades y se “unificó” toda esa renta en sede de una ellas: XXXXX, SL. Insiste ahora el órgano de aplicación de los tributos en que es capaz de desagregar esa estimación indirecta y de que puede hacerlo sociedad por sociedad, aunque también es cierto que en el acuerdo de liquidación se insistió en que se producía una “confusión de los medios materiales y humanos de las distintas entidades”, por lo que, a su juicio, junto con razones de “eficiencia administrativa”, aconsejaban proceder a esa estimación y “unificación” de renta en un solo sujeto. Sin embargo, ahora se dice que se procedió en realidad a una estimación indirecta singularizada y separada de los ingresos y gastos de cada una de las sociedades, para después, acto seguido, proceder por razones de “eficiencia administrativa” a “unificar” todas y cada una de esas magnitudes en una sola sociedad. Pues bien, tal proceso no parece en absoluto acorde a la eficiencia que se decía perseguir, sino más bien superfluo, engorroso y, desde luego, contrario a la legalidad.

	En cualquier caso, el régimen de estimación de la base imponible (determinación de una base imponible “unificada”) utilizado por el acuerdo fue completamente anulado por este Tribunal, y no puede ahora, en vía de ejecución, proponerse un sistema alternativo con el que se intenta apuntalar los restos de lo que fue un modo de proceder del todo insostenible».

	No puede ser más explícito el contenido de la resolución que se ha reproducido. Además de confirmar la nueva ilegalidad cometida por la administración tributaria, afea de manera indudable su conducta, resaltando la contradicción existente entre la justificación dada a la primera liquidación ilegal y la utilizada para intentar justificar la segunda, también ilegal. Además de ilegal, llega incluso a calificar como superfluo y engorroso el proceso seguido por la administración tributaria en su actuación.

	La verdad es que poco cabe añadir a lo que ha manifestado el propio TEAR-C, órgano del propio Ministerio de Hacienda. La valoración y calificación que realiza de lo actuado por la AEAT es tan sobradamente expresiva, que resulta innecesario insistir en la cuestión.

	Tan solo desarrollaré una cuestión que no es menor. Para lograr que el Ministerio de Hacienda le acabase dando la razón al contribuyente tuvo que esperar globalmente casi cuatro años (considerando las dos resoluciones), tuvo que afrontar unos gastos para su defensa jurídica que no fueron menores y dedicar un volumen significativo de esfuerzos, unido todo ello a la incertidumbre que supone convivir cuatro años con la espada de Damocles que presentaban sendas liquidaciones tributarias desorbitadas en su importe (especialmente la primera) y flagrantemente ilegales, como ha quedado finalmente demostrado.

	¿Puede alguien atreverse a negar que estos cuatro años han afectado gravemente a la evolución empresarial de la sociedad afectada? Con perdón de la expresión exageradamente castiza, ¡ni el que asó la manteca! Han sido cuatro años en los que el empresario se ha visto lamentablemente obligado a desatender en buena medida su quehacer empresarial para atender las exigencias que le requería la defensa de sus derechos, con el consiguiente perjuicio económico que ello le ha supuesto.

	La cuestión señalada conduce a una reflexión no contemplada hasta ahora. El viacrucis sufrido por EPS (o por su empresa, si así se prefiere) no se debe tan solo, aunque también, a la actuación individual de un funcionario público (el que realizó la inspección, elaboró las actas tributarias y propuso una determinada liquidación tributaria). No, porque cumpliendo el procedimiento legalmente previsto, su propuesta fue elevada a sus superiores jerárquicos, quienes, no obstante la ilegalidad de su propuesta (en realidad, sus propuestas), procedieron a validarla (validarlas), siendo ellos los que adoptaron finalmente los acuerdos ilegales por los que se practicaron las sucesivas liquidaciones tributarias contrarias a la legalidad. Es relevante, porque los superiores a los que nos estamos refiriendo son nada menos que los responsables de la inspección de Hacienda en toda Cataluña.

	Quiere decir lo anterior que la responsabilidad del atropello ocasionado a la sociedad de EPS (y, por tanto, a este) debe atribuirse a varios funcionarios públicos, ocupando algunos puestos importantes en su organización y, por extensión, corporativamente a la propia administración tributaria.

	Si algún ingenuo puede creer que la responsabilidad aludida haya podido ser exigida de un modo u otro, que se despoje inmediatamente de su ingenuidad: primero, porque no es legalmente posible que EPS (o su empresa) pueda exigir responsabilidad alguna a la administración tributaria por el conjunto de perjuicios que indebida e ilegalmente le ha ocasionado (salvo la recuperación del coste incurrido para la aportación de garantías), y segundo, porque a los funcionarios públicos responsables del desaguisado nadie les habrá pedido explicaciones.

 

	 

	 

	 

	V.5. El caso personal

	 

	 

	Se atribuye a Churchill haber declarado que la democracia es aquel sistema en el que, cuando llaman por sorpresa a la puerta de tu casa, solo puede tratarse del lechero. No siempre es así.

	Durante los años que he ejercido como asesor fiscal he vivido de cerca la sensación subjetiva de acoso con la que los españoles viven su relación con la Agencia Tributaria. Llega a un extremo en el que su función represiva (el control) difumina absoluta e injustamente la otra cara de su actividad (la información y asistencia). Y, a fuer de ser sincero, razón tienen los que se sienten acosados. Relato un hecho vivido en primera persona para ejemplificar la cuestión.

	Un día sonó el timbre de la puerta de mi casa. No era el lechero, sino un amable funcionario de la Agencia Tributaria entregándome en mano una notificación del organismo. Abierto el sobre, constaté que se me notificaba una liquidación administrativa por el impuesto sobre la renta de no residentes, advirtiéndome —iba a decir amenazándome— de las consecuencias que me esperaban si no la pagaba en el plazo concedido. Mi estupor fue grande, y por varios motivos que voy a explicar.

	De entrada, porque resultaba incontestable que la Agencia tributaria conocía mi condición de residente en España, entre otras cosas porque cumplo anualmente con la obligación de declarar el IRPF, circunstancia que obligatoriamente consta en la base de datos de la entidad. A partir de ahí, y dada la incompatibilidad legal entre el IRPF y el impuesto sobre la renta de no residentes —pues es metafísicamente imposible ser a la vez residente y no residente—, resultaba inconcebible que se hubiera acordado la liquidación que se me estaba notificando. ¿No se había realizado el mínimo chequeo o contraste con la reseñada base de datos? ¿Se adoptan así los acuerdos de liquidación en la Agencia Tributaria? Al parecer sí, al menos en el caso que estoy relatando.

	La segunda sorpresa provino de que, una vez cometido el grueso error de considerarme no residente, la más mínima coherencia hubiera obligado a que la AEAT hubiera anulado mi autoliquidación por el IRPF, devolviéndome el importe ingresado. Evidentemente, no lo hacía. Esto quiere decir que tampoco se realizó chequeo o contraste alguno con posterioridad a la adopción del acuerdo de liquidación y previamente a su notificación. En definitiva, una falta de diligencia inicial condujo al error y otra posterior, a notificar una liquidación evidentemente errónea.

	Por último, me sorprendió que se hubiera acordado una liquidación sin ningún contacto previo conmigo, fuera una citación, una solicitud de información o aclaración, un requerimiento de datos o la remisión de una propuesta previa de liquidación. Cualquiera de estas actuaciones hubiera servido para que la Agencia Tributaria saliera de su error.

	Bien, pasado el estupor inicial, me planteé qué hacer. Evidentemente, no iba a pagar una liquidación claramente equivocada, ¡manda narices! Cabía la posible interposición de un recurso de reposición, pero ¡manda narices también tener que elaborar un recurso para que se corrigiera semejante error! Además, hice cuentas: mientras lo elaboro y lo presento (las obligaciones profesionales impiden dejar todo el quehacer para atender las notificaciones de la AEAT) y hasta que lo resuelvan es fácil que transcurra el periodo voluntario de pago, me empiecen a liquidar recargos y hasta incluso me embarguen las cuentas bancarias, ¡manda narices también! Y en estas, observé que se indicaba un número de teléfono de contacto. Decidí utilizarlo, pues pensé que un error tan evidente sería fácil de corregir.

	Para lograr que respondieran a mi llamada tuve que repetir la marcación seis o siete veces. Cuando por fin me atendieron y empecé a explicar la situación, mi interlocutora me cortó rápidamente alegando que no sabía de qué le estaba hablando, que ella pertenecía a una empresa privada contratada por la AEAT y que, en consecuencia, no podía atenderme. Eso sí, me proporcionó otro número de teléfono en el que, según me dijo, me atenderían adecuadamente.

	Seguí su consejo y llamé al número que me dio. Tuve que marcar repetidas veces hasta que, por fin, me contestaron. Al empezar a narrar mi problema, fui repentinamente interrumpido por mi nueva interlocutora, que me dijo que su función consistía exclusivamente en conceder citas previas. Le dije que yo no quería cita alguna —perdería más de dos horas entre desplazamientos y estancia—, que tan solo pretendía avisarles del lamentable error cometido y que este fuera corregido. Repitió que ella no estaba para eso y me proporcionó un nuevo número telefónico con el que, según dijo, podría arreglar el asunto.

	Realicé una tercera intentona que me costó de nuevo un elevado número de marcaciones. Una vez atendido y escuchado mi problema, esta vez de forma completa, se me contestó que, si yo consideraba que la liquidación notificada era incorrecta, lo procedente era la presentación de un recurso. Le hice ver los inconvenientes de esta solución —expuestas anteriormente—, y su respuesta fue que, alternativamente, podía solicitar una cita previa.

	Ya con elevado grado de desesperación, recurrí a la página web de la Agencia y localicé otro número telefónico que se anunciaba como «de información». Tras un nuevo viacrucis de marcaciones infructuosas, la voz que finalmente me respondió me trasladó tras escucharme que debía pedir una cita previa. ¡Es que no quiero perder tanto tiempo! Manifesté que mi pretensión es que comprobaran la existencia del error y lo rectificaran. «Lo siento, es que yo no tengo acceso a la base de datos de la Agencia», es lo que se me dijo, añadiendo: «¡Presente usted un recurso!».

	Tiré la toalla. La atención y el apoyo de la Agencia Tributaria al contribuyente no estaban al nivel que yo deseaba y al que, ingenuamente, yo creía que debía estar. Me fui a mi ordenador y redacté un escrito dirigido a la entonces delegada de la AEAT en Madrid. Tras ponerle en antecedentes y afear el funcionamiento de los servicios que dirigía, le comuniqué que me declaraba en absoluta rebeldía, que no pensaba pagar la liquidación ni en el plazo que se concedía ni en ningún otro y que allá ellos con lo que hicieran después, sobre todo si se les ocurría decretar el embargo de mis cuentas bancarias.

	Pocos días después me llegó otra notificación. Habían calificado mi escrito de queja y declaración de rebeldía como recurso de reposición, lo estimaron y anularon la estrambótica liquidación. En el escrito no figuraba ni una explicación del error ni por supuesto una disculpa.

	Resuelto materialmente el problema, me interesé por el origen o causa del error, lo que volvió a sorprenderme. Resulta que Ruiz-Jarabo Asociados, S. L., sociedad ahora en liquidación de la que soy socio y en aquella época director, había presentado ante la AEAT una declaración de un cliente por el impuesto sobre la renta de no residentes. Y, a partir de ahí, ya no sé bien cómo, los servicios de la AEAT decidieron practicar otra liquidación por el mismo impuesto ¡¡¡¡al socio de la sociedad presentadora!!!!

	Lo descrito induce a varios interrogantes: ¿cómo se puede cometer el error que se cometió? ¿Qué pudo provocar a los funcionarios responsables a practicar una liquidación al socio de la sociedad que presenta la declaración de un tercero? Hoy sigo considerando inexplicable el inicial fallo humano y la ausencia de control interno alguno para subsanarlo antes de notificar el fruto de semejante calamidad.

	Pero me interrogué y me interrogo más cosas: ¿es este el tipo de relación la que debe existir entre la Agencia Tributaria y los contribuyentes españoles? ¿Es esta la atención que debemos recibir al intentar solucionar un problema creado y mantenido por el mal funcionamiento de sus servicios? En mi opinión, rotundamente no. Pero admito mi posible equivocación.

	Expuesto el último de los cinco casos reales que se han incluido en este capítulo, es conveniente realizar algunos comentarios antes de darlo por finalizado.

	Como primer comentario, conviene reflejar que los casos seleccionados afectan, cuando menos, a tres entidades de la administración tributaria española (Agencia Tributaria, Hacienda Foral de Navarra y Catastro estatal), por lo que reflejan que las actuaciones improcedentes no se limitan o constriñen a un solo organismo público, sino que, por el contrario, existe una determinada generalización.

	Un segundo comentario debe referirse a la diferente relevancia que presentan los casos reales incluidos en este capítulo. La selección realizada incorpora casos menores (este último y el reflejado en el apartado III.3) que permiten percibir el modus operandi diario con el que se desenvuelve la administración tributaria. Esta actúa como una máquina ciega que parece funcionar sin pilotaje y que, operando ciegamente, se introduce en el hábitat diario del contribuyente provocándole un conjunto de molestias e inconvenientes incomprensibles derivados de la ceguera de una actuación en cierto modo incontrolada.

	Pero también forman parte de la selección otros tres casos absolutamente graves (uno incluso sustentado en sede penal) que colocaron a los respectivamente afectados en una situación objetivamente angustiosa por sus posibles consecuencias. En dos (a los que se destinan los apartados 2 y 4), la angustia provocada por las actuaciones de la administración tributaria estaba totalmente injustificada (como finalmente quedó demostrado al ser declarada contraria a derecho la actuación o la denuncia realizadas por el fisco). En definitiva, lo actuado por la administración tributaria ha resultado indudable e indebidamente pernicioso económica y vitalmente para los contribuyentes que son víctimas de su actuación indebida.

	En el caso restante (reflejado en el apartado 1 del capítulo), donde se relata lo acontecido con Agapito García, queda para el lector el juicio de la conducta seguida por un conjunto determinado de funcionarios públicos: algunos de la Hacienda pública, pero también abogados del Estado, fiscales y jueces.

	Confío en que aquellos lectores a los que el capítulo anterior les hubiera provocado incredulidad sobre la existencia real de la hernia fiscal que allí se describe tengan al menos una duda razonable tras conocer los cinco casos ahora expuestos.

	Y finalizo con una última consideración: es completamente cierto que los casos reales descritos en este capítulo no representan la actuación general de la administración tributaria. ¡Hasta ahí podíamos llegar! Además, sería injusto valorar el todo (a la mayoría de los funcionarios) por la parte (solo una fracción del total). Pero lo relevante de lo analizado es que, con las disposiciones vigentes y con los sistemas organizativos existentes, casos como los expuestos pueden suceder y, de hecho, suceden. Esa es la hernia fiscal que atenaza a los españoles.

 

	 

	 

	 

	CAPÍTULO IV

	 

	 

	EL ARGUMENTO FALAZ DE LA PRESIÓN FISCAL

	 

 

	 

	 

	 

	IV.1. La falacia argumentada por los fiscofílicos

	 

	 

	En España llevamos un buen tiempo escuchando y leyendo cómo nuestros particulares fiscofílicos anhelan subirnos los impuestos. Al escucharles y leerles, escuchamos y leemos la reiteración de la falacia argumental que emplean repetidamente para pretender justificar el aumento de nuestra fiscalidad. Según ellos, ahí están la hemeroteca, la fonoteca y la videoteca para acreditarlo: como la presión fiscal en España es inferior a la de nuestros vecinos europeos, los españoles hemos de soportar nuevas cargas impositivas hasta que la española iguale la media de la Unión Europea.

	Padecer de fiscofilia es legítimo, faltaría más. Bastante tienen los fiscofílicos con su dolencia para que les critiquemos por padecerla. Pero utilizar una argumentación falaz no lo es. Engañar a la sociedad no resulta aceptable y, en ocasiones, tampoco rentable.

	Que no encuentren otra justificación posible más que la comparación internacional para intentar hacer mayor al Estado y menor al individuo evidencia el escaso basamento de su pretensión, dado que, sin tener ahora en cuenta otras consideraciones, en ningún sitio está escrito que nadie esté obligado a emular los errores de otro.

	Pero es que, además, realizan la citada comparación sin atender al rigor técnico necesario, usando falazmente la presión fiscal para comparar lo que con ella no puede compararse. Y en su conducta falaz ignoran consciente y deliberadamente circunstancias que se deben considerar, alcanzando al ignorarlas la conclusión a la que deseaban llegar en cualquier caso. Por lo expuesto, es preciso desenmascarar el razonamiento que siguen.

	De inicio debe reconocerse que, según los últimos datos oficiales publicados por Eurostat correspondientes a 2020, España tenía una presión fiscal (37,5%) inferior a la de varios países de nuestro entorno y a la existente como media en la Unión Europea (41%). Como se trata de datos objetivos, en eso coincido con los fiscofílicos. A partir de ahí, discrepo en todo lo demás.

	Discrepo respecto a que nuestra inferior presión fiscal suponga que los contribuyentes españoles paguemos menos impuestos que nuestros vecinos europeos. Y en esta discrepancia con los fiscofílicos no estoy solo, pues los datos demoscópicos indican que mi opinión es coincidente con la mayoritaria en la sociedad española, que, de ese modo, también discrepa con los que sufren de fiscofilia.

	Es fácil convenir que, aun desconociendo la fórmula matemática empleada para calcular la presión fiscal, cualquier ciudadano común dispone de una idea intuitiva de lo que significa, intuyendo que es un concepto que refleja el nivel de exigencia de los impuestos. En este sentido intuitivo, la opinión pública española considera que en España sufrimos una elevada presión fiscal.

	Así se deduce de la encuesta del CIS a la que ya nos hemos referido y, en concreto, a las respuestas dadas a una determinada pregunta. Reiteramos ahora por tener interés para el hilo argumental que estamos siguiendo la pregunta y las respuestas. Así, en la encuesta citada se pregunta:

	 

	Y, en comparación con otros países más avanzados de Europa, ¿piensa usted que en España se pagan más, igual o menos impuestos?

	 

	Y las respuestas dadas son:

	 

	Un 39,6%: «Más».
Un 15,6%: «Igual».
Un 30,5%: «Menos».
Un 14,4% no sabe, no contesta.


	 

	Está claro. Los que piensan que pagamos más impuestos que nuestros vecinos («países más avanzados de Europa») superan con amplitud a aquellos que opinan lo contrario (un 39,6% frente al 30,5%). Consecuentemente, es obligado deducir que también son más los españoles los que opinan que en España existe una presión fiscal alta.

	¿Cómo es posible conciliar que según los contribuyentes españoles pagamos más impuestos que los europeos y sin embargo nuestra presión fiscal sea menor que la suya? La respuesta puede estar en una circunstancia que, curiosamente, los fiscofílicos enarbolan también con reiteración pero que omiten cuando emplean el argumento de nuestra menor presión fiscal como coartada para preconizar que se nos suban los impuestos: el grado de incumplimiento fiscal que pueda existir en España.

	Son muchos, entre ellos fiscofílicos, los que cifran el llamado fraude fiscal en un 25%. Si eso fuera así, si el incumplimiento de las obligaciones tributarias estuviera tan expandido, es evidente que nuestro indicador de presión fiscal está totalmente distorsionado en el sentido y con la dimensión que se indica a continuación. La existencia de un 25% de fraude implica que toda la recaudación tributaria es aportada exclusivamente por una fracción del PIB (75%), existiendo otra (25%) que no aporta ingreso alguno, de modo que podemos subdividir la presión fiscal en dos componentes: la correspondiente a los incumplidores y la que soportan los cumplidores.

	Evidentemente la primera es 0. Calculemos ahora la presión fiscal sufrida por los contribuyentes que sí pagan sus impuestos, que obviamente será la presión fiscal total (37,5%) dividida por la fracción del PIB que no se escapa a la tributación (75%), por lo que:

	Presión fiscal de los que pagan impuestos = 37,5% / 75% = 50%

	Como vemos, en la hipótesis de existencia de un 25% de fraude, la presión fiscal de los contribuyentes españoles que pagan sus impuestos sería de un 50%. Ni que decir tiene que se trata de un porcentaje notablemente más elevado que el soportado como media por los ciudadanos de la Unión Europea.

	Consideremos ahora —yo así lo considero— que las estimaciones que cifran la dimensión del fraude en un 25% incurren en una sobrevaloración y adoptemos como hipótesis alternativa y más moderada que fuera tan solo de un 10%. Aplicando el razonamiento anterior, la presión fiscal soportada por aquellos contribuyentes que pagan impuestos sería:

	Presión fiscal de los que pagan impuestos = 37,5% / 90% = 41,66%

	Como vemos, aunque el resultado sea menor que el obtenido anteriormente (un 41,66 frente al 50%), también en este caso los contribuyentes españoles que cumplen su obligación tributaria soportan una presión fiscal superior a la de la Unión Europea (un 41,66 frente al 41%).

	Ha quedado meridianamente claro. Solo puede pretenderse utilizar el dato de la inferior presión fiscal de España para motivar la subida de los impuestos a los españoles si se hace abstracción total del nivel de cumplimiento/incumplimiento fiscal existente en nuestro país. Esta es una de las circunstancias que convierten en falaz el discurso de los fiscofílicos, lo que resulta especialmente criticable dado que, por lo general, ellos son de los que suelen sobreestimar la dimensión del fraude (que enarbolan cuando se trata de justificar la multitud de disposiciones tributarias denominadas antifraude con las que se recortan los derechos individuales).

	Adicionalmente a lo expuesto, en cualquier caso, la presión fiscal no es un indicador óptimo para medir el sacrificio que supone el pago de los impuestos a un individuo o a un conjunto de individuos porque en su formulación no se tiene en cuenta una variable fundamental: el nivel de renta individual o grupal.

	No quiere decir lo anterior que la presión fiscal como indicador económico carezca de utilidad para cualquier medición, en absoluto. A modo de ejemplo, dado que refleja la proporción de lo recaudado por el Estado con lo que este financia el gasto público, proporciona una idea de la dimensión de su Estado, imagen que no es exacta por la existencia del déficit público y de las variaciones de la deuda pública, pero que puede resultar aproximada. También resulta útil conocer la evolución temporal de la presión fiscal de un país para observar la tendencia creciente o decreciente de su exigencia impositiva, así como sobre el ritmo de aumento o, en su caso, de disminución.

	Sin embargo, la cuestión controvertida consiste en dirimir si la presión fiscal correspondiente a varios países constituye un instrumento óptimo del sacrificio tributario sufrido por sus respectivos residentes. Esto es lo que afirman los fiscofílicos, y en ello basan su pretensión de subir los impuestos en España. Vuelvo a ser discrepante y a manifestarlo de forma contundente, no es cierto que la presión fiscal resulte útil para comparar el sacrificio relativo de los contribuyentes de distintos países porque el sacrificio que representa el pago de impuestos no se encuentra relacionado exclusivamente con el porcentaje de los que se pagan en relación con la renta, sino que guarda también relación con el nivel de renta del que se dispone.

	La afirmación realizada se explica fácilmente si realizamos una consideración individual de la cuestión. Basta con pensar en dos individuos residentes en un mismo país que dispongan de niveles de renta claramente diferenciados, el primero mínima o de subsistencia y el segundo significativamente elevada.

	Ahora pensemos que, en su país de residencia, el impuesto personal sobre la renta se exigiera mediante un porcentaje fijo sobre los ingresos personales, por ejemplo un 10%, lo que supondría que a ambos individuos se les exigiría pagar un 10% de su renta. ¿Existe alguien en su sano juicio que se atreva a afirmar que el sacrificio tributario sería igual para los dos individuos? Evidentemente, no. Todos coincidiríamos en afirmar que, exigiendo el mismo porcentaje a ambos, al individuo con menor nivel de renta se le está exigiendo un sacrificio considerablemente mayor que al otro; de hecho, esta consideración es la que inspira el principio de progresividad que todos aceptamos como aplicable en el impuesto que grava la renta personal y que, como sabemos, se aplica en el IRPF español.

	Insistiendo en la cuestión, el ejemplo expuesto demuestra la inutilidad de la presión fiscal como instrumento de comparación del sacrificio que representa el pago de impuestos, pues en el caso considerado cada uno de los dos individuos están soportando la misma presión fiscal individual, un 10%, pero el sacrificio tributario que respectivamente soportan resulta claramente diferente.

	Evidenciado lo anterior, hace ya mucho tiempo que los hacendistas decidieron utilizar un indicador más eficaz que, subsanado el defecto presente en la presión fiscal, permitiera comparar adecuadamente la exigencia impositiva real que cada Estado impone a sus contribuyentes. Subsanarlo requería tomar en consideración la renta per cápita o renta media de cada país, que es lo que hace el nuevo indicador usado, que se denomina esfuerzo fiscal.

	De ese modo, el esfuerzo fiscal de un país se determina mediante el cociente entre su presión fiscal y su renta per cápita y, calculado así, constituye un indicador que tiene en cuenta adecuadamente tanto los impuestos que se pagan como la capacidad (nivel de renta) dispuesta para pagarlos.

	La exposición realizada acredita que, siendo útil conocer la presión fiscal de cada país y su evolución en el tiempo, lo que resulta técnicamente inadecuado es emplearla como instrumento comparativo del sacrificio tributario existente entre diversos países. Ahí radica el error, probablemente interesado, en el que incurren los fiscofílicos españoles. Ahí estriba otra circunstancia que convierte en falaz el argumento al que recurren para, dependiendo del nivel de intensidad de su fiscofilia, defender la conveniencia o necesidad de subir los impuestos a los españoles.

	Si profundizamos aún más descubriremos todavía que, con su posición, los fiscofílicos españoles incurren además en una flagrante contradicción que puede percibirse de manera muy sencilla solo considerando la receta tributaria que preconizan para que sea aplicada entre españoles y la que pregonan para su aplicación entre europeos.

	Como decimos, es muy sencillo. Ellos, como todos en general, preconizan que el IRPF español sea progresivo, lo que significa que la proporción del impuesto exigido a un contribuyente resulte mayor conforme mayor sea su nivel de renta. Por el contrario, pregonan que a los españoles se nos debe exigir la misma proporción de impuestos que a los franceses o a los alemanes, pese a que la renta per cápita de unos y de otros es mayor que la nuestra. La contradicción no puede ser más evidente. Defienden la progresividad fiscal entre españoles simultáneamente a exigir la proporcionalidad fiscal entre europeos.

	Convengamos que defender simultáneamente una cosa y la contraria (progresividad y proporcionalidad) constituye en términos técnicos una deficiente defensa de lo que se propugna. Aunque solo fuera por esta deficiencia, ya tendría razón Gandhi cuando manifestó: «Desconfiad de los que siempre recomiendan subir impuestos» —habrá observado el lector que me he referido a Indira, no al mahatma—.

	Lo sorprendente del caso es que, pese a todo lo expuesto, siguen siendo muchos fiscofílicos los que permanentemente recurren al diferencial de presión fiscal existente entre España y otros países para justificar que los españoles suframos una mayor detracción impositiva. Es más, el recurso al argumento que hemos demostrado falaz concurre incluso hasta en aquellos que disponen de los conocimientos que les permiten ser conscientes de la falacia. En este caso, reitero lo expuesto anteriormente: si su voluntad es hacer crecer al Estado y empequeñecer al individuo, podrían emplear su capacidad en construir otro tipo de argumentos.

 

	 

	 

	 

	IV.2. Los datos que desacreditan la falacia

	 

	 

	Expuesto por qué carece de sentido lógico y técnico utilizar como están haciéndolo la presión fiscal, no está de más comprobar por qué, pese a todo, los fiscofílicos siguen recurriendo a su uso.

	La comprobación dará la respuesta de manera harto transparente. Si la comparación internacional de lo que representa la realidad fiscal a los individuos de cada país se realiza de acuerdo con los índices de esfuerzo fiscal, tal y como ordenan la lógica y el rigor técnico, en absoluto podrían predicarse nuevas subidas de impuestos para los españoles. Los fiscofílicos se quedarían sin su coartada.

	No hay que darle más vueltas. El falaz recurso de comparar nuestra presión fiscal con la de otros países con notable mayor nivel de renta que nosotros es el burladero en el que se refugian aquellos que, por su ideología, desean que crezca aún más el tamaño del Estado. Por sus convicciones políticas creen que el Estado es casi todo y que el individuo es casi nada y, considerando —erróneamente— que el fin justifica los medios, no les importa falsear el debate para lograr su objetivo.

	Pero se trata de poner al descubierto su deliberado olvido de la realidad que se descubre observando los datos relativos al esfuerzo fiscal existente en cada país. Para descubrirlo, no hay nada mejor que exponer los datos.

	Para ello, recurrimos en primera instancia al contenido del trabajo de Daniel Lacalle que forma parte del LIBRO BLANCO para la reforma fiscal en España, publicado por el IEE en febrero de 2022.

	Del citado trabajo hemos extraído los datos referidos a la presión fiscal existente en diez países: Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Francia, Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, Suecia y, por supuesto, España, ordenándolos de mayor a menor e indicando la clasificación que ocupan de acuerdo con el citado orden. Esta es la relación así ordenada:
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	Corroborando lo que enarbolan recurrentemente nuestros fiscofílicos, la tabla anterior muestra cómo España es el país con menor presión fiscal de los diez relacionados y que, además, lo es con notable diferencia respecto a los demás. Por supuesto, respecto a los Países Bajos, que es el primero de la clasificación (un 36,74 frente al 48,15%), pero también en relación con Luxemburgo, que está situado inmediatamente antes que nosotros, pues entre la presión del citado país (41,49%) y la de España (36,74%) hay casi cinco puntos porcentuales.

	Ni que decir tiene que la relación anterior alimenta al monstruo, es decir, el anhelo fiscofílico de subir los impuestos en España para igualar o aproximar nuestra presión fiscal a la de los países comparados.

	Es preciso recordar, aun a pesar de caer en la reiteración, que la relación anterior hace abstracción absoluta del nivel de la renta existente en los diferentes países. La presión fiscal es un indicador que no tiene no tiene en cuenta la renta per cápita.

	Para subsanar la citada deficiencia, existe el indicador alternativo del esfuerzo fiscal, que sí considera la renta per cápita de un país para que, modulando con ella la presión fiscal, se refleje el sacrificio real que el sistema tributario supone para los residentes en cada país.

	Bien, pues extrayendo los indicadores del esfuerzo fiscal que figuran en el reseñado trabajo de Daniel Lacalle y referido a los mismos diez países, hemos elaborado la siguiente clasificación:
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	Como vemos, en esta clasificación alternativa es desgraciadamente España la que lidera la clasificación por ser la que exige mayor esfuerzo fiscal a sus contribuyentes, liderándola además con una significativa diferencia frente al resto de los países. Llama especialmente la atención que el esfuerzo fiscal exigido a los españoles duplica el que se exige a los noruegos y casi duplica el que sufren los daneses y los luxemburgueses.

	Con objeto de aumentar la percepción visual de la diferencia existente entre las respectivas clasificaciones de presión fiscal y de esfuerzo fiscal, hemos elaborado el siguiente gráfico:
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	Observada la dispar posición que corresponde a España en cada una de las dos clasificaciones según se tenga en cuenta la renta per cápita de cada país (como se hace al calcular el esfuerzo fiscal) o, por el contrario, se ignore (como se hace en la determinación de la presión fiscal), resulta aún más patente el auténtico motivo por el que los fiscofílicos recurren erróneamente a utilizar la presión fiscal y no quieren ni hablar del esfuerzo fiscal.

	La injusticia que se provocaría igualando nuestra presión fiscal a la de los países con mayor renta que nosotros sería equivalente a la que se produciría si se decidiera que a todos los españoles se les aplicara un único e igual tipo impositivo en el IRPF con independencia de su nivel de ingresos. ¿Verdad que esto último sería inaceptable por injusto? Pues igualar nuestra presión fiscal, por ejemplo, a la de los alemanes, también. Exactamente igual.

	Vamos a desarrollar precisamente el ejemplo apuntado, comparando las respectivas situaciones existentes en Alemania y España en 2020, empezando por la presión fiscal existente en cada país:
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	Fuente: Datosmacro (2020).

	Efectivamente, la presión fiscal en Alemania (41,90%) es superior a la española (37,40%), referidas ambas a 2020, siendo el diferencial entre una y otra del 4,5%.

	Pero también es distinta la renta per cápita que en 2020 existía en cada país. En efecto:
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	Fuente: Datosmacro (2020); importe en euros.

	Resulta, además, como se observa en la tabla anterior, que la diferencia de renta per cápita entre los dos países (42.920 y 25.410 €) es considerable, pues la renta media de los alemanes es 1,7 veces la de los españoles (42.920 / 25.410 = 1,68).

	Reiteramos una pregunta realizada antes pero formulándola ahora con los datos que se han reflejado: ¿se aceptaría en España que pagasen la misma proporción de impuestos un español cuyos ingresos fueran de 25.410 € y otro que tenga ingresos por 42.920 €? La respuesta es evidentemente negativa. La asunción del principio de progresividad —que figura además en la Constitución— determina que al español con una renta de 42.920 € se le exija pagar un IRPF más que proporcional respecto al que dispone solo de 25.410 €. ¿Por qué entonces se empeñan los fiscofílicos en que los españoles paguemos la misma proporción de impuestos que los alemanes?

	La respuesta la venimos proporcionando: porque parten del error ¿involuntario? de considerar que en la comparación internacional debe hacerse abstracción de la renta de los individuos.

	Frente al error ¿involuntario? de nuestros fiscofílicos se encuentra la medición técnicamente adecuada del sacrificio real que supone la carga impositiva que ofrece el esfuerzo fiscal. Determinado para los casos de Alemania y España y utilizando los datos que figuran en las dos tablas precedentes, tenemos que:
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	Es decir: según nos señalan los respectivos indicadores de esfuerzo fiscal, el sacrificio real que supone a un individuo cuya renta es de 25.410 € pagar en impuestos un 37,40% de la misma es 1,5 veces el que representa para aquel que gana 42.920 € destinar un 41,9% de sus ingresos al pago de los impuestos.

	La afirmación realizada para explicar lo que mide el esfuerzo fiscal resulta fácilmente comprensible calculando los importes de renta libre de impuestos que resultan en cada caso. Así:

	- Renta libre del individuo cuyos ingresos son de 42.920 € = 42.920 × (1 − 41,9%) = 25.365 €.

	- Renta libre del individuo cuyos ingresos son de 25.420 € = 25.420 × (1 − 37,4%) = 15.906 €.

	Comprobado y constatado que, con los datos de 2020, el esfuerzo fiscal en España es considerablemente superior al existente en Alemania, resulta de interés comprobar cómo se modificaría el escenario si los fiscofílicos españoles logran perpetrar su proyecto de igualar nuestra presión fiscal a la existente en Alemania.

	El resultado que se provocaría en el esfuerzo fiscal que sufrimos en España y en la comparación con el que, por su parte, es soportado por los alemanes queda reflejado en la siguiente tabla:

	[image: Image]

	Puede comprobarse que, de igualarnos con Alemania en presión fiscal, nuestro esfuerzo fiscal aumentaría aproximadamente en un 10%, pasando del 147,19 al 164,90%, por lo que el sacrificio que nos supone a nosotros pagar los impuestos se alejaría todavía más de lo que representa para los alemanes (un 164,90% nosotros y un 97,62% los alemanes).

	Esta y no otra es la situación a la que nos quieren llevar. Este y no otro es el coste adicional que nos supondría asumir la reducción de libertad (coste principal) que nos supondría de llevarse a cabo lo pretendido por los fiscofílicos españoles.



	



	 

	 

	 

	 

	IV.3. La destrucción natural de la falacia fiscofílica

	 

	 

	Ante la contundencia de los datos que se han expuesto en el apartado precedente, hay quien podría pensar que antes o después cesará la ofensiva fiscofílica que tiene como fin aumentarnos la presión fiscal a los españoles. Que no lo piense nadie, pues su objetivo real es elevar la fiscalidad española, constituyendo el recurso argumental del diferencial de nuestra presión fiscal tan solo la coartada —falaz— que utilizan para justificar su objetivo.

	En consecuencia, seguirán usando su coartada, aunque sea falaz. Ya hemos expuesto que, en su concepción, el fin justifica los medios. Los fiscofílicos son así. Se asemejan a aquel personaje de la obra de Jean Cocteau (Los novios de la Torre Eiffel) cuyos allegados colocaron en su epitafio la siguiente inscripción: «No se rindió nunca ante nadie ni ante nada, ni siquiera ante la evidencia».

	Pero, curiosidades de la historia, ha querido el destino —algunos creen en lo del karma— que el desenvolvimiento de la economía española durante 2021 les haya desnudado el argumento que emplean para justificar la subida de impuestos a los españoles. Vamos a comprobarlo solicitando al lector que participe en un sencillo ejercicio matemático. Su realización solo requiere partir de cuatro datos iniciales y realizar un reducido número de operaciones. Los datos de partida son los siguientes:

	- La presión fiscal existente en España en 2020 fue del 37,5% (dato de Eurostat).

	- La presión fiscal media en la Unión Europea en 2020 fue del 41,3% (dato de Eurostat).

	- El aumento del PIB en España durante 2021 ha sido del 5% (dato oficial del INE).

	- El incremento de la recaudación tributaria en España durante 2021 ha sido del 15%.

	El último de los datos no es aún oficial, pero ha sido avanzado por la ministra de Hacienda como incremento de lo recaudado por la Agencia Tributaria. Así lo manifestó cuando compareció ante la prensa para explicar los efectos de la sentencia del Tribunal Europeo de Justicia por la que anulaba el régimen sancionador y de prescripción (en realidad, de no prescripción) aplicado a la declaración de bienes y derechos en el exterior. En todo caso, parece plausible que este dato avanzado puede corresponderse con el definitivo, en función del incremento acumulado que figuraba ya en los informes mensuales de recaudación correspondientes a los meses de octubre y noviembre de 2021 hechos públicos por la AEAT, en los que el aumento acumulado en el año respecto al mismo periodo del ejercicio anterior era del 13,2 y 13,7%.

	Damos comienzo al ejercicio matemático anunciado, empezando por indicar que las anotaciones empleadas son las siguientes:

	PF = Presión fiscal existente en España.

	RT = Recaudación tributaria obtenida en España.

	PIB = PIB de España.

	Partimos de la fórmula de la PF, que, como se sabe, es la siguiente:

	PF = RT / PIB

	(Fórmula 1)

	Recordamos el dato oficial de Eurostat referente a la PF de 2020 existente en España:

	PF de 2020 = 0,375

	(Fórmula 2)

	Conjugando las fórmulas 1 y 2, obtenemos que:

	PF de 2020 = RT de 2020 / PIB de 2020 = 0,375

	(Fórmula 3)

	Ahora, partiendo de la fórmula 3, vamos a expresar la RT de 2020 en términos del PIB de 2020, de modo que:

	RT de 2020 = 0,375 × PIB de 2020

	(Fórmula 4)

	Realizado lo anterior, empezamos la estimación de la PF existente en 2021, que lógicamente es:

	PF de 2021 = RT de 2021 / PIB de 2021

	(Fórmula 5)

	Para calcular el resultado de la fórmula anterior necesitamos determinar los valores del numerador y del denominador. Empezando por el primero, y según el dato avanzado por la ministra de Hacienda que hemos reseñado anteriormente:

	RT de 2021 = RT de 2020 × (1 + 0,15)

	(Fórmula 6)

	Operando en la fórmula 6, llegamos a esta otra:

	RT de 2021 = RT de 2020 × 1,15

	(Fórmula 7)

	Ahora en la fórmula 7 sustituimos RT de 2020 por lo que figura en la fórmula 4, de manera que:

	RT de 2021 = (0,375 × PIB de 2020) × 1,15

	(Fórmula 8)

	Operando en la fórmula 8, obtenemos que:

	RT de 2021= 0,43125 × PIB de 2020

	(Fórmula 9)

	Disponemos ya del numerador de la fórmula 4 (PF de 2021) expresado en términos del PIB de 2020. Vamos a hacer lo mismo respecto al denominador de la citada fórmula 4 basándonos en el dato oficial de crecimiento del PIB durante 2021:

	PIB de 2021 = PIB de 2020 × (1 + 0,05)

	(Fórmula 10)

	Operando en la fórmula 10, tenemos que:

	PIB de 2021 = PIB de 2020 × 1,05

	(Fórmula 11)

	Tenemos ya también el PIB de 2021 expresado en términos del PIB de 2020. Procede recordar la fórmula 5 que define la PF de 2021:

	PF de 2021 = RT de 2021 / PIB de 2021

	(Fórmula 5)

	Y ahora, sustituir en la fórmula anterior la RT de 2021 por la fórmula 9 que hemos obtenido y el PIB de 2021 por la fórmula 11 que hemos deducido, llegando a que:

	PF de 2021 = 0,43125 × PIB de 2020 / 1,05 × PIB de 2020

	(Fórmula 12)

	Como puede observarse, en el lado derecho de la fórmula anterior el PIB de 2020 figura tanto en el numerador como en el denominador, por lo que matemáticamente procede eliminarlo en ambos casos. Y así:

	PF de 2021 = 0,43125 / 1,05

	(Fórmula 13)

	Y, finalmente, operando en la fórmula 13, obtenemos que:

	PF de 2021 = 0,4107

	(Fórmula 14)

	Que, expresado en porcentajes, se indicaría así:

	 

	Presión Fiscal en España en 2021 = 41,07%

	 

	Como vemos, debido a la evolución habida durante 2021 en nuestra recaudación tributaria y en nuestro PIB, la presión fiscal habida en España en dicho ejercicio ha sido del 41,07%.

	El resultado obtenido no puede ser más catastrófico para el conjunto de los españoles, pero también para los fiscofílicos; para todos nosotros, porque aumentar en un solo año más de tres puntos porcentuales es un sablazo significativo que, al tiempo que ha incrementado la carga fiscal que se nos exige, supone haber aumentado el tamaño del Estado y, por ello, reducido nuestra libertad. Pero también constituye una catástrofe para los fiscofílicos, toda vez que siendo la presión fiscal media de la Unión Europea el 41% (dato de Eurostat), resulta que, desgraciadamente, ya la hemos superado (un 41,07% nosotros frente al 41% del conjunto de los europeos). Se han quedado sin su argumento —falaz, pero era el que utilizaban— para justificar las nuevas subidas tributarias que proyectan.

	Con los datos anteriores encima de la mesa, y en función de la realidad que evidencian, tan solo son dos las opciones que quedan a nuestros fiscofílicos: una, envainarse sus intenciones, y dos, reconocer que ya han logrado lo que deseaban y renunciar al «impuestazo» que tenían preparado. Cuesta creer que lo vayan a hacer, pues la voracidad recaudatoria que demuestran es insaciable. Cualquier nivel de ingreso público es insuficiente para su voluntad de seguir proporcionando nuevos ingresos al Estado para que éste siga gastando cada vez más.

	La otra consiste en mantener sus intenciones pese a todo, pero hacerlo les supondría enfrentarse a graves dificultades para su justificación. ¿Van a estar dispuestos los expertos del comité de María Jesús Montero a seguir manteniendo que es preciso igualar las presiones fiscales española y europea? Mira que parecen dispuestos a cualquier cosa, pero tanto como a ignorar que con los datos económicos de 2021 ya se ha producido la igualación parece demasiado, incluso para ellos.

	Es verdad que cuando alguien acepta convertirse en un «experto de cámara» está aceptando ser utilizado por quien le ha designado para tal cometido, pero es que ignorar en un informe que llevan preparando un año la actual realidad comprometería cualquier nivel de dignidad profesional que puedan tener.

	Confieso que las cuestiones expuestas han acrecentado mi interés, profesional y personal, por conocer el contenido del informe de los expertos del comité.

 

	 

	 

	 

	CAPÍTULO V

	 

	 

	LA LLAMADA ARMONIZACIÓN FISCAL

	 

 

	 

	 

	 

	V.1. El estado de la cuestión

	 

	 

	Como es conocido, desde hace tiempo viene amenazándose con poner en marcha un proceso llamado armonización fiscal, que, en esencia y de un modo u otro, consistiría en restringir la actual autonomía financiera de la que disponen las comunidades autónomas.

	La amenaza surge del propio Gobierno, pues en ese sentido se han manifestado varios de sus miembros, entre ellos la ministra de Hacienda, aunque es público y notorio que otros dos motores de la amenaza son el presidente socialista de la Comunidad Valenciana, Ximo Puig, y el líder del partido soberanista Esquerra Republicana de Cataluña, Gabriel Rufián.

	La relevancia y gravedad de la cuestión es de tal magnitud que exige un tratamiento adecuadamente ordenado. Me propongo cumplir con dicho requisito.

	Cuando el 6 de diciembre de 1978 los españoles aprobamos la Constitución (hablo en primera persona del plural dado que, por mi edad, tuve la fortuna de ser uno de los muchos, muchísimos españoles, que pudo introducir la papeleta con el SÍ constitucional en aquellas urnas) y días después fue sancionada, publicada y entró en vigor, cambió el rumbo de nuestra historia.

	España pasó de ser una semidemocracia a ser una democracia plena, de ser una monarquía cuasiabsoluta a ser una parlamentaria y de ser un estado centralista al estado de las autonomías.

	Es cierto que ya en 1977 (el histórico 15 de junio) habíamos disfrutado de las primeras elecciones libres en mucho tiempo, pero en ese momento nuestro ordenamiento jurídico todavía conservaba importantes vestigios del régimen anterior (parte de las antiguas leyes fundamentales). Y, aunque el entonces rey había dado muestras de su franco deseo de renovación política, aún conservaba poderes exorbitantes (entre otros, designar digitalmente a 50 senadores). Por lo que aquí interesa, la autonomía política de nuestras regiones no era más que un anhelo o aspiración de los pueblos de España.

	Centrándonos en la última cuestión, no es baladí recordar que el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones de España se recoge ya en el frontispicio del texto constitucional (Título I, artículo 2) y que, posteriormente, es en el Título VIII donde se ordena y organiza el reseñado derecho.

	En la dirección enunciada, el artículo 156 establece que «Las comunidades autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus competencias […]». Y el siguiente (artículo 157, apartado 1) dispone que entre sus recursos se encuentran:

	«a) Los impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado […]

	b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales […]».

	El contenido de lo expuesto evidencia la relevancia dada constitucionalmente a la autonomía financiera de las comunidades autónomas, que ha corroborado el máximo intérprete de la Constitución, pues en reiteradas ocasiones el Tribunal Constitucional ha manifestado que «sin autonomía financiera no hay autonomía política».

	Y, a la vez, se evidencia también que la autonomía financiera incluye la disposición de competencias sobre los impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado.

	En desarrollo de lo dispuesto en la Constitución y, como señala Juan José Rubio («Competencia, corresponsabilidad fiscal e imposición patrimonial», publicado en el LIBRO BLANCO para la reforma fiscal en España, IEE, febrero de 2022), el actual modelo de financiación autonómica se ha conformado tras un proceso largo de más de cinco lustros de duración, a lo que añado yo que siempre mediante acuerdo entre el Estado y las comunidades autónomas y también entre los grandes partidos nacionales, por lo que constituye uno de los consensos básicos de nuestra democracia.

	La plasmación del citado consenso básico ha configurado un modelo en el que coexisten estos cuatro grupos de impuestos: 1) exclusivos del Estado (IS), 2) compartidos por el Estado y las comunidades autónomas (básicamente, IRPF e IVA), 3) cedidos en su totalidad a estas últimas (IP, impuestos sobre transmisiones patrimoniales e ISD) y 4) los propios que haya podido crear cada comunidad en su ámbito territorial.

	Como es lógico, el Estado tiene la exclusividad de la competencia normativa en el grupo 1) y las comunidades autónomas disponen de ella en el grupo 4). En lo que hace a los impuestos del grupo 2), hay que diferenciar entre el IRPF y el IVA. En el primero, la competencia normativa básica corresponde al Estado, si bien las comunidades autónomas tienen también cierta capacidad. No sucede así en el IVA, donde, por tratarse de un impuesto que afecta a la unidad de mercado, la competencia de dictar normas corresponde exclusivamente al Estado. Finalmente, por lo que hace a los impuestos del grupo 3), los cedidos totalmente a las comunidades, las leyes que los regulan son estatales, existiendo un amplio margen para que las respectivas legislaciones autonómicas puedan establecer exenciones, bonificaciones, reducciones y deducciones y, por supuesto, modificar los tipos de gravamen fijados en la ley estatal.

	La configuración de este modelo de fiscalidad autonómica ha tenido como objetivo el sucesivo avance hacia la corresponsabilidad fiscal, finalidad de imposible cumplimiento en ausencia de un nivel elevado de autonomía tributaria.

	Como consecuencia lógica de lo anterior, y para hacer efectiva la autonomía financiera que les reconoce la Constitución, las comunidades autónomas han ido haciendo uso de la capacidad normativa que tienen reconocida. Al respecto, es oportuno recordar el intento frustrado que protagonizó Joaquín Leguina. Siendo presidente de la Comunidad Autónoma de Madrid, instauró un recargo autonómico en el IRPF que consistía en un 3% sobre la cuota líquida del impuesto, es decir, según el intento, a igualdad de ingresos, cada madrileño vendrá obligado a pagar un 103% de lo que pagase un residente en cualquier otro territorio de España. La contestación social fue tal, que el buen sentido político de Leguina le llevó a retirar la medida que proyectaba.

	Aquel episodio vino a demostrar que la competencia fiscal que suponía —que supone— la disposición de capacidad normativa por pate de las comunidades autónomas acabaría siendo beneficiosa para el contribuyente, de modo análogo a como la competencia empresarial termine siéndolo para el consumidor. Si en un mercado competitivo los precios son menores, en un escenario de competencia fiscal los impuestos acaban reduciéndose.

	De ese modo, se favorece que las administraciones autonómicas deban realizar una gestión adecuada de sus recursos económicos o, alternativamente, aplicar una política fiscal agresiva cuya visibilidad por parte de los votantes pone en peligro seguir cosechando su voto.

	Y, efectivamente, lo anterior es lo que ha sucedido. Existen Gobiernos autonómicos que han optado por la primera solución e implantado una gestión eficiente y han podido reducir la carga fiscal exigida a los individuos. Por el contrario, otros han mantenido e incluso aumentado la exigencia tributaria a sus residentes antes de imponer la eficacia en la utilización de los recursos públicos.

	El ejemplo más espectacular del primer supuesto se encuentra en la Comunidad de Madrid, donde el modelo liberal puesto en marcha por Esperanza Aguirre y magníficamente aplicado y profundizado por Isabel Díaz Ayuso está liberando a los madrileños de la sobretributación sufrida por los españoles que residen en otras comunidades. Entre estas cabe destacar Cataluña y la Comunidad Valenciana, cuyos respectivos gobiernos autonómicos, emulando el actual Gobierno de la nación, se aferran a una política tributaria agresiva que hace recaer en el bolsillo de los individuos el coste de su ineficaz gestión.

	El problema para estas últimas y para el propio Gobierno de Pedro Sánchez consiste en la visibilidad de las respectivas políticas fiscales por parte de los ciudadanos, quienes, afortunadamente, pueden comparar y elegir el modelo por el que apostar. Y, como pudo verse en las últimas elecciones autonómicas de Madrid celebradas en mayo del año pasado, la bandera de la moderación fiscal es imbatible ante la enseña de la agresividad. El arrollador triunfo de Díaz Ayuso así lo evidenció, aunque no puede desconocerse que al citado triunfo contribuyeron también otras virtudes presentes en la presidenta madrileña.

	Con objeto de ilustrar las diferencias entre el modelo Ayuso y los aplicados por Puig y por los independentistas catalanes, vamos a exponer una tabla esquemática de los principales parámetros de los respectivos sistemas fiscales autonómicos:
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	La observación de la tabla anterior muestra claramente el diferente nivel de exigencia impositiva existente, resultando patente que en todos los casos la fiscalidad de la Comunidad Autónoma de Madrid es notoriamente más moderada que la practicada en las otras dos comunidades. Vamos a verlo caso a caso.

	En el IRPF (impuesto en el que existe una participación al 50% de las comunidades autónomas), la escala de tipos de gravamen de Madrid oscila entre el 8,50% (tipo mínimo) y el 20,50% (tipo máximo). En ambos extremos son más exigentes Cataluña (12 y 22,5%) y Valencia (10 y 23,50%).

	En el IP (totalmente cedido a las comunidades autónomas) sucede otro tanto. Mientras que en la Comunidad de Madrid se aplica una bonificación del 100%, los contribuyentes catalanes pagan anualmente entre un 0,21 y un 2,75% de su patrimonio neto. Por su parte, el importe anual que pagan los valencianos oscila entre el 0,37 y el 1,62%.

	En el ITP (también cedido íntegramente a las comunidades) también es notable la diferencia entre lo que como caso general ha de pagar un madrileño cuando adquiere un inmueble (6%) y lo que han de pagar los catalanes y los valencianos (en ambos casos, un 10% como tipo general).

	Finalmente, por lo que hace a los tributos propios de las comunidades, actualmente en Madrid no se exige ninguno, en Cataluña se exigen 15 y los exigidos en Valencia son cuatro.

	En definitiva, los residentes en Madrid pagan periódicamente menos IRPF y menos patrimonio que aquellos que residen en Cataluña o en la Comunidad Valenciana. También pagan menos impuestos cuando adquieren un inmueble. Y, además, a diferencia de lo sucedido en las otras dos comunidades autónomas, a los madrileños no se les exige ningún tributo autonómico propio.

	La síntesis de lo expuesto puede expresarse así: la fiscalidad de Madrid es más moderada que la catalana y la valenciana o, alternativamente, la fiscalidad en Cataluña y en Valencia es más voraz que la existente en Madrid.

	Lo sintetizado ha supuesto —está suponiendo— una evidente incomodidad para los Gobiernos catalán y valenciano —doy por sentado que una buena parte de sus gobernados desearían el modelo fiscal de Madrid—. Y, al tiempo, la política tributaria de Madrid también resulta incómoda al Gobierno de Pedro Sánchez, pues supone un evidente contrapeso a la política fiscal agresiva instaurada desde que llegó a la Moncloa.

	Por las circunstancias enunciadas, se ha iniciado y se está desarrollando una auténtica cruzada contra el modelo tributario de Madrid, en la que las armas de los cruzados carecen de los mínimos niveles de ética y de estética, como se comprobará en el siguiente apartado.



	



	 

	 

	 

	 

	V.2. Las fake news contra el modelo fiscal de Madrid

	 

	 

	En la guerra desatada que se ha lanzado contra la excelente política fiscal del Gobierno autonómico madrileño se están utilizando todo tipo de mentiras, a cada cual más burda pero que, eso sí, disfrutan de un considerable eco en los mariachis mediáticos de la izquierda española.

	Aunque existen varios motores que alimentan la marcha de la cruzada anti-Madrid, su lideresa está siendo la ministra de Hacienda, algo lógico debido a su competencia —me refiero a la ministerial, desde luego no a la profesional—. Personalmente, las sucesivas manifestaciones de María Jesús Montero me provocan tanto enojo —por entender inaceptable lo que propone— como sonrojo y vergüenza ajena por el desconocimiento que demuestra tener de la cuestión hacendística que tiene que dirigir.

	En una primera fase, la ministra de Hacienda se atrevió nada menos que a afirmar que Madrid era un paraíso fiscal, con lo que demostró desconocer el modelo tributario madrileño, ignorar lo que es un paraíso fiscal o, probablemente, ambas cosas a la vez. Es así porque, como sabe cualquiera que disponga de unos mínimos conocimientos hacendísticos, ninguna de las notas que caracterizan a un paraíso fiscal concurre ni de broma en la Comunidad de Madrid. En esta sí se exigen impuestos, sí existen obligaciones fiscales de carácter formal y, por supuesto, no existe la opacidad de información propia de los paraísos.

	Además de lo anterior y como hemos anticipado, dos de las características más significativas del modelo fiscal aplicado por Díaz Ayuso en la Comunidad de Madrid consisten en liberar a los madrileños del pago de un impuesto tan obsoleto como el que grava el patrimonio de las personas físicas y en convertir en simbólico el importe exigido en el ISD cuando estas tienen lugar entre personas con parentesco muy próximo.

	Por ello, tiene interés conocer cuál es la realidad de estos impuestos en los países de nuestro entorno o países miembros de la Unión Europea. En el primero de los impuestos reseñados, la citada realidad es esta:
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	Fuente: OK Diario (4 de febrero de 2022).

	 

	La situación no puede resultar más ilustrativa. El vetusto IP no se exige en ningún país de la Unión Europea. No pueden ser más evidentes la condición europeísta de la política fiscal de Madrid y el carácter antieuropeo de las aplicadas en las comunidades autónomas en las que se exige el impuesto.

	Repetimos el mismo ejercicio referido ahora al ISD:
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	Fuente: Cinco Días (5 de diciembre de 2018).

	 

	Se observa que la mayoría de los países de la Unión Europea han optado por suprimirlo, proceso de supresión que avanza inexorablemente entre nuestros vecinos. Esto quiere decir que también en este punto el modelo fiscal madrileño está en línea con el europeo, del que están alejados el Gobierno de Pedro Sánchez y varios de los autonómicos, entre ellos el valenciano y el catalán.

	Si ahora agregamos la información contenida en las dos últimas tablas, podemos extraer una conclusión más ilustrativa. Vamos a verlo:
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	Es definitivo. Aplicando los criterios de nuestra docta ministra de Hacienda, hasta 16 de los socios europeos de España serían paraísos fiscales dado que no exigen a sus residentes ni el IP ni el ISD. Montero consideraría paraísos fiscales Austria, Bulgaria, Chipre, República Checa, Croacia, Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, Hungría, Italia, Letonia, Lituania, Malta, Portugal y Suecia. Y, por no exigir el IP, estarían en trance de serlo Alemania, Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Luxemburgo, Países Bajos y Polonia.

	Visto lo que resultaría de aplicar a los países reseñados los criterios utilizados por la ministra de Hacienda para atreverse a calificar a la Comunidad de Madrid como un paraíso fiscal, procedería gritar: «¡Qué atrevida es la ignorancia!». Sin dejar de gritarlo, pues es importante no omitir lo obvio, hay que exclamar también: «¡Qué indecente es la manipulación!», pues poco sabe ella, pero es mucho lo que saben los de su Ministerio que le habrán informado de la falsedad de su afirmación. Pero, ya lo hemos dicho antes, los fiscofílicos son así. Y, pese a ser consciente a través de sus allegados de la mentira, la fiscofilia de Montero le llevó a la falsedad de proclamar que Madrid es un paraíso fiscal. ¡¡Cosas veredes, Sancho!!

	El estupor y las risotadas que produjo semejante estulticia, salvo para sus mariachis, provocó que la ministra virara su discurso, pasando entonces a acusar al Gobierno madrileño de practicar dumping fiscal. Como demostró desconocer también lo que esto significa, pasamos a explicárselo.

	Querida ministra, el dumping es un fenómeno que, nacido en el ámbito comercial, se refiere a una práctica comercial que puede implementarse por una empresa cuando concurren dos circunstancias: una, que opere en un mercado en el que exista determinada competencia según la cual los consumidores puedan optar libremente y sin ninguna condición limitativa por adquirir un producto que es homogéneo a una u otra de las empresas competidoras, y dos, que una de estas disponga de condiciones ausentes en las otras (mayor capitalización o pertenencia a un holding financieramente potente) que le permita aplicar un instrumento de imposible aplicación por las otras. Cumpliéndose estas circunstancias, el dumping comercial consiste en fijar un precio que le suponga vender a pérdidas, medida que expulsará del mercado a sus competidoras, pues estas no pueden hacer lo mismo para, una vez conquistado el mercado, subir los precios y maximizar sus beneficios. En definitiva, se trata de una política de competencia desleal.

	Trasladado el concepto de dumping al ámbito fiscal, cuestión reciente, consiste en la aplicación por parte de un territorio fiscal de instrumentos tributarios de los que carecen los territorios limítrofes para así competir deslealmente con estos en la captación de inversiones y en la atracción de capitales. En consecuencia, su posible aplicación por parte de una comunidad autónoma requiere inevitablemente que esta disponga de instrumentos legales que no tienen las otras.

	Es evidente que la circunstancia descrita no está presente en la Comunidad Autónoma de Madrid. Sus opciones de política tributaria son exactamente las mismas que tienen las otras 14 comunidades de régimen fiscal común y menores todas ellas que las dispuestas por las Haciendas forales de Navarra y de los territorios históricos del País Vasco, dado que estas gestionan también los impuestos estatales, con las posibilidades que esto les concede en su comprobación e inspección.

	En el escenario descrito, es obligado preguntarse quién puede o no puede en España practicar el llamado dumping fiscal, hallándose la respuesta en la siguiente tabla:
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	Queda patente que no es ya que la Comunidad de Madrid no practique dumping fiscal, sino que ni siquiera está en condiciones de poder practicarlo porque cualesquiera de las medidas tributarias que pueda adoptar —que, de hecho, adopta— puede inmediatamente ser emulada por cualquier otra de las 16 comunidades restantes. Nada impide que, decidida por el Gobierno autonómico madrileño una rebaja impositiva, esta puede ser aplicada también por el Gobierno catalán o por el valenciano, por poner los dos ejemplos a los que ya se ha aludido anteriormente, pero también por el extremeño o por el castellanomanchego. ¿Dónde está entonces el dumping fiscal de Madrid? Ni existe ni puede existir, pese a lo que diga la peculiar ministra de Hacienda que nos toca padecer a los españoles.

	Cuestión distinta es que, como se refleja en la tabla, la posible aplicación del dumping fiscal sí está al alcance de las comunidades en las que se aplica el régimen fiscal foral. Pueden ejercerlo mediante la modulación a su antojo de las funciones de comprobación e inspección que tienen sobre los impuestos estatales; de hecho, en alguna ocasión lo han aplicado. Basta recordar el escándalo de las llamadas vacaciones fiscales del País Vasco o indecente método por el que en alguna de sus Haciendas Forales se prometía la laxitud en el control del cumplimiento de las obligaciones fiscales como medio de favorecer la localización de empresas en su territorio. Eso sí que fue dumping fiscal, pues la oferta de esa promesa no estaba —no está— al alcance de las otras 15 comunidades autónomas.

	El contenido del último párrafo convierte en execrable que el lehendakari Urkullu fuera uno de los voceros de la fake new de Montero por la que acusaba al Gobierno de Madrid de practicar dumping fiscal. ¡Qué desvergüenza!

	Lo cierto es que, dado lo tozuda que es la realidad, tampoco esta segunda acusación de la ministra de Hacienda triunfó en la opinión pública, y ello pese al inestimable apoyo mediático de los mass media de cámara dispuestos por el Gobierno.

	Ante esta segunda derrota, la ministra Montero ha realizado una tercera intentona y se ha llenado la boca acusando al Gobierno de Madrid de ser insolidario con el resto de los territorios de España. Por ser falsa, la acusación no puede ser más injusta; la objetividad de los datos, una vez más, desmiente categóricamente la falsedad.

	Para comprobarlo, acudimos a la información contenida en el trabajo de José Félix Sanz, Santiago Álvarez y Desiderio Romero que forma parte del LIBRO BLANCO para la reforma fiscal en España.

	Los autores citados analizan en detalle el funcionamiento del Fondo de Garantía de los Servicios Públicos Fundamentales (FGSPF), instrumento de nivelación financiera que forma parte del sistema de financiación autonómica mediante el cual determinadas comunidades autónomas (aquellas que están en mejor condición relativa) contribuyen con recursos financieros a la cobertura de los servicios básicos en aquellas más desfavorecidas, es decir, en el FGSPF coexisten comunidades aportantes y comunidades receptoras de recursos.

	El análisis que realizan parte de considerar la presión fiscal existente en cada comunidad autónoma (la designaremos como PF 1):
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	Puede comprobarse que en la relación solo figuran 15 de nuestras 17 comunidades autónomas, lo que obedece a que las dos de régimen fiscal foral no participan en el FGSPF.

	Seguidamente, y en función de la respectiva aportación neta o recepción neta de recursos, al FGSPF o del FGSPF de cada comunidad, según los casos, los autores constatan que, en el caso de las comunidades que son aportantes netas, sus residentes soportan una sobrecarga fiscal, pues pagan unos impuestos que son transferidos a otros territorios, y que, de modo simétrico, para los que residen en las comunidades receptoras tiene lugar una minoración de su factura fiscal en relación con los impuestos que hubieran debido pagar para recibir los servicios que reciben.

	Considerando lo anterior, calculan lo que designamos como PF 2, o suma de la anterior PF 1 y el porcentaje que se corresponde con la aportación al FGSPF o, en su caso, como como resta de la PF 1 y el porcentaje representado por los recursos recibidos del FGSPF.

	Operando del modo expuesto, los porcentajes de la PF 2 que se obtienen son los siguientes:
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	Como es lógico, los porcentajes que figuran en esta tabla difieren de los reflejados en la anterior, lo que puede observarse con más facilidad mediante una nueva tabla que incorpora la información de ambas:
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	Comparando los porcentajes que se reflejan en las dos columnas situadas en la parte derecha de la tabla, es fácil identificar la existencia del carácter de aportante o receptora del FGSPF que tiene cada comunidad autónoma.

	Así, Baleares es una comunidad aportante, pues su PF 2 (38,34%) es superior a su PF 1 (37,15%), significando lo anterior que parte de los impuestos pagados por los residentes en aquellas islas se utilizan para la cobertura financiera de los servicios básicos en otras comunidades. Nadie puede mantener que Baleares no esté siendo solidaria con el resto de España.

	En sentido contrario, se observa que Cantabria es receptora neta de recursos provenientes del FGSPF, pues su PF 2 (35,34%) es inferior a su PF 1 (35,67%), lo que quiere decir que una parte de los servicios básicos prestados en Cantabria es financiada con impuestos pagados por los residentes en otras comunidades autónomas. Cantabria no puede quejarse de falta de solidaridad entre los españoles.

	Por lo que aquí interesa especialmente, conviene comprobar que, tras considerar las aportaciones/recepciones del FGSPF, la PF 2 de Madrid aumenta respecto a su PF 1 (del 32,03 al 33,78%). En consecuencia, de los impuestos que pagamos los madrileños, parte se destinan a financiar la prestación de los servicios básicos en otras comunidades. ¡Bendito ejemplo de insolidaridad!, señora ministra. Como usted puede comprobar, son los propios datos los que desmontan su fake new.

	Aún más: partiendo de los datos ya expuestos, Sanz, Álvarez y Romero muestran los aumentos y las disminuciones producidos para cada comunidad autónoma entre su PF 1 y su PF 2, lo que permite visualizar de manera más evidente qué comunidades practican la solidaridad interregional y las que resultan beneficiadas por ello, elaborando un nuevo cuadro que exponemos tras modificar ligeramente su presentación:
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	Constatamos que solo tres comunidades (Baleares, Cataluña y Madrid) resultan aportantes netas al FGSPF, resultando las otras 12 receptoras netas. Pero de las tres primeras, la que practica mayor solidaridad con el resto de España es la Comunidad Autónoma de Madrid, pues es ella su PF 2 aumenta en mayor medida respecto a su PF 1. Ergo, somos los madrileños los contribuyentes españoles que más contribuimos con nuestros impuestos a financiar la cobertura de los servicios públicos básicos en Aragón, Extremadura o Castilla-La Mancha, por poner tres ejemplos. Ministra, ¿cómo se atreve a llamar insolidaria a la Comunidad Autónoma de Madrid?

	Tras analizar y desmontar el retablo de mentiras puestas en circulación por el Gobierno español, constatando la lamentable e impropia actuación de una ministra del Reino de España (la de Hacienda), solo resta por expresar una idea sencilla: en política casi cualquier posición es legítima, incluso el empeño fiscofílico en pretender subir la fiscalidad autonómica madrileña. El camino ético para intentar lograrlo es concurrir a las elecciones autonómicas con una oferta electoral que así lo proponga. Pero cuando los madrileños rechazan tu oferta de manera estrepitosa —recordemos que el PSOE perdió con claridad últimas elecciones regionales de Madrid, siendo incluso relegado por los electores madrileños al tercer puesto— y optan de manera evidente por la opción alternativa (el modelo fiscal de Díaz Ayuso), intentar revertir el resultado de las urnas por otros vericuetos, como la llamada armonización fiscal autonómica, resulta escasamente legítimo. Y, más allá de lo anterior, intentar justificarlo mediante sucesivas y burdas mentiras como se ha intentado —y se seguirá intentando por parte del Gobierno— es ya absolutamente ilegítimo. También resulta escasamente inteligente si las mentiras son tan fácilmente descubiertas por la objetividad de los datos.

	Si su vocación es hurtarnos el espacio de libertad que los madrileños estamos recuperando gracias a la política fiscal del Gobierno Ayuso (y otros españoles merced a políticas similares de sus Gobiernos regionales), los fiscofílicos del Gobierno central deberían tener la vergüenza toreara de intentarlo con buenas artes.

	En esa dirección, y huyendo de las fake news de la ministra de Hacienda, existen voces que se plantean si la autonomía financiera de las comunidades autónomas y, en especial, su capacidad normativa tanto en los tributos cedidos total o parcialmente como en los propios quebranta el principio constitucional de igualdad que se refleja en el artículo 31.1 de la Constitución.

	Resulta excesivo considerarlo así por diversos motivos:

	1.º) Porque de entender así la exigencia del principio de igualdad, resultaría obligatorio que existiera la más absoluta uniformidad tributaria en todo el territorio nacional. Y, entendida así la igualdad exigida constitucionalmente, sería también anticonstitucional la posibilidad de crear tributos propios de la que disponen las comunidades autónomas o la autonomía tributaria que tienen los ayuntamientos, entre otras cosas y, por ejemplo, para fijar el tipo impositivo en el IBI. Si la igualdad se entiende como uniformidad, en los más de 8.000 municipios existentes en España debería aplicarse el mismo tipo en el citado IBI, y toda su estructura tributaria tendría que ser idéntica.

	2.º) Porque la autonomía financiera de las comunidades autónomas también está recogida en la Constitución (artículo 156), de manera que una posible visión restringida o excesivamente estricta del principio constitucional de igualdad supondría enfrentar a dos artículos de la propia Constitución: el 31 y el 156. El único modo de evitar este choque interno de los dos preceptos constitucionales es entender que la igualdad predicada constitucionalmente no implica uniformidad. No se trata tanto de que, por falta de la capacidad normativa de la que disponen, todas las comunidades tengan que aplicar la misma fiscalidad autonómica (que, además, tendría que cambiar de denominación) como de que todas tengan las mismas posibilidades legales para introducir determinadas medidas tributarias. Y, evidentemente, esta condición se cumple sin necesidad de armonización alguna.

	3.º) Porque, ahondando en el argumento anterior, en la propia Constitución se reconoce de manera obvia que la igualdad fiscal no es uniformidad, pues solo así se puede entender el encaje constitucional de los regímenes forales previstos para Navarra y para los territorios históricos del País Vasco.

	Y, en este caso, además, ni siquiera se cumple la igualdad de posibilidades de actuación entre todas las comunidades autónomas, tal y como hemos mencionado anteriormente. Y, sin embargo, no es habitual escuchar que resulte anticonstitucional la existencia de dos regímenes tributarios (el común y el foral) en el nivel autonómico.

	Así, por los criterios expuestos, no considero factible que pueda justificarse una armonización de la fiscalidad autonómica basándose en el mandato de igualdad contenido en el artículo 31.1 de la Constitución. Aun así, es razonable planteárselo para despejar la posible duda al respecto.



	



	 

	 

	 

	 

	V.3. El otro fin perseguido con la llamada armonización

	 

	 

	Al margen de las banalidades manifestadas por Montero y sus corresponsales, existe otro motivo para la cruzada emprendida contra la fiscalidad inteligente aplicada en la Comunidad de Madrid que se deriva de los resultados que está produciendo. En efecto, su aplicación evidencia que es posible una política fiscal diferente a la extremadamente agresiva que practican el Gobierno de Pedro Sánchez y varios Gobiernos autonómicos y que, además, aquella produce resultados abrumadoramente mejores que estas.

	Recordemos, si no, que la deuda pública acumulada del Estado está situada al final del tercer trimestre de 2021 en el 121,80% del PIB nacional (era del 120% al final de 2020 y del 95% al término de 2019). Frente a estos datos, la deuda autonómica de Madrid es aproximadamente del 15% del PIB regional. Parece claro que exprimir más a los contribuyentes no constituye en sí una garantía para contener la deuda del poder exprimidor.

	En todo caso, y desde una perspectiva económica, son más comparables los casos de varias comunidades autónomas entre sí. A tal fin, hemos recopilado de diferentes fuentes los datos de las Comunidades de Madrid, Cataluña y Valenciana relativas a la situación de desempleo/empleo, PIB per cápita, inversión extranjera y constitución de nuevas empresas. Se trata de un conjunto variado de parámetros que, en su conjunto, ofrecen una idea significativa de la mayor o menor fortaleza de las respectivas economías regionales.

	Paso a exponerlos.

	En cuanto a los datos relativos a la situación del mercado laboral en términos de empleo/desempleo, las respectivas fotografías de las tres comunidades autónomas son:
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	Fuente: EPA correspondiente al 4.º trimestre de 2021; datos en porcentaje sobre población activa.

	Como queda reflejado, es la Comunidad de Madrid la que lidera la clasificación (89,9% de empleo), si bien Cataluña le sigue con una posición parecida (89,8%), quedando la Comunidad de Valencia en última posición (85,6%).

	Gráficamente:
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	Continuando con el PIB per cápita, la respectiva situación es:
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	Fuente: INE; datos en euros.

	Vemos que también es la Comunidad de Madrid la mejor posicionada en esta variable, en este caso con una considerable diferencia respecto a Cataluña (32.800 frente a 27.800 €) y muy especialmente respecto a la Comunidad Valenciana (32.000 frente a 20.700 €).

	La representación gráfica de lo anterior es la siguiente:
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	Por lo que respecta a la inversión extranjera en cada comunidad autónoma, variable que refleja muy particularmente la opinión de los mercados y la confianza que depositan en el presente y en el futuro de cada territorio, es muy notable la ventaja comparativa de la Comunidad Autónoma de Madrid respecto a las otras dos, toda vez que:

	[image: Image]

	Fuente: Ministerio de Comercio; datos en millones de euros correspondientes al 3.er trimestre de 2021.

	Esta es la representación gráfica:
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	Y, por último, podemos observar la constitución de empresas, variable en la que también es Madrid la comunidad autónoma líder de las tres, siendo notoria la diferencia existente con Cataluña y especialmente significativa la distancia con la Comunidad Valenciana:
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	Fuente: Valencia-Plaza; datos en número de empresas.

	Gráficamente:
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	Comprobado que la consideración individualizada de cada una de las cuatro variables consideradas denota la fortaleza económica de la comunidad madrileña frente a la catalana y aún más sobre la valenciana, es interesante ofrecer una visión global, para lo cual agrupamos en una sola tabla los datos expuestos en las cuatro anteriores.

	Y, dado que en los cuatro casos Madrid es la que lidera las respectivas clasificaciones en esta última tabla, vamos a utilizar sus datos como datos base o referencia, expresando las diferentes posiciones en porcentajes respecto al dato de la comunidad madrileña, de manera que:
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	Sin duda alguna, la visión conjunta de los datos y el hecho de expresarlos en el porcentaje que representan frente al dato correspondiente a Madrid proporciona una imagen especialmente expresiva de las distintas realidades económicas regionales.

	Esta expresividad puede complementarse reflejándolo en un nuevo gráfico:
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	No es posible percibir de forma más nítida la realidad. Más allá del liderazgo de la Comunidad de Madrid en las cuatro variables consideradas, es significativo que, salvo en el caso de la tasa de empleo respecto a Cataluña, la diferencia entre dicha comunidad y las otras dos es más que significativa. Así se observa por la distancia existente entre las respectivas líneas representativas de cada comunidad.

	Y, visto lo visto, la conclusión no puede ser más evidente: la economía madrileña funciona notablemente mejor que la catalana y que la valenciana.

	Sin negar que las diferentes situaciones económicas regionales se deben también a otras facetas de las respectivas políticas regionales (la flexibilidad en los horarios comerciales, el apoyo al sector de la hostelería, las ayudas al emprendimiento, la presencia o ausencia de exigencias lingüísticas desorbitadas o excluyentes y las declaraciones políticas de los gobernantes), es fácilmente deducible que uno de los motivos causantes de la situación floreciente de la economía madrileña estriba en la fiscalidad moderada aplicada por su Gobierno regional. Simétricamente también resulta fácil deducir que las economías catalana y valenciana están agostadas por la agresividad fiscal de sus respectivos Gobiernos autonómicos.

	La evidencia empírica es de tal dimensión que está desmontando de raíz el relato socialista según el cual bajar los impuestos constituiría el principio del fin de la sociedad del bienestar. Los datos reflejan justo lo contrario: reduciendo la carga fiscal exigida a los contribuyentes, en Madrid existe más empleo, la renta per cápita resulta mayor, se crean más empresas y se atrae un mayor de volumen de inversión extranjera. En definitiva, no solo es cierto que a menos impuestos, más libertad, sino que también se demuestra que a menos impuestos, más bienestar.

	Por lo expuesto, en realidad no resulta sorprendente que desde el Gobierno español y desde sus Gobiernos regionales afines se quiera impedir la experiencia madrileña (y de otras comunidades que la están emulando), pues no pueden seguir soportando la inevitable comparación entre dos modelos tributarios con efectos y resultados diferentes: uno que modera la detracción coactiva de recursos a los individuos y obtiene resultados económicos mejores y otro que maximiza la incautación de recursos a los particulares y cosecha resultados económicos peores.

	Insistiendo en la cuestión, no es casualidad que las comunidades que hemos comparado con Madrid hayan sido Cataluña y Valencia. Por una parte, porque se trata de tres comunidades comparables, entre las más ricas de España, entre las más pobladas y entre las que tienen mayor potencialidad económica. No hubiera tenido validez la comparación entre Madrid y Extremadura o entre Madrid y Castilla-La Mancha; sí la tiene la comparación realizada. Pero, además, es que el Gobierno catalán y el Gobierno valenciano están siendo los principales impulsores de la cruzada anti-Madrid emprendida por el Gobierno de Sánchez en materia fiscal. No es extraño porque ambos Gobiernos tienen que esconder las vergüenzas de su desastrosa gestión: en el caso de Cataluña, por haber abandonado hace tiempo la gestión de los problemas reales de los catalanes, preocupados exclusivamente, como están, por «su procés» y por las consecuencias penales para sus líderes; en el caso de la Comunidad Valenciana, porque a su general mala gestión se une una política provinciana a la par que clientelista, que configura un cóctel explosivo para los intereses de los valencianos.

	No puedo dar por finalizado este capítulo sin referirme a las tres espectaculares contradicciones que se hallan presentes en la anunciada armonización fiscal autonómica.

	La primera se encuentra en la indefendible postura de Esquerra Republicana de Cataluña, partido independentista —nada hay que reprocharle por ello— que ha llevado su actuación en pro del independentismo al punto de que sus principales líderes han delinquido gravemente contra nuestro orden jurídico, por lo que han sido condenados.

	Que un partido independentista abogue por una reforma que aumente las competencias del Estado a costa de reducir las de las comunidades autónomas es un esperpento que difícilmente superaría Valle Inclán. Que, además, haya justificado su propuesta, convertida en exigencia a Pedro Sánchez, argumentando que la situación actual perjudica la unidad de España, constituye una auténtica tomadura de pelo que solo Sánchez y los suyos están dispuestos a aguantar.

	La segunda contradicción la encontramos en Puig. Tras requerir de modo reiterado la armonización fiscal que le ayude a tapar el despropósito de su gestión, se ha arrancado con otra propuesta carnavalesca: ha propuesto, nada más y nada menos, que se cree un nuevo impuesto cuyos únicos contribuyentes sean los residentes en Madrid. Por favor, que alguien que sepa algo le explique al presidente valenciano que la exigencia de cualquier impuesto requiere la definición de un hecho imponible y que este ha de ser necesariamente una manifestación de capacidad económica por parte del exigido que se ponga de manifiesto por la obtención de una renta, la tenencia de un patrimonio o la realización de un consumo. Señor Puig, ¿qué renta, riqueza o consumo se pone de manifiesto por el mero hecho de residir en Madrid? Al final va a tener razón aquel conocido que se quejaba amargamente porque la profesión de político es la única que se puede ejercer sin acreditar ningún conocimiento.

	La tercera y última de las contradicciones es sin duda la más grave porque, en mi opinión, afecta a la esencia de la democracia. Es un dato objetivo que, en las últimas elecciones autonómicas (2019), en las diversas ofertas electorales existían dos grandes alternativas fiscales: una era la propugnada por el PSOE y Podemos y la otra básicamente por el PP. En cada comunidad los electores ejercieron democráticamente su derecho al voto, de lo que en cada territorio resultó la correspondiente mayoría parlamentaria. Ahora cada comunidad aplica la alternativa fiscal que propusieron los triunfadores electorales. Así, en la Comunidad de Madrid (también otras, como Andalucía, Murcia, Castilla León, etc.) existe una política tributaria moderada, en correspondencia con lo que decidieron en las urnas los madrileños, andaluces, murcianos y castellanoleoneses.

	Más recientemente, en mayo de 2021, en Madrid se celebraron elecciones autonómicas anticipadas. En su programa electoral, Díaz Ayuso redobló su apuesta por la moderación fiscal en tanto que la otra parte, la siniestra política regional, con el apoyo ilimitado del Gobierno de Sánchez y con éste al mando, sacaron toda su pesada artillería contra la presidenta madrileña. El resultado final no deja lugar a dudas sobre las preferencias de los madrileños: queremos la política fiscal de Ayuso y rechazamos la de Sánchez.

	Pues bien, lo que los correligionarios de Sánchez perdieron democráticamente en las urnas quieren ganarlo después en los despachos. Y están dispuestos a prohibir la aplicación de la política fiscal que elegimos en 2019 los residentes en varias comunidades y que ratificamos abrumadoramente los madrileños en 2021. Es un auténtico fraude a nuestro voto. Es un auténtico fraude a la democracia.

	Si nos imaginamos a modo de hipótesis un cambio de roles mediante el que un Gobierno de centroderecha se propusiera prohibir una política autonómica de la izquierda que hubiera triunfado electoralmente, es fácil imaginar también el aquelarre que estaría montando la izquierda junto a sus portavoces y corresponsales. Vamos, que el presidente de un Gobierno del PP que se atreviera a proyectar lo que pretende hacer Pedro Sánchez tendría que salir huyendo de España.

 

	 

	 

	 

	CAPÍTULO VI:

	 

	 

	RESEÑA SOBRE EL INFORME DEL COMITÉ DE EXPERTOS

	 

CUESTIONES DE CARÁCTER GENERAL

	 

	 

	Cuando el Ministerio de Hacienda dio a conocer públicamente (abril de 2021) la constitución de un comité de expertos para la elaboración de un libro blanco para la reforma fiscal, pocas dudas hubo sobre las pretensiones reales de la medida. La praxis llevada a cabo por el Gobierno de Pedro Sánchez desde que éste accedió a la presidencia —subida de prácticamente todos los impuestos— unido a las reiteradas declaraciones de la ministra de Hacienda —con sucesivas agresiones a la política tributaria de la Comunidad de Madrid tan furibundas e injustas como absurdas—, permitían anticipar que los expertos del comité que debía redactar el reseñado libro recibieron dos mandatos:

	1º) Dar una cobertura pretendidamente técnica al descomunal aumento de la carga fiscal de los españoles que proyectaba y proyecta el Gobierno social-podemita.

	2º) Proporcionar una coartada supuestamente neutral a la voluntad política del Gobierno de Sánchez —animado y/o exigido por los separatistas catalanes que le mantienen en la Moncloa—, de quebrar la autonomía financiera de las comunidades autónomas para impedir el éxito de la política fiscal implementada en Madrid por Isabel Díaz Ayuso.

	Transcurrido un año y entregado ya el libro blanco, se ha confirmado que esas eran las órdenes al tiempo que se ha podido constatar su fiel cumplimiento por los expertos de María Jesús Montero. Más adelante veremos hasta donde han tenido que llegar los expertos para cumplirlas. Ahora quiero detenerme en una cuestión que ha pasado desapercibida, cuestión probablemente menor pero absolutamente representativa de la estulticia que acompaña a nuestros actuales gobernantes y de la desfachatez con la que intentar aprovechar cualquier circunstancia para ahondar en su propaganda inundada de manipulación.

	Se comprueba lo anterior leyendo la introducción del libro blanco. En ella (página 11), los expertos se refieren a la Resolución de 12 de a abril 2021, por la que se crea el comité y reproducen los términos del encargo que recibieron, figurando que este incluía:

	“En primer lugar, [obtener un análisis del sistema tributario óptimo en sentido amplio], esto es, incluyendo la imposición directa, indirecta y los restantes ingresos públicos. Y ello tanto desde el punto de vista de la eficiencia económica, contribuyendo a la internalización de los efectos ambientales de las actividades económicas, como [desde el punto de vista de la equidad interpersonal, territorial y de género]”.

	(El remarcado en negrita es nuestro).

	¿Cabe mayor despropósito? ¡El Ministerio de Hacienda encargó a sus expertos analizar el sistema tributario desde el punto de vista de la equidad de género! Debe reconocerse que, en este punto, nuestra ministra de Hacienda batió todas sus marcas al haber aunado en una sola manifestación las características que, una a una, suelen caracterizar a sus declaraciones. Unas veces demuestra el desconocimiento de lo que habla, en otras ocasiones sus opiniones irradian una inconcebible simpleza, y con frecuencia evidencia un exacerbado oportunismo. Pero al encargar el estudio de la equidad tributaria de género, ha sido capaz de acumular ignorancia, simpleza y oportunismo.

	Todavía no sé si María Jesús Montero pensaba que en los impuestos actuales se modula el importe exigido en función del género del contribuyente o si, por el contrario, ella deseaba que así se hiciera en su futura reforma. En cualquiera de los dos supuestos, ha protagonizado un episodio que pasará a los anales del disparate hacendístico. Y se podría suprimir este último término.

	Como no podía ser de otro modo, los expertos han desoído el peculiar mandato de la no menos peculiar ministra de Hacienda. Entre sus 118 propuestas no se encuentra ninguna referida a la equidad tributaria de género. Han sido conscientes que, de haber atendido esta orden, habrían cometido la bufonada del siglo. Pero, como hemos anticipado, sí han cumplido las otras dos.

	Además, la orden de dar cobertura a los proyectados impuestazos del Gobierno de Sánchez ha sido cumplida hasta la saciedad, pues el contenido de su libro blanco hace un resumen de la fiscofilia, casi en cada página. Una muestra, cuarenta y tres de sus propuestas suponen aumentos impositivos: creación de nuevos impuestos, reducción de bonificaciones e incentivos fiscales, subidas de tipos de gravamen, entre otros. En tanto que solo ocho constituyen disminuciones. El resto abarcan cuestiones de carácter técnico, formal o procedimental que no anticipan necesariamente efectos en la carga fiscal soportada por el contribuyente.

	Al justificar el hachazo fiscal al Estado de las Autonomías la han cumplido con un entusiasmo ilimitado, propio del meritorio que quiere acceder a un puesto de trabajo. Otra muestra, la desproporcionada extensión del espacio que en el libro blanco se destina a la fiscalidad autonómica (120 páginas) frente a la escasa atención dedicada al IRPF y al IVA, los dos grandes impuestos de nuestro universo fiscal, cuestión que ha sido resaltada por Ignacio Zubiri, uno de los expertos que adoptó la decisión de dimitir del comité ante el sesgo del funcionamiento de este, según ha declarado él mismo. Sesgo que, además de la desproporción señalada, se manifestaba según Zubiri en la dependencia jerárquica de la ministra de Hacienda que tenían la mayoría de los miembros del comité, en la limitación y restricción de los debates en su seno o en la evidente propensión a avalar las decisiones y proyectos del gobierno.

	Adicionalmente, el servicio a los fines del gobierno no ha finalizado con la entrega del llamado libro blanco. Como muestra ilustrativa, las declaraciones del presidente de los expertos al diario El País a los pocos días de hacerse público su libro blanco. Entre otras joyas, manifestaba estas dos: “Es lamentable decir que el dinero está mejor en el bolsillo de los ciudadanos”, o “no puedes pedir autonomía financiera para cargarte impuestos”.

	Empezando por la segunda manifestación, conviene aclarar que ninguna comunidad autónoma (tampoco la de Madrid) está “pidiendo autonomía financiera”. Sencillamente porque la tienen reconocida por la Constitución y concretada en las leyes que la desarrollan. Y ni en la Constitución ni en las reseñadas leyes se impone como limitación a la autonomía que esta pueda ser utilizada para disminuir la carga fiscal exigida a los contribuyentes: ¡hasta ahí se podía llegar! De manera que a la frase del presidente de los expertos corresponde darle la vuelta. No puedes hurtar la autonomía financiera otorgada constitucionalmente para hacer obligatoria la asfixia fiscal al contribuyente.

	Respecto de la primera poco hay que añadir. Tan legítimo es preferir que el dinero esté en el bolsillo del que lo genera como que acabe coactivamente en el que no lo ha generado y que, con frecuencia, lo administra deficientemente. Si esta última es la preferencia del que ha presidido a los expertos, bastante tiene él con tenerla. Pero no debería olvidar lo que dijo Jovellanos: “El impuesto debe salir de lo superfluo, no de lo necesario”, reflexión qué le debería llevar a tener presente la existencia de límites a la imposición que, desde luego, si son sobrepasados, determinan que lo realmente “lamentable” sea el exceso de exacción.

	Otra cuestión que conviene señalar consiste en la considerable heterogeneidad que existe en la presentación del libro blanco. Es innegable que un producto que resulta del trabajo de quince personas (inicialmente diecisiete) exige un considerable trabajo de homogeneización para que en su última versión ofrezca la suficiente coherencia interna. La lectura del documento revela que el citado trabajo no ha sido adecuadamente realizado, siendo numerosos los déficits que existen al respecto.

	Por citar uno especialmente significativo, nos referiremos al modo en el que se incardinan las propuestas con los datos y la argumentación en la que se basan. En ocasiones, los expertos enuncian una propuesta y, a continuación, la justifican. Como ejemplo, la primera propuesta es enunciada en la página 236 para después (páginas 236 y 237) explicar su fundamentación.

	Sin embargo, en otras ocasiones el modus operandi es justamente el contrario. Primero se aportan datos y se esgrimen argumentos sobre una cuestión que, aportados y esgrimidos, dan paso al enunciado de una propuesta. Como muestra, la propuesta 118 figura en la página 725, habiéndose destinado las anteriores a su justificación.

	Como última cuestión general, cabe señalar que el libro blanco contiene un importante volumen de información económica, ciertamente útil para evaluar la actual realidad tributaria y para alimentar sus posibles modificaciones. Pero, junto a ello, ha de señalarse que, en no pocas ocasiones, la propia selección de la información reflejada, el modo de presentarla y su utilización responden a la propensión general existente en el comité que ha señalado Ignacio Zubiri, en orden a suministrar un aval técnico a lo que previamente tenía decidido el gobierno.

	 

	 

	CUESTIONES ESPECÍFICAS (1): EL AUMENTO GENERAL DE LOS IMPUESTOS

	Ya hemos anticipado el desequilibrio existente entre las propuestas pro fisco que realizan los expertos (cuarenta y tres) y las que son pro contribuyente (solo ocho). Son varios los comentarios que pueden completar lo anterior.

	Comentamos en primer término las propuestas relativas a la fiscalidad medioambiental. Es esta un instrumento cuya utilización es generalmente aceptada para combatir la crisis climática, entendiendo que antes de gravar otras manifestaciones de la capacidad de pago, es preferible someter a gravamen aquellas que implican un daño al medioambiente.

	En un planteamiento neutral respecto a la exigencia impositiva, la lógica conduciría a que el aumento de la carga tributaria exigida a la sociedad por motivos medioambientales fuera acompañada de una reducción simultánea en otros impuestos que no cumplieran la función de proteger el medioambiente o incluso con su supresión.

	La lectura del libro blanco evidencia que no es así, pues el impulso que se propone dar a la fiscalidad medioambiental coexiste con propuestas que suponen mantener la práctica totalidad de los impuestos existentes (con alguna excepción poco significativa) y, en no pocas ocasiones, con aumentos de la exigencia que suponen para los contribuyentes.

	En sus propuestas relativas a la fiscalidad medioambiental se propone aumentar la tributación del combustible utilizado por naves y aeronaves, la del utilizado para usos agrícolas, la del consumo de diésel y gasolina para el desplazamiento rodado o la del consumo de gas. También se propone aumentar la fiscalidad de la adquisición de vehículos, la que grava la generación de residuos, y la que recae sobre el uso de instalaciones hidráulicas.

	Simultáneamente, se prevé la creación de hasta siete nuevos impuestos que, respectivamente, gravarían:

	•      La utilización de infraestructuras viales interurbanas.

	•      La utilización de vías urbanas.

	•      La adquisición de billetes de avión.

	•      La extracción de áridos.

	•      La utilización de fertilizantes nitrogenados.

	•      La emisión de determinados gases por instalaciones industriales.

	•      La extracción de recursos hídricos.

	Según figura en el propio libro blanco (página 315), el conjunto de las subidas impositivas y la creación de los nuevos impuestos supondría hasta 17.740 millones de euros.

	En la misma página se cifra en 2 717 M€ la reducción de la carga impositiva que supondría la propuesta de suprimir el impuesto que grava el valor de la producción eléctrica y la reforma del impuesto especial sobre la electricidad. En definitiva, el conjunto de la reforma fiscal medioambiental que se propone les podría suponer a los contribuyentes españoles más de 15 000 millones de euros.

	Dos son las cuestiones que sugiere lo anterior. Una se refiere a la falta de justificación de algunas de las propuestas. La otra a su dimensión cuantitativa.

	Establecer un impuesto por el uso de las infraestructuras viales interurbanas no tiene justificación alguna. Recordemos que el sistema de peajes encuentra su justificación en la repercusión del coste de construcción de una autopista exclusivamente a sus usuarios, de modo que la empresa privada constructora dispone de una concesión durante un largo periodo de tiempo en el que, mediante el cobro del peaje, recupera el coste de su inversión. Nada tiene esto que ver con el nuevo impuesto que se propone, con el que se gravaría el uso de una autopista cuya inversión ya ha sido recuperada, intentando justificar el gravamen por el efecto contaminante que provoca su utilización. Ahora bien, este efecto ya está gravado —y suficientemente gravado— con la imposición que grava la adquisición de vehículos y el uso de los carburantes. De ahí que el nuevo impuesto propuesto provocaría una duplicidad de gravamen.

	Establecer un impuesto que gravase el uso de las vías urbanas afectadas por la congestión tampoco aparece justificado, pues supone hacer recaer la culpa de esta al usuario del vehículo, cuestión que no responde a la realidad. En efecto, los atascos urbanos son consecuencia de múltiples causas: un deficiente diseño de los horarios comerciales y laborales; una deficiente planificación y conservación de las calles; las dificultades al tráfico que suponen la multitud de actos oficiales; las ocasionadas por las múltiples manifestaciones y concentraciones políticas… todas estas circunstancias y otras muchas son las causas de la congestión, por lo que culpabilizar a los conductores de los vehículos y hacer recaer sobre ellos el impacto de las externalidades de la congestión resulta tremendamente injusto.

	Entrando ya en el importe cuantitativo del conjunto de las medidas propuestas (más de 15.000 millones de euros), este podría ser aceptable si el resto de las propuestas de los expertos referidas a otros ámbitos fiscales contemplara reducciones de la carga fiscal por una cifra al menos igual a la anterior. No es así, pues ya he manifestado que lo planteado en el libro blanco es una subida impositiva general. Esta circunstancia desactiva de racionalidad al feroz aumento de la fiscalidad medioambiental que se propone.

	Es relevante el planteamiento, por otra parte escaso, que se realiza sobre el IRPF y el IVA. Se expone inicialmente la conveniencia de ampliar las respectivas bases imponibles, cuestión sobre la que evidentemente hay que estar de acuerdo. Sin duda, el aumento de los niveles de renta y de consumo de los españoles haría crecer las bases de ambos impuestos y aumentaría su potencia recaudatoria, de manera que podría llegar a obtenerse el mismo volumen de recaudación que ahora se obtiene con una carga tributaria menor para los españoles.

	Sin duda, para que aumente el nivel de renta y de consumo, resultaría útil una moderación de la actual política tributaria que aumentará la renta disponible de los individuos como palanca de crecimiento de las bases tributarias.

	Sin embargo, lejos de lo anterior, en el libro blanco se propone endurecer la actual tributación de los dos impuestos, mediante la supresión y/o disminución de las actuales exenciones, reducciones, deducciones y bonificaciones fiscales. En definitiva, lo que proponen los expertos es que, a igual nivel de renta y consumo, se pague más por el IRPF y más por el IVA.

	Especialmente preocupante resulta la propuesta de elevar el límite conjunto de las cuotas del IRPF y del Impuesto sobre el Patrimonio hasta el 70 % de los ingresos de cada individuo (recordemos que actualmente es el 60 %). Una leve reflexión evidencia la monstruosidad que significaría aceptar que solo por esos dos impuestos, el Estado detrajera 70 de cada 100 euros de los ingresos netos obtenidos por un individuo.

	Es posible, y conveniente, realizar un cálculo más desarrollado. Pensemos en un individuo cuyos ingresos brutos fueran 100 u. m. La primera detracción que le realiza el Estado será la cotización social que le corresponda. Partamos de considerar que sean 20 u. m. (pueden ser más, pero consideramos que resulta aplicable el tope máximo previsto por lo que se queda en la citada cifra). Tras esta primera detracción sus ingresos netos quedan limitados a 80 u. m. (100- 20 = 80). A continuación, el Estado le detrae por IRPF y por I.P el 70 % (nuevo límite conjunto, lo que supone 56 u. m. (80 x 70 % = 56), con lo que su renta libre o disponible queda reducida a 24 u. m. (80 – 56 = 24). Pero una buena parte de esta (si no toda) la tendrá que destinar para su consumo, pagando otra importante factura tributaria adicional (21 % en los bienes y servicios gravados por IVA, un porcentaje mayor si el tributo pagado es un Impuesto Especial). Además, deberá pagar el Impuesto sobre Bienes Inmuebles sobre las fincas urbanas y rústicas que posea, así como otros tributos de carácter local. No es mucho aventurar que de los 24 u. m. de su renta inicialmente libre (tras pagar cotizaciones sociales, IRPF e IP) un 50 % le vuelva a ser detraído impositivamente por el Estado por los citados impuestos indirectos y locales, por lo que, finalmente, su renta libre de impuestos podría quedarse tan solo en un 12 u. m., (24 x 50 % = 12), tan solo un 12 % de los ingresos que fue capaz de generar.

	¿Consideramos lo anterior compatible con una sociedad libre? ¿Estamos dispuestos a aceptar una organización social en la que el Estado se quede coactivamente hasta con 88 euros de cada 100 que genere un individuo con su esfuerzo, su trabajo y, en su caso, con el riesgo asumido? Personalmente lo considero inaceptable, y absolutamente contrario a la idea más básica de libertad.

	Me anticipo a la posible crítica fiscofílica basada en la escasa proporción de españoles que se verían afectados por la aplicación del nuevo límite conjunto (70 %) que proponen los expertos. Me da igual, ¡aunque solo fuera uno! También era solo uno el afectado por cada uno de los secuestros de la banda terrorista ETA, y el ser solo uno no impedía que se tratara de un monstruoso atentado a la libertad.

	Quiero decir que la gravedad moral de una medida liberticida y, en su caso, de su aceptación por la sociedad, no se mide exclusivamente por el número de los afectados, sino también por la relevancia de la agresión que supone a las libertades individuales. Y, en este sentido, que el Estado se incaute el 88 % o más de los ingresos generados por un individuo constituye una agresión descomunal a la libertad, a la del individuo afectado y a la de todos los que convivimos con él. Si la sociedad española consiente semejante monstruosidad, estaría siendo cómplice del liberticidio.

	En relación con la imposición patrimonial, los expertos del libro blanco se centran básicamente en dos figuras: El Impuesto sobre el Patrimonio Neto y el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Para desgracia de la posible modernización y europeización de nuestro sistema tributario, su preocupación es justificar como sea la subsistencia de ambas figuras, vetustas y obsoletas donde las haya.

	Adicionalmente, proponen determinadas medidas de reforma que en algunos casos son positivas y en otras negativas para los contribuyentes. Eso sí, sus propuestas resultan absolutamente negativas para los residentes en aquellas Comunidades Autónomas que han optado aligerar a sus ciudadanos la carga tributaria que representan estos anacrónicos impuestos, especialmente para la pionera y más avanzada: la Comunidad de Madrid, auténtica obsesión enfermiza para los expertos, obsesión que comparten con quien los ha designado (María Jesús Montero) y con el superior de ésta (Pedro Sánchez). Pero esto nos lleva a la propuesta del neocentralismo fiscal que abordamos posteriormente.

	 

	 

	CUESTIONES ESPECÍFICAS (2): LA JUSTIFICACIÓN DE LAS SUBIDAS FISCALES

	Para tratar de justificar los numerosos aumentos impositivos que proponen, los expertos aportan un volumen cuantioso de información económica y un determinado número de argumentos, estos con una considerable reiteración. Exponer el análisis de la primera y contra argumentar respecto a los segundos exigiría un libro blanco alternativo, cuestión que excede de las posibilidades de tiempo y espacio disponibles aquí y ahora, por lo que nos limitaremos a realizar determinadas acotaciones.

	En primer término, es obligado resaltar que como justificación general y básica para la subida general de impuestos que proponen, los expertos recurren a la comparación entre nuestra presión fiscal y la existente en la Unión Europea. Conceden así al citado parámetro (presión fiscal) la cualidad de instrumento útil para comparar el sacrificio tributario soportado por los individuos residentes en diferentes países.

	Ya figura en el Capítulo IV de este libro mi posición al respecto. Comparto la tesis, hoy mayoritaria entre los hacendistas, de considerar a la presión fiscal como un instrumento deficiente para las comparaciones internacionales y de mantener, alternativamente, que para ello la herramienta idónea es el esfuerzo fiscal. Pero, claro, los datos de este indicador no habilitan el aumento de la carga tributaria a los españoles, motivo por el que los expertos de Hacienda huyen de su utilización.

	Lo más grave del caso es que una vez que, por la razón expuesta, deciden refugiarse en la presión fiscal, utilizan los datos de esta correspondientes al año 2019. No utilizan los de 2021 (aún no oficial aunque conocidos de forma aproximada), pero es que ni siquiera utilizan los de 2020 que sí gozan ya de oficialidad. Este uso de datos anticuados y viciados de una clara obsolescencia resultan difícilmente aceptables en un informe técnico.

	En efecto, tanto en la página 16 como en la 66 de su libro blanco, los expertos señalan que la presión fiscal de España en el año 2019 era inferior a la existente en la Unión Europea (3,9 puntos porcentuales de diferencia respecto a la media sin ponderar y 6,9 p.p. con la media ponderada), señalando además que nuestra presión fiscal se mantiene bastante estable desde 1995. Claro, si cortas la serie temporal en 2019 como artificialmente hacen ellos.

	Es así porque la presión fiscal aplicada en España aumentó en 2020 (año que los expertos ignoran), reduciéndose la diferencia con la Unión Europea debido a la confluencia de dos efectos:

	•      Uno, las subidas impositivas decretadas por el Gobierno de Pedro Sánchez frente a las reducciones aplicadas en los países de nuestro entorno.

	•      Dos, la contracción de nuestro PIB, que fue la mayor entre los países de nuestro citado entorno.

	Y, porque en 2021, aún desconociéndose el dato oficial, la presión fiscal existente en España ha vuelto a crecer, debido al mayor aumento habido en la recaudación tributaria (un 15 % solo en la Agencia Tributaria) frente al logrado en el PIB (un 5 %).

	En definitiva, tanto si los expertos hubieran utilizado el esfuerzo fiscal para comparar la dureza de nuestra fiscalidad con la europea, como si hubieran recurrido al dato de la presión fiscal, fuera la existente en 2020, fuese la habida en 2021, no hubieran tenido argumento con el que justificar la general subida de impuestos que proponen. De ahí que se refugien en el dato anticuado de la presión fiscal correspondiente a 2019. Un truco poco edificante para un informe técnico que pretende constituir la cobertura científica de la subida general de impuestos que proyecta Pedro Sánchez si la sociedad española se lo consiente en las elecciones de 2023.

	En otro orden de cosas, los expertos han consumido un considerable esfuerzo y espacio para intentar justificar el mantenimiento en el sistema tributario español del Impuesto sobre el Patrimonio. Con dicha finalidad, esgrimen los siguientes tres argumentos:

	1º) Cumple una función de control en el resto del sistema (en especial, en el IRPF).

	2º) Es un incentivo a la utilización productiva del patrimonio poseído por los individuos.

	3º) Tiene una función redistributiva de la riqueza entre los individuos.

	Merece la pena detenerse para analizarlos.

	Respecto al primer argumento de los expertos, tan solo cabe exponer que resulta inconcebible que pueda figurar en un informe técnico. Es así porque la aludida función de control se cumpliría exactamente igual con una mera declaración de carácter informativo creada ad hoc y semejante a la declaración sobre bienes y derechos en el exterior. También con el establecimiento de una obligación de suministrar la correspondiente información como anexo a la declaración anual del IRPF. En definitiva, esgrimir la función de control del Impuesto sobre el Patrimonio como argumento para mantener su exigencia no merece siquiera la calificación de argumento.

	Por su parte, pretenden justificar también la existencia o exigencia del Impuesto sobre el Patrimonio argumentando que representa un incentivo para la utilización productiva del capital poseído por un individuo. Lo argumentan reiteradamente (entre otras, páginas 47, 613, 634, 635 o 643 del libro blanco), pero un argumento incierto repetido muchas veces no adquiere la condición de cierto. Es inevitable preguntarse si de verdad ellos mismos se lo creen. ¿Se creen los expertos su reiterada afirmación? No les considero tan naif.

	En cualquier caso, llama la atención que, pese al abundante volumen de datos que contiene el informe, los expertos no aporten ninguna estadística que apoye su reiterada afirmación. No obstante, utilizando varios de los datos que se reflejan en diferentes momentos del libro blanco, si es posible obtener una información que en absoluto corrobora la reiterada afirmación de los expertos. Vamos a verlo mediante la comparación de determinados datos relativos a las Comunidades Autónomas de Cataluña, Madrid y Valencia. En Madrid, el impuesto dejó de exigirse a partir de 2010, por lo que son ya once años de divergencia con respecto a las otras dos comunidades en las que sí es exigido.

	Extrayendo datos que figuran en las tablas V.12), V.13, V.16 y V.17 (páginas 650, 651, 655 y 656 del libro blanco respectivamente) se obtienen los porcentajes correspondientes al patrimonio declarado globalmente en cada Comunidad Autónoma, respecto al total declarado a nivel nacional, así como los porcentajes que representan la parte de patrimonio materializado en inversiones productivas por los contribuyentes de cada una de las tres comunidades en relación con total nacional.

	Hemos entendido por inversiones productivas:

	< 1 > : Participaciones en instituciones de inversión colectiva cotizadas.

	< 2 > : Participaciones en instituciones de inversión colectiva no cotizadas.

	< 3 > : Acciones y participaciones en el capital de sociedades cotizadas.

	< 4>: Acciones y participaciones en el capital de sociedades no cotizadas.

	Las inversiones que hemos considerado “no productivas” son las materializadas en bienes inmuebles, así como en bonos, obligaciones y títulos de deuda pública. Los datos correspondientes a lo que en el libro blanco se denominan “patrimonios bajos” (inferiores a 1.000.000 €) son los siguientes:
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	 (El porcentaje de la Comunidad de Madrid es muy reducido, pues la obligación de presentar declaración por el Impuesto surge a partir de 2 000 000 € de patrimonio).

	Como indicador sintético de la inversión productiva existente en cada Comunidad (su porcentaje respecto al total nacional) hemos utilizado la media simple de los cuatro porcentajes correspondientes a cada una de las modalidades de inversión productiva que hemos considerado. Dicho indicador figura en la última columna del cuadro.

	La principal utilidad del cuadro es la de comparar su primera y su última columna, por lo que para facilitar la comparación:
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	Vemos que en Cataluña reside el 43,7 % del volumen de “patrimonio bajo” declarado en España, en tanto que participa del 43,02 % del citado patrimonio que está materializado en inversiones productivas. Tiene en consecuencia un diferencial negativo de 0,68 %.

	Otro tanto sucede en la Comunidad de Valencia, en la que el porcentaje de patrimonio materializado en inversiones productivas es inferior en un 0,19 % al porcentaje que representa su patrimonio.

	Por el contrario, la Comunidad de Madrid, en la que el volumen de “patrimonio bajo” declarado es el 2,3 % del total nacional, presenta una materialización en inversiones productivas igual al 3 % del conjunto de toda España. Tiene un diferencial positivo.

	Gráficamente:
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	En definitiva, los datos indican que no es cierto que la exigencia del Impuesto sobre el Patrimonio en las Comunidades de Cataluña y de Valencia se corresponda con una mayor utilización del patrimonio individual en inversiones productivas que la existente en la Comunidad de Madrid. Por el contrario, sucede exactamente al revés.

	En el libro blanco se reflejan también los mismos datos que hemos utilizado hasta ahora, pero referidos a lo que en él se denomina “patrimonios altos” (superiores a 30 000 000 de €). Para este caso, los valores de la tabla anterior son:
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	En el cuadro puede observarse que el porcentaje de los declarantes en Madrid es ya un 73,9 %, pues todos los que tienen un patrimonio superior a 30 000 000 € están obligados a presentar la declaración del impuesto.

	De nuevo, sintetizando la información de este cuadro, elaboramos este otro:
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	Se constata que en la Comunidad de Madrid sigue existiendo un diferencial positivo, pues el porcentaje en el que participan los madrileños de la inversión productiva nacional es mayor que su peso en el patrimonio total declarado en España. Sucede igual en la Comunidad de Valencia, mientras que Cataluña sigue manteniendo entre los “patrimonios altos” un diferencial negativo (existe un menor peso relativo del patrimonio materializado en inversiones productivas).

	Gráficamente:
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	Es decir, en los “patrimonios bajos” el peso relativo del patrimonio materializado en inversiones productivas es mayor en Madrid que en Cataluña y en Valencia. Y en los “patrimonios altos”, Madrid y Valencia tienen una posición similar entre sí con un peso relativo del patrimonio materializado en inversiones productivas superior al que ofrece Cataluña.

	Como conclusión, los datos empíricos no corroboran en absoluto lo reiteradamente afirmado por los expertos: la exigencia del Impuesto sobre el Patrimonio en Cataluña y en Valencia no se corresponde con una utilización más productiva del patrimonio personal.

	Por último, respecto al efecto redistributivo del Impuesto sobre el Patrimonio, nos encontramos de nuevo con una afirmación reiteradamente presente en el libro de Hacienda, donde se afirma que, aunque leve, existe. Desde luego, de existir, evidentemente es leve, levísima, por no decir insignificante hasta ser prácticamente nula. Para constatarlo es suficiente con utilizar estos tres datos:

	La recaudación anual del impuesto (1 152 M €, según la página 616 del informe).

	El número de declarantes (177 931, según la página web de la Agencia Tributaria).

	El número de habitantes de España (47 360 000, según datos del INE)-
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	Como vemos, distribuido el volumen total recaudado por el impuesto, tocamos a 24 euros per cápita ¡valiente redistribución! Eso sí, la cuota media detraía al conjunto de los declarantes es 6.474 €. Estos datos explican que la auténtica y única motivación subyacente al pretender que se mantenga el impuesto es satisfacer una de las más bajas pasiones del ser humano: la envidia. Se trata de contentar a muchos no por el beneficio que va a representar para ellos la existencia del impuesto (24 € per cápita), sino por el perjuicio que va a suponer para unos pocos (6 474 € por cabeza).

	Adicionalmente, la cifra señalada de recaudación (1.152 millones de €) indica también que la contribución del Impuesto sobre el Patrimonio a la suficiencia del sistema tributario es poco relevante. Supone un 50 % del coste anual que representa la existencia de las televisiones públicas, de manera que reduciendo a la mitad el despilfarro de estas se igualaría el efecto recaudatorio negativo que supondría la supresión del Impuesto tendría sobre las cuentas públicas.

	Enlazando con lo anterior, resulta ilustrativo el siguiente cuadro elaborado a partir de la información del libro blanco contenida en las páginas 629 y 660 (y siguientes):
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	En el cuadro se observa que, de los países considerados, España es el único en el que se exige el Impuesto sobre el Patrimonio. Al tiempo, se observa también que España es uno de los países donde, según el índice de Gini, existe una menor concentración de la riqueza.

	Quiere decir lo anterior que, frente a la opinión de los expertos, ninguno de los ocho países con una mayor concentración de riqueza que la existente en nuestro país (desde Alemania hasta Italia) consideran que el Impuesto sea útil para la redistribución.

	En lo que hace al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, los expertos justifican su mantenimiento por sus efectos redistributivos (otra vez), por su contribución a la suficiencia del sistema (de nuevo) y por su arraigo histórico en España.

	Empezando por el final, es cierta la dilatada existencia del citado tributo en el universo fiscal español. Lo que sucede es que, a lo largo de la misma, nuestra fiscalidad ha cambado radicalmente y lo que era razonable antaño, se ha tornado en irracional hogaño. Para constatarlo, vamos a realizar una comparación entre la exigencia tributaria de antes y de ahora en dos conceptos: los ingresos personales y el consumo en general, y referida a dos momentos: el anterior a la reforma fiscal de Fernández Ordóñez y el actual:
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	Partíamos de una fiscalidad moderada en la que los ingresos personales tributaban al 12 % (en el antiguo Impuesto sobre los Rendimientos del Trabajo Personal -IRTP-), y en la que el consumo personal estaba gravado al 6 % (en el antiguo Impuesto sobre el Tráfico de las Empresas -ITE).

	En dicho escenario, en el que la moderación de la carga impositiva recaída sobre los individuos facilitaba el ahorro y la formación de un patrimonio personal, encontraba plena justificación que al transferirse éste, total o parcialmente, en vida o por fallecimiento, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones cumpliera una cierta función revisora y, mediante su exigencia, el Estado participará del patrimonio transmitido.

	Ahora bien, como se sabe, desde la reseñada Reforma Ordóñez, el entonces creado IRPF supuso un notable aumento en la tributación de los ingresos personales, aumento que se ha acrecentado con el paso del tiempo. Por su parte, con la introducción del IVA, el consumo personal pasó de estar gravado al 6 % a gravarse al 16 %, porcentaje que ha ido subiendo sucesivamente al 18 %, al 19 % y hasta el 21 % actualmente.

	De manera que, en la actualidad los ingresos personales tributan entre un 19 % y un 47 % en vez de al 12 %, y el consumo personal, un 21 % en lugar del 6 %. Este radical cambio ha hecho perder la antigua justificación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Sin duda, que tras pagar lo que se paga recurrentemente por obtener ingresos y por consumir, el Estado siga detrayendo una parte del patrimonio transferido gratuitamente resulta absolutamente injustificado. Más aún, si se considera que el tipo impositivo aplicable al recibir una herencia o una donación pude llegar hasta el 81,6 %. Eso no es redistribución, eso es confiscación.

	Por los motivos expuestos, no resulta extraño que el impuesto haya sido suprimido ya en la mayoría de los países de la Unión Europea, siendo solo una minoría los que aún lo mantienen. Y sin olvidar que, en todo caso, los tipos confiscatorios aplicados en España se aplican exclusivamente en Bélgica, pues en el resto de los países que todavía lo exigen, los tipos aplicados son considerablemente más reducidos que en España.

	De ahí que la única reforma lógica del impuesto es su supresión, sin que quepa argumentar la incidencia negativa que para las arcas del fisco tendría su supresión (2.592 M €, según figura en la página 616 del libro blanco de Hacienda). Basta recordar que, según el informe de la AIREF (2019) en España se entregan anualmente 30 000 millones de euros en subvenciones, existiendo 14 000 de ellos en los que no existe el más mínimo control ni en su concesión (para verificar que concurren las condiciones exigidas) ni en el cumplimiento posterior de las actividades por las que se realizó la concesión. Bastaría con ajustar mínimamente el rigor en la concesión y control de las subvenciones para compensar la pérdida de recaudación que supondría la eliminación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

	No quiero acabar este apartado sin hacer referencia a dos últimas cuestiones que están respectivamente presentes y ausentes en el libro blanco de los expertos de Hacienda.

	Empezando por la cuestión presente, hay que señalar que en la página 683 y siguientes, los expertos reconocen la existencia de una sobreimposición de la propiedad inmobiliaria al existir una doble tributación de los inmuebles en el Impuesto sobre el Patrimonio y en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI). No se puede más que estar de acuerdo con su opinión. Efectivamente, la sobreimposición existe.

	Por lo expuesto, llama la atención el contenido de la propuesta 108 en la que se dice literalmente: “En relación con la sobreimposición sobre los bienes inmuebles, el Comité cree que será conveniente evaluar fórmulas de ajuste que permitieran reducir este efecto respecto de los contribuyentes gravados en el IP”. ¿Y ya? En un informe de 786 páginas, reconocida la existencia de una sobreimposición, ¿todo lo que proponen los expertos es que se evalúen fórmulas de ajuste? Y, además, no para su eliminación, sino tan solo para su redacción. El exceso de fiscofilia inunda su espíritu.

	Abordando ahora la ausente. Sorprende sobremanera que un libro blanco que cuenta con 786 páginas, de las cuales existen 119 páginas dedicadas a la imposición patrimonial, apenas se mencione el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos jurídicos Documentados, figura tributaria que proporciona anualmente a las Comunidades Autónomas 9.145 millones de euros (año 2019, según figura en la página 710), importe que casi triplica la recaudación conjunta de los Impuesto sobre el Patrimonio y sobre Sucesiones y Donaciones, figuras a las que están destinados la inmensa mayoría de las 119 páginas reseñadas.

	Claro, este “no estudio” del ITP-AJD les ha permitido a los expertos omitir cualquier referencia, comentario o mención a un hecho peculiar y absolutamente grave desde la perspectiva técnica y de progresividad de nuestro sistema tributario.

	Me estoy refiriendo a la anomalía que supone la introducción por algunas Comunidades Autónomas (entre otras: Asturias, Cataluña, Baleares o Extremadura, según consta en un informe de la OCU) de diferentes tipos impositivos en las transmisiones patrimoniales onerosas según el importe de la base imponible, lo que supone aplicar una escala progresiva donde no puede —no debe— aplicarse.

	En efecto, que se aplique la progresividad de tipos en un impuesto de naturaleza real y carácter indirecto (como el que grava las TPO) es una auténtica aberración técnica. Por eso, además, constituye un incumplimiento del principio constitucional de progresividad o, cuando menos, un cumplimiento claramente defectuoso.

	Por las razones expuestas, no puede entenderse que el libro blanco haya omitido cualquier referencia a esta cuestión. Se conoce que los expertos están preocupados y ocupados por el ejercicio de la autonomía financiera por parte de algunas comunidades autónomas, al tiempo que muy desocupados y nada preocupados por el modo en el que la ejercen otras. Dime lo que te ocupa o preocupa y te diré cual es tu color.

	 

	 

	CUESTIONES ESPECÍFICAS (3): EL NEOCENTRALISMO FISCAL PROPUESTO

	Desconozco si los expertos son centralistas, autonomistas, o federalistas. Pero es indiscutible que, por las instrucciones recibidas, en su libro blanco se han visto obligados a desempolvar el más rancio gabán del viejo centralismo para inundarlo de un neo centralismo fiscal propio de épocas pasadas y menos democráticas.

	Con carácter previo a exponer los rasgos más característicos de la recentralización que propone el comité de expertos, conviene reflejar las declaraciones que hizo su presidente al diario El País a los pocos días de hacerse público el libro blanco, En concreto, manifestaba: “No se puede pedir autonomía financiera para cargarse un impuesto”. Bueno será recordar al experto presidente que las comunidades autónomas no piden ni al Gobierno de la nación ni a nadie autonomía financiera, por la sencilla razón de tenerla concedida por la constitución y regulada por las leyes orgánicas que la desarrollan. De manera que se ha errado el tipo, se ha abordado la confección del libro blanco como una suerte de examen o revisión por parte del Gobierno central respecto del comportamiento de las comunidades autónomas. Pero el escenario jurídico y político es otro. El Estado de las autonomías es una realidad constitucional y el Gobierno central carece de autoridad legal y moral para repartir aprobados o suspensos a la utilización que los Gobiernos autonómicos hacen de sus competencias en materia fiscal. Es a los ciudadanos de cada Comunidad en las sucesivas citas electorales autonómicas, a los que corresponde evaluar lo que el Gobierno ha evaluado indebidamente a través del comité de sus expertos.

	Expuesto lo anterior, la lectura del Capítulo V del libro blanco y, en especial, de las páginas 708 y siguientes revela que los expertos:

	•      Demuestran tener una significativa aversión a la competencia fiscal.

	•      Demuestran temer los posibles efectos de la competencia fiscal.

	•      Demuestran su oposición al espíritu y principios del Estado de las autonomías.

	•      Abogan por una uniformidad fiscal relativa entre comunidades autónomas.

	•      Habilitan la imposición de una uniformidad fiscal autonómica absoluta.

	•      Realizan una deficiente síntesis de la posición de las comunidades autónomas.

	•      Caen en el error de identificar volumen de gasto con calidad del servicio.

	 

	Los expertos de Hacienda demuestran tener una significativa aversión a la competencia fiscal.

	Solo así puede entenderse que se les hayan deslizado expresiones como “competencia fiscal nociva” (página 712, último párrafo), o “excesivo ejercicio de competencia fiscal” (página 712, segundo párrafo). Evidentemente, calificar la competencia fiscal como nociva o excesiva ilustra hasta qué punto se es refractario ante su existencia. El que considera positivo la existencia de competencia fiscal jamás considera su ejercicio nocivo o excesivo. Inevitablemente, esta reserva de los expertos hacia la competencia fiscal condiciona sus argumentos y sus propuestas (propuesta 118, página 725).

	Ahora bien, es inevitable considerar que cualquier reserva relativa a la competencia fiscal (en este caso autonómica) no es sino una manifestación concreta de las reservas a cualquier tipo de competencia, circunstancia más que preocupante. Baste considerar que es la competencia política entre partidos lo que caracteriza a una democracia, y que es la falta de dicha competencia lo que caracteriza a una dictadura.

	 

	Los expertos de Hacienda demuestran temer los posibles efectos de la competencia fiscal.

	No cabe duda. De una parte, les preocupa que el uso de la autonomía financiera autonómica provoque una general reducción de la fiscalidad afectada, es decir, de la carga tributaria exigida a los contribuyentes por los impuestos patrimoniales (¡ay, esa fiscofilia enfermiza que les hace preocuparse porque disminuya la exigencia impositiva!).

	Precisamente, la moderación tributaria inducida constituye uno de los atractivos que ofrece la competencia fiscal. De modo similar a como la competencia en los mercados induce a que los consumidores disfruten de precios más reducidos de los bienes y servicios que consumen.

	De otra, les preocupa que la diferente utilización de la autonomía fiscal por las diversas comunidades autónomas pueda provocar decisiones de cambio de residencia por los contribuyentes (me niego a hablar de localización como hacen ellos, lo que se localiza y deslocaliza son las empresas y/o las inversiones, los individuos elegimos y cambiamos nuestra residencia).

	Pero esta preocupación de los expertos refleja que, en definitiva, también les preocupa la libre elección de residencia, cuestión que resulta preocupante, por afectar a un derecho ciudadano irrenunciable.

	Debe considerarse que un ciudadano puede decidir también un traslado de su residencia buscando una comunidad que ofrezca un mejor servicio sanitario o un mejor servicio educativo, ¿deben suprimirse por ello las competencias autonómicas en sanidad?, ¿o en educación?

	Adicionalmente, los propios expertos ofrecen (página 715, último párrafo) la que para ellos es una terrible consecuencia provocada en términos de elección de residencia reflejando que, según dos investigadores, la bonificación al 100 % del Impuesto sobre el patrimonio existente en Madrid ha determinado que entre 2011 y 2015, las otras catorce comunidades de régimen fiscal común hayan perdido en conjunto ¡375 declarantes del impuesto!, veintiséis como media por comunidad a lo largo de seis años, a un ritmo medio de cuatro anuales ¡Tremendo! ¡Bestial! ¡Insoportable!

	 

	Los expertos de Hacienda demuestran ser contrarios al espíritu y principios del Estado de las Autonomías.

	Es innegable. Se refieren a la “conveniencia o necesidad de ordenar el ejercicio de las competencias cedidas a las CC. AA”. (Página 708, primer párrafo); a que “las experiencias acumuladas… obligan a una reconsideración de las competencias normativas cedidas en el IP y en el ISD” (página 711, último párrafo); o a que “el sistema actual no está exento de problemas y disfuncionalidades en su aplicación práctica. De ahí la necesidad de abordar una revisión del alcance de las competencias normativas en el ámbito autonómico” (página 719, segundo párrafo).

	Está clara la posición de los expertos: el desarrollo autonómico del Estado establece unas competencias fiscales a las comunidades autónomas, pero como al Gobierno Central (centralista, centralísimo) no le gusta como las ejercen algunas de ellas, hay que ordenar su ejercicio, reconsiderarlas o revisarlas. En definitiva, recentralizar las competencias.

	Pero este espíritu neo centralista demostrado por los expertos no tiene por qué agotarse en la reversión de las competencias en materia fiscal pues, como se ha apuntado en la cuestión precedente, otros expertos del Gobierno en otras materias podrían abogar por re-centralizar las competencias en materia de sanidad o de educación.

	En definitiva, de generalizarse la palanca utilizada por los expertos para proponer la reducción, limitación o supresión de las competencias autonómicas en materia fiscal: su disgusto por el modo en el que se ejercen, cabría reducir, limitar o suprimir cualquier otro tipo de competencias autonómicas en cualquier otra materia. Conclusión grave que resulta absolutamente contraria al espíritu autonómico que emana de la Constitución. Así, aceptar o aplicar la recentralización de competencias en materia fiscal que proponen los expertos de Hacienda supondría el inicio de la horadación del Estado de las autonomías.

	 

	Los expertos de Hacienda abogan por una uniformidad fiscal relativa entre comunidades autónomas.

	Así se desprende del contenido de su propuesta 118 en la que proponen limitar las competencias normativas de las comunidades autónomas y, por tanto, su actual grado de autonomía financiera mediante la imposición de los siguientes límites:

	a) Respecto del mínimo exento, un porcentaje de aumento máximo.

	b) Respecto de la escala de gravamen, una reducción en un porcentaje máximo.

	c) Respecto de la cuota líquida, no podrá ser inferior a un determinado porcentaje de la de la cuota íntegra.

	Límites que, como es obvio, limitan o condicionan la autonomía fiscal de la que hoy disponen las comunidades autónomas, estableciendo así una uniformidad relativa.

	 

	Los expertos de Hacienda habilitan la imposición de una uniformidad fiscal autonómica absoluta.

	Sin duda, así es posible por no establecerse en su propuesta 128 ningún límite a las limitaciones en ella recomendadas, con lo que el margen de maniobra autonómico podría reducirse tanto como se quisiera.

	En efecto, en relación con el mínimo exento, el porcentaje máximo de aumento podría llegar a ser absolutamente insignificante (incluso en un 1 % o en un 2 %). La reducción de la escala de gravamen podría toparse de cualquier modo (incluso en un 1 % o en un 2 %). Y el porcentaje mínimo de la cuota líquida respecto de la cuota íntegra podría ser tan alto como se quisiera (un 98 % o un 99 %).

	Es decir, de acuerdo con la propuesta 118 de los expertos, queda habilitada el establecimiento de una uniformidad fiscal autonómica prácticamente absoluta que haría desaparecer (ya no reducirse) la actual autonomía fiscal de las Comunidades Autónomas.

	 

	Los expertos de Hacienda realizan una deficiente síntesis de la posición de las Comunidades Autónomas.

	Así es. A lo largo de las páginas 719 a 722, en el libro blanco se expone de forma resumida cuál es la posición individual manifestada por cada comunidad autónoma respecto a la conveniencia o inconveniencia de reducir o restringir la actual capacidad normativa de las comunidades. Lo que es igual, la conveniencia o inconveniencia de restringir el actual grado de autonomía fiscal de las comunidades autónomas.

	La primera deficiencia consiste en la incomprensible omisión de la posición que haya manifestado la comunidad autónoma de Baleares. Al parecer, esta comunidad no existe para los expertos. Como no resulta creíble que el Gobierno autonómico balear no haya respondido a la solicitud de opinión por parte del comité de expertos, la única opción razonable es que, sin más, su opinión ha sido mutilada en el libro blanco.

	No cabe esperar que se trate de una mutilación voluntaria o deliberada, sino de un lamentable error, pero que resulta ciertamente ilustrativo de la sensibilidad autonómica de los expertos. Que, tras preguntar a todas las comunidades autónomas sobre una cuestión que afecta significativamente a sus competencias, se hayan olvidado de reflejar el criterio manifestado por una de ellas, pone de relieve el escaso interés real de los expertos por las opiniones que mantienen los Gobiernos autonómicos.

	Pero lo expuesto no es el único defecto existente. Veamos la posición manifestada por la comunidad autónoma de Galicia que está reflejada en la página 721 (cuarto párrafo) y se refleja así en el libro blanco:

	“La posición de Galicia respecto de las competencias normativas se expresa en los siguientes términos: la armonización de la imposición patrimonial, de acometerse, debe respetar la autonomía financiera de las CC.AA. y sumir un cierto grado de diferencia territorial en la fiscalidad inherente a la propia autonomía, de manera que cada uno busque la relación ingreso-gasto que estime oportuno y que en todo caso debería funcionar como los mecanismos de la UE, exigiendo el resultado, pero sin limitar la forma de conseguirlo, al incidir de forma directa en la capacidad de autogobierno de las CC.AA. vaciando de contenido su autonomía financiera”.

	(Lo remarcado en negrita es nuestro).

	Vemos ahora la síntesis que realizan los expertos de las catorces posiciones autonómicas (recuérdese que la de Baleares ha sido omitida en el libro blanco). Figura en la página 722 (tercer párrafo):

	“En suma, tres CC.AA. (…) se oponen claramente a restringir el ámbito actual de sus competencias normativas… Otras dos (Galicia y…) también se oponen, aunque de forma matizada”.

	¿Dónde está el matiz que ven los expertos en la oposición de Galicia a la restricción de las actuales competencias autonómicas? Según figura en el párrafo en el que se refleja su posición, Galicia aboga porque: 1º) La relación ingreso-gasto sea buscada por cada comunidad en la forma “que estime oportuno”; 2º) no se limite la forma de conseguir dicha relación; 3º) no se limite la capacidad de autogobierno; y 4º) no se vacíe de contenido su autonomía financiera. Hay que insistir en lo preguntado: ¿Qué matiz vislumbran los expertos en la postura de la comunidad autónoma de Galicia? Esta se opone radicalmente (sin ningún tipo de matiz) a reducir la actual autonomía financiera autonómica. No hay más.

	No quiero, por prudencia, calificar la peculiar forma de interpretación utilizada por los expertos en el caso que acaba de describirse. Pero es tan evidente lo que han realizado que resulta innecesario calificarlo.

	 

	Los expertos de Hacienda caen en el error de identificar volumen de gasto con calidad del servicio.

	Se observa su evidente preocupación ante la posibilidad consistente en que la reducción de la carga impositiva, como efecto natural de la competencia fiscal, afecte negativamente a la suficiencia financiera de las comunidades autónomas. Al pensar así, están ignorando la existencia de la eficacia en la gestión y de la eficiencia en la utilización de los recursos.

	Precisamente, una de las ventajas inherentes a la reducción de impuestos estriba en que el poder tributario que decida tal cosa, está asumiendo la obligación de mejorar la eficacia y la eficiencia reseñadas, circunstancia que añade un atractivo más a cualquier rebaja de impuestos.

	Lo expuesto determina un error habitual por el que se identifica la calidad en la prestación de cualquier servicio con el volumen monetario empleado para prestarlo. Identificarlo así supone considerar que en la gestión de los servicios públicos no caben niveles diferentes de eficacia y eficiencia. En esta errónea concepción se considera que a más gasto mejor servicio y, correlativamente, a menos gasto peor servicio.

	Sin embargo, la citada concepción constituye un error mayúsculo que puede ejemplificarse mediante un supuesto imaginario. Pensemos en cualquier servicio público, la sanidad por ejemplo. Y ahora imaginemos que la correspondiente Consejería de una comunidad autónoma decidiera dotar de coche oficial a todos sus funcionarios, cambiar su sede oficial multiplicando por diez la dimensión de todos los despachos y salas de juntas, elevar de categoría profesional y estatus retributivo a la totalidad de sus funcionarios administrativos, y aplicar una política de propaganda y marketing político con numerosas campañas tremendamente costosas.

	Es innegable que el gasto en sanidad de la comunidad autónoma del ejemplo se multiplicaría de forma significativa pero, por el contrario, la calidad de la atención sanitaria a los ciudadanos no habría mejorado un ápice. Y, ahora pensemos que se revierten todas las medidas enunciadas. También es evidente que el gasto en sanidad se reduciría, pero sin que la calidad del servicio sanitario se viera perjudicada. En definitiva: ni aumentar el gasto público incrementa por sí solo la calidad del servicio prestado, ni disminuirlo implica necesariamente que en su prestación se vea disminuida la calidad con la que se presta.

	Lo descrito pone de manifiesto la trascendencia que tienen la eficacia y la eficiencia en la gestión de los recursos públicos, idea que está ausente cuando de manera simplista se identifica sin más el volumen de gasto público con la utilidad proporcionada a los ciudadanos.

	La exposición precedente pone de manifiesto que, además de aligerar la carga o sacrificio fiscal exigido al contribuyente y, por tanto, aumentar su libertad, las reducciones de impuestos suponen un ejercicio de responsabilidad por parte del Gobierno que así lo decide, pues se obliga a administrar más y mejor los recursos públicos.

	Esta idea está ausente en la concepción de los expertos como lo está en la del conjunto de los fiscofílicos españoles.

	 

	 

	CUESTIONES ESPECÍFICAS (4): SOBRE LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS

	El Apartado 4 del Capítulo I del libro blanco del Ministerio de Hacienda denominado “CUMPLIMIENTO Y ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA” tiene un elevado interés en relación con el contenido del Capítulo II de este libro.

	Para que se pueda constatar voy a reproducir literalmente trece fragmentos del documento suscrito por el comité de expertos de Hacienda, indicando el número de la página en la respectivamente figuran:

	 

	Primer fragmento (página 190):

	“A favor del cumplimiento, toda Administración Tributaria ha de exhibir proximidad y comprensión con el contribuyente, valorando el registro de cumplimiento pasado y la intencionalidad. Para ello ha de favorecer normas e instrucciones cuya complejidad no lleve al ciudadano al denominado incumplimiento por desistimiento”.

	 

	Segundo fragmento (página 190):

	“En segundo lugar, debe ayudar al cumplimiento tributario, mediante la simplificación y clarificación de normas y procesos”.

	Tercer fragmento (página 195):

	“La última variable considerada es la elevada litigiosidad, en particular, de los tribunales económico-administrativos, una vía administrativa previa, que no existe en otras jurisdicciones y que con frecuencia eleva los tiempos de resolución final de las controversias”.

	 

	Cuarto fragmento (página 195):

	“El elevado porcentaje de reclamaciones estimadas (dos tercios en el caso del ISD e ITPyAJD; alrededor de la mitad en IVA, IS e IRPF) muestra amplias posibilidades de mejora en la relación de las diversas agencias tributarias con el contribuyente (Tabla I.4). La reducción de la litigiosidad debe ser una prioridad en el marco de una estrategia que estimule el cumplimiento voluntario”.

	 

	Quinto fragmento (página 200):

	“Por otro lado, el Comité considera que deberían reforzarse los recursos humanos y materiales de la Administración tributaria no solo a efectos de control e inspección, sino también de ayuda para la clarificación de las normas tributarias, a fin de elevar la seguridad jurídica de los contribuyentes”.

	 

	Sexto fragmento (página 201):

	“Sin menoscabar el contenido de la norma, se recomienda hacer un mayor esfuerzo en mejorar la seguridad jurídica, ofreciendo criterios de la propia Administración cuando se publiquen normas relevantes, lo que puede ayudar a simplificar de entrada la aplicación de una norma compleja”.

	 

	Séptimo fragmento (página 201):

	“Se recomienda potenciar las clarificaciones de criterios de valoración e interpretación, lo que no solo reduciría los costes de cumplimiento para los contribuyentes, sino que además generaría mayor confianza”.

	 

	Octavo fragmento (página 201):

	“Dado el importante papel que desempeñan las consultas en el logro de este escenario de seguridad, resulta imprescindible abreviar el tiempo de respuesta actual a las consultas hoy dirigidas y respondidas por la Dirección General de Tributos”.

	 

	Noveno fragmento (página 201):

	“Es indispensable mejorar la relación de la Administración tributaria con los contribuyentes, evitando trasladar la impresión de culpabilidad y persecución a aquellos que suelen cumplir sus obligaciones correctamente y que, en alguna ocasión, se retrasaron o se equivocaron en sus relaciones con la Administración“.

	 

	Décimo fragmento (página 201):

	“En este sentido, el Comité recomienda que se estudie la posibilidad de aligerar las sanciones en supuestos de fallos o incumplimientos menores, en línea con lo que se hace en otros países como Francia o Singapur 102”.

	 

	Undécimo fragmento (página 204):

	“Con la finalidad de disminuir la litigiosidad tributaria, el Comité considera que debe avanzarse en la adopción de medidas que eviten que los conflictos surjan o que ayuden a que estos se resuelvan antes de llegar al ámbito judicial”.

	 

	Duodécimo fragmento (página 204):

	“Todo ello sin perjuicio de que, a medio plazo, se debería igualmente avanzar en los demás mecanismos alternativos para solucionar controversias, como la conciliación, la mediación o el arbitraje lo que sin duda redundaría en una bajada de la litigiosidad que, como se evidencia en el citado informe del CDC, supone un alto coste para la Hacienda pública además de para los contribuyentes”.

	 

	Décimo tercer fragmento (página 204):

	“El Comité recomienda que se instrumenten los medios necesarios que permitan acortar en general de manera eficaz los plazos de resolución de las controversias tanto en vía económico-administrativa como en vía judicial”.

	 

	Habrá constatado el lector que en los trece fragmentos del libro blanco del Ministerio de Hacienda que han sido reproducidos, con el estilo contenido de redacción y con la cautela propias de un informe oficial, se corroboran de modo explícito o implícito prácticamente todas las que hemos considerado lacras que conforman la hernia fiscal que sufre el contribuyente español:

	La traspasabilidad de la carga de trabajo al contribuyente (o costes de cumplimiento)

	La complejidad de las normas tributarias, (reiterándose la propuesta de su simplificación). 

	La severidad de la Administración tributaria (en la aplicación de las sanciones tributarias).

	La inferioridad y la desigualdad del contribuyente, (referencias a la inseguridad jurídica). 

	La agresividad (como culpabilización y persecución que percibe el contribuyente). 

	La litigiosidad (como consecuencia de varias de las lacras anteriores)

	La eternidad (o retraso excesivo en la resolución de los litigios) y conviene aclarar que, si en el libro blanco no existen referencias a la ejecutividad y a la embargabilidad, es porque en él no se ha analizado el procedimiento de recaudación de los tributos.
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Sociedad Ejercicio | Cuota (€)
Sociedad A 2013 315.156
Sociedad A 2014 519.281
Sociedad A 2015 224.718
Sociedad B 2013 532859
Sociedad B 2014 182112
Sociedad B 2015 194.438
Sociedad C 2013 229.803
Sociedad D 2014 554.060
Sociedad D 2015 448.353
Sociedad E 2013 340.723
Sociedad E 2014 215.102
Sociedad F 2015 189.890
Sociedad G 2015 196.751
Sociedad H 2016 171.567
Sociedad I 2016 236.561
TOTAL |[4.551.374
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Sociedad Ejercicio | (meses) ©

Sociedad A 2013 12 2.400
Sociedad A {2014 12 2.400
Sociedad A |2015 12 2.400
Sociedad B {2013 12 2.400
Sociedad B [2014 12 2.400
Sociedad B 2015 12 2.400
Sociedad C 2013 12 2.400
Sociedad D 2014 12 2.400
Sociedad D |2015 12 2.400
Sociedad E {2013 12 2.400
Sociedad E {2014 12 2.400
Sociedad F | 2015 12 2.400
Sociedad G | 2015 12 2.400
Sociedad H [2016 12 2.400
Sociedad I {2016 12 2.400

TOTAL 180 36.000
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Sociedad | Ejercicio | (meses) ©
Sociedad A | 2013 15 315.156
Sociedad A | 2014 15 519.281
Sociedad A 2015 15 224.718
Sociedad B | 2013 15 532.859
Sociedad B | 2014 15 182.112
Sociedad B | 2015 15 194.438
Sociedad C [2013 15 229.803
Sociedad D | 2014 15 554.060
Sociedad D 2015 15 448.353
Sociedad E 2013 15 340.723
Sociedad E | 2014 15 215.102
Sociedad F 2015 15 189.890
Sociedad G | 2015 15 196.751
Sociedad H | 2016 15 171.567
Sociedad I |2016 15 194.994
TOTAL 225 4.509.807
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AR TEAC |Total
Namero de resoluciones estimadas (2006-
2020) 1.153.491/20.959 | 1.174.450
Namero de resoluciones emitidas (2006-
2020) 2.773.304| 103.439 |2.876.743
Porcentaje de las estimadas sobre las
emitidas 41,59% | 20,26% | 40,83%
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NUMERO DE RESOLUCIONES

ESTIMADAS
Aiio Por los TEAR |Por el TEAC|En TOTAL
2006 | 50.102 903 51.005
2007 |48.781 934 49.715
2008 | 57.094 886 57.980
2009 | 64.764 941 65.705
2010 | 80.062 851 80.913
2011 |71.328 866 72.194
2012 | 73.998 1.162 75.160
2013 | 75.701 1.476 77.177
2014 | 79416 1.568 80.984
2015 |82.194 1.850 84.044
2016 |81.315 1.355 82.670
2017 | 94.986 1.742 96.728
2018 | 88.009 1.783 89.792
2019 | 96.209 2.198 98.407
2020 | 109.532 2.444 111.976
Total |1.153.491 20.959 1.174.450
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RECURSOS |RECURSOS |ESTIMADOS
Aflo | ESTIMADOS| RESUELTOS | (%)
2006 | 51.005 151.497 33,67
2007 [49.715 140.797 35,31
2008 |57.980 160.022 36,23
2009 |65.705 178.820 36,74
2010 80913 169.565 41,72
2011 [72.194 189.300 38,14
2012 [75.160 195.467 38,45
2013 [77.177 196.629 39,25
2014 |80.984 196.679 41,18
2015 | 84.044 203.671 41,26
2016 | 82.670 187.383 44,12
2017_|96.728 217.959 44,38
2018 [89.792 224.980 39,91
2019 [98.407 221271 44,47
2020 [111.976 242.703 46,14
Total |1.174.450  |2.876.743 40,83
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RECLAMACIONES Y RECURSOS INTERPUESTOS

Aiio | Antelos TEAR  |Ante el TEAC | En TOTAL
2006 | 127.121 4.473 131.594
2007 | 126451 4.439 130.890
2008 | 152.196 8.889 161.085
2009 |177.833 6.518 184.351
2010 |198.532 6.490 205.022
2011 | 216.747 7.124 223.871
2012 | 223417 8.581 231.998
2013 | 208.602 7.860 216.462
2014 | 207.053 7.965 215.018
2015 | 204.698 10.701 215.399
2016 | 192.005 8.868 200.873
2017 |194.219 7.611 201.830
2018 | 200.562 7.153 207.715
2019 |180.916 7.971 188.887
2020 | 189.358 10.974 200.332
Total |2.799.710 115.617 2.915.327
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Generalidad Aprobade Con reparos
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TRAMITACION DE RECLAMACIONES Y RECURSOS EN

EL TEAC
Nimero Déficit

Pendiente | de Niimero de |en el Pendiente
Afio_|alinicio |entradas | resoluciones | afio al final
2006 4.473 4.866 —393
2007 4.439 4.919 —480
2008 8.889 6.544 2.345 2.345
2009 |2.345 6.518 7.497 | =979 1.366
2010 | 1.366 6.490 5.565 925 2291
2011 |2.291 7.124 4.630 2.494 4.785
2012 |4.785 8.581 5.093 3.488 8.273
2013 |8.273 7.860 6.245 1615 9.888
2014 |9.888 7.965 7.450 515 [10.403
2015 |10.403 10.701 7.922 2779 13.182
2016 |13.182 8.868 5.867 3.001  |16.183
2017 | 16.183 7.611 8.342 —731 15.452
2018 |15.452 7.153 R.841 —1.688 | 13.764
2019 |13.764 7971 9.193 —1.222 12,542
2020 |12.542 10.974 10.465 509 13.051
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NUMERO DE RESOLUCIONES

EMITIDAS

Por los Por el

TEAR TEAC En TOTAL
2006 |146.631 4.866 151.497
2007 [ 135.878 4.919 140.797
2008 [153.478 6.544 160.022
2009 [171.323 7.497 178.820
2010 | 164.000 5.565 169.565
2011 | 184.670 4.630 189.300
2012 [190.374 5.093 195.467
2013 [190.384 6.245 196.629
2014 |189.229 7.450 196.679
2015 |195.749 7.922 203.671
2016 |181.516 5.867 187.383
2017 [209.617 8.342 217.959
2018 | 216.139 8.841 224.980
2019 |212.078 9.193 221.271
2020 [232.238 10.465 242.703
Total | 2.773.304 103.439 2.876.743
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12450 [276550 |2221% 323700 | 137.514,50|42,48%
24900 | 5.835 23,43% 336150 | 143.615 |42,72%
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